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Este nuevo número de la Revista Alternativa del Instituto de Ciencias Alejandro Lipschutz 
(ICAL) sale a luz en momentos de gran trascendencia para el devenir de nuestro pue-

blo: a casi cinco meses de que las grandes mayorías decidieran salir a la calle a expresar su 
rotundo rechazo a un sistema neoliberal que lo condena a una calidad de vida deplorable.

Desde hace décadas, el pueblo organizado desde su militancia política y desde su ac-
tividad en múltiples organizaciones sociales, ha venido luchando precisamente por las 
mismas demandas que hoy se expresan de diversas maneras y en forma sostenida a lo 
largo y ancho de nuestro país. Lo novedoso es la masividad que estas manifestaciones 
han adquirido, el nivel de participación de millones de chilenas y chilenos, así como su 
convencimiento de que la satisfacción de sus demandas implica necesariamente cambios 
de gran profundidad en nuestro país.

Es así como de la mano de las grandes demandas sociales, tales como pensiones dig-
nas, educación gratuita, salud de calidad para todos, igualdad de género, respuesta a las 
justas demandas de nuestros pueblos originarios, protección del medio ambiente, entre 
muchas otras, emerge con fuerza la exigencia de una Nueva Constitución y de un Nuevo 
Modelo de Desarrollo para nuestro país.

Por esta razón, el presente número ofrece una serie de artículos que pretenden contribuir 
a estas dos grandes exigencias y a analizar este denominado “estallido social”. A través de 
más de una decena de artículos se abordan estos desafíos desde diferentes perspectivas 
esenciales para el devenir nacional y nuestros anhelos de construcción de una sociedad 
más justa, con un desarrollo que beneficie a todos, conservando nuestros recursos natu-
rales y medioambiente.

Resulta un tanto complejo, desde el punto de vista de la rigurosidad intelectual, realizar 
análisis socio-políticos de eventos actuales y tan dinámicos como los que estamos vivien-
do. Sin embargo, intentamos contribuir a estas grandes discusiones que nuestro pueblo 
ya está debatiendo de cara al proceso constitucional, con artículos sobre la coyuntura 
socio-política, el sindicalismo y la Mujer, las fuerzas armadas, las ciencias, la educación, 
salud, cultura, medioambiente, pueblos originarios y migración.

Si la lectura de estos artículos le resulta útil al lector o lectora para participar – junto a 
nuestro pueblo - de manera más plena y con mayores y mejores argumentos en los deba-
tes sobre la nueva constitución y el nuevo país que aspiramos construir, se habrá cumpli-
do el principal objetivo de esta publicación. 

EDITORIAL

César Bunster Ariztía
Director ICAL
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EloctubreCHILENO
¿elneoliberalismo 

naceymuere
enChile?

Alexis Cortés

Doctor en Sociología y académico 

¿Qué comenzó el 18 de octubre de 2019? Probablemente aún sea demasiado pronto 

para trazar una caracterización definitiva de qué fue lo que realmente ocurrió ese día, 

pero una cosa parece clara: la vida social y política de Chile cambió ese día para siempre. 

Ese 18 de octubre estallaron las movilizaciones más grandes, intensas y extensas del últi-

mo tiempo. 

Tal vez la metáfora que mejor dé cuenta del octubre chileno sea la idea de erupción volcá-

nica. Fuerzas magmáticas que a simple vista no son observables hasta que su presión se 

hace insostenible, emergiendo hasta la superficie de un modo arrollador y altamente des-

tructivo. Sin embargo, las erupciones volcánicas poseen al mismo tiempo una enorme ca-

pacidad modeladora, reconfiguran los paisajes políticos a su alrededor y sus sedimentos, 

una vez estabilizados, abonan zonas que se vuelven más fértiles para nuevos escenarios.

El 18 de octubre nace como un estallido, como una fuerza incontenible que sorprende, 

pero las fuerzas subterráneas que la activaron siempre estuvieron ahí. De hecho, varias 

son las explicaciones que se han esbozado sobre su origen: la desigualdad, el abuso, la 

falta de democracia y de derechos. Un rayado cerca de la hoy rebautizada Plaza de la Dig-

nidad, sugería lo siguiente: “El neoliberalismo nace y muere en Chile”. 

¿Cómo una movilización que surge a propósito del alza de la tarifa del metro en 30 pesos 

El neoliberalismonace y muereen Chile
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podría dar origen a un cuestionamiento 

del modelo económico que transformó a 

Chile en su principal laboratorio? “No son 

30 pesos, son 30 años” han respondido los 

manifestantes, o sea, el alza del transpor-

te permitió la eclosión de un descontento 

que se venía larvando desde hace mucho 

tiempo. Con los 30 años, se hace referen-

cia y se cuestiona a la post-dictadura y al 

arreglo inter-elites que le dio estabilidad al 

país, a cambio de la mantención sustanti-

va precisamente del modelo económico y 

de la institucionalidad política que lo res-

guardaba, siendo su principal expresión la 

Constitución Política del 80. No por ello, el 

alza deja de ser considerable, si se la mira 

en términos acumulativos, las alzas sucesi-

vas habían transformado al Metro de San-

tiago y al transporte público en general 

en uno de los más costosos de la región, 

representando una parte significativa del 

gasto de los trabajadores chilenos.

El modelo chileno
El modelo económico heredado de la 

dictadura, aunque fue moderado en cier-

tos aspectos durante los gobiernos de la 

Concertación, por ejemplo, mediante po-

líticas públicas focalizadas que redujeron 

la pobreza, fue presentado a lo largo de 

los últimos años como la única forma de 

desarrollo posible. La consolidación del 

neoliberalismo en el mundo ha tenido 

como pieza clave la pérdida de capacidad 

decisoria de los Estados-Nacionales, pero 

sobre todo de los gobiernos, para definir 

de modo autónomo y soberano sus orde-

namientos económicos. En contraste, or-

ganismos internacionales (el FMI, el BID, 

el Banco Central Europeo) y las empresas 

transnacionales han ganado en capacidad 

decisoria. El fenómeno anterior ha intro-

ducido una contradicción fundamental 

en el mundo entero entre neoliberalismo 

y democracia, pues esta última se ha visto 

limitada, en la medida que existiría un área 

fundamental de la vida colectiva, la econo-

mía, que quedaría excluida de la capacidad 

decisoria de los ciudadanos. Pero no sólo 

eso, especialmente en el caso chileno, el 

neoliberalismo además de inevitable fue 

presentado como deseable. La economía 

de libre mercado no sólo sería el resultado 

natural de las fuerzas sociales, o sea, según 

esta lógica, del mercado, sino que además 

era la mejor opción posible para maximizar 

el bienestar social de la población. Chile, 

como laboratorio del neoliberalismo y se-

ñalado como un ejemplo exitoso de com-

binación de economía de mercado con de-

mocracia, fue promovido como el modelo 

a seguir para la región y para otros países 

emergentes.

Sin duda, si se toma como parámetro la 

vida en dictadura, el bienestar material 

desde el retorno a la democracia se ha in-

crementado. Sin embargo, lo que ha sos-

tenido el crecimiento económico ha sido 

nuestra dependencia de la explotación y 

exportación de materias primas, notable-

mente del Cobre. Nuestra matriz producti-

va ha vivido un proceso de reprimarización 

económica, iniciada con la desindustriali-

zación promovida por la dictadura y que, 

con los gobiernos democráticos, no se ha 

visto alterada. Por lo demás, la deschile-
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nización de la explotación de las materias 

primas con condiciones extremamente 

favorables para empresas transnacionales, 

con royalties mínimos y leyes permisivas, 

han transformado vastas extensiones de 

nuestro territorio en zonas de sacrificio, 

produciendo una enorme fuga recursos 

hacia el exterior, sin ampliar los empleos 

y, paradojalmente, empobreciendo zonas 

ricas en recursos naturales (Atacama y la 

Araucanía son casos insignes al respecto). 

Otra base del modelo, ha sido la financie-

rización de economía. Lo que mueve a los 

mercados mundiales es la especulación. 

En el caso chileno, han sido los ahorros 

previsionales de las AFPs una de las prin-

cipales fuentes para sostener la inserción 

empresarial chilena en las lógicas especu-

lativas, privatizando las ganancias (para 

las empresas) y socializando las pérdidas 

(para los trabajadores). No por casualidad 

una de las principales demandas de las 

movilizaciones ha sido la exigencia de un 

nuevo sistema previsional. Muchos jóve-

nes a la hora de explicar su presencia en 

las marchas, afirman que están ahí por sus 

abuelos. Conforme ha pasado el tiempo, 

las movilizaciones se han vuelto cada vez 

más juveniles, pero manteniendo un alto 

grado de solidaridad intergeneracional en 

sus motivaciones.

Este modelo, aunque ha traído buenos re-

sultados macroeconómicos, por un lado, 

tanto en las balanzas comerciales, en el 

ingreso per cápita y en la imagen país; por 

otro, ha dado pie a una profundización de 

la desigualdad económica. Más que produ-

El modelo económi-

co heredado de la dic-

tadura, aunque fue 

moderado en ciertos 

aspectos durante los 

gobiernos de la Con-

certación, por ejemplo, 

mediante políticas pú-

blicas focalizadas que 

redujeron la pobreza, 

fue presentado a lo lar-

go de los últimos años 

como la única forma 

de desarrollo posible.

cir riqueza, el modelo ha producido ricos. 

Unas cuantas familias concentran la mayor 

parte de nuestro PIB, mientras la mitad 

de los chilenos viven con poco más de un 

salario mínimo al mes. Es cierto, en los úl-

timos años la desigualdad económica ha 

comenzado a decrecer, pero la sociedad 

percibe la desigualdad de otras formas: en 

el trato, en la existencia de privilegios y en 

el abuso (PNUD, 2017). 

El despertar de Chile
Pero, ¿qué ha hecho posible que la des-

igualdad hoy se haya vuelto una realidad 

intolerable que debe ser cambiada impe-

riosamente? Podríamos aventurar que la 

desigualdad chilena se enmascaró de dos 

formas. Primero trató de mostrarse como 

una desigualdad justa, el principal meca-

nismo ideoló-

gico para esa 

operación ha 

sido el discurso 

meritocrático, o 

sea, que las me-

joras en nuestra 

posición social 

o en nuestro 

bienestar son 

proporc iona-

les al esfuerzo 

invertido para 

ello. La senci-

lla fórmula de: 

“eres pobre, 

porque no te 

has esforzado lo suficiente”. Los chilenos 

históricamente han confiado en la edu-
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cación como el principal mecanismo de movilidad social o, en otras 

palabras, como el principal generador de desigualdades percibidas 

como justas. Sin embargo, el ciclo de movilizaciones iniciados por el 

movimiento estudiantil secundario y universitario asestaron un golpe 

mortal al discurso del mérito, no por negar que éste exista, sino que 

porque evidenciaron que el proceso de mercantilización de la educa-

ción la había transformado en un potente reproductor y amplificador 

de la desigualdad social: quien podía pagar, obtenía mejor educación 

y con ella una mejor posición social. En otras palabras, no bastaba con 

(endeudarse para) estudiar, pues al final del proceso lo que terminaba 

primando no era el esfuerzo, sino más bien cuestiones ligadas al origen: 

si se nació en una familia con recursos o no. La promesa de masificación 

de la enseñanza superior para permitir movilidad social se mostraba 

como una estafa. “Invertir” en educación mediante el endeudamiento 

no necesariamente mejoraba la situación del estudiante, no sólo hipo-

tecaba su futuro financiero, sino que además lo que le esperaba una 

vez concluidos sus estudios eran empleos precarios y mal pagados, sin 

mencionar las expectativas sobre la jubilación, las que con el paso del 

tiempo se han vuelto más amenazantes para todos los chilenos. En todo 

ese proceso, la banca y un importante número de “empresas” educacio-

nales capitalizaron enormes ganancias, avaladas por el Estado.

Pero el endeudamiento ha funcionado también como un retardador de 

la conflictividad que podría ocasionar la desigualdad económica. Anto-

nio Gramsci señalaba, a propósito del fordismo, que en los EEUU este 

tipo de empresas producían hegemonía directamente desde la fábrica, 

pues los obreros podían acceder a su propio automóvil y a buenos sa-

larios, promoviendo una identificación con el capitalismo, sin recurrir 

a intermediaros, o sea, ideólogos que convenzan a los trabajadores de 

que su situación es la mejor posible. En el caso chileno, se podría decir 

que el endeudamiento y más específicamente, la tarjeta de crédito, era 

una productora directa de hegemonía, pues los chilenos podían acce-

der a bienestar material en cómodas cuotas, a pesar de sus precarias 

situaciones. Sin embargo, la generalización del endeudamiento entre 

las familias chilenas colapsó. Las tarjetas permitían enmascarar los ba-

jos salarios, pero el malabarismo financiero de las familias para llegar a 

fin de mes comenzó a fallar. El endeudamiento empezó a cubrir incluso 

necesidades básicas como la alimentación y los medicamentos y las for-

mas de repactación con las instituciones financieras se volvieron cada 

vez más abusivas.
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“Sin embargo, el ciclo de movi-

lizaciones iniciados por el movi-

miento estudiantil secundario y 

universitario asestaron un golpe 

mortal al discurso del mérito, no 

por negar que éste exista, sino 

que porque evidenciaron que el 

proceso de mercantilización de 

la educación la había transfor-

mado en un potente reproductor 

y amplificador de la desigualdad 
social”
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La democracia desigual
Además, la desigualdad económica tiene 

una enorme capacidad de transformarse 

en desigualdad política, erosionando las 

instituciones democráticas que se con-

ciben a sí mismas como igualitarias. Tal 

como ha ocurrido en democracias como la 

estadounidense, las brechas económicas 

producidas por el neoliberalismo no tar-

dan en expresarse políticamente (Bartels, 

2008). Los “súper ricos” son los principales 

sostenedores económicos de las campañas 

electorales, a su vez, los políticos electos 

tienden a ser más receptivos a los intere-

ses de sus financistas. Bajo esta dinámica, 

el sistema político, en vez de ser el espacio 

para revertir la desigualdad económica se 

transforma en una extensión de la misma 

promoviendo leyes que favorecen a los 

más ricos. En el caso chileno, los escánda-

los relativamente recientes de financia-

miento ilegal de la política, configuraron 

lo que algunos autores han denominado 

como “democracia directa del capital”. Di-

putados y senadores pauteados por los 

asesores de las empresas legislan a favor 

de esos intereses particulares y no del bien 

común. Las irrisorias sanciones recibidas 

por los empresarios y políticos implicados 

consagraron una sensación de impunidad 

que ha contribuido a hacer más severa la 

crítica de los ciudadanos a ambos. El hecho 

de que sea Sebastián Piñera el Presidente 

de la República ha permitido concentrar 

ese rechazo en una sola persona, en tanto, 

su propia trayectoria personal resume el 

poder directo que puede ejercer el capital 

en una democracia debilitada.

La democracia chilena ha amparado el abu-

so generalizado provocado por un modelo 

económico que ha mercantilizado todas las 

dimensiones de la vida social. No hay ne-

cesidad que no haya sido transformada en 

un gran negocio. Por eso, el primer grito de 

estas movilizaciones ha sido “no más abu-

sos”, por lo mismo lo que se exige es “dig-

nidad”. Los chilenos se sienten abusados, 

ofendidos e indignados. Estos sentimientos 

no aparecieron el 18 de octubre, estaban 

presentes desde antes, lo que ocurrió ese 

día fue que esos sentimientos se poten-

ciaron con la disposición a la movilización 

que mostraron. Es cierto las movilizaciones 

sorprendieron, pero mucho más sorprende 

que éstas no se hayan producido antes.

La politización acelerada
La organización de evasiones por parte de 

los estudiantes secundarios cumplió el rol 

de gatillar la transformación desde la in-

dignación a la movilización. Inicialmente 

las masivas evasiones provocaron simpatía 

entre los usuarios del Metro, pues el alza se 

consideraba un abuso: los estudiantes eran 

capaces de hacer, lo que todos deberíamos 

haber hecho, reclamar. Como ha sido la 

tónica a lo largo de estas movilizaciones, 

el gobierno optó por responder ante este 

escenario con represión, afectando a eva-

sores y usuarios normales. Esto generó aún 

mayores grados de identificación con los 

estudiantes. Finalmente, cuando se decreta 

el cierre del Metro y el transporte en super-

ficie suspende sus operaciones en pleno 

horario de retorno laboral, se creó el cóctel 

perfecto para la explosión. Los trabajado-

res que tuvieron que iniciar largas marchas 
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a pie para volver a sus casas, espontánea-

mente empezaron a engrosar barricadas 

en cada esquina de la ciudad. Fue la gota 

que rebalsó el vaso. Las manifestaciones de 

descontento se fueron radicalizando y la 

protesta al otro día ya se había nacionaliza-

do. Todo estaba en cuestión, nada parecía 

imposible de ser cambiado. La movilización 

operó como un poderoso desnaturalizador 

de todo el modelo político y económico. Lo 

que hasta ayer se toleraba, aunque fuera a 

regañadientes, a partir de ese momento era 

abiertamente cuestionado. La movilización 

se volvía transversal, no había rincón del 

país que no se sintiera parte de este “esta-

llido”. Rápidamente la demanda económica 

para congelar el alza se transformaba en 

una lucha altamente politizada, siendo la 

crítica a la Constitución la mayor expresión 

de ese paso. 

Lo que hasta ayer era identificado como un 

problema individual o personal: el endeu-

damiento o el abuso, empezó a ser signi-

ficado por los chilenos como problemas 

colectivos, como custiones públicas: pen-

siones, sueldos, salud o servicios básicos. 

Momentos de densidad histórica, como 

el que se inició el 18 de octubre, incuban 

transformaciones radicales en las trayec-

torias de quienes participan en ellos. Uno 

de los más visibles son los procesos de 

politización acelerada. Es necesario notar, 

que estas nuevas formas de politización 

no siempre se expresan bajo las paráme-

tros usuales en los que se da la política 

tradicional, sobre todo mediante la par-

ticipación en partidos o mediante com-

portamiento electoral. Lo que se percibe 

son politizaciones de las conversaciones 

cotidianas, manifestaciones contra-cultu-

rales que retejen vinculaciones perdidas, 

espacios organizaciones vaciados que se 

repotencian (sindicatos, colegios profe-

sionales, clubes deportivos o juntas de 

vecinos) o nuevas plataformas de articu-

lación que emergen (cabildos, asambleas 

territoriales, etc.). Los barrios, los lugares 

de trabajo, el espacio público, no volverán 

a ser los mismos. No sólo ahora nos cono-

cemos, sino que además hemos visto que 

nuestras rabias, frustraciones y esperan-

zas son compartidas. Es posible que es-

tas transformaciones políticas profundas 

demoren en expresarse, de manera con-

tundente, en término político-electorales, 

pero en algún momento se sincronizarán. 

Por mientras, sigue siendo un enorme de-

safío el establecimiento de puentes que 

conecten la política institucional con es-

tas nuevas politizaciones.

El desfase anterior ha contribuido a ali-

mentar discursos alarmistas en actores 

de la opinión pública sobre el peligro que 

este movimiento representa para la de-

mocracia. Sin embargo, aunque de modo 

general, el movimiento expresa una crítica 

al cómo se ha desarrollado la democracia 

en Chile y ha dejado aún más en evidencia 

la profunda crisis del sistema político, las 

movilizaciones parecen tener un enorme 

potencial democratizador. En primer lugar, 

porque resitúan el conflicto como un ele-

mento fundamental para la vida colectiva 

y, segundo, porque han permitido que el 

soberano, en este caso, el pueblo moviliza-

do, reconozca su poder transformador. 
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La democracia chilena, limitada por los 

enclaves autoritarios heredados, ha privi-

legiado la estabilidad por sobre el conflic-

to, otorgándole además un poder de veto 

determinante a las elites empresariales, 

basta recordar el documento de la SOFOFA 

del 2 de octubre que señalaba los riesgos 

para el crecimiento económico de la agen-

da legistaltiva. De este modo, toda aspira-

ción de transformación o reforma de los 

pilares del modelo que han agobiado a los 

chilenos son tipificados como amenazas 

al crecimiento económico y, por ende, a la 

democracia. Con ello, el sistema político se 

ha vuelto cada vez más insensible a las de-

mandas de cambio expresadas por la ciuda-

danía, esto, a pesar de que la modificación 

del sistema binominal ha permitido que el 

Parlamento se haya vuelto más representa-

tivo de la diversidad política del país.

Muchos analistas se preguntaban por qué 

los chilenos se expresaban de modo tan 

radical, mediante movilizaciones que in-

corporaban un alto grado de violencia a 

sus repertorios de acción colectiva. ¿Qué 

se podía esperar si los intentos de reforma 

del sistema en buena parte han naufraga-

do una y otra vez? El gobierno de la Nueva 

Mayoría representó un intento de canaliza-

ción de la crítica emergida por las moviliza-

cinoes del 2011, pero la mayor parte de su 

agenda transformadora fracasó, en parte 

por el boicot interno de partidos como la 

Democracia Cristiana, pero sobre todo, por 

el veto empresarial y el candado del Tribu-

nal Constitucional, lo que ha hecho inútiles 

las mayorías parlamentarias, pues aunque 

que se logren aprobar leyes transforma-

doras, el TC funcionará contramayoritaria-

mente declarándolas inconstitucionales. 

Por eso ganó tanta fuerza la demanda por 

una Nueva Constitución, no porque ésta 

signifique la solución a todos lo problemas, 

sino porque con la actual prácticamente es 

imposible cualquier cambio, por mayorita-

rio que sea su apoyo.

La radical crítica al sistema político difi-

cultará la construcción de proyectos que 

aspiren a expresar las ansias de cambio. El 

comportamiento errático, elitista y de des-

conexión con las movilizaciones que han 

tenido agrupaciones que apostaban a la 

renovación de la izquierda, principalmente 

el Frente Amplio, obstaculizarán aún más el 

levantamiento de esos puentes. Sin embar-

go, esta renuencia no es con la política de 

modo general. Además, no todos los parti-

dos se han comportado de la misma forma. 

En esa línea, a diferencia de otras expe-

riencias de movilización recientes, como 

las ocurridas en Brasil en junio de 2013, en 

donde las manifestaciones fueron capita-

lizadas por una derecha extremadamente 

reaccionaria, lo que estuvo antecedido por 

la expulsión violenta de la izquierda de las 

calles (así como de sus símbolos); en Chi-

le, por ahora, el movimiento ha tendido 

hacia pautas progresistas. Los símbolos en 

las calles se identifican históricamente con 

la izquierda: la bandera mapuche, la de la 

diversidad sexual, Pedro Lemebel, Gladys 

Marín, Víctor Jara o Violeta Parra. 

La Mesa de Unidad Social, que ha agrupa-

do al mundo organizado, desde el movi-

miento sindical, pasando por el estudiantil, 
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el de pobladores, hasta la Coordinadora 8 

de marzo ha sido una experiencia enorme-

mente meritoria, considerando la fragmen-

tación y diferencias que habían imperado 

hasta el momento entre los sectores orga-

nizados. Sin embargo, aunque Unidad So-

cial no ha pretendido arrogarse la conduc-

ción de este movimiento, la invisibilización 

de esta orgánica por parte del gobierno y 

la prensa, ha sido una forma de debilitar las 

movilizaciones, pues un movimiento que 

no puede interlocutar, es un movimiento 

sin demanda que pueda ser satisfecha. No 

obstante, a esta altura parece claro que el 

Movimiento Social que se inicia el 18 de oc-

tubre tiene dos expresiones que dialogan: 

la vertiente inorgánica con alta capacidad 

de convocatoria y de reinvención, sin caras 

visibles ni estructuras organizacionales; y la 

vertiente orgánica, representada por Uni-

dad Social, con alto grado de articulación 

discursiva y con demandas claras. Esa es 

otra diferencia con Brasil el 2013, en nues-

tras movilizaciones entre la calle y el mundo 

organizado hay sintonía y complementarie-

dad. En Brasil el 2013, sindicatos y organiza-

ciones estudiantiles fueron desplazadas, se 

podría decir incluso expulsadas, por los sec-

tores conservadores. Los dos paros produc-

tivos convocados por el Bloque Sindical de 

la Unidad Social durante las movilizaciones 

son la mejor expresión de esa fuerza.

Por otro lado, no hay que desconsiderar las 

potencialidades de los que hoy se movili-

zan inorgánicamente para fundar nuevas 

formas de activismo y para potenciar las 

organizacinoes ya existentes. Puede que 

demore más o menos, pero la politización 

de trayectorias que produjo el estallido, 

las nuevas solidaridades creadas, en algún 

momento se traducirán políticamente re-

novando o recreando el paisaje actual.

•••
A modo de conclusión, podríamos decir 

que las movilizaciones que comenzaron 

en octubre han evidenciado la profunda 

tensión existente en el país entre el mode-

lo económico neoliberal y la democracia. 

No está del todo claro cómo será la salida 

de la actual crisis, pero parece claro que las 

contradicciones que han provocado el ac-

tual momento no se resolverán dentro del 

neoliberalismo ni dentro de los estrechos 

límites de nuestra actual democracia. Las 

movilizaciones han cuestionado al neolibe-

ralismo no de modo abstracto, sino en sus 

expresiones concretas, en sus consecuen-

cias vividas por los chilenos. Sin embargo, 

el neoliberalismo no ha muerto. Aunque sí 

podemos decir que la narrativa que identi-

ficaba al modelo chileno como un paradig-

ma a ser imitado por los países de la región 

se acabó. Hoy cuando América Latina se de-

bate entre restauraciones conservadoras e 

intentos de reimpulso progresista, el fin de 

la vía chilena al neoliberalismo, como mo-

delo de exportación, es una buena nueva.

La erupción chilena de octubre continua-

rá modelando nuevos paisajes, aunque no 

sabremos qué forma adquirirán, pues su 

fuerza ha sido tan arrolladora que es difícil 

canalizarla. Pero, el magma liberado creará 

también terrenos fértiles para nuevos fu-

turos. ¿Qué semillas serán esparcidas? La 

respuesta está en nuestras manos. 
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Introducción 
El acuerdo del 15 de noviembre del año pasado, sentenciado por la Derecha, la ex – Con-

certación y parte del Frente Amplio, es la rúbrica de una de las últimas posibilidades que 

tenían la Derecha y sus aliados de salir airosos e impunes de la crisis que crearon con un 

acuerdo similar en 1989, en el cual se pactó, planificó y ejecutó todo lo que culminó en 

este levantamiento del pueblo ante tanta desigualdad e injusticia en el país, que de hecho 

se ha expresado en lucha de clases. 

En breves pero significativas palabras, en este trabajo se plantea que el estallido social 

explicitó el problema fundamental que cruza a toda la sociedad, y que se ha intentado ne-

gar casi transversalmente en las últimas décadas, hasta ahora: la contradicción de clases 

que yace en el interior de la formación social capitalista, y que la  define como tal. Como 

es propio del concepto de contradicción, ésta se genera entre polos antagónicos, en este 

caso, capital y trabajo. Los polos son agentes dinámicos, mutuamente dependientes el 

uno del otro, que están en permanente actividad y conflicto, lo cual produce la contra-

dicción. Esta incesante actividad contradictoria de las relaciones capitalistas, ocurre como 

un proceso encubierto por la acción de un elemento constituyente también del proceso 

general de generación y reproducción del capital, cual es la ideología. Esto es, la distorsión 

que impide dar cuenta de tal contradicción, la cual sólo asomaría con fuerza a través de 

una práctica revolucionaria, en lo que se conoce como lucha de clases. Esto quiere decir 

que la dominación capitalista es posible, entre otros factores –que son concomitantes con 

ella- por una ‘forma encubierta’ de reproducción de sus fines, la ideología, en el sentido 

crítico y negativo del término, como lo definiera Karl Marx.

1. Nuevas Subjetividades Emergen en la Lucha de Clases
Cuando la contradicción entre capital y trabajo llega a una tensión insostenible por la 

agudización de la actividad de uno de sus polos, en este caso, el del capital, expresada en 

un acelerado proceso de acumulación, a expensas de la precariedad del polo del trabajo, 

ésta se hace explícita en la superficie en la forma de lucha de clases, al activarse también 

el polo del trabajo a través de una práctica que termina por revelar completamente la 

contradicción que yacía oculta. Por lo tanto, la irrupción ‘plebeya’ de octubre, encarnó 

una nueva subjetividad o subjetividades a las previas al 18/0, incluso, a las del período 

desarrollista del capitalismo en Chile. Expresiones que han desatado prácticas políticas, 

sociales y culturales liberadoras, movimientos sociales nuevos junto a otros más tradicio-

nales, como el sindical, tales como el de ‘las tesis’ del movimiento feminista; como la movi-

lización de los ciclistas; la recreación musical de temas que interpretan el sentir popular de 

varias generaciones; ello, junto a diversas demostraciones artísticas visuales, de artes plás-

ticas de gran valor cultural; también está la indiscutida proliferación de los ‘muros que ha-

blan’, con miles de rayados y grafitis en todo el país; las múltiples comunicaciones y articu-
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lación horizontal del movimiento a través 

de las redes sociales; cómo no destacar la 

icónica figura del perro símbolo de la pro-

testa social, ‘el negrito mata pacos’; la lucha 

permanente, combativa e ingeniosa de los 

estudiantes secundarios y universitarios; la 

movilización de los pensionados en todas 

las marchas y concentraciones de masas; 

la voz de niñas y niños por sus derechos y 

contra la represión; el movimiento por la 

defensa de los derechos humanos; los ca-

bildos y asambleas barriales; la resistencia 

valiente y tenaz de la ‘primera línea’; la in-

édita presencia unitaria de las barras bra-

vas de Colo Colo, la U y la UC en la Plaza de 

la Dignidad; y la relevancia de la causa Ma-

puche en este marco de sublevación popu-

lar, constituyen sólo algunos ejemplos de 

la emergencia de variadas subjetividades, 

algunas de las cuales se nos quedan  en el 

tintero. En definitiva, la protesta social, po-

lítica y cultural de millones de personas, ha 

reconstituido el tejido social y politizado a 

la gente. En síntesis, no ha habido mejor 

escuela de formación cívica que la calle, en 

la multifacética lucha callejera y de clases, 

hoy con manifestaciones nuevas, frescas, 

que han renovado el espíritu y subjetividad 

de nuestra golpeada sociedad. 

Así, la vorágine que ha desatado esta rebe-

lión popular demuestra que las relaciones 

sociales de clase, de género, políticas y cul-

turales no existen por separado sino que se 

entreveran, se forman y deforman unas a 

otras, incluyendo, gratamente, anteriores y 

actuales generaciones de chilenas y chile-

nos que descubrieron el engaño, que han, 

de esta forma, reconstituido el tejido social 

tan severamente dañado por el neolibera-

lismo, no por 30 pesos del alza del pasaje, 

sino por más de 30 años de injusticia social 

e indignidad disfrazada de desarrollo. Ese 

sería el sentido de la gran expresión ‘Chile 

despertó para siempre’, plasmada en las 

paredes de las calles de todo el país. De 

esta manera, esta lucha da cuenta del ca-

rácter profundamente desigual e injusto 

de esta modalidad neoliberal de capitalis-

mo, inaugurado en Chile a sangre y fuego 

en 1973 e institucionalizada al amparo de 

la Constitución Política de 1980. Por ello es 

tan apropiada la consigna ‘A luchar, hasta 

que la dignidad se haga costumbre’. 

En consecuencia, este trabajo argumentará 

centralmente que el neoliberalismo ha sido 

una ideología como formulación teórica y 

experiencia cultural, por un lado; y por el 

otro, como experiencia histórica concreta, 

en que ha estado anclado a importantes 

cambios en las formas que han adoptado 

el Estado y los modelos de desarrollo (Ruiz, 

2019:12).  De esta manera, se radicalizó el 

proceso de concentración y acumulación 

del capital, el cual hoy ha entrado en una 

crisis profunda, tal vez terminal, que im-

pactaría también en la precipitada procla-

mación del advenimiento de la hegemonía 

de la ultra Derecha en el mundo. 

Como se señaló previamente, en el rápido 

despliegue de esta crisis, jugó un papel 

clave la movilización social multifacética 

que identificó claramente las causas de la 

crisis del modelo en curso, y con ellas, sus 

contradicciones y las graves consecuencias 

sociales que afectan a la mayoría de la po-

blación, en todo orden de cosas. 
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En este marco, ante este veloz avance del 

pueblo y la profundidad del contenido de 

su lucha, el gobierno quedó a la intempe-

rie, con escasa autoridad y legitimidad.  Sus 

pretensiones de prolongarse en el poder 

por 8 años se hicieron añicos. Su programa 

se acabó el 18 de octubre del año 2019. 

Una vez en el páramo, Piñera reprimió y 

violó los derechos humanos de miles de 

compatriotas, ahondando aún más la fosa 

en que se está sepultando su credo. Tuvo 

que recurrir de nuevo a subterfugios y ar-

timañas propias de la ideología que sirve a 

su clase, para ver si podía salvarse. Eso mo-

tivó el llamado a dos Acuerdos Nacionales 

para lograr un consenso con sus aliados 

de la pequeña burguesía y así tener apoyo 

para permanecer en el poder y manejar, en 

la medida de lo posible, los cambios que se 

vienen, entre ellos, y principalmente, una 

nueva Constitución Política para Chile.

En segundo lugar y en virtud de lo señala-

do en el párrafo anterior, nos enfocaremos 

en la implementación de ambos pactos y 

se demostrará el uso ideológico de ellos, 

tanto del ‘Acuerdo por una nueva Consti-

tución’ como el de la ‘Paz Social’, senten-

ciados por la Derecha, la ex Concertación y 

parte del Frente Amplio, que constituirían 

la rúbrica de las últimas posibilidades que 

tienen la Derecha y sus aliados de salir ai-

rosos e impunes de la crisis que crearon 

con un acuerdo similar en 1989, en el cual 

se pactó, planificó y ejecutó todo lo que 

culminó en este levantamiento, que, signi-

ficativamente, se ha expresado y quedará 

grabado en nuestra historia como un epo-

peya de nuestro pueblo expresada en una 

intensa lucha de clases, anti patriarcal e in-

tercultural. 

2. La Lucha de Clases Reme-
ce a la Ideología Neoliberal 
y a la Clase Dominante 
El neoliberalismo, que ha dominado a la so-

ciedad chilena por más de cuatro décadas 

y que tuvo una segunda etapa de hegemo-

nía desde 1989 hasta ahora, aun respira. 

Sin embargo, este tiempo, posterior al 18 

de octubre, es un tiempo cualitativamente 

distinto al anterior. Ha quedado claro, des-

pués de cuatro meses de protestas, que al 

pueblo ya no se le engaña como antes.

Podemos afirmar, sin dudas, que la rebel-

día de millones de personas fue causa y a la 

vez el ‘despertar’ de una conciencia social, 

de clase, de género, intercultural y política, 

que le ha permitido al pueblo apreciar con 

nitidez el mundo de apariencias que, como 

un reality show, la Derecha había construi-

do, en el cual lo malo se nublaba y aparecía 

como bueno. El efecto de la ideología se 

rompió como por encanto. Concepto que 

Karl Marx definió como “un tipo específico 

de distorsión que oculta contradicciones y 

se deriva de su existencia” (1983: 30). Coin-

cidiendo con el contenido de la definición 

de Marx, Carlos Ruiz acota que “el neolibe-

ralismo ha estado tan presente en nuestra 

cotidianidad, en todos sus recodos,  que ni 

siquiera lo advertíamos, en tanto ideología, 

como si fuera una fuerza natural” (2019: 

11). 

Sin embargo, esta forma de distorsión de 

la realidad no es eterna. La cuestión es que 
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sólo se puede resolver en la práctica.  Cier-

tamente, si algo crucial reveló la rebelión 

de Ooctubre, fue que “esta ideología había 

remodelado a los individuos y la sociedad 

a sus anchas, hasta volverse indistinguible 

de sus hábitos y prácticas” (Ruiz, 2019: 11). 

O sea, hasta el momento de la explosión 

social, nuestras prácticas eran más bien 

limitadas, en el sentido que no nos dába-

mos cuenta de lo que realmente estaba 

ocurriendo, de las contradicciones que cur-

saban y cómo nos afectaban1. La protesta 

fue entonces una demostración elocuente 

de la superación de esas limitaciones al 

expresarse en ella un desarrollo multifacé-

tico de la conciencia de clases, de género 

e intercultural, entre muchas otras, lo que 

habla del surgimiento de variadas subje-

tividades, como se señaló previamente, 

que estaban en proceso de desarrollo, que 

rompieron por fin el cerco de las aparien-

cias y engaños impuesto por el neolibera-

lismo por más de 40 años. Porque, no sería 

aventurar demasiado señalar que la histo-

ria del capitalismo post golpe de Estado, 
1 En su crítica a la ideología Alemana, Marx señala 
que sus sostenedores se equivocan al explicar la 
practica desde la formación de las ideas en vez de 
explicar las ideas desde la práctica. . . la importancia 
de la práctica para la producción de ideas deriva de 
la más básica premisa de que la realidad social en 
sí, debería ser concebida como práctica (Larraín, 
1983: 19) . . . La ideología se refiere entonces a una 
práctica material limitada, la cual genera ideas que 
tergiversan las contradicciones sociales en el interés 
de la clase dominante (Larraín, 1983: 27) . . . [En 
definitiva], las apariencias son reproducidas en la 
conciencia, no como un resultado inevitable, sino 
como un resultado de un ‘limitado modo material 
de actividad’ . . . [No obstante] al concebir la 
posibilidad de una práctica revolucionaria, Marx 
argumenta que aquellas apariencias pueden ser 
superadas.  [En tal sentido] es importante enfatizar 
que, para Marx, en la práctica revolucionaria 
residiría la posibilidad de superar la ideología, y 
no meramente en el desarrollo de la teoría de la 
ciencia. (Larraín, 1983: 34). (Traducción del autor, 
desde el texto original de Jorge Larraín, de la 
edición en Ingles de1983). 

se escribió y ejecutó de un modo diferente 

respecto de la articulación de las relacio-

nes capitalistas en nuestra formación social 

durante el período desarrollista. Claro está, 

dentro de la misma dinámica contradicto-

ria que define a este modo de producción. 

En otras palabras, y como argumenta Dobb 

(Leal, 1999), el capitalismo es un modo de 

producción singular, único, reconocible y 

distintivo de otros modos. No obstante, sus 

derroteros son diversos, producto de las 

variadas experiencias histórico-culturales 

de desarrollo de cada sociedad, historici-

dades que no son idénticas ni replicables 

exactamente en un lugar y otro. Parece ser 

entonces que, en esta manera de apreciar 

lo que ha ocurrido en Chile en su historia 

reciente, el neoliberalismo habría nacido 

con la finalidad premeditada de reorganizar 

la vida humana, incluida la forma en que la 

sociedad delibera sobre sí misma... su obsti-

nación en relevar el mercado al centro de la 

condición humana se contrapone a la polí-

tica como espacio de deliberación racional. 

Es una doctrina que irrumpe buscando im-

poner una concepción de la sociedad y del 

individuo donde la competencia deviene la 

forma básica de las relaciones sociales, el se-

llo distintivo de la condición humana (Ruiz, 

2019: 11).  

El neoliberalismo, ha tenido un tubo de 

oxigeno extraordinario con el ‘pacto de la 

indignidad’, firmado entre gallos y media-

noche, de espaldas al pueblo.   

Este pacto se realiza bajo los mismos pre-

ceptos en que la clase dominante ha ejer-

cido su poder y se ha enriquecido todo 
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este tiempo, los de la ideología neoliberal, 

en el sentido que Marx la definió, la cual 

es una definición con un contenido espe-

cífico, crítico, negativo de la ideología, que 

difiere de otras concepciones, como unas 

de carácter positivo, esto es, que la concibe 

como una doctrina hacia un cambio social; 

y se distingue también de otras miradas 

que le dan un sentido más bien neutro, que 

puede ser usada en forma indiscriminada, 

que no necesariamente es siempre negati-

va o positiva.

Pero Marx precisa aún más su noción de 

ideología señalando... que si bien es la cla-

se dominante la que identifica y se benefi-

cia del efecto de la ideología en el proceso 

de generación de capital, la distorsión que 

la ideología lleva consigo, no es el patri-

monio exclusivo de alguna clase en parti-

cular, si bien la ideología sirve sólo los in-

tereses de la clase dominante. Que todas 

las clases puedan producir ideología, es la 

consecuencia de la universalidad del limi-

tado modo de actividad. Que la ideología 

puede sólo servir los intereses de la clase 

dominante, es el resultado objetivo del he-

cho que la negación del encubrimiento de 

contradicciones, juega un rol mayor en la 

reproducción de aquellas contradicciones: 

es sólo a través de la reproducción de con-

tradicciones que la clase dominante puede 

reproducirse a sí misma como tal. En ese 

sentido, la reproducción de contradiccio-

nes, puede sólo servir los intereses de la 

clase dominante. Entonces, esto significa 

que el rol de la ideología no es definido 

por su origen de clase, sino por el encu-

brimiento objetivo de contradicciones (La-

rraín, 1983: 28-29).

En consecuencia con lo anterior, el espejis-

mo del ‘Jaguar de América’ (Leal, 2005), que 

embrujó al mundo - y a muchos acá tam-

bién - resaltó el aparente advenimiento de 

la modernidad, del acceso a los bienes de 

consumo, de la prosperidad y el desarrollo 

del que gozaríamos todos. Esas imágenes 

no nos dejaron ver el despojo que ocurría 

a través de la privatización de industrias y 

servicios, la desregulación laboral y la libe-

ralización del mercado, pilares de esta mo-

dalidad extrema de acumulación (Martin 

& Schumann, 1998). En términos simples, 

del saqueo más grande del que tengamos 

memoria.

De esa manera, llegamos a tener un país su-

bastado al mejor postor; su Estado reduci-

do a un pobre rol subsidiario y de salvataje 

del gran empresariado; bajos sueldos para 

la mayoría; pensiones indignas para la ter-

cera edad; educación mercantilizada y de 

baja calidad, resultado de  la destrucción y 

abandono de la Educación Pública; la Salud 

Pública desprotegida y precarizada; el pue-

blo mapuche discriminado,  reprimido y 

sumido en la pobreza extrema; las mujeres 

asediadas por los machos violadores per-

sonificados en el Estado y en el poder mas-

culino hegemónico, que continúa acosán-

dolas y postergándolas asignándoles un 

rol de reproductoras de la división social 

de clase y de género del trabajo. Qué de-

cir de los recursos naturales, que han sido 

entregados a la explotación despiadada 

por empresas transnacionales; y la escasa 
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libertad de información debido al control monopólico de los medios de comunica-

ción.  Todos estos procesos constituyen sólo lo más visible de los problemas que han 

existido hasta ahora, y han jugado a favor de la acumulación de la riqueza del 1% de 

la población en desmedro de la mayoría, precarizada y socialmente desintegrada. 

3. Pero Ocurrió ‘el Salto del Torniquete’ de los Estu-
diantes Secundarios
El ‘salto del torniquete’ en el Metro de Santiago, revelaría esa oscura realidad del 

jaguar. En otras palabras, corrió el velo que la ideología neoliberal, en su función dis-

torsionadora de la realidad, que nos había mantenido en una inquietante pasividad, 

sólo remecida por movimientos sectoriales como el de la educación, que encendían 

la alerta de que algo estaba pasando. 

El estallido social terminó por remover totalmente el velo, mostrando la distorsión 

en nuestras conciencias. Esto ocurrió de la única forma que podía hacerlo, resolvien-

do la contradicción de clases en la práctica, a través de la lucha de clases.  Sin em-

bargo la clase dominante, acorralada, ha tenido el poder y la habilidad para sacar la 

cabeza a la superficie.  Y lo hace de la misma forma como se ha enriquecido siempre, 

a través del mundo de las apariencias, una vez más, de la ideología. En relación a esto 

entonces, no está demás decir que, no por nada, el segundo principio que establece 

Marx, señala que las ideas dominantes son las ideas de la clase dominante ... porque, 

agrega Marx, el real sentido, de este principio general, es que la clase que es la fuerza 

material dominante de la sociedad, es al mismo tiempo su fuerza intelectual domi-

nante.  O sea la clase que tiene los medios de producción material a su disposición, 

tiene al mismo tiempo el control sobre los medios de producción mental, de ahí 

que, generalmente hablando, las ideas de quienes les faltan o no tienen los medios 

de producción mental, están sujetos a ésta, a la existente, a la de la clase dominante 

(Larraín, 1983: 24). 

Sin embargo, en esta encrucijada de octubre, la clase dominante se vio encerrada 

y sin poder reaccionar, su último recurso fue aceptar el clamor de una nueva Cons-

titución, pues la gente comprendió que todo el aparataje de su dominación estaba 

encapsulado en ese documento promulgado fraudulentamente por la dictadura en 

favor de los ricos. Aceptó eso e incluso un plebiscito de entrada para que el pue-

blo dirima entre dos alternativas, que incluirían a la Asamblea Constituyente (pero 

sospechosamente con otro nombre) y la propia. Sin embargo, en el procedimiento 

para llegar a ello, exigió un quorum de 2/3, con lo que pretende  retrotraerlo todo a 

retomar la vieja Constitución y uno de sus más retorcidos contenidos, que fue clave 

en la ley binominal. En ella era posible que, si no se lograban los 2/3 o más, se impe-

día elegir los dos candidatos por distrito. O sea, el 34 valía lo mismo que el 66%; la 

minoría condicionaba. Así la derecha pudo elegir casi siempre un candidato de los 2 

que se elegían en cada distrito, sin importar si era minoría.
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Esto quiere decir que si bien la Derecha 

cedió en estas demandas por el cambio de 

la Constitución, seguirá contando con po-

der de veto; el Parlamento seguirá, en últi-

ma instancia, decidiendo a partir de estas 

restricciones que ponen los poderosos, así 

declare que partirá ‘en blanco’ y no recurri-

rá a la Constitución anterior. Por lo tanto, 

estamos frente a un proyecto de Consti-

tución Política de carácter mínimo, como 

la norteamericana, que es restrictiva de la 

voluntad general.

En consecuencia, la ex Concertación y las 

corrientes del Frente Amplio que se suma-

ron al acuerdo propuesto por la Derecha, 

han incurrido en el error de no dimensio-

nar el alcance del desarrollo de la concien-

cia de la gente, lo que podría profundizar 

aún más la crisis de legitimidad de las insti-

tuciones políticas. Lo que aparece claro, es 

que aquellos sectores que han reconocido 

en su real magnitud la actual crisis y pro-

testa social, deberán contribuir a generar 

una correlación de fuerzas, desde el pue-

blo, para impedir que el condicionamien-

to del nuevo orden político por medio 

del veto se llegue a consumar, lo que po-

dría ayudar a que sectores que apoyaron 

el pacto de palacio, corrijan su posición y 

se sumen a la construcción de una nueva 

institucionalidad que debe reflexionar, con 

especial atención en lo que estaría en reti-

rada – no sólo en Chile, también en otras 

latitudes – que sería el régimen político co-

nocido como democracia liberal desde el 

Siglo XVIII, el contrato social liberal, el cual 

se aprecia agotado, con pérdidas evidentes 

de legitimidad de sus instituciones y de su 

representación política. Estamos hablando, 

ni más ni menos, del régimen político que 

albergó al capitalismo hasta ahora, hoy en 

un contexto de globalización, de libre flujo 

del capital (Bauman, 1998). Lo ocurrido en 

estos 40 años, desde la promulgación de 

la Constitución de 1980, puso de relieve la  

vertiente liberal en Chile, la cual ha llegado 

a ser más influyente que el contrato social 

de la tradición democrática francesa.

Dicho lo anterior, se debe precisar que 

este último episodio de artimañas vuel-

ve a demostrar que, como ha ocurrido en 

nuestro país, lo que preocupa e inquieta a 

la clase dominante, a los neoliberales, no 

es el régimen en el que habita – aunque 

ese régimen aparentemente democrático 

fuera pensado para acoger al capitalismo 

- ya que su enriquecimiento lo ha realiza-

do tanto en dictadura como en democra-

cia. Lo que le preocupa es lo que lo limita, 

esto es, no poder acumular. Por lo tanto, va 

a seguir usando la ideología para encubrir 

su propósito principal, lo que requiere de 

tres factores indispensables para que esta 

riqueza se produzca y acumule más rápido: 

Exacerbar el principio de la libertad indivi-

dual que se asocia a un segundo principio; 

la catalaxia, la aparente libertad e igualdad 

que tendrían los individuos para partici-

par y competir en los confines del merca-

do; todo esto demandaría de la ‘paz social’ 

(Leal, 2005). Si esta última se logra en dic-

tadura o en democracia, da lo mismo. Hoy 

se está ocupando el segundo camino, pero 

esto nunca está garantizado. La violencia 

de la clase del capital que maneja al mo-

nopolio de las armas, también los auxilia 

cuando el pueblo se subleva y ha barrido 

con su ideología. 



La ideología neoliberal opera entonces al 

menos, a través de los tres planos interco-

nectados que establecieron los principios 

enunciados por Hayek: la libertad indivi-

dual, la catalaxia y la paz social. Estos tres 

ingredientes comienzan “a trastocar el inte-

rés general con el interés particular al plan-

tear  que la persecución del interés propio 

en la sociedad es la palanca principal de la 

innovación y el progreso” (Ruiz, 2019: 12). 

La libertad individual permite el emprendi-

miento en que todos partimos compitien-

do en igualdad en los confines del merca-

do, en la catalaxia. Es ahí donde, por virtud 

de la competencia, unos avanzarían más 

que otros, generando así una desigualdad 

inevitable, “[a]sí, el capitalismo resultaría 

dinámico porque es desigual, y los empe-

ños por atenuar esa desigualdad  - por pro-

piciar la igualdad – entrañan una limitación 

a la iniciativa individual que, en este credo, 

es la gran fuente de energía para lograr la 

satisfacción material de la sociedad. Sería 

un nuevo consenso sobre la igualdad - en 

lugar del tradicional, atado a la costumbre, 

y a consideraciones religiosas, no raciona-

les, de la riqueza – emanado de las per-

cepciones de la sociedad moderna” (Ruiz, 

2019: 12).     

En consecuencia, lo que existiría sería, en 

una aparente ‘buena’ lid, ‘ganadores y per-

dedores’, los grupos sociales no se confron-

tarían, sólo serían estratos socioeconómi-

cos (Ruiz, 2019:12), no clases. De ahí que no 

podrían entrar en conflicto, no habría por 

lo tanto contradicción de clases. Es más, las 

clases en el capitalismo habrían dejado de 

existir, o no habrían existido jamás. Todo 

esto querría decir que los ricos llegan a ser-

lo por sus virtudes, no por sus privilegios, y 

los pobres llegan a ser perdedores por su 

falta de iniciativa, de lo que terminan cul-

pándose ellos mismos. 

Junto y producto de todo lo dicho, sería 

importante subrayar que también es po-

sible reconocer al neoliberalismo como 

una ideología, no sólo porque interviene 

filosamente en la sociedad en la forma ya 

comentada de apariencias que devienen 

en hábitos, costumbres y creencias, sino 

porque ésta se inserta en la actividad hu-

mana concreta, a diferencia de otras teo-

rías que se cubren de telarañas en las bi-

bliotecas de la academia. Es por ello que el 

neoliberalismo ha tenido gran arraigo en la 

gente, lo que “deviene en cultura de masas, 

lo que Antonio Gramsci apunta como sen-

tido común” (Ruiz, 2019: 12). En dicha acti-

vidad, esta distorsión de la que hace gala la 

ideología neoliberal se manifiesta, en estos 

tiempos, en un desmedido énfasis en el in-

dividuo, lo que tiene como consecuencia 

una fragmentación y desintegración social 

tan profunda, que se ha llegado a expresar 

en una verdadera ‘epidemia de la soledad’, 

a tal punto, que se ha convertido en tema 

de estudio (Ruiz, 2019:12).   

4. Acuerdo por La Paz So-
cial: Criminalización de la 
Protesta como Garantía 
para la Reproducción del 
Capital
El 11 de septiembre fue elocuente respecto 

a la relación entre la derecha y la violencia 

del terrorismo de Estado. Según Ralph Mi-

liband (1973), la derecha había asumido, el 
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4 de septiembre de 1970 que, desde ese mismo momento, la lucha de clases 

cotidiana había pasado a un estadio superior, ‘la guerra de clases’, y así lo habría 

entendido también el Departamento de Estado norteamericano. La clase domi-

nante, apoyada por Estados Unidos, recurrió a la violencia extrema, bombardeó 

La Moneda y violó sistemáticamente los derechos humanos por casi 20 años. Por 

ello, no es posible hablar de violencia ni de paz social en abstracto. 

La paz sólo es posible a partir de la justicia social y de la equidad, de la preser-

vación de la dignidad de las personas. Cuando ese mínimo social no está dado, el 

derecho a la rebelión del pueblo es legítimo y así éste lo ha expresado, tanto en 

dictadura como ahora. No es extraño entonces que, ante una protesta tan masiva, 

permanente y multitudinaria, aparezcan expresiones de delincuencia en medio 

de esta vorágine. Huelga decir, delincuencia que es en gran medida resultado de 

la marginalización y desintegración social que el modelo ha generado. En otras 

palabras, son hijos del sistema que la Derecha creó y reprodujo con niveles de 

desigualdad, injusticia e inequidad que el estallido ha dejado en evidencia. No 

es algo que se desee, ciertamente, pero aparece en las explosiones sociales, en 

tanto éstas no son un proceso ordenado sino más bien caótico, como ocurre, por 

ejemplo, en un motín en condiciones de confinamiento. Sin una razón política de 

fondo, sin un fin social, sin contenido, sin una conciencia de clases revolucionaria, 

esa violencia fue generada al momento de desintegrar socialmente a un porcen-

taje de la población, a ‘los del baile de los que sobran’. Fueron décadas de precari-

zación y desintegración social de un amplio segmento de la población, producto, 

en gran medida, de la desregulación laboral y la privatización de la educación, 

principalmente, pues ellos eran dos puentes claves de integración social. Esta es 

una de las consecuencias más graves de la privatización y la desregulación laboral. 

Porque esos ámbitos de la actividad de la sociedad privatizados y desregulados, 

son parte constitutiva del modelo de desarrollo que instaló la Derecha, y golpea-

ron fuertemente a estos sectores, que terminaron excluidos, marginados y con la 

etiqueta de ‘vulnerables’.  Muchos de los que hoy actúan fuera de la ley, sus padres, 

familiares y vecinos, habían sido expulsados y separados de la producción, expeli-

dos de sus barrios hacia los bordes de la ciudad, enajenados del sistema, especial-

mente desde comienzos de los ochentas, por el ajuste estructural de la economía 

y el cambio ideológico-cultural que trajo el neoliberalismo, que nace allí y que 

hoy revela las nefastas consecuencias que todo el mundo constata, y que vienen 

acompañadas con la misma represión despiadada de esos años. 

No sería equivocado entonces hacer un paralelo entre los brotes de rebeldía 

rural contra el latifundio, y los de esta marginalidad urbana para entender su 

existencia y presencia actual. Es plausible entonces evocar los años de la lucha 

contra el colonialismo español, en los cuales surgen, como Eric Hobsbawm 

(1974) comentará, los primitive rebels (los rebeldes primitivos), aquellos cuatre-
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La paz sólo es posible 
a partir de la justicia 

social y de la equidad, 
de la preservación 

de la dignidad de las 
personas. Cuando ese 
mínimo social no está 

dado, el derecho a la 
rebelión del pueblo 

es legítimo y así éste 
lo ha expresado, 

tanto en dictadura 
como ahora.
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ros, asaltantes de fundos que se rebelaron 

contra el poder y violencia inhumana de los 

terratenientes contra las familias inquilinas 

y los peones. Poderosos hombres machis-

tas y católicos, explotadores que abusaban 

no sólo de los peones e inquilinos, sino de 

toda la familia, incluyendo a las mujeres 

(Montecino, S, y Salazar, G. en Leal, 1999). 

Muchos de aquellos latifundistas tenían los 

mismos apellidos que abundan en la clase 

dominante actual, que pasó de ser terra-

teniente de origen castellano y vasco, que 

impusieron relaciones sociales de rasgos 

feudales y patriarcales en el campo ¡hasta 

los años sesenta del siglo XX! Y que más 

tarde se transformaron en formas capitalis-

tas modernas y de corte neoliberal. A esos 

hombres con poder, se sumaron otros de 

las colonizaciones y migraciones alemanas 

y suizas a mediados del siglo XIX en la Arau-

canía. 

No es extraño entonces que estos perso-

najes de la mal llamada aristocracia chilena 

actual, hayan parido, como sus antepasa-

dos terratenientes de horca y cuchillo, un 

bandidaje urbano, como el rural que aso-

laba las grandes propiedades del campo 

chileno. Guardando las diferencias, este 

símil con el presente pretende señalar que, 

si bien no se puede hablar de conciencia 

de clases o social en ambos casos, lo cier-

to es que se aprecia, como señala Hobs-

bawm (1974), el rechazo a la explotación, 

la humillación, la pobreza, el clasismo y el 

machismo que se experimentaran tanto en 

el campo, en tiempos de los ‘Neiras’ y los 

‘Pincheiras’.  Como esas figuras del bandi-

daje rural, rebeldes contra el colonialismo 

y el latifundio, surgen hoy nuevamente ‘los 

rotos’ versus ‘los ‘cuicos’, en los espacios ur-

banos de una de las últimas maravillas del 

capitalismo y el consumo, como es ‘el mall’, 

en este caso, el del Portal la Dehesa.

En síntesis, de lo que se trata entonces es 

de darnos cuenta de que no es aconseja-

ble hablar de paz social ni de  violencia en 

abstracto, sin contexto, sin historia. La paz 

social en una sociedad de clases como las 

que han existido hasta nuestros días, sería 

posible sólo si se logra primero, justicia y 

equidad en la sociedad, o sea, si la sociedad 

de clases, machista y racista, es abolida. Si 

eso no ocurre, el conflicto estará siempre 

presente. Lamentablemente, es lo que una 

sociedad con contradicciones de clase, de 

discriminación de género y racial como la 

nuestra, ha reflejado elocuentemente. La 

violencia, querámoslo o no, ha sido partera 

de la historia, y esta se ha originado desde 

las clases dominantes al reproducir socie-

dades injustas e inhumanas como fueron la 

esclavista, la feudal y la capitalista, a la que 

se han opuesto y rebelado las clases subal-

ternas que se levantaron contra quienes las 

regían. Es por eso posiblemente que Cohen 

(1986; Leal, 1995), precisó la máxima de 

Marx argumentando que, si para algunos 

sería demasiado absoluto plantear que ‘la 

historia de la humanidad ha sido la historia 

de la lucha de clases’, sería innegable seña-

lar que, en estricto rigor, ‘los cambios socia-

les y apocales más significativos y profun-

dos en la historia de la humanidad, han sido 

consecuencia de la lucha de clases’.  

Bien, siendo importante esa reflexión gene-

ral acerca de la violencia social en la histo-
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ria, volviendo al foco en la coyuntura actual 

y considerando que en él, en un extremo te-

nemos una sociedad injusta y explotadora, 

y por otro, una utópica sociedad sin clases y 

sin manifestaciones de desigualdad, debe-

mos situarnos en la realidad y comprender 

que en el trayecto entre una y otra, hay di-

ferentes niveles, matices e inconmensura-

bles obstáculos que superar para lograr el 

ideal, esto es, la utopía. Pero al menos por 

el momento, podemos considerar a ésta 

como un horizonte a seguir.  Por lo que se-

ría recomendable que en tal instancia de la 

discusión respecto a la cuestión de la paz, 

se debería asegurar que el Estado tenga 

un carácter social y pueda desde ahí regu-

lar la seguridad pública, en tanto existirían 

potenciales amenazas para la integridad de 

las personas debido a los graves desajustes 

producidos por la acción de políticas draco-

nianas de la élite de poder neoliberal en la 

sociedad como un todo.  Un Estado como 

el actual, cuyo rol es subsidiar al capital, no 

puede administrar justicia y aplicar castigo 

desde una real paridad e igualdad de dere-

chos y deberes. Eso está lejos de ocurrir en 

nuestra sociedad. Y para esto no hay mejor 

argumento que los ejemplos que nos brin-

dan Pablo Carvacho y Amalia Valdés,  y que 

se reproducen aquí:

De acuerdo a cifras estimadas por el mis-

mo Núcleo de Investigación Marginalidad 

Urbana UC [citado por los autores] entre la 

colusión de pollos (1996-2011), la colusión 

de papel higiénico (2000-2011) y la de far-

macias (2007-2008), suman 1.687 millones 

de dólares actuales. Otro tanto es posible 

decir respecto de las empresas que evaden 

impuestos “encapuchadas” detrás de falsas 

compañías y pérdidas. Ejemplo de ello es 

el uso extensivo de empresas “zombies” y 

paraísos fiscales. De acuerdo a cifras del SII 

(NIMU, 2019), sólo considerando el perío-

do 1996-2004, las empresas zombies de los 

grandes grupos económicos de nuestro 

país evadieron un monto de 1.453 millones 

de dólares.

En la misma línea respecto a la impunidad 

del Octavo Juzgado de Garantía de Santia-

go aprobó . . . la suspensión condicional 

del procedimiento en el caso de boletas 

ideológicamente falsas por 378 millones 

de pesos emitidas por el ex ministro Lau-

rence Golborne a PENTA, para financiar su 

campaña política del año 2013. Esto impli-

ca, luego de cinco años de investigación, 

la suspensión del juicio en su contra, su 

sobreseimiento definitivo, si no comete 

otro delito dentro de un año, y el pago de 

11.400.000 de pesos.

Esta resolución demuestra la profunda 

desigualdad de trato dentro del sistema 

de justicia criminal. Al tiempo que el Eje-

cutivo concentra sus fuerzas en proponer 

proyectos de ley anti encapuchados y anti 

saqueos para sancionar más severamente 

los desórdenes públicos, los delitos de la 

élite empresarial y política siguen quedan-

do impunes.

Esta prioridad del Gobierno no sólo pone 

de manifiesto su falta de comprensión de 

lo que hay detrás de estas movilizaciones. 

También desconoce que la violencia es en 

gran medida una reacción ante años de 

saqueos, abusos y privilegios por parte de 
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la élite. El caso del ex ministro Golborne es 

sólo otro ejemplo de estas prácticas ilegales.

En efecto, la Premio Nacional de Periodis-

mo, María Olivia Monckeberg, ha demostra-

do cómo a finales de la dictadura las élites 

“saquearon” las grandes empresas del Es-

tado chileno, comprándolas a precios muy 

por debajo del valor de mercado. Conside-

rando las cifras estimadas por el Núcleo de 

Investigación en Marginalidad Urbana UC, 

estos procesos y otros tuvieron un costo de 

23.338 millones de dólares actuales. 

A pesar de que las consecuencias econó-

micas y sociales de estos actos ilegales son 

inconmensurables y exceden por mucho lo 

que hemos visto en estos días, rara vez son 

perseguidos penalmente y menos castiga-

dos con cárcel. Así, la suspensión del proce-

dimiento contra el ex ministro Golborne no 

hace sino profundizar esa extendida percep-

ción de desigualdad de trato en Chile: ley 

anti encapuchados y saqueos para los más 

desaventajados, mientras empresarios que 

financian ilegalmente la política, saquean y 

se ocultan detrás de falsas empresas y pér-

didas, reclaman indignantes utilidades que 

sólo sobre la base de estas prácticas en Chile 

es posible lograr.  Esto parece revivir aquel 

título del famoso libro de Jeffrey Reiman: 

The rich get richer and the poor get prison 

(Los ricos se hacen más ricos y los pobres 

van a la cárcel) (Carvacho P. y Valdés, A., Los 

Saqueos de la Elite, 28 de noviembre, 2019).

Ciertamente, a la mayoría nos agradaría 

mucho vivir tranquilos, disfrutar de nues-

tras vidas, de la familia, de la recreación, 

del trabajo en condiciones dignas, de la 

ausencia de delincuencia, de contemplar 

cuando quisiéramos una puesta de sol. 

Pero eso es, lamentablemente, privilegio 

de una minoría. La paz social que demanda 

y reclama Piñera no tiene nada que ver con 

una sociedad justa.  La paz de la burguesía 

es una condición que requiere el capital 

para su reproducción, para aumentar sus 

ganancias. Lo que buscan es una sociedad 

anulada por el engaño, por el espejismo de 

una realidad creada, en buena medida, por 

el acceso a bienes de consumo, el consumis-

mo hedonista y de ahí, a crear expectativas 

de ‘tiempos mejores’, todo esto en la direc-

ción de poder seguir dominando y acumu-

lando. Si esto se logra por la razón, o sea, por 

hegemonía o consentimiento, bien. Si eso 

no es posible, les vienen bien los estados de 

excepción, tocar la puerta de los cuarteles 

y lograr esa quietud o pasividad social por 

coerción, esto es, por la fuerza de la repre-

sión más brutal, por el consenso con sus 

aliados de clase, con leyes para sacar a los 

militares a la calle para, en apariencia, ‘pro-

teger sectores estratégicos’. Pero lo que no 

nombran, es que el acuerdo es, primero que 

todo, como lo fue con el Contrato Social Li-

beral de John Locke (1963) en el Siglo XVIII, 

para defender las vidas y propiedad de los 

dueños del capital, patriarcas poderosos e 

‘ilustrados’. Ellos ocuparían la esfera pública, 

dejando postergadas a la domestica o pri-

vada, a las mujeres y hombres iletrados sin 

poder. Allí nació la dicotomía de lo público 

y lo privado. Ese mismo sería el espíritu de 

este nuevo contrato social, que nos preten-

den vender con la excusa de la seguridad 

pública y la paz social. 

Por lo tanto, lo que le molesta al capitalista 
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es lo que limita su avaricia y ambición, no el 

régimen en que habita. Cualquier régimen 

político que les garantice el placer de enri-

quecerse, estará bien. Por eso su discurso 

de la paz social es ideológico, oportunista 

y engañoso. 

No obstante aquello, hay quienes, por in-

terés o por enajenación, o ambas razones, 

aceptan esos discursos de la paz social que 

encubren políticas de inteligencia, de con-

trol social, de vigilancia masiva y selectiva, 

del ‘efecto panopticom’ - utilizado en el 

golpe militar de 1973 – o sea, terror, dela-

ción y vigilancia total. Como en ese tiempo 

también, imponen una censura velada de la 

información, especialmente a la televisión 

abierta. A la vez, han activado una represión 

criminal, como la que hemos sufrido du-

rante este período de protestas populares, 

en que se continúan sumando víctimas de 

una aguda represión por parte de agentes 

del Estado. Según el segundo informe de 

Human Rights Watch, 25 personas perso-

nas perdieron la vida durante este estallido 

social; 11.500 fueron detenidas en este pe-

ríodo; 1.600 resultaron con diversas heridas 

producto de la represión policial; 220 fueron 

víctimas de disparos con balines o perdigo-

nes, de ellas, 220 al menos fueron grave-

mente heridas en su rostro, en sus ojos; 2 

personas quedaron ciegas por completo; 16 

perdieron la vista de uno de sus ojos, y de 

todos ellos, 34 aun no saben si perderán la 

visión de uno o de los dos ojos. A estos se 

suman torturas y violaciones de hombres y 

mujeres detenidas por carabineros (26 de 

noviembre, Radio Bío - Bío).            

Para que todo esto se oculte o disimule, se 

requiere del discurso de la seguridad pú-

blica que acentúa la información sobre los 

saqueos por sobre la violación de los dere-

chos humanos (ante la creciente sospecha 

de montajes de varios de estos). Esta ope-

ración, junto con criminalizar la protesta 

social, busca  desviar la atención de la opi-

nión pública de las medidas económicas 

que deben dar respuesta a los pliegos de 

las organizaciones sociales y de trabajado-

ras/es. En lugar de responder a las deman-

das, siembran el terror con la violencia des-

controlada, con noticias sensacionalistas 

de un país ´secuestrado por el narco tráfico 

y la delincuencia’, que, a todo esto, de ser 

tal, ‘mejor deberían ponerle el candado por 

fuera al país y cerrar de una vez el boliche’, 

como comentara sarcásticamente un polí-

tico recientemente. Pero no es así, esa nue-

va tergiversación de la realidad les ayuda 

a continuar con el abuso y la acumulación 

de riqueza, como lo han hecho por más de 

cuatro décadas. En palabras más coloquia-

les, la cuestión de la seguridad pública es 

un buen ‘volador de luces’ para reponer la 

acumulación a través de la ‘unidad del país 

por la paz’, de la que no se acordaron en 

1973 ni en todos los años que siguieron.   

5. La ‘Clase Media’ Entra 

una vez más en Acción
Lamentablemente, estas distorsiones rin-

den sus frutos, sobre todo en aquellos 

sectores de la sociedad interesados en re-

producir este encubrimiento y en aquellos 

que han sido enajenados por la ideología, 

como señalamos anteriormente. Estos su-

jetos serían los depositarios y transmisores 
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del discurso oficial tendencioso y distorsio-

nador ¿Pero quiénes serían sus articulado-

res? Es evidente que es la representación 

política de la clase dominante expresada en 

‘Chile Vamos’ y en la ex – ‘Concertación’, a la 

que se debe agregar ahora a parte del Fren-

te Amplio. Porque, como señalara Larraín, 

las ideas dominantes son las ideas de la 

clase dominante. Así es como la burguesía 

y pequeña burguesía se visten con el ropaje 

de la ‘clase media’, creación del liberalismo 

durante el pasaje histórico entre el siglo XIX 

y XX en Europa, que emanó fundamental-

mente de la pluma de Max Weber (en Leal, 

2005). Este sociólogo alemán  definió a la 

clase media a partir de la relación de los 

sujetos con el mercado, principalmente en 

su dimensión de consumidores. Su identi-

dad de clase trabajadora fue de esta mane-

ra atrofiada, alejándose de la definición de 

clase de Marx, que se enfoca en el tipo de 

relación de propiedad con los medios de 

producción que tengan los sujetos. Capita-

listas si son los propietarios de ellos; y tra-

bajadoras/es si lo único que pueden vender 

es su habilidad y fuerza de trabajo al capital. 

La identidad de clases que surge de las 

relaciones sociales de producción, como 

argumenta Marx, provee a las personas de 

un reconocimiento del lugar que ocupan 

en esas relaciones sociales y de la posibi-

lidad de hacer sentido de que esas rela-

ciones de clase, entreveradas con las de 

género, son conflictivas debido a que el 

capitalismo, si bien es hasta ahora el siste-

ma que tiene la virtud de generar riqueza, 

revolucionar las fuerzas productivas y pro-

ducir bienes de consumo como ningún 

modo de producción en la historia de la 

humanidad, por otro lado lo hace generan-

do desigualdad, explotación e inequidad a 

partir de la extracción de plusvalía desde 

el polo del trabajo. En este sentido, el gran 

aporte de Weber a la clase del capital, fue 

acuñar esa idea de clase media en contras-

te con la de Marx, que ciertamente inhibe 

e impide el reconocimiento de la identidad 

de las personas como trabajadoras y de las 

posibilidades de desarrollo de su concien-

cia, o de una ruptura epistemológica, como 

lo llamara Althusser (en Romero, 2019).    

Debemos agregar que esa identidad de 

‘clase media’ resultante de su relación  con 

el mercado, confusa y distante de la clase 

trabajadora, ha sido muy útil al momento 

de inclinar la balanza hacia la predominan-

cia de los intereses de la clase del capital 

por sobre la del trabajo, anexándose a la 

primera, siendo su aliada y quinta colum-

na en procesos revolucionarios históricos, 

como en las revoluciones conocidas como 

la ‘primavera de los pueblos’ en 1848 en 

Francia y otros países de Europa, que como 

tal estación, no perduró (Hobsbawm,1999: 

25); en la guerra civil española en los años 

treinta del siglo pasado; en el derrocamien-

to de Salvador Allende en 1973, en la defi-

nición de la salida negociada a favor de la 

clase dominante en 1989, por el mismo pac-

to que se repite el plato hoy, para sortear el 

juicio político y moral del pueblo a sus más 

de 40 años en que han desvalijado al país 

haciendo creer a medio mundo que eso 

no era así. Y esto porque ellos eran la ‘clase 

media’, el foco principal de atención de la 

Derecha, por su aparente centralidad en la 
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sociedad y por ende, por el bienestar que 

merecen en la sociedad de consumo. Al fi-

nal, el mundo de las apariencias, del estatus, 

del individualismo, de la competencia, del 

consumismo desenfrenado y el apoliticis-

mo se ha, en gran medida, disuelto por la 

protesta. Pero aun resiste y sobrevive, esta 

vez, por efecto de los discursos del terror, de 

la delincuencia, de la influencia extranjera y 

del comunismo que exacerba la violencia. 

6. Conclusión
Podemos decir que a pe-

sar del peso del poder del 

dinero, del control de la in-

formación y de las comunicaciones, de 

las contribuciones de la ideología al 

poder del capital, engañando y 

enajenando a parte del pueblo – 

temporalmente - A pesar de todo 

aquello, el pueblo despertó, se 

levantó y se decidió a luchar 

con toda la fuerza que le da 

el desarrollo de su conciencia 

social, de clase, de género e 

intercultural, conciencia que ha 

adquirido al resolver la contradic-

ción entre capital y trabajo en la 

práctica, en el combate callejero, 

revelando la falacia que encubría 

el discurso exitista, del individua-

lismo, del poder del mercado, de la 

construcción discursiva de la clase 

media, de la paz social, de la crimina-

lización de la protesta y de las ‘virtu-

des’ de la institucionalidad heredada 

por la dictadura. Eso se develó y el 

pueblo lo ha dicho enérgicamente: no más 

engaños, no más ‘cocinas’, no más traición a 

sus luchas, no más abusos, porque el pue-

blo es el único poder constituyente origina-

rio, no más simulacros que buscan excluir y 

no incluir.  No se engañen, el pueblo está y 

será vigilante de cada paso hacia la refun-

dación de nuestra sociedad, de la nación 

y de su institucionalidad basada, esta vez, 

en el poder popular de una Constitución 

emanada de una Asamblea 

Constituyente.  Para ello, la 

continuidad de la lucha 

social el año 2020 es in-

dispensable, en su masi-

vidad y en la multiplicidad de 

formas de lucha, necesarias para lograr 

un cambio social estructural profundo y 

derrotar al pacto de la élite que pre-

tende preservar el poder que nos 

ha regido ya por casi 50 años. Ese 

debería ser nuestro objetivo es-

tratégico, para lo cual también 

se requiere de la conducción 

unitaria de todas las fuerzas, 

de todos los movimientos so-

ciales y alianzas políticas que es-

tén por un programa avanzado 

que deje atrás al neoliberalismo 

para siempre. Así resolveríamos 

lo que Antonio Gramsci llama-

ría, un ‘empate catastrófico’, en 

que ‘lo viejo no termina de morir, 

y lo nuevo no termina por nacer’ 

(Gramsci en Portantiero, 1999).
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A modo de introducción
Las Constituciones son el texto jurídico que plasma el pacto que existe al interior de una 

sociedad política determinada para organizar y distribuir el poder, para establecer aque-

llos principios comunes y derechos fundamentales que todos debemos respetar y que se 

les encarga a los poderes públicos promover, desarrollar y proteger.

Así, las constituciones establecen los poderes del Estado (Gobierno, Congreso, Poder Ju-

dicial, entre otros) a quienes se les encarga proteger y promover el cumplimiento de los 

derechos fundamentales que establece, tales como: el derecho a la vida, la igualdad, la 

libertad, la educación, la salud, entre otros.

De esta forma, resulta bastante lógico, que para que una sociedad considere que su Cons-

titución es legítima, al menos debe sentirse reconocido y protegido por ella y, ojalá, ha-

ber participado en el proceso que le dio origen. Por eso, muchos países han aprobado 

sus constituciones a través de un proceso amplio, participativo y democrático, es decir, 

mediante una Asamblea Constituyente. De las constituciones actualmente vigentes que 

fueron aprobadas por una Asamblea Constituyente tenemos las de países tan variados 

como: Dinamarca 1849; México 1917; Austria 1919; Italia 1946; Corea del Sur 1948; Portu-
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gal 1974; Colombia 1991; Estonia 1992; Ve-

nezuela 1999; Bolivia 2009; Ecuador 2008.1

Todo lo anterior, no ocurre en nuestro caso 

y es, precisamente, por ello que en Chile no 

hay un pacto social y, por ende, la Consti-

tución no recoge las aspiraciones de la in-

mensa mayoría de la población.

En contraste, la actual Constitución tiene el 

pecado de origen de haber sido impuesta 

por la Dictadura Militar en 1980, siendo ile-

gítima desde su origen. Además, la Consti-

tución consagra un modelo neoliberal que 

genera desigualdad e injusticia y establece 

un sistema institucional que no está a la al-

tura de los desafíos democratizadores que 

enfrenta el país. En ese sentido, la organi-

zación política y administrativa del país 

que proyecta la Constitución solo refleja 

la visión de aquellos redactores afines a la 

dictadura cívico militar que le dio origen, 

esto es una que neutraliza el poder popu-

lar, hiper presidencialista, mono cultural y 

centralista en lo territorial.

Asimismo, es importante considerar que 

la Constitución neoliberal tiene como uno 

de sus pilares la consagración de un mo-

delo de Estado subsidiario que impide que 

el Estado adopte un rol activo tanto en el 

desarrollo económico, como en la redistri-

bución de la riqueza que posibilite que el 

desarrollo del país llegue a todas y todos 

los habitantes del territorio del país.

Además, la Constitución actual tiene una 

famélica consagración de derechos socia-

les, especialmente en materia de educa-

1 Al respecto, entre otros, se puede revisar: PNUD, Me-
canismos de cambio constitucional en el mundo, 2015.

ción, salud, previsión social, sindicalización 

y huelga. Incluso, hay derechos sociales 

que no se reconocen en nuestro marco 

constitucional, tales como el derecho a la 

vivienda.

Como contracara la Constitución consagra 

y protege de forma amplia los derechos de 

propiedad, libertad económica y empresa, 

es decir, nuestra Constitución se preocupa, 

principalmente, de ser la guardiana de las 

libertades económicas, por sobre de los 

derechos sociales del pueblo.

¿Qué pasa si queremos hacer cambios en 

el sistema a través del Congreso o modi-

ficar la Constitución? Los ideólogos de la 

Constitución de la Dictadura se asegura-

ron de que el Congreso pudiera modificar 

poco las reglas del juego. Para ello, estable-

cieron altos quórums para poder modificar 

la Constitución en el Parlamento (2/3 o 3/5 

dependiendo del capítulo de la Constitu-

ción) y las leyes que desarrollan, la Cons-

titución que son las leyes orgánicas cons-

titucionales, también poseen un quorum 

exageradamente alto: 4/7.

Incluso en el caso de que el Congreso pue-

da llevar adelante reformas legales que 

permitan mayor justicia social, los ideólo-

gos de la Constitución de la Dictadura le 

otorgaron al Tribunal Constitucional (TC) 

la facultad de declarar inconstitucionales 

proyectos de ley. Así, el TC ha declarado in-

constitucional proyectos claves tales como: 

el que otorgaba mayor poder negociador a 

los sindicatos estableciendo la titularidad 

sindical o el que reformaba el SERNAC para 

otorgarles mayores poderes de fiscaliza-
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ción y sanción a las empresas que vulnera-

ban los derechos de las personas.

Como podemos apreciar, para las trans-

formaciones profundas que Chile quiere 

se requiere una Nueva Constitución y que 

esta sea realizada en un proceso que per-

mita que el pueblo se apropie del mismo y 

considere que su resultado consagra efec-

tivamente un pacto social. El actual proce-

so constituyente en curso cumple con los 

requisitos democráticos para considerar 

que su resultado podría generar un genui-

no pacto social en Chile. Alberto Fuguet 

identifica con claridad lo que esta en juego 

acá, señalando que: “Una constitución, al 

final, es una narrativa y acá, más que nada, 

está en juego la autoría. Dicen que es hora 

de registrar, más que de crear, pero tengo 

mis dudas. Quizás una creación colectiva, 

en el caso de una asamblea constituyente, 

es más adecuado que las paranoias del re-

primido autor de la Constitución del 80”.2

Así, en presente documento revisaré, en 

primer lugar, los principales aspectos que 

ha sistematizado la doctrina constitucional 

chilena para señalar el por qué se requie-

re de una nueva constitución. En segundo 

lugar, daré cuenta de los puntos centrales 

del proceso constituyente que se vive en 

nuestro país y algunos aspectos que con-

sidero relevantes a la hora de caracterizar 

la ruptura constituyente chilena. Finalmen-

te, el trabajo tendrá algunas conclusiones 

sobre el proceso constituyente que Chile 

2 Disponible en: https://culto.latercera.com/2019/ 11/ 
10/fuguet-streamingsuperheroes/?fbclid=IwAR3Grx
0v7-Va1ZMAvU9KzecwSx6nVgvR1XL8avrZJHljS7l
6LdFpL_5xzSA

ha comenzado a transitar y sus principales 

desafíos.

¿Por qué es necesaria una nueva Consti-

tución?

Las principales críticas que ha recibido la 

Constitución Política de 1980 se han siste-

matizado en tres ejes fundamentales, que 

se encuentran relacionados entre sí: 1) el 

origen autoritario de la Constitución y su 

imposibilidad para legitimarla; 2) el esta-

blecimiento de un sistema democrática-

mente deficitario3; 3) la opción ideológica 

neoliberal de la Constitución y, en conse-

cuencia, la débil consagración de derechos 

económicos y sociales (Busch, T., 2012: 1-3).

Respecto a la primera crítica, la doctrina 

constitucional chilena comparte que el 

origen autoritario de la Constitución es un 

problema capital de la misma (con distin-

tos matices). Las divergencias surgen con 

respecto a su imposibilidad de legitimar-

se en el tiempo. En éste punto, Francisco 

Zúñiga señala que las reformas a la Cons-

titución y, principalmente, las realizadas 

en el año 2005 han permitido una “cierta” 

legitimidad de la misma pero no total y 

que dicho camino se encuentra agotado 

(Zúñiga  F., 2013: 515-516). Atria arriba a la 

misma conclusión que Zúñiga pero a tra-

vés de una argumentación diferente. Para 

él, el “pecado de origen” de la Constitución 

no es el asunto principal, sino que es la im-

posibilidad que tiene el pueblo de ejercer 

su poder en el marco constitucional y, en 

3 Las críticas en este punto constituyen el núcleo princi-
pal del dilema constitucional chileno.
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consecuencia, de apropiarse de la misma 

o dicho en otros términos, de “legitimar-

la” (Atria, F., 2013, pp. 58-63). Por su parte, 

para Ruiz-Tagle las reformas realizadas a la 

Constitución en el año 2005 permitieron 

atenuar la filosofía del constitucionalismo 

autoritario y abrir espacios para el cambio 

constitucional (Ruiz-Tagle, P. 2006: 80-81).

Por su parte, el déficit democrático de la 

Constitución y sus recursos contra mayori-

tarios la vuelven “intocable” en sus aspectos 

sustanciales. Los principales mecanismos 

constitucionales contra-mayoritarios y que 

tienden a la neutralización del autogobier-

no colectivo son: 1) Las leyes de “súper ma-

yorías” (interpretativas de la Constitución, 

orgánicas constitucionales y de quórums 

calificados); 2) El control preventivo de 

Constitucionalidad que realiza el Tribunal 

Constitucional y su práctica jurispruden-

cial; 3) La rigidez y altos quórums para la 

reforma a la Constitución. Así los autores 

hablan de Constitución “celda” (Suarez, Ch., 

2009: 248-271), de la Constitución “tram-

posa” (Atria, F., 2013: 44-56) y de democra-

cia “protegida” (Cazor, K., 2007:45-74).

A los argumentos señalados, se han ido 

planteado tres nuevos cuestionamientos, 

los que han sido formulados (o reformula-

dos) de forma más reciente y son aspectos 

atribuibles a una tendencia general del 

constitucionalismo chileno, aunque han 

sido acentuados en la Constitución vigen-

te. Estos aspectos son: 1) la visión mono 

cultural y nacional de la Constitución, en la 

cual no se reconoce el carácter multicultu-

ral de la sociedad chilena y, en particular, 

a los pueblos indígenas que habitan en el 

territorio; 2) el excesivo centralismo terri-

torial que imprime la actual Constitución 

al diseño institucional; 3) el diseño híper 

presidencialista y el fenómeno de concen-

tración del poder.

Sobre los cuestionamientos expuestos, 

considero relevante realizar tres anota-

ciones. La primera, tiene relación con su 

transversalidad debido a la estructura de 

la Constitución, es decir, estas objeciones 

abarcan todas las partes de esta (dogmá-

tica y orgánica). En segundo lugar, las crí-

ticas operan en múltiples planos, tanto en 

sus aspectos políticos (por ejemplo, legi-

timidad de origen), económicos (la con-

sagración del neoliberalismo), sociales (el 

déficit democrático o híper presidencialis-

mo), culturales (falta de reconocimiento de 

la diversidad cultural) y territoriales (el ex-

ceso de centralismo). Como tercer aspec-

to, todas las críticas reseñadas se pueden 

constatar, con diferencias de grado, desde 

la vigencia de la Constitución Política hasta 

la actualidad, a pesar de las múltiples refor-

mas que ésta ha experimentado. 

A pesar de lo anterior, los gobiernos de 

la ex Concertación y de la Nueva Mayo-

ría, buscaron a través de reformas legales 

ir dando respuestas a las demandas de la 

ciudadanía por un país más igualitario. Sin 

embargo, el Tribunal Constitucional se ha 

vuelto una barrera casi infranqueable para 

los proyectos de ley que buscan hacer rea-

lidad los anhelados cambios sociales de 

Chile. Así, entre otros, el Tribunal Constitu-

cional declaró la inconstitucionalidad de la 
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titularidad sindical en la “reforma laboral”, 

la circulación de la “píldora del día des-

pués” y la glosa de gratuidad en la educa-

ción. El Tribunal Constitucional fue ideado 

como un guardián del diseño institucio-

nal e ideológico impuesto en la dictadura 

que en la práctica se ha erigido como una 

“tercera cámara”, una especie de legislador 

negativo destinado a bloquear el autogo-

bierno colectivo. El Tribunal Constitucional 

se ha atrincherado en 

una interpretación ori-

ginalista de una Cons-

titución ilegítima, res-

guardando el principio 

de subsidiariedad en 

lo económico y las con-

cepciones conservado-

ras en lo valórico. Todo 

ello ha permitido sumar 

ingredientes al descon-

tento social y a la crisis constitucional.

Sobre el proceso constituyente en curso y 

algunas notas para su caracterización

Desde la revolución francesa y estadouni-

dense, se han desarrollado una cantidad 

importante de procesos constituyentes, lo 

que ha permitido clasificarlos e identificar 

aquellos aspectos comunes que los carac-

terizan. Así, en el derecho constitucional 

comparado se ha señalado que los pro-

cesos constituyentes tienen al menos tres 

etapas: la ruptura constituyente, el proceso 

propiamente tal y la nueva Constitución. 

En nuestro caso, si tuviéramos que po-

ner hitos, podríamos decir, que la ruptura 

constituyente comenzó en su fase radical 

el día 18 de octubre de 2019 y se conso-

lidó con la promulgación de la reforma 

constitucional que establece el plebiscito 

del 26 de abril de 2020 y la posibilidad de 

convocar a una Convención Constitucio-

nal4. Por su parte, el proceso constituyente 

propiamente tal comenzará una vez que 

se conforme el órgano constitucional que 

propondrá una nueva Constitución. Con 

la ratificación de la propuesta de la nue-

va Constitución por el 

pueblo y la entrada en 

vigor de esta, culmina-

ría el proceso constitu-

yente y se completarían 

las tres etapas de este. 

Como se puede apre-

ciar y tal y como lo 

advierte la literatura 

especializada en la ma-

teria, no todos los procesos constituyentes 

culminan con la aprobación de una nueva 

Constitución, muchos procesos fracasan o 

se enfrentan a procesos deconstituyentes, 

“esto es, procesos de vaciamiento demo-

crático y garantista de las constituciones 

vigentes”. Estos procesos deconstituyentes 

buscan separar la relación directa que tie-

ne la Constitución con la democracia y el 

pueblo, volviendo intocable su contenido 

y neutralizando el autogobierno colecti-

vo. Aquí radica la principal amenaza de 

4 Señalo que la ruptura constituyente comienza en su 
fase radical el 18 de octubre de 2019, ya que previo a 
ello, se generó un lento proceso de convencimiento de 
los actores sociales, políticos y del pueblo en general 
que la Constitución de 1980 tenía que ser sustituida por 
una nueva. Ahondaré sobre este punto cuando revise el 
primer foco que se debe utilizar para analizar y caracte-
rizar el proceso en curso.

 El Tribunal Constitucional 
fue ideado como un guar-
dián del diseño institucio-
nal e ideológico impuesto 
en la dictadura que en la 
práctica se ha erigido como 
una “tercera cámara”, una 
especie de legislador nega-
tivo destinado a bloquear 
el autogobierno colectivo.
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cualquier proceso constituyente y como 

hemos podido evidenciar en la estrategia 

que han desplegado aquellos que no quie-

ren cambios constitucionales, esta se basa 

en la idea de que la Constitución no tiene 

impacto en la vida de las personas y que 

no sería una real preocupación de la gente 

su cambio. 

Volviendo a la caracterización de los proce-

sos constituyentes, en ese sentido, Gerardo 

Pisarello señala que desde una perspectiva 

amplia un proceso constituyente abarca 

“una serie de dinámicas de cambio, jurídi-

cas y no jurídicas, que se despliegan entre 

la crisis de los regímenes que se impugnan 

hasta la sedimentación de los nuevos órde-

nes político-constitucionales” (Pisarello, G., 

2014: 12).

Lo anterior es relevante, debido a que 

para entender adecuadamente el proce-

so constituyente que tenemos en curso, 

no sólo debemos centrar la mirada en los 

sucesos recientes, sino que hay que situar-

la en perspectiva, teniendo como primer 

foco de atención la Constitución actual y 

su desarrollo. Un segundo foco y que nos 

permitirá tener una mirada mas profunda, 

es situar el proceso en el marco de la his-

toria del constitucionalismo chileno y, en 

particular, en el devenir de este a la luz de 

la Constitución de 1925. Un tercer foco de 

atención es ubicar el proceso en curso, en 

el marco del constitucionalismo latinoame-

ricano y lo que me interesa, en la reflexión 

que hace Roberto Gargarella, desde un 

Constitucionalismo Político e igualitarista, 

de tener como principal preocupación la 

distribución del poder al interior del siste-

ma político que la Constitución establece, 

lo que el autor ha denominado como la 

“sala de maquinas de las Constituciones”.5

Evidentemente analizar el proceso consti-

tuyente en la perspectiva que señalo en el 

párrafo anterior supera el objetivo del pre-

sente artículo, sin embargo, considero que 

es relevante tener en consideración que, 

en primer lugar, la ruptura constituyente 

generada en su fase radical a partir del 18 

de octubre de 2019, tiene como antece-

dente un largo proceso de construcción en 

torno a la idea de que la Constitución de 

1980 no era posible en términos prácticos 

de ser apropiada por el pueblo y que el ca-

mino de apertura vía reformas se agotó en 

el año 2005.6 En segundo lugar, desde hace 

5 Al respecto, véase: Gargarella, Roberto, La sala de 

máquinas de la Constitución. Dos siglos de constitucio-

nalismo en América Latina (1810-2010), Buenos Aires, 
Katz editores, 2014.
6  A partir de las reformas constitucionales del año 2005, 
un gran número de académicos y actores políticos, fue-
ron planteando que dichas reformas no solucionarían el 
problema constitucional chileno. Incluso, aquellos que 
participaron de las mismas, con el tiempo fueron acep-
tando que dichas reformas, si bien habían sido impor-
tantes, no eran suficientes para legitimar y apropiarse 
de la Constitución de 1980. En ese sentido, es elocuente 
que Patricio Zapata señalara: “Debo reconocer, en este 
punto, que yo fui uno de los que pensó que la refor-
ma constitucional de 2005 había logrado subsanar los 
principales problemas de legitimidad que aquejaban a 
la Constitución. Creí, entonces, que con la supresión de 
los Senadores designados, la eliminación de las disposi-
ciones que reconocían autonomía política a las Fuerzas 
Armadas y la formalidad consistente en “sacar” la firma 
de Pinochet, se había logrado, en lo esencial, resolver el 
problema constitucional. Quienes así razonábamos de-
bemos reconocer que nos equivocamos. Nuestro error, 
sin embargo, no radica en la ponderación de la impor-
tancia de las reformas de 2005. Contra lo que afirman 
hoy algunos, dichas enmiendas no fueron cosméticas 
o menores. Por el contrario, los cambios aprobados en 
2005 fueron muy importantes y profundos”. Cf. Zapata, 
Patricio (2014). “La nueva Constitución y el bien co-
mún”. En: Nueva Constitución y momento constitucio-
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varios años que el pueblo viene señalando 

que considera que nuestro país requiere de 

una nueva Constitución, siendo el proceso 

constituyente impulsado en el gobierno 

de la ex Presidenta Michelle Bachelet clave 

en ello, ya que en el Proceso Constituyente 

Abierto a la Ciudadanía convocado por la 

ex Presidenta Michelle Bachelet, participa-

ron más de 204.000 personas, deliberando 

en distintas instancias, siendo destacado 

por distintas instancias internacionales por 

ser inédito e innovador. De igual forma, en 

el proceso constituyente indígena, en sus 

etapas participativas y de consulta, reunió 

la participación de mas de 17.000 personas 

y dirigentes de comunidades e institucio-

nes representativas de los pueblos indíge-

nas. Nunca en el mundo había participado 

tantas personas en la construcción de una 

Nueva Constitución (Informe OCDE, 2017).7

Reflexiones finales

Con el objeto de tratar de comprender el 

proceso constituyente en curso y así re-

flexionar sobre sus límites y posibilidades, 

surge la pregunta sobre el tipo de ruptura 

constituyente que tiene nuestro proceso. 

En ese sentido, Pisarello ha caracterizado 

nal, Santiago: Thomson Reuters, p. 83.
7Si revisamos diferentes estudios de opinión pública, de 
manera sostenida cerca de un 70% de los encuestados 
declara que se requiere una nueva Constitución Políti-
ca. El informe “Opinión ciudadana y cambio constitu-
cional” del PNUD (2015) entrega información de esta 
encuesta CERC entre los años 1995 y 2011 acerca de la 
opinión de los ciudadanos sobre la reforma de la Cons-
titución. Mientras que en diciembre de 1995 un 63% 
creía que la Constitución “hay que reformarla”, en 2011 
este porcentaje asciende a un 75%. De acuerdo a datos 
de la Encuesta ADIMARK, en 2014 más del 70% de 
los encuestados está de acuerdo con “Cambiar la Cons-
titución”. 

los procesos constituyentes de acuerdo a 

las rupturas. Siguiendo en parte a Pisarello, 

podemos decir que los procesos constitu-

yentes de la historia occidental han estado 

precedidos de rupturas constituyentes: i) 

que han impugnado el poder despótico 

(revolución inglesa de 1642-1651 y la fran-

cesa en parte); ii) que han tenido como as-

piración la independencia política (revolu-

ciones americanas del siglo xviii y xix);  iii) 

que han tenido como eje central una de-

manda existencial de los excluídos (revo-

lución francesa); iv) que han tenido como 

eje central un proceso revolucionario sos-

tenido por la emergencia de la clase obrera 

como sujeto político (revolución mexicana 

y rusa); v) que han tenido como elemento 

principal el retorno de la democracia o en 

el marco de sociedades atravesadas por la 

violencia política (España 1978 y Colombia 

1991); vi) que han surgido como procesos 

descolonizadores y de liberación nacional 

(principalmente en Africa segunda mitad 

del siglo XX); vii) que han surgido por la 

demanda de reconocimiento de sectores 

exluídos históricamente de la deliberación 

política y que representan a la mayoría de 

la sociedad, en particular, por la emergen-

cia de los pueblos indígenas como suje-

to político (Bolivia 2006-2009 y Ecuador 

2009).

Lo anterior no solo tiene una utilidad aca-

démica, sino que el tipo de ruptura nos en-

trega una información valiosa de aquello 

que la comunidad política quiere resolver 

o de lo que la nueva Constitución se tiene 

que hacer cargo. En ese sentido, me aven-

turo a sostener que la ruptura constituyen-
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te en Chile, tiene tres componentes esen-

ciales. En primer lugar, es una demanda de 

reconocimiento de los que se encuentran 

socialmente excluídos y, por ende, se vin-

cula con el constitucionalismo de la soli-

daridad que se inauguró con la revolución 

fracesa y ha tenido un desarrollo posterior 

con la formula de un Estado democrático 

y social de derechos8. En segundo lugar, es 

una demanda democratizadora y de retor-

no a las reales posibilidades de un genuino 

autogobierno colectivo. Aquí la ruptura 

constituyente se vincula con el tránsito 

inconcluso entre dictadura y democracia 

y la necesidad de la sociedad de que las 

reglas del juego democrático superen el 

diseño de la Constitución dictatorial. En 

tercer lugar, la ruptura constituyente es 

una demanda de reconocimiento, entendi-

do como la necesidad de que las diversas 

comunidades excluídas históricamente de 

la deliberación política puedan participar 

en pie de igualdad en la construcción del 

nuevo pacto social. Justamente aquí radica 

la importancia de que el proceso constitu-

yente actualmente en curso, se comple-

mente al menos con la paridad de género y 

los escaños reservados para los y las repre-

sentantes de los pueblos indígenas.

Finalmente, es importante recalcar que el 
8 El Estado democrático y social de Derecho se carac-
teriza por incorporar las demandas de igualdad de los 
sectores más desposeídos de la sociedad, lo que ha im-
plicado un cambio sustancial en la concepción de los 
derechos fundamentales (constitucionalizando los dere-
chos sociales) y la aceptación de que sólo el Estado pue-
de neutralizar los efectos disfuncionales del capitalismo 
y regular el desarrollo social y económico. La fórmula 
del Estado democrático-social del Derecho, se ha inte-
grado en un importante número de Constituciones del 
mundo, generando una nueva relación entre el Estado 
y la sociedad.

actual proceso constiuyente es histórico, 

ya que por pimera vez en la historia de 

nuestro país la Constitución política podrá 

ser redactada por un cuerpo colegiado de 

personas electas de forma directa y demo-

crática para ese fin, lo que se ha conocido 

a nivel comparado como una Asamblea 

Constituyente y que aquí se le ha denomi-

nado Convención Constitucional. Si bien, 

hay resquemores sobre el quorum para 

aprobar las normas al interior del órga-

no constituyente y otras materias de esa 

índole9, lo principal, es que en el proceso 

constituyente en curso, se pondrá fin a la 

Constitución de 1980 que es el pilar nor-

mativo e institucional del neoliberalismo. 

Por ello, el desafío que enfrentamos es ser 

capaces de que el pueblo se apropie del 

proceso constituyente, llevarlo a puerto y 

plasmar en la nueva Constitución un pacto 

social que permita ir superando el neolibe-

ralismo e instaurar un Estado democrático 

y social de derecho.

9 Al respecto véase una columna que escribí al respecto 
y que se puede consultar en: https://www.eldesconcier-
to.cl/2019/12/13/lo-que-falta-y-sobra-en-la-propuesta-
de-la-comision-tecnica-constitucional/
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Este artículo da cuenta de la exposición que realizara para la escuela sindical Rosa Lu-

xemburgo de Ical, donde, primero, me referí brevemente a qué es lo que entendemos 

por género; segundo, realicé una revisión de  algunas cifras de la realidad de las mujeres 

y el trabajo del sindicalismo en Chile; luego, en tercer lugar, para preguntarnos y cues-

tionarnos por qué hacer una perspectiva de género en el trabajo sindical, pero además 

una perspectiva de género que voy a plantear desde ya como una perspectiva de género 

transformadora. 

Digo esto no para ponerle un título “sexy” a la exposición, sino porque precisamente es lo 

que queremos hacer. Perspectiva de género tiene una Evelyn Matthei, una ministra Cubi-

llos, o una Enna Von Baer, o una senadora Van Rysselberghe, y es una perspectiva de géne-

ro que pretende mantener el statu quo, mantener discriminaciones hacia las mujeres. Lo 

que nosotros queremos, lo que buscamos es una perspectiva de género transformadora, 

por eso es que le asignamos este apellido porque, precisamente, hay sectores que quieren 

mantener la situación como está, e incluso retroceder en derechos ya conquistados por 

las luchas de las mujeres y mujeres trabajadoras.

En ese sentido, quiero rescatar la concepción de género que se acuñó en el año 1995, en la 

Cuarta Conferencia de Acción Sobre la Mujer en Beijing, China, que son los papeles socia-

les constituidos y construidos para la mujer y el hombre, asentados en su sexo.

Entonces, el concepto de género no sólo va a establecer la mirada sobre la realidad de 

las mujeres, y en este caso del mundo del trabajo y el mundo del sindicalismo para las 

 

Sindicalismo
conperspectivade 

génerotransformadora1

Claudia Pascual Grau, 

Antropóloga Social

1Artículo elaborado en base a mi exposición en Escuela Sindical Rosa Luxemburgo de ICAL, en Agosto de 2019.  
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mujeres, sino que también va a establecer 

la mirada sobre cómo a las mujeres y a los 

hombres nos han enseñado a ser hombres 

y mujeres. Es claro que hay una base que 

está puesta sobre la realidad sexual, del 

sexo biológico que tienen las personas, 

pero que dependen en particular del con-

texto socioeconómico, político y cultural 

en el cual ellas viven, y por lo tanto en su 

contexto histórico específico; y están me-

diados también por otros factores como 

la edad, la clase, la raza, la etnia. Hoy día, 

también, debiéramos agregar la identidad 

de género a esta mediación.

La construcción social y cultural del gé-

nero, tradicionalmente, ha considerado a 

las mujeres inferiores, dependientes, las 

“débiles”, “el sexo débil”. Pero también las 

ha confinado al espacio privado, al espa-

cio doméstico, y al de la reproducción. Por 

reproducción nos referimos al tema de te-

ner los hijos y las hijas, cuidarlos, criarlos, y 

también a hacer el trabajo doméstico. Eso 

es bastante injusto, porque hasta donde yo 

sé - y supongo que todas y todos ustedes 

saben también- los hijos no los concebi-

mos solas; aquí hay dos, aunque sea por 

inseminación artificial, tiene que haber dos 

participantes en el proceso. La responsabi-

lidad de la reproducción de los hijos y las 

hijas es de dos, haya o no relación de pareja 

entre quienes conciben a los hijos. Por eso 

lo queremos decir claramente, porque lue-

go esto va a tener consecuencias en varias 

de las situaciones que queremos expre-

sar con respecto a corresponsabilidad de 

hombres y mujeres en primera instancia, y 

también una corresponsabilidad del con-

junto de la sociedad.

Entonces, a las mujeres se nos confinó al 

espacio doméstico, al espacio privado, al 

espacio del trabajo reproductivo, que es 

la reproducción y cuidado de los hijos y las 

hijas, y por supuesto del trabajo domésti-

co, y a los hombres los puso en el espacio 

público, en el espacio de la toma de deci-

siones. ¿Dónde se toman las decisiones en 

el mundo, en los países, en las sociedades, 

en las comunidades? En el espacio público, 

y por lo tanto si las mujeres estamos siem-

pre en el espacio privado no estamos en 

esa toma de decisiones. Y por otro lado, a 

los hombres también se les asignó el traba-

jo productivo, y se le dijo al mundo que el 

trabajo productivo es aquel que genera va-

lor, y por lo tanto sólo tiene valor el trabajo 

que generan los hombres. Por eso es que 

también pesa sobre ciertos oficios, sobre 

ciertas ocupaciones, una subvaloración 

cultural por lo que hacen las mujeres.

 Veremos que obviamente no sólo lo hacen 

las mujeres, sino que además son extensio-

nes de labores que se hacen en el espacio 

doméstico. Las mujeres, cuando se incor-

poran en el mundo de la salud, por ejem-

plo, como enfermeras, como psicólogas, 

como auxiliares de enfermería, como mé-

dicas incluso, es porque es la extensión del 

cuidado de los enfermos y las enfermas en 

la casa. Las mujeres, cuando se incorporan 

al sector de la enseñanza, de la educación, 

es porque son las que educan en la casa. 

Las mujeres que se incorporan como ma-

nipuladoras de alimentos o cocineras es 

porque son las que cocinan en la casa, y las 

trabajadoras de casa particular, son las que 

hacen el aseo en la casa; más claro echarle 

agua.
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En relación al trabajo doméstico, quiero de-

jar claro inmediatamente que voy a hacer 

la distinción entre el trabajo doméstico y 

este trabajo productivo que nos establece 

la división sexual del trabajo, pero vamos 

a hablar de este como un trabajo remune-

rado fuera del hogar, porque a partir de la 

incorporación de las mujeres al mundo del 

trabajo productivo, también reivindicamos 

el derecho de las mujeres a trabajar remu-

neradamente fuera del hogar, y a ser valo-

rado su trabajo. En este tema en particular, 

quiero partir por una cita de Lenin, que me 

parece súper importante para poder fijar 

que el trabajo doméstico, pucha que es 

trabajo y pucha que cansa: a las cosas del 

hogar súmenle el cuidado de hijos e hijas, 

o de algún familiar enfermo, o de algún 

familiar en situación de postración y/o dis-

capacidad, o algún adulto o adulta mayor 

no autovalente. Sólo el aseo, cocinar, lavar 

la ropa, ya cansa, sumados a los cuidados 

todo eso cansa aún más. Y efectivamente, 

al no ser considerado trabajo, y por ende 

que no tenga valor de cambio, no tiene va-

lor en plata, y por eso son los sueldos más 

bajos en el mercado del mundo laboral, 

pero tampoco tiene valoración social, “con 

tu deber no más cumpliste”. “No, es que la 

mujeres tienen un gen especial para hacer 

cosas”, yo por lo menos el gen del lavado 

de ropa no lo saqué, y el gen del lavado 

de la loza tampoco, lo hago porque no me 

gusta vivir en la cochinada no más, no por-

que tenga un gen especial. Es como que 

fuera una extensión nuestra. 

Pero volviendo al punto, la cita que quiero 

leer es de Lenin, quien ya a principios del 

siglo XX describió la situación de las mu-

jeres y el trabajo doméstico. Se pregunta 

Lenin, “¿Podría haber una prueba más pal-

pable que la visión corriente de un hombre 

observando cómo una mujer se agota con 

un trabajo trivial y monótono, trabajo que 

consume mucha fuerza y mucho tiempo, 

como es el trabajo doméstico, y viendo en 

ella como su espíritu se encoge y su volun-

tad languidece? Muy pocos maridos, ni si-

quiera los proletarios, piensan en lo mucho 

que podrían aliviar las cargas de sus muje-

res, si les echaran una mano en su traba-

jo de mujeres. Pero no, eso iría en contra 

del privilegio, de la dignidad del hombre, 

él exige su comodidad y su descanso.” De 

ahí la importancia de visualizar el trabajo 

doméstico como trabajo, porque es algo 

que podemos hacer entre todos y todas, 

no es algo que tengamos las mujeres un 

gen especial, ni tampoco podemos seguir 

teniendo este designio cultural e histórico, 

que por los siglos de los siglos lo hemos 

hecho sólo nosotras. Pero además, el traba-

jo doméstico y reproductivo le ahorra al ca-

pitalista muchos costos de la reproducción 

de la mano de obra. Este trabajo reproduc-

tivo es apropiado por los capitalistas y los 

dueños de los medios de producción. En 

definitiva las mujeres subsidiamos a la so-

ciedades y al capital para la reproducción 

de las fuerzas laborales de una sociedad y 

economía. 

 ¿Por qué necesitamos una perspectiva de 

género transformadora en el mundo del 

trabajo?

Antes del por qué generar una perspecti-

va del trabajo de género transformadora, 

plantearé algunas situaciones y cifras que 

reflejan la realidad de mujeres trabajadoras 
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en nuestro país. En primer lugar la tasa de 

participación laboral de las mujeres en Chi-

le, la cual es una tasa de participación que, 

si bien ha ido aumentando bastante más 

aceleradamente desde el año 90 a la fecha, 

todavía menos de la mitad de las mujeres 

que están en condiciones de trabajar tra-

bajan remuneradamente y fuera del hogar. 

Tenemos una tasa de participación laboral 

de un 48,5% en el caso de las mujeres, se-

gún la Casen de 2015; la de 2017 la sube 

0,3 puntos porcentuales. O sea, llegamos al 

48,8% de participación laboral de las muje-

res, versus el 71% de participación laboral 

de los hombres. Y cuando a las mujeres se 

les pregunta por qué no están trabajando 

remuneradamente fuera del hogar, más 

del 90% responde que es por tareas do-

mésticas permanentes, por cuidado de los 

hijos y las hijas, por cuidados de algún fa-

miliar que lo necesita, ya sea por situación 

de discapacidad, postrado o adulto o adul-

ta mayor no valente. 

Para poder acceder al mundo del empleo, 

del trabajo remunerado, hay que generar 

mejores condiciones para que las mujeres 

puedan acceder, y eso pasa por correspon-

sabilidad del conjunto de la sociedad, y por 

supuesto también al interior de cada una 

de las familias. Por otro lado, las mujeres, 

cuando están trabajando remunerada-

mente fuera del hogar, tienen condiciones 

de contrato menores que las de  los hom-

bres; sólo el 38,2% de las mujeres en nues-

tro país tiene un contrato directo. El resto, 

la gran mayoría, son trabajadoras que es-

tán subcontratadas por un tercero, o bien 

son trabajadoras por cuenta propia. 

El trabajo por cuenta propia, a pesar de lo 

que el modelo neoliberal ha predicado por 

tanto tiempo “sea su propio jefe, hágase 

su propio horario, tenga sus propios ingre-

sos”, etcétera, el trabajo por cuenta propia 

en Chile, en general, es un trabajo precario. 

Menos del 5% de los trabajadores y traba-

jadoras por cuenta propia tienen ingresos 

sobre los $600.000 y, en general, vincula-

dos a servicios profesionales. El resto son 

los trabajadores(as) de la cola de feria o el 

trabajo del comercio ambulante, que en 

más del 70% se genera en la vía pública, 

por ejemplo. No es que sea la gran solución 

para la incorporación al mercado laboral. 

Por otro lado, como les decía, existe una 

segmentación sexual de los tipos de traba-

jos a los cuales se incorporan las mujeres 

y los hombres. Los hombres están mayo-

ritariamente en la minería, en el sector 

metal-mecánico o en la construcción, por 

decir algunos, En cambio, las mujeres están 

principalmente en la salud, educación, ser-

vicio, comercio. Y por supuesto, la mayoría 

son trabajadoras de casa particular. A pesar 

de que hay trabajadoras y trabajadores do-

mésticos (se incluye, por ejemplo, el jardi-

nero), la mayoría son mujeres trabajadoras 

de casa particular. 

En la situación de las pensiones, sólo el 

30% de las mujeres mayores de 59 años 

cuenta con cobertura, versus el 63,5% de 

los hombres. Y sin contar la realidad de 

que, obviamente, la cantidad de ahorros 

que tenemos las mujeres y los hombres 

para las pensiones tienen expresa una bre-

cha de género, igual que la brecha salarial 
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de género. La brecha salarial de género, en 

este momento en Chile, está del orden del 

27% al 28%. Las mujeres ganan de un 27% 

a 28% menos que los hombres por igual 

trabajo. 

Otro tema también es que las mujeres 

han ido aumentando su participación en 

la organización sindical, pero todavía sólo 

llegan al 12,7% de los organizados, versus 

los hombres que alcanzan a un 15,2% (es-

tos son datos de la Dirección del Trabajo), 

por lo tanto estamos hablando de un uni-

verso de mujeres sindicalizadas del orden 

de 330.000 mujeres. Muy por debajo de los 

8 millones de trabajadoras y trabajadores 

que hay en nuestro país. 

El origen de la relación de las mujeres con 

el sindicato, con la organización sindical o 

con la acción para poder mejorar las con-

diciones laborales y las aledañas al mun-

do del trabajo remunerado fuera del ho-

gar, datan del principio del 1900, cuando 

empiezan a organizarse en cooperativas, 

en mutuales para poder lograr surtir, por 

ejemplo, servicios de salud, servicios de 

apoyo a las familias, y en particular a las 

viudas cuando el marido, trabajador, mo-

ría. También tiene una estrecha relación 

con el desarrollo de conciencia de clase y 

de género a partir de las visitas, del trabajo 

de ir a levantar la organización del mundo 

proletario en las salitreras. Teresa Flores, 

Luis Emilio Recabarren y Belén de Sárraga 

promovieron precisamente la organiza-

ción de las mujeres, estuvieran trabajando 

remuneradamente fuera del hogar o no. 

Hay que recordar la primera huelga de las 

cocinas, que fue la huelga de las mujeres 

para que sus parejas pudieran ir a paro o a 

la huelga en las salitreras para pedir mejo-

res condiciones laborales. 

Quiero también destacar que, a pesar de 

que en Chile se conoce al Movimiento Pro-

Emancipación de las Mujeres (MEMCH), 

que promovió los derechos políticos de las 

mujeres, no es menos cierto que el pliego 

reivindicativo del MEMCH del año 1935 ya 

planteaba el derecho al trabajo asalariado 

fuera del hogar de las mujeres; la protec-

ción de las mujeres trabajadoras madres; el 

derecho a igual salario por igual trabajo en-

tre hombres y mujeres, que son reivindica-

ciones por las que seguimos discutiendo y 

demandando hoy día. También el MEMCH 

reivindicaba el reconocimiento laboral del 

trabajo doméstico, además del derecho a 

voto, el derecho al aborto, etcétera. 

Dentro del mundo de los sindicatos, las 

mujeres representan el 35% del total de 

afiliados, cifra que además está concen-

trada en ciertos sectores de la economía, 

que tiene que ver precisamente donde las 

mujeres tienen mayor participación, como 

es la educación en un 60%, los servicios 

sociales, la salud en un 77%, en el sector 

servicios, hoteles y restoranes en un 59%, 

en la intermediación financiera en un 50%, 

y el comercio, a pesar de que es en donde 

más se concentran las mujeres, tiene un 

49% de sindicalización. Falta mucho en lo 

que debemos trabajar todavía, a modo de 

poder seguir promoviendo la organización 

de las mujeres y el sindicato. La sindicaliza-

ción de las mujeres debe aumentar signifi-
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cativamente en la medida que el sindicato 

haga trabajo con perspectiva de género 

transformadora.

Cuando una ve que hay un aumento de la 

tasa de participación laboral de las muje-

res, aunque quizás no sea no el que que-

remos todavía, pero que ha sido sostenido 

en la tasa de sindicalización de las mujeres, 

pasando de un 8 % el 2010 a un 12,7% el 

2017, tenemos que hacernos la autocrítica 

de que esa proporción de crecimiento no 

se ve siempre reflejada a nivel de las diri-

gencias sindicales. Por lo tanto hay que 

preocuparse por qué les cuesta a las muje-

res afiliarse a los sindicatos, qué no ven que 

esté haciendo el sindicato que le pueda lla-

mar más la atención, pero también qué es 

lo que estamos haciendo – o dejando de 

hacer – para que haya más mujeres diri-

gentas. 

Las dirigentas sindicales a nivel nacional 

representan el 24,4%, pero si ya hablamos 

de Federación sindical la cifra baja a un 

22%, si hablamos de las centrales de traba-

jadores bajan a un 20%, y si nos referimos 

de las confederaciones bajan más todavía, 

a un 16%. Tenemos buenas noticias: con la 

reforma, o con parte del paquete de me-

didas que impulsó la Reforma Laboral del 

Gobierno de la Presidenta Bachelet, se pro-

movió mayor participación de mujeres en 

la dirigencia; y esperamos, porque ya hay 

un compromiso, por ejemplo, de la Central 

Unitaria de Trabajadores (CUT), de tener un 

tercio de su directiva compuesta por mu-

jeres, y ya lo están cumpliendo. La tarea 

es cómo esto se promueve para cada uno 

de los sindicatos. A su vez, esa reforma no 

sólo planteó tener como mínimo un 30% 

de mujeres en cada sindicato, sino que 

también, en el caso de la negociación co-

lectiva, si no hay ninguna dirigenta mujer 

en el sindicato se incorpore una mujer, a 

lo menos, en representación de las muje-

res de éste. Esperamos que efectivamente 

esto ayude. 

Entonces, qué hacer, por qué trabajar con 

perspectiva de género transformadora; la 

respuesta claramente es porque son innu-

merables las brechas y desigualdades que 

existen en temas como la incorporación 

de las mujeres al mercado laboral. Ya ve-

mos que menos de la mitad de las mujeres 

está trabajando remuneradamente fuera 

del hogar. Las mujeres, por ejemplo, en el 

primer quintil de ingresos son sobre el 30% 

jefas de hogar; son el único o el principal 

ingreso de sus familias, pero en ese quintil 

hay una tasa de participación laboral me-

nor al 29%. Donde más se necesitan los 

recursos, menos mujeres están trabajando 

remuneradamente fuera del hogar. Necesi-

tamos promover una mayor tasa de partici-

pación laboral del conjunto de las mujeres, 

independientemente  de su nivel socioe-

conómico, pero sobre todo de los quintiles 

de menos recursos, y eso implica políticas 

bastante específicas, no sólo para la pro-

moción de capacitación, para el empleo, 

para los oficios, sino para también generar 

las condiciones en las cuales las mujeres 

se pueden incorporar. Si me voy hoy a in-

corporar a un empleo, en el que ganaré el 

sueldo mínimo y tengo que pagar el jardín 



página  54

infantil para mis hij@s o a alguien que me 

los cuide en la casa, muchas veces equiva-

le a cambiar plata por plata, porque lo que 

gano es lo que me cobran en esas tareas. 

Entonces no hay un mayor incentivo para 

salir a trabajar. Entonces necesitamos esta 

perspectiva porque necesitamos más mu-

jeres en el mercado laboral.

En segundo lugar, creo que es muy impor-

tante trabajar una perspectiva de género 

transformadora porque en muchos traba-

jos, los procesos de selección están llenos 

de juicios y prejuicios de género. Desde el 

tipo de preguntas ¿Está usted dispuesta a 

trabajar 24/7? Y una, como mujer, piensa: 

“si contesto que sí van a decir que soy la 

peor mamá del mundo, pero si contesto 

que no, no quedo seleccionada en la pega”. 

Un hombre, en general, va a contestar que 

sí está dispuesto a trabajar 24/7, aunque 

todos sabemos que es imposible que tra-

baje 24/7, porque tiene que descansar en 

algún momento del día. Pero no lo pregun-

tan siempre así, ahora es: “¿Tienes plena 

disponibilidad para este trabajo?”. Enton-

ces, desde las preguntas nos van dejando 

de lado, requisitos para entrar a trabajos 

en los procesos de selección, hombres y 

mujeres. Si un hombre contesta medio 

dubitativo alguna parte de la entrevista, el 

equipo seleccionador generalmente dice 

“este es un trabajador con potencial, o un 

profesional con potencial, yo creo que lo 

puede hacer bien”. Si una mujer contesta 

dubitativa, “no ella no sirve para la pega”. 

Esos son juicios y prejuicios de género, que 

están en la cabeza de todos y cada uno 

de nosotros(as). Ojo, no son temas de los 

hombres contra las mujeres o de las mu-

jeres contra los hombres, las mujeres tam-

bién los tenemos, el machismo está pre-

sente tanto en mujeres como en hombres, 

así que esto no es una guerra de los sexos, 

como malamente le llaman a veces.

En tercer lugar, por qué trabajar en una 

perspectiva de género transformadora: por-

que el desarrollo de las carreras, no estoy 

hablando de las carreras profesionales, es-

toy hablando de las carreras en los empleos, 

en los trabajos, tienen muchas menos opor-

tunidades para las mujeres que para los 

hombres. Primero, porque las mujeres, en 

general, o una buena proporción de muje-

res trabajadoras no siempre compatibiliza el 

cuidado de los hijos cuando decide ser ma-

dre, entonces muchas se retiran del trabajo, 

por un tiempo determinado. Eso hace que 

vayan truncando su carrera, su experiencia 

laboral. Tienen años o meses fuera, y algu-

nas muchos años fuera, porque decidieron 

quedarse hasta que sus hijos cumplieran los 

seis años, etcétera, mucho más que los post-

natales legales que existen.

Pero también, porque efectivamente a la 

hora de la capacitación y de la formación 

para el empleo, se le entregan más opor-

tunidades a los hombres que a las mujeres. 

Desde el tipo de temas en qué capacitar 

para el empleo, hasta porque no se consi-

deran apoyo para el cuidado de los hijos y 

las hijas mientras las mujeres trabajadoras 

se están capacitando, ¿Con quién dejo a los 

niños mientras me voy a capacitar? ¿Con 

quién dejo a mi mamá o a mi papá, que es 

un adulto mayor no valente, mientras me 

estoy capacitando? Porque las capacitacio-
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nes muchas veces son fuera del horario del 

trabajo, y por lo tanto tengo que agregar 

más horas al día. Estos son temas impor-

tantes.

En cuarto lugar, por la brecha salarial de 

género, porque así como hace varios años 

ya - serán 10 o más - se instaló el tema del 

subcontrato por igual salario; igual trabajo 

entre los contratados directos y los sub-

contratados, también en temáticas de gé-

nero hay una brecha salarial que es injusta. 

No puede ser que por igual trabajo, incluso 

por el mismo cargo, por el mismo rótulo, 

mujeres y hombres no ganen lo mismo. La 

brecha salarial es menor en los trabajos y 

en los empleos menos calificados. Se acer-

can más los sueldos de hombres y mujeres, 

pero así y todo existe la brecha salarial, 

debe ser del 4% o 3%. Pero la brecha au-

menta sobre el 30%, por ejemplo, a nivel 

de las gerencias, de las jefaturas, y lo que 

es más inexplicable aún, es que esa brecha 

de género salarial no tiene explicación en 

relación a los estudios de las mujeres. Las 

mujeres tienen más años de estudios, y a 

veces en empleos donde tienen tiempo  

contratadas, más años de experiencia en 

el trabajo que los hombres, pero igual ga-

nan menos. Entonces, la brecha salarial es 

importante. Tenemos una brecha en des-

medro de las mujeres de un 27,2% en pro-

medio, a pesar de tener formación y más 

experiencia de trabajo, y además a pesar 

de tener una ley en Chile que aboga por la 

igualdad salarial entre mujeres y hombres. 

Esa es una ley que se hizo en el primer go-

bierno de la Presidenta Bachelet, sin em-

bargo no tiene ni incentivos para ser cum-

plida, ni castigos por no cumplirla, pero 

lo que es peor; no tiene una metodología 

para definir lo que es igual trabajo. Porque 

nos encontramos con tonteras tan gran-

des en nuestro país - y a mí me tocó verlo 

como ministra - que un empleador, un jefe, 

un empresario me dijo una vez: “Oye, pero 

cómo están planteando esto porque, mira, 

yo tengo dos auxiliares, un hombre y una 

mujer. Uno arregla las chapas de las puer-

tas y todas estas cosas, y la mujer es la que 

sirve el café; ¿Cómo les voy a pagar igual?” 

Pero los dos tenían el cargo de auxiliares. 

El problema es que él tiene una subvalo-

ración del trabajo de las mujeres, porque 

cree que servir el café no es un trabajo, y 

cree que arreglar las chapas de las puertas 

sí lo es. Además podría haber intercambia-

do los trabajos, que él sirviera el café y la 

mujer pudiera arreglar las chapas de las 

puertas, también podría haber sido, efecti-

vamente, una forma de bregar por superar 

las brechas, en este caso, de cómo nos in-

corporamos las mujeres al mundo del tra-

bajo. Pero no fue así.

Entonces en relación a metodologías para 

determinar qué es igual trabajo, recién hay 

una experiencia que se está abordando 

desde el sector público, se viene trabajan-

do desde el año 2017 en estudios de pues-

tos de trabajos y de verificación de brechas 

salariales en función de aquello, y ver efec-

tivamente qué es lo que se puede definir 

como igual trabajo. Ese estudio se hizo en 

el Instituto de Seguridad Laboral, con la 

OIT, pero a Chile le falta mucho más para 

poder llevarlo a todo el resto de las ocupa-

ciones y de los trabajos. 
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A propósito también de la brecha salarial, me tocó conocer la experiencia, en el primer 

gobierno de Piñera, de la gran parafernalia de promoción de capacitación para la in-

corporación de las mujeres al mundo de la minería. Bueno, en esa capacitación fueron 

muy poquitas mujeres las que pudieron tener empleo finalmente en la minería. Primero, 

porque nadie les dijo que para ir a trabajar a las faenas mineras hay que tener ciertas 

condiciones de salud, sobre todo las que están en la altura, no pueden ser hipertensas, 

etcétera, entonces dieron el curso a diestra y siniestra sin haber tomado estas conside-

raciones. Pero lo segundo, es que para entrar a trabajar como aprendiz en la minería se 

necesitan una cantidad determinada de horas de capacitación, y a ellas les entregaron 

menos. Por lo tanto, las pocas que entraron a trabajar estuvieron más de un año con 

sueldo menor que el de aprendiz, porque no tenían esas horas. Entonces, a propósito de 

cómo se justifican las brechas salariales en nuestro país, la valoración del empleo para 

las mujeres es fundamental.

En quinto lugar, en términos de las necesidades de trabajar con perspectivas de géne-

ro transformadoras, están todas las discriminaciones relacionadas con la maternidad, y 

hasta hace poco hablábamos sólo de la maternidad, y hoy día hay que decir de la mater-

nidad y de la paternidad. ¿Por qué? Porque siempre han habido padres y madres, pero 

efectivamente toda nuestra legislación laboral, no sólo nuestra cultura, ha responsabi-

lizado sólo a las mujeres trabajadoras del cuidado de los hijos y las hijas, por lo tanto el 

tema del derecho a sala cuna es sólo para las mujeres madres trabajadoras, el permiso de 

alimentación de los hijos menores de un año era sólo para las mujeres madres trabajado-

ras. En cambio, hoy día estamos peleando por que efectivamente esto sea para mujeres 

y hombres, madres, padres trabajadores. Y hay cosas que se han ido avanzando, en este 

ámbito, el derecho de alimentación para los niños menores de un año ya está para mu-

jeres y hombres trabajadores. Esta es una reforma que se hizo en el segundo gobierno 

de la Presidenta Bachelet. Están también otras legislaciones como el derecho a pedir 

licencias por enfermedades del hijo menor de dos años, y también una ley que se aprobó 

en el gobierno de la Presidenta Bachelet, la ley SANNA, que es el seguro para la atención 

de niños, niñas y adolescentes, que en el caso de todo padre o toda madre trabajadora 

de tener un hijo o una hija hasta los 18 años, 15 en el caso de algunas enfermedades y 

18 en el caso de otras, con alguna enfermedad que requiere una recuperación de más 

larga data o un accidente grave, puedan pedir hasta 90 días de licencia al año para el cui-

dado de sus hijos(as), y no perder el empleo. Incluso esta modalidad es intercambiable 

entre ambos padres; uno de los dos podría llegar a tener los 180 días. Y eso también es 

importante.

Cuando vamos hablando de perspectiva de género transformadora, estamos hablando 

no sólo de abordar las discriminaciones hacia las mujeres, y no sólo de superarlas, sino 

que también de ir incorporando en aquellas medidas a los hombres para poder com-

partir ciertas tareas; además muchos hombres quieren, también, y necesitan compartir 

estas tareas. 
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En sexto lugar, la inequitativa distribución 

de las responsabilidades domésticas. Hay 

una encuesta nacional de uso del tiempo, 

la ENUT. Se hizo un ensayo durante el año 

2013, sólo en la región Metropolitana, y el 

año 2015 se logró hacer la encuesta nacio-

nal en todo el país, pero sólo a nivel urba-

no; la diferencia a nivel rural debe ser aún 

mayor en lo que les voy a comentar. Las 

mujeres en un sólo día de la semana rea-

lizan 5,9 horas en trabajo doméstico, estén 

o no trabajando remuneradamente fuera 

del hogar, sean o no estudiantes, indepen-

dientemente de la actividad que tengan.  

La misma encuesta dice que un hombre, al 

día, le dedica 2,7 horas al trabajo domésti-

co. O sea que aquí ya hay una  diferencia 

cuantitativa en términos de que las muje-

res más que duplican al hombre en esas 

labores. Pero a su vez hay que considerar el 

tipo de tareas realizadas; las mujeres son, 

en el trabajo doméstico, las que cuidan hi-

jos, las que cuidan familiares enfermos, las 

que cuidan adultos mayores no valentes, 

las que hacen el aseo, las que cocinan, las 

que riegan, lavan. Por su parte, los hombres 

efectúan reparaciones menores del hogar, 

cuidado de las mascotas, jardinería. Nada 

más. Esas son sus tareas. Y esto no es para 

burlarse, es sólo para mostrar que estamos 

haciendo cosas distintas, y que podemos 

hacer cosas complementarias y podemos 

cambiarnos también las tareas. Todavía, y 

mucho más cerca de lo que uno cree, a mí 

también me pasa, a uno le preguntan ¿Te 

ayudo con algo? ¿Te coopero con algo? Y 

uno los mira con cara de “ojalá con la mitad 

de la pega porque estoy un poquito can-

sada”. Entonces, esta distribución de tareas 

del hogar tiene que ser mucho más repar-

tida, porque es pega finalmente. 

En séptimo lugar, es necesario trabajar la 

perspectiva de género transformadora 

porque, precisamente por el tema ante-

rior, las mujeres tenemos, en general, una 

doble jornada laboral; la de la casa, y la 

del trabajo remunerado fuera del hogar. Y 

en el caso de las dirigentas sindicales, po-

dríamos hablar hasta de una triple jornada 

laboral. Entonces, esto efectivamente im-

plica, para que muchas familias, muchos 

hijos, muchas hijas u otros familiares no les 

digan a las dirigentas sindicales “ya andai 

callejeando”, “te preocupai de todo, menos 

de tu casa”, “no, si para los derechos de los 

demás estai clarita, pero pa la casa ninguna 

cuestión”, es necesario que todos y todas 

trabajemos en el hogar; hagamos las cosas 

del hogar.

Y en octavo lugar, por solo nombrar algu-

nas cosas, está el tema de algo que, ade-

más, está muy en boga hoy día, gracias al 

paquete de reformas y contrarreformas 

nocivas que tiene este gobierno, en donde 

es como que copiara los títulos de la can-

ción, pero cambiara los contenidos de las 

estrofas, porque estamos todos con ganas 

de conciliar trabajo, familia, y vida per-

sonal, pero a costa de la precariedad que 

nos ofrece el tipo de flexibilidad que ellos 

quieren, no lo queremos. Entonces copian 

el título de la canción; todos queremos, 

pero el contenido es otro. Y la conciliación 

del trabajo y vida personal, por un lado es 

muy importante para las mujeres; pero no 
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sólo es el derecho de las mujeres trabaja-

doras sino que tiene que ser el derecho 

de los hombres trabajadores también, in-

dependientemente de que sean mujeres 

u hombres, de sus identidades de género 

también, del derecho de las familias, de los 

hijos, las hijas, el resto de los familiares. En-

tonces en ese sentido, esa conciliación de 

trabajo familiar tiene que darle los permi-

sos como corresponde a los hombres. 

¿Ustedes saben que el postnatal parental, 

que es un avance en nuestro país, a propó-

sito del reconocimiento, sólo lo toman 260 

hombres al año? Y ustedes comprenderán 

que 260 hijos o niños en Chile no nacen al 

año, nacen muchos más. Entre otras cosas, 

no se toman más el postnatal parental los 

hombres porque no hay una mayor difu-

sión de la ley entre los hombres, de cuáles 

son sus beneficios. En segundo lugar, por-

que está hecha para negociar e intercam-

biarlo con la mujer, por lo tanto la mujer 

tiene que renunciar a sus últimas semanas 

para que las pueda tomar el hombre, pero 

además, el sueldo máximo que le van a de-

volver al hombre, si se toma el postnatal, 

es el sueldo de la mujer madre trabajadora, 

no el suyo propio, y con brecha salarial en 

Chile, ¿Quién está dispuesto a bajar 27% de 

sueldo? Pero, a su vez, está el prejuicio cul-

tural, de empleadores y empleadoras pri-

mero, y también de compañeros y compa-

ñeras de trabajo; “no, yo me quería tomar 

el postnatal parental, pero no pude, no ves 

que lo primero que me dijeron fue ‘¿y no 

tenís señora que te cuide al cabro chico, 

que tenís que irte tú?’”, y esa pregunta no 

sólo la hacen empleadores y empleado-

ras; también la hacen los compañeros y las 

compañeras de trabajo, incluso las muje-

res. Entonces, este cuestionamiento nos lo 

tenemos que hacer todos para poder cam-

biar la actual realidad.

Situaciones actuales que deben ser mira-

das con perspectiva de género transforma-

dora. 

Finalmente, sólo quiero plantear otros te-

mas súper relevantes. No voy a referirme a 

todos los convenios de la OIT, que ustedes 

los conocen mucho mejor que yo, pero sí 

quiero plantear un par de cosas en relación 

a un par de proyectos que se están hoy día 

tramitando, y todas las legislaciones que 

ya hemos revisado en la conversación, di-

gamos, que hoy día protegen a las mujeres, 

y que estamos haciendo que cambien tam-

bién para ir incorporando a los hombres, 

de proyectos de ley que se están viendo 

hoy día en el Parlamento y que no sólo tie-

nen letra chica, sino que tienen este título 

de canción igual al que me gustaría, pero 

donde el contenido dice otra cosa.

El primero es de sala cuna universal, que 

no es “universal”; es cierto que avanza en 

suprimir las 20 mujeres trabajadoras como 

condición que pide el artículo 203 del Có-

digo del Trabajo, y que no depende del 

tipo de contrato para que pudieran tener 

el derecho a sala cuna, pero no es menos 

cierto que va a fragmentar el derecho; si 

la mujer tiene jornada laboral completa, 

derecho completo. Si tiene media jornada, 

medio derecho; cuarta jornada, cuarto de-

recho, y eso va graficado en el monto. 

Segundo, lo que está establecido en el ar-
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tículo 203 como excepción, que establece 

que el empleador o empleadora que no 

tenga la sala cuna en su centro laboral, que 

no tenga el convenio con una sala cuna, 

entregue el monto en plata, el voucher. Eso 

que es la excepción, el voucher, lo genera-

liza para todos y todas. Ya no va a ser obli-

gación del empleador tener la sala cuna, y 

ya no va a ser obligación del empleador te-

ner el convenio con la sala cuna. Y por otro 

lado, el aporte que el Estado va a hacer a 

ese fondo de administración de salas cuna, 

va a ser a costa de quitarle su aporte, como 

Estado, al seguro de cesantía de los y las 

trabajadoras. Para obtener un derecho, le 

quitamos el otro derecho a los trabajado-

res y las trabajadoras. Esas son concepcio-

nes complejas, por lo tanto yo también lo 

quería colocar como parte de los temas de 

por qué trabajar con perspectiva de géne-

ro transformadora. Y por otro lado, se habla 

y se dice que esta sala cuna “universal” va a 

ser súper corresponsable porque incluye a 

los hombres trabajadores. Incluye sólo a los 

hombres trabajadores padres que tengan 

la tuición legal de los hijos vía tribunales. No 

a cualquier trabajador padre. Por lo tanto, 

queremos que sea para todos los trabaja-

dores padres, ¿Cómo no va a ser justo que 

en el caso de ambos padres, madre y padre 

trabajador, puedan decidir a cuál de los dos 

derechos a sala cuna puede ir, por ejemplo? 

¿Y si una sala cuna, en el caso del padre, es 

mejor que la que le toca a la mamá, puedan 

decidir qué es esa?  Ese es un tema que te-

nemos que avanzar mucho más.

Otra de esas complejidades tiene que ver 

precisamente con la flexibilidad laboral 

que se está proponiendo; una falsa flexibi-

lidad porque el segmento de trabajadores 

y trabajadoras que más perjudicado va a 

estar - y eso es algo que hay que tener bien 

presente - para la hora de los debates en 

el Parlamento donde se vean tanto la mal 

llamada flexibilidad laboral, como cuando 

se discuta la reducción de la jornada a 40 

horas. Es que el modelo de trabajo que le 

propuso el gobierno de Sebastián Piñera a 

las mujeres en Chile en mayo de 2018, es 

teletrabajo y trabajo a domicilio como la 

fórmula de acceder a una mayor tasa de 

participación laboral. El trabajo a domicilio, 

en general, las mujeres de nuestro país lo 

conocen bastante; las costureras en las ca-

sas, las que hacen el lavado en las casas, et-

cétera, me refiero a que lo hacen en su pro-

pia casa y después lo llevan a otro lugar, es 

un trabajo precario, sin condiciones de se-

guridad, pensión y salud. Si nos cuestionan 

hoy un accidente laboral, o un accidente 

de trayecto, ¿a quién le van a reconocer un 

accidente en la casa? “No, si la cortada con 

cuchillo es porque estabas cocinando, no 

porque estabas trabajando para nosotros”. 

El teletrabajo no es una realidad para todas 

las ocupaciones y todos los tipos de traba-

jo de nuestro país. Los trabajos que necesi-

tan atención de público no pueden hacer-

se desde la casa, por más que el trabajador 

o trabajadora quieran, porque si tengo que 

atender a público en el sector de la salud o  

la educación, a menos que sea quien esté 

llamando por teléfono, pero nada más. Hay 

tipos de trabajo, hay cadenas productivas 

que no se pueden hacer desde la casa. En-

tonces no es una solución a todo evento, y 
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por lo mismo hay que discutir en qué con-

diciones se hace, porque la flexibilidad que 

se le ofrece a los chilenos y las chilenas hoy 

día no es la flexibilidad de Europa, de los 

demás países de la OCDE, es una flexibili-

dad con precariedad. 

Y porque, además, hay situaciones muy 

complejas en donde, mientras más de la 

mitad, - el 50,2 por ciento -  de los traba-

jadores y las trabajadoras en Chile ganan 

$400.000 o menos, los trabajadores y las 

trabajadoras por cuenta propia no llegan 

ni a los $300.000. La gran mayoría está en 

el orden de los $250.000. En el caso de las 

trabajadoras de casa particular, el ingreso 

medio son $249.000. La realidad del mer-

cado laboral y de cómo trabajar con pers-

pectiva transformadora de género, yo lo 

pienso principalmente porque a las muje-

res siempre se nos ofrece el trabajo a do-

micilio. “Porque ahí usted va a estar mejor, 

¿no ve que va a poder seguir cuidando a los 

hijos y trabajar al mismo tiempo?”. Pero es 

una sobreexplotación de nosotras mismas, 

porque ¡quién puede, de verdad, dedicarle 

tiempo concentrado como si estuviera fue-

ra de la casa al trabajo que tiene que ha-

cer, estando en la casa! Uno se concentró 

primero en hacer la cama, lavar los platos, 

que más o menos esté todo ordenado para 

poder sentarme a trabajar, porque o si no 

de lo contrario no me concentro, ¿no? Pero 

con hijos chicos, peor todavía. Son temas 

que hay que revisar. 

Y finalmente sólo quiero comentarles al-

gunas sugerencias concretas para ir avan-

zando en esta perspectiva de género 

transformadora. Primero, avanzar en pro-

tagonismos y representación de las mu-

jeres en los espacios de toma de decisión 

sindical. Es necesario hacer campañas de 

mayor afiliación de las mujeres al mundo 

de las organizaciones sindicales pero tam-

bién de promover que sean dirigentas. Y lo 

mismo en el caso de personas con distinta 

identidad de género, también promover 

que se afilien, sino que teniendo agendas 

sindicales que incorporen sus problemáti-

cas, sus demandas, y para eso diagnosticar 

y estudiar con perspectiva de género los 

centros laborales en los cuales estamos, 

es fundamental. ¿Nos enfermamos de lo 

mismo los hombres y las mujeres producto 

del trabajo? No. ¿Nos accidentamos igual 

las mujeres y los hombres estando en el 

mismo centro laboral? No. Las mujeres 

tenemos más accidentes de trayecto, los 

hombres tienen más accidentes dentro del 

centro laboral, por ejemplo. Entonces esto 

es fundamental para atraer a las mujeres a 

la acción sindical.

Avanzar también en generar cláusulas, 

propuestas en la propia negociación co-

lectiva. Existe hoy día un gran arco de po-

sibilidades, a propósito de que se pueden 

pactar situaciones distintas al salario, y 

condiciones laborales tradicionales que se 

conocían; también están los temas de con-

ciliación laboral, cláusulas para el cuidado 

de los hijos y las hijas para mujeres y para 

hombres, no sólo para las mujeres. Eso es 

proponerse perspectiva de género trans-

formadora. Buscar estudios y preocupa-

ción de parte de todas las organizaciones 

sindicales por ir superando y diagnostican-
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do. “¿Hay brecha salarial en mi trabajo? ¿De 

género? ¿La podemos superar? ” 

Por supuesto también - y yo creo que es 

lo más relevante-  promover, entre las tra-

bajadoras y los trabajadores, entre todos 

y todas los dirigentes y dirigentas sindi-

cales, un cambio cultural, que permita ver 

el mundo del trabajo no sólo en función 

de los debates que tradicionalmente son 

los que nos siguen apesadumbrando por-

que no tenemos buenos salarios, buenas 

condiciones laborales, etcétera, porque 

además hay otras condiciones anexas 

que nos caracterizan como trabajadoras, 

como trabajadores, de manera distinta 

y que están afectando también nuestro 

empleo. Por lo tanto a superar los juicios, 

los prejuicios, estén dichos en serio o en 

chiste, porque los chilenos y las chilenas 

somos campeones latinoamericanos para 

tirarnos las verdades en chiste, entonces 

estén dichos en serio, o estén dichos en 

chiste, juicios y prejuicios de género, que 

reproducen esta diferenciación que final-

mente hace tremendamente desigual la 

participación de las mujeres en el mun-

do laboral, no sólo porque se incorporan 

menos, sino que también porque tienen 

peores condiciones laborales, como he-

mos visto.

Por todo lo anterior no da lo mismo hacer 

trabajo “neutro” que con perspectiva de 

género transformadora.



ALTERNATIVAaño15Nº30  •  página  63

Introducción
Si comparamos el proceso de formación de las nacionalidades en el mundo, a partir de 

las cuales surgen los Estados-naciones, veremos que, en las naciones europeas, el hecho 

fundamental de la constitución de la vida nacional no es la hazaña militar. A lo más, lo 

militar se constituye en el hecho que consolida los Estados burgueses, pero no las nacio-

nalidades, cuya formación es anterior a ese Estado. Los “padres de la patria” en aquellos 

países (si es que existe ese concepto), no son nunca los héroes militares.

En nuestro país (como en casi toda Latinoamérica), el proceso de surgimiento del Estado y 

la nacionalidad (una vez marginados de esta a los pueblos originarios) se confunden y se 

cristaliza nítidamente en la hazaña militar del ejército. Así, nuestras FF.AA. surgen no sólo 

encarnando los intereses de una clase, sino que, transmutando esos intereses particulares 

en generales, se sienten depositarias de un llamado “ser nacional”.

Por otra parte, tales imágenes se identificarán con un orden estable, con un Estado visto 

como un bloque sin fisuras. Por esta razón, apenas el poder civil muestra sus contradiccio-

nes y el Estado se presenta no ya como uno, sino desgarrado por particularidades y parti-

dos, las FF.AA. sentirán que su propia razón de ser institucional entra en crisis. Para estas, 

no hay poder al que deban estar sometidas, si no es un poder unívoco, no contradictorio. 

Toda forma política asentada en la oposición de contrarios dentro del Estado les parecerá 

subversiva de las únicas condiciones en las cuales deben ser subordinadas al poder civil.

 

LasFuerzasArmadas, 
laPolíticaylaNueva

ConstituciónenChile
Galo Eidelstein Silber, 

Ingeniero Civil y Psicólogo, 

Magister en Seguridad y Defensa
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El “ser nacional” de Chile
Si miramos la estrategia que siguió la de-

recha en la época de la Unidad Popular, a 

partir de 1970 cuando toma la decisión del 

derrocamiento del gobierno de Salvador 

Allende, nos sorprende lo poco numero-

sas que fueron las acciones armadas que 

realizaron los grupos fascistas. La agrupa-

ción Patria y Libertad de la época, nunca 

alcanzó el rango de comando militar. La 

razón de ello es que la estrategia general 

de la derecha fue dar un golpe de Estado 

con las FF.AA. en su conjunto. Incorporar a 

la lucha armada a otros sectores, chocaba 

con su consideración de representar el “ser 

nacional” como indiviso y de esta manera 

se consiguió transfigurar la lucha de clases, 

por la lucha y el rescate del supuesto “ser 

nacional” en peligro, por el único ente que 

podía llevar a cabo esta labor, aquel que 

era depositario de ese “ser nacional”.

El “ser nacional” es un mito. Si bien aparen-

ta ser un ente prístino y neutral, no es nada 

más que la máscara que adopta el ejercicio 

del poder de las clases dominantes. Ese ser 

nacional indiviso, con un interés único de 

ser el depositario del “alma” de un pueblo 

y de su historia, es una entelequia que, en 

última instancia, no solo se construye su-

peditado a los intereses del latifundio en el 

pasado y a los de la gran burguesía nacio-

nal ahora, sino que, además, desde su ori-

gen, incluso antes de la actual era de glo-

balización, ha sido funcional a los grandes 

intereses de la burguesía transnacional. 

El reflejo más patente de esta situación 

han sido los lazos de “amistad” cultivados 

por el depositario de este “ser nacional”, o 

sea nuestras FF.AA., con la gran potencia 

del Norte y su gran política geoestratégica. 

En el pasado reciente fue no solo el apoyo, 

sino la organización del golpe de Estado 

de 1973 por parte de EE.UU. En el día de 

hoy, el ejemplo más notable y paradojal de 

esta situación, es la participación de nues-

tras FF.AA. en el RIMPAC (Rim of the Pacific 

Exercise) 2020, que es el más grande ejerci-

cio de guerra en el mundo, que se realizará 

a mediados del próximo año, y que es un 

ejercicio militar conjunto en el Océano Pa-

cífico que se realiza cada dos años, con las 

fuerzas militares de EE.UU. y muchos otros 

países de la cuenca del Pacífico y de otras 

regiones del mundo, y cuyo objetivo funda-

mental no confesado, es desarrollar una po-

lítica de disuasión ante la política de China 

en este océano (hay que decir que se ha in-

vitado a participar de China algunas veces, 

pero ha sido bajo gran tensión). Vale decir, 

nos unimos a la política geoestratégica de 

EE.UU. en la región, contra nuestro principal 

aliado comercial hoy día que es China.

Los pilares de la Constitu-
ción de 1980 en Chile y el 
rol de las FF.AA.
El programa establecido por el gobierno de 

la Unidad Popular a partir de 1970, propug-

naba una profundización de la democracia 

en la sociedad chilena mediante un con-

junto de grandes cambios estructurales, 

dirección en la que se dieron pasos signifi-

cativos y con gran apoyo popular. El grupo 
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económico y político dominante hasta ese 

entonces estaba en un franco antagonis-

mo con ese programa y un cambio que pu-

siera a este grupo económico dominante 

nuevamente a la cabeza del cuerpo social 

no podía hacerse por vías democráticas, 

sino por un golpe de fuerza. Esto lo enten-

dió muy tempranamente ese conglome-

rado de poder, que conspiró desde antes 

de asumir Allende, su estrategia golpista. 

Este proceso, de ser exitoso, pasaba por la 

fundación de una nueva institucionalidad, 

que en algún momento quedaría reflejada 

en una nueva Carta Constitucional.

Los temas matrices que traducen los princi-

pios inspiradores de la Constitución dicta-

da en 1980 en Chile por el régimen militar, 

podemos caracterizarlos de la siguiente 

manera: 

1. En primer lugar, la concentración del po-

der político, orientado y funcional a mino-

rías de gran poder económico a nivel na-

cional e internacional.

2. En segundo lugar y como consecuencia 

directa de lo anterior, la discrecionalidad 

en el ejercicio del poder.

3. La destrucción del tejido social y de las 

organizaciones sociales en general y la fal-

ta de participación ciudadana. Como con-

secuencia directa se desata la dinámica de 

la exclusión.

4. La desprotección de los derechos funda-

mentales de la persona humana, que se ex-

presan en la falta de derechos en el terreno 

social, económico y político.

5. La actitud de confrontación con que la 

autoridad se ha definido frente a sectores 

mayoritarios del país.

Me parece interesante contrastar este mar-

co descrito con el que caracterizó el jurista 

Hernán Montealegre en 19801. Este pone 

como primer punto en la caracterización 

de esa Constitución, el “carácter militar del 

régimen”, en segundo lugar, lo que él llama 

“la concentración del poder público”, y más 

adelante sigue con una caracterización si-

milar a la que he presentado ahora. A mi 

entender y valorando ese documento sur-

gido al fragor de las batallas por la demo-

cracia, ese orden de la exposición presen-

tado por Montealegre y el contenido que 

sugiere, puede inducir una interpretación 

distorsionada de la realidad de ese régi-

men. 

Que en Chile desde el golpe de Estado 

del año 1973 hasta 1990, los cargos en los 

organismos de mayor rango del Estado 

y en particular sus órganos ejecutivos es-

tuvieran compuestos en su gran mayoría 

por militares o por personeros de su plena 

confianza, no es discutible. Sin embargo, 

internémonos un poco más en ese cuadro 

general.

Hoy día podemos afirmar que, más que 

hablar de un golpe militar, que sin duda lo 

fue desde el punto de vista del fenómeno, 

podemos afirmar entonces que el golpe 

fue decidido, promovido, preparado y fi-

nanciado por el bloque económico domi-

nante en el poder, con una estrategia que 

se había incubado por lo menos desde el 

1 Montealegre K., Hernán., Conferencia dictada en la 
Parroquia Universitaria el 21 de Agosto de 1980
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año 1970 y que utilizó como brazo armado 

a las FFAA de Chile, las cuales, en 1973,  no 

tenían ningún proyecto propio, ni militar 

ni de otra índole, para gobernar al país. Sin 

esta aclaración, se vuelve confusa la afir-

mación de que el rasgo principal y domi-

nante del régimen era su carácter militar. 

Si tomamos en cuenta los cinco rasgos 

principales señalados, que caracterizarían 

a ese régimen, podemos afirmar que, el 

cuadro socio-político que existía en el mo-

mento de la promulgación de la Constitu-

ción de 1980, se prolonga en ese cuerpo 

constitucional. También podemos apreciar 

que ese cuerpo constitucional luego de sus 

modificaciones posteriores, en el año 2005, 

sigue presentando los ecos de esa génesis 

traumática y que se prolongan hasta hoy, 

manteniendo de una u otra manera esos 

mismos principios inspiradores, los cuales 

ahora podríamos describir de la siguiente 

manera:

1) Concentración del poder político y eco-

nómico. Se mantiene la dinámica de des-

membramiento y debilitamiento de las or-

ganizaciones sociales. 

2)  Excesiva concentración de poder en el 

Ejecutivo. Se le confiere enormes faculta-

des en el orden económico, político y legis-

lativo, tiene la iniciativa de la gestación de 

las leyes y en el terreno económico la prio-

rización es absoluta. De igual modo tiene 

la prerrogativa en varios aspectos de los es-

tados de excepción, que pueden obstacu-

lizar el debido resguardo de los derechos 

humanos fundamentales.

3) Falta de participación ciudadana en 

todo tipo de decisiones y en particular su 

falta de participación en la conducción de 

los asuntos públicos. 

4) Desprotección social. Grandes falencias 

en cuanto al derecho al trabajo, a la alimen-

tación, a la vivienda, a la salud, a la educa-

ción, al derecho a un nivel de vida digno. 

Desprotección en cuanto a los derechos 

generales del mundo laboral y sindical.

El tema de la seguridad nacional, de la se-

guridad exterior e interior, la política de 

defensa y el rol de las Fuerzas Armadas, no 

es ajena a todo este cuadro descrito y no 

puede resolverse fuera de él. El que nuestra 

actual Constitución contenga artículos que 

aluden al rol de las Fuerzas Armadas, no es 

más que el reflejo de los principios inspi-

radores, caracterizados por la exclusión 

aguda y de su correlato necesario que es 

la exhibición de los mecanismos de fuerza 

que la acompañan.

Si se analiza con un poco de profundidad el 

rol de las Fuerzas Armadas durante la dic-

tadura militar en Chile, se verá que jugaron 

un papel bastante mediocre en cuanto a la 

defensa nacional. No hay un rol de las Fuer-

zas Armadas en la defensa de un proyecto 

verdaderamente nacional. Más bien se les 

asignó el rol de defender a un pequeño 

grupo que detentaba el poder económico, 

en conjunto con la poco honrosa misión de 

organizar y ejecutar la represión en el país. 

En este caso era evidente que, en el terreno 

político y económico, las directrices corres-

pondían a las impulsadas por los grandes 

conglomerados de poder económico en el 

mundo y que posteriormente, desde fines 
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de los 80 y comienzo de los 90, se llamó el 

“Consenso de Washington”, y que la gran 

concentración del poder político no era 

más que la otra cara de la gran concentra-

ción del poder económico que lo sostenía. 

Lo mismo se puede afirmar del resto de los 

aspectos de la administración del Estado 

en la dictadura.

Por otra parte, una propuesta constitucio-

nal lleva siempre los colores de quien la 

enarbola, no existe una Constitución neu-

tra que regule la vida social. Si convenimos 

que en ésta tienen lugar los principios ins-

piradores del grupo dominante en cierta 

etapa del desarrollo social, convenimos 

que lo que allí se deposita son un conjun-

to de señales para el devenir socio-políti-

co. Si nos inscribimos en una perspectiva 

de cambio social marcada por profundas 

transformaciones socioeconómicas, nece-

sariamente una propuesta de Constitución 

debe contener los espacios que permitan 

el juego social necesario para posibilitar 

esos cambios. Sin embargo, no se puede 

poner la carreta delante de los bueyes, la 

imposición de un cambio en la estructura 

socio-económica, debe sustentarse en una 

fuerza social que los impulse y no en un 

cambio constitucional previo, hecho por 

secretaría. 

No obstante lo anterior, el proponer un 

modelo a seguir no está demás y forma 

parte del abanico de propuestas que per-

mitan conformar un amplio referente polí-

tico por el cambio social.

Antes de seguir adelante, es interesante 

comparar algunos casos que muestran 

cuan diferentes pueden lucir las soluciones 

para abordar el tema institucional. 

Otras institucionalidades
En los cuerpos legales de los diferentes es-

tados, se destacan aspectos que tienen una 

prevalencia sobre el resto y estos quedan 

plasmados en la Constitución Política de la 

República. El establecimiento de un nuevo 

régimen pareciera exigir una declaración 

que resguarde a través de una palabra es-

crita, su intención de vivir hasta la eterni-

dad. No obstante que algunas constitucio-

nes proponen mecanismos razonables que 

permiten su modificación, de todos modos 

no dejan de suponer y expresar, que hay 

aspectos que se deben transformar en 

leyes supremas, con valor superior a las 

demás, que identificarían la idiosincrasia, 

la historia de la nación y que por lo tanto 

debieran trascender por largos períodos 

históricos. Estos aspectos más generales 

y que lucen como ahistóricos, en realidad 

han incorporado fundamentalmente los 

intereses de grupos de mayor poder, aun-

que también y en un grado menor, algu-

nos intereses que normalmente la lucha de 

otros sectores han ido arrancando a esos 

grupos hegemónicos a través de la histo-

ria y que de todos modos, normalmente se 

han hecho funcionales a la gobernabilidad 

y al desarrollo del nuevo régimen.

Un cuerpo legal privilegiado, que es de-

positario del resultado de esa lucha diaria 

y permanente entre los intereses antagó-

nicos del cuerpo social, es justamente la 

Constitución de una República. Sin em-

bargo esto no debe mover a equivocación, 



ALTERNATIVAaño15Nº30  •  página  69

los pilares básicos de esta norma legal no 

se establece como un promedio entre los 

intereses de los distintos grupos sociales, 

sino que mediante la imposición violenta 

de quien ha logrado el poder y la hegemo-

nía política en cada momento histórico. 

Una nueva Constitución siempre surge con 

una victoria (y con la derrota correspon-

diente) de un sector o un bloque plurisec-

torial de la sociedad, sobre otro. Lo ante-

rior, no impide que en esos cuerpos legales 

estén representados algunos intereses de 

otros sectores de la sociedad, pero que se-

rán secundarios en relación a los primeros.

El cómo esos intereses particulares del 

bloque en el poder pueden lucir como in-

tereses generales de una sociedad, no es 

tema de este trabajo, sólo diremos que se 

presenta con el ropaje del “bien común”. De 

este modo, los principales objetivos de los 

grupos dominantes se visten como ropaje 

para toda la nación. Un ejemplo interesan-

te de eso es la declaración de “igualdad, 

libertad y fraternidad” de los revoluciona-

rios franceses. De estos conceptos, sólo el 

segundo era viable y operacionizable en 

esa sociedad, pues la libertad política, vale 

decir la libertad de los siervos del yugo 

feudal, era una condición para el ulterior 

desarrollo del capitalismo y la burguesía, 

y como tal, se hizo efectiva. Lo interesan-

te a destacar aquí, es que ese objetivo no 

aparece como lo que es, vale decir, como 

la condición para el desarrollo de las bases 

del nuevo régimen, sino como un valor 

universal, como la libertad en general.

Con estas breves consideraciones de base, 

analicemos el tema de la defensa y de las 

FF.AA. y su inclusión en algún cuerpo legal 

y en particular la pertinencia de su aloja-

miento en la Constitución Política del Es-

tado.

Probablemente, junto con definir el obje-

tivo central de las FF.AA. de un país demo-

crático, vale decir la defensa del territorio 

ante una agresión extranjera, deberían es-

tar reglados los aspectos que atañen a su 

conducción y supeditación de estas institu-

ciones a los poderes democráticos. El logro 

de una conducción efectiva y el necesario 

control por parte de los organismos demo-

cráticos no es un problema que se pueda 

abordar de manera independiente del de-

venir político en su totalidad.  No se logra 

eligiendo adecuadamente o cambiando 

las personas que componen y dirigen a 

estas instituciones armadas, ni cambiando 

su normativa interna, ni siquiera cambian-

do su representación en una Constitución, 

aunque el uso de esos expedientes puedan 

ser imprescindibles en algún momento 

dado. La conducción real  y la supedita-

ción, siempre va a ser el resultado de un 

proceso cuya deriva discurre por caminos 

muy diferentes.

En el fondo, la norma jurídica, esté o no 

enmarcada en una Constitución, es sólo 

un medio administrativo, el cual obede-

ce en definitiva al marco político general 

determinado por el devenir de la correla-

ción de fuerzas que actúan al interior de 

la sociedad. No se debe desprender de lo 

anterior, que una nueva Constitución no 

es relevante, sino que se debe comprender 
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que una nueva Constitución o un nuevo or-

denamiento jurídico, es el resultado de una 

relevante conmoción social, de la cual ese 

ordenamiento jurídico es su resultado.

Inglaterra e Israel
Es pertinente destacar que en la actualidad 

existen dos estados, Inglaterra e Israel, en 

que no aparece el tema de la defensa o el 

de las fuerza armadas en su Constitución, 

por la sencilla razón de que esos estados 

no tienen Constitución.

Es evidente que no por ello, esos estados 

carecen de una política y una práctica de 

la defensa, por el contrario, no sólo po-

seen fuerzas armadas que están dentro 

de las más poderosas del mundo, sino que 

además su política de defensa es integral 

y abarca un inmenso espectro de la vida 

social. Como casi todos los países también, 

no han faltado en ellos, épocas de grandes 

conquistas democráticas para el pueblo y 

también épocas oscuras como la que vive 

hoy día Inglaterra con el Brexit, e Israel con 

un gobierno que ha promovido y puesto 

en vigencia una nueva ley de nacionalida-

des que agudiza la situación de inequidad 

contra los palestinos en un Estado de apar-

theid y por otra parte impone su voluntad 

violenta en los territorios ocupados violan-

do la normativa internacional que le asig-

nó su territorio en el año 1948.

También hay que decir que en la mayoría 

de los países europeos, el tema de las fuer-

zas armadas no aparece en sus constitu-

ciones. Lo que sí se evidencia es que tanto 

Inglaterra, Israel y cualquier otro Estado del 

orbe, disponen de cuerpos legales jerar-

quizados, entre los cuales hay uno o algu-

nos que se destacan por ser los que sientan 

las bases o pilares del régimen político. 

Es interesante analizar algunas característi-

cas pertinentes al objetivo de este artículo, 

del ordenamiento jurídico de estos dos es-

tados.

El modelo del Reino Unido se basa en pri-

mer lugar en el “derecho estatutario”, que 

alcanzan su rango de importancia o gene-

ralidad sólo por razones de la materia que 

tratan. Entre los más importantes podemos 

nombrar su Carta Magna del año 1215, que 

protege a la comunidad frente a la corona, 

la Declaración de los Derechos Fundamen-

tales (Bill of Rights) del año 1689, que am-

plia los poderes del Parlamento y el Acta 

de la Reforma (Reform Act) del año 1832, 

que modifica el sistema de representación 

parlamentaria. Otros juristas agregan a los 

anteriores, la Petición de Derechos (Peti-

tion Rights) del año 1628, la Ley de Modifi-

cación del Habeas Corpus (Habeas Corpus 

Amendment Act) del año 1679, la Ley de 

Instauración (Act of Settlement) del año 

1701, el Estatuto de Westminster (Statute 

of Westminster) del año 1931 y las Leyes 

Parlamentarias (Parliament Acts) de los 

años 1911 y 19492. 

En el caso de Israel, tampoco existe una 

Constitución pero existe una jerarquiza-

ción en la cual destaca como fuente prin-

cipal la llamada Legislación Primaria. Tam-

bién existe una Legislación Secundaria que 

es de menor rango que la anterior y que 

2  Bustamante, Juan José, http://www.scribd.com/
doc/2268151/Derecho-Cosntitucional-I-El-Parlamento-
Ingles
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como veremos es el lugar donde se trata el 

tema de las fuerzas armadas. 

La Legislación Primaria está formada por 

cuatro tipos de leyes: Las Leyes del Parla-

mento Israelí, las leyes dictadas durante los 

meses del Consejo Temporario del Estado3, 

las llamadas Ordenanzas Mandatorias, que 

son leyes establecidas durante el Mandato 

Británico sobre Palestina y que no fueran 

anuladas por posteriores leyes israelíes y 

las Leyes Básicas. Estas últimas también 

son dictadas por el Parlamento y tienen 

supuestamente un estatus superior a las 

otras tres fuentes de la legislación prima-

ria y establecen las normas generales que 

serán desarrolladas por las leyes comunes.

En la Legislación Secundaria, que como di-

jimos es de una jerarquía menor, se sitúan 

todas aquellas normas establecidas por 

cuerpos administrativos como los minis-

terios del Poder Ejecutivo, o por cuerpos 

administrativos que recibieron el poder 

de emitir dichas normas, las cuales tienen 

la facultad de comprometer a la población 

siempre y cuando no contradigan una Ley 

Primaria. La principal fuente de la Legisla-

ción Secundaria son las leyes dictadas por 

el Gobierno o por los ministerios del Poder 

Ejecutivo, que se conocen como “Regla-

mentos”. Otra fuente son las órdenes dadas 

por el Ejército israelí, las cuales se conocen 

como “Mandatos”. Los consejos regionales, 

o las municipalidades también poseen el 

poder de dictaminar leyes, las cuales, al 

igual que los Reglamentos del Poder Ejecu-

3 Organismo creado en el momento del establecimiento 
del estado en 1948

tivo o los Mandatos del ejército, disfrutan 

del poder jurídico que les otorgó el Parla-

mento para establecer normas. Todo esto, 

siempre y cuando no contradigan leyes del 

propio Parlamento. 

De esta manera toda la legislación referida 

a la defensa y a las fuerzas armadas en el 

caso israelí, son parte de la Legislación Se-

cundaria4.

Es interesante hacer notar que una de las 

razones que se adujeron para no dictar una 

Constitución en los momentos del estable-

cimiento del Estado de Israel, fue que se es-

peraba una gran inmigración de los judíos 

de todo el mundo y que por lo tanto no po-

día fijarse un tal cuerpo legal sin la partici-

pación e integración previa de esa mayoría.

He citado con cierta extensión el caso del 

Reino Unido y de Israel, pues muestran la 

variedad y los colores que pueden adoptar 

los diferentes cuerpos legales que acompa-

ñan el desenvolvimiento social. En el mun-

do existen países con cuerpos legales con 

aspectos dispersos e incluso contradicto-

rios y, por otra parte, países con cuerpos le-

gales coherentes y homogéneos, también 

se dan estas dicotomías en un mismo país, 

pero en diferentes períodos históricos. 

Estas aparentes anomalías no hacen otra 

cosa que representar la interrelación de los 

distintos sectores en pugna y su historia. 

Los primeros, o sea aquellos cuerpos lega-

les menos estructurados, pueden represen-

tar un mayor peso de distintos estamentos 

sociales con sus diferentes intereses en el 

4 Tasgal, Gabriel Ben, http://www.wzo.org.il/es/
recursos/view.asp?id=1086
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cuerpo legal, en cambio los segundos, los 

que tienen cuerpos legales absolutamen-

te coherentes y lógicos, lo que pareciera 

un ideal a alcanzar en una democracia, 

normalmente representa la imposición de 

una visión única sustentada por una clase 

dominante despótica que ha impuesto a 

sangre y fuego una refundación drástica, 

tal como ocurrió en Chile con la Constitu-

ción del año 1980. 

Se desprende de lo anterior, que no existe 

la necesidad per-se, de ubicar el tema de 

la defensa o de las fuerzas armadas en un 

cuerpo Constitucional. Más aún, el propio 

cuerpo Constitucional es una opción o el 

resultado del devenir histórico. 

Lo anterior no significa que estemos plan-

teando que no debemos tener una Cons-

titución ni que las FF. AA no aparezcan de 

algún modo en ella, sino que es importan-

te comprender que no hay patrones “na-

turales” para definir una institucionalidad. 

Esta puede ser re-creada sobre bases muy 

diferentes a lo que fue en el pasado, lo cual 

no sorprendería si de lo que se trata es de 

pasar de una “Constitución tutelada” a una 

libremente discutida y elegida por una 

gran comunidad participativa, como es el 

caso en Chile hoy.

Por otra parte, podemos agregar que, tam-

poco asegura el fiel cumplimiento de los 

deberes constitucionales de las fuerzas ar-

madas, una legalidad que las encasille en 

un tal cuerpo legal, ni tampoco asegura 

que su presencia en la Constitución evite 

que eventualmente usurpen la soberanía 

como ocurrió en nuestro país.

En tercer lugar, se puede plantear que la 

ubicación de uno u otro tema en un cuerpo 

Constitucional o en las leyes de menor ran-

go reflejan los diversos objetivos políticos 

del bloque dominante.

¿Qué interesa a una clase dominante dejar 

incorporado en un cuerpo constitucional o 

en un ordenamiento legal de carácter su-

perior?

En primer lugar y muy por sobre cualquier 

otro objetivo, interesa dejar plasmados los 

principios inspiradores del régimen, en 

otras palabras, resguardar y perpetuar el 

núcleo básico de los intereses que lo sus-

tentan, presentar estos fundamentos como 

siendo parte del interés común de todo el 

cuerpo social y dar coherencia al resto de la 

legislación con esos principios inspiradores. 

Luego normalmente se desprenden im-

pregnadas de estos principios, las defi-

niciones de los poderes del Estado, las 

principales instituciones de gobierno y su 

interrelación entre este sistema y los ciuda-

danos. Además, dependiendo del grado de 

democratización que ha alcanzado deter-

minada sociedad y el empoderamiento de 

sus distintos sectores sociales, se agregan 

las funcionalidades y limitaciones de los po-

deres del Estado, y, por otra parte, los debe-

res, derechos y libertades del individuo.

Seguridad Nacional, Na-
ción y Soberanía en Chile
En nuestra actual Constitución en su Artí-

culo 101 plantea que: “Las Fuerzas Armadas 

dependientes del Ministerio encargado 

de la Defensa Nacional están constituidas 
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única y exclusivamente por el Ejército, la 

Armada y la Fuerza Aérea. Existen para la 

defensa de la patria y son esenciales para 

la seguridad nacional”.

También en su Artículo 1 se plantea que “...

Es deber del Estado resguardar la seguri-

dad nacional,...”

Y en su Artículo 5, que “La soberanía reside 

esencialmente en la Nación...”

Veamos qué puede haber detrás de los 

conceptos de seguridad nacional, nación y 

soberanía.

Una invasión armada de una potencia ex-

tranjera, efectivamente pone en peligro 

a la patria. Normalmente, para “un ciuda-

dano común” parece necesario salir en la 

defensa de este Estado propio invadido y 

efectivamente eso es lo que hay que ha-

cer. Pero las cosas no son tan simples, pues 

contiene una gran cantidad de aristas que 

vale la pena relevar.

Quizás la primera pregunta que hay que 

hacerse es ¿qué significa realmente la de-

fensa de la patria, si no es en el contexto de 

los intereses en juego que habría que de-

fender? La mal llamada “Guerra del Pacífi-

co” de 1879 (que en todo caso fue más una 

guerra de carácter agresivo que de carác-

ter defensivo), ¿fue en defensa de la patria 

o en defensa de los intereses de grandes 

compañías salitreras inglesas?

¿Qué significa, en una situación de inva-

sión de una potencia extranjera, el llamar 

a una etnia saqueada y marginada por esta 

patria, como lo es el pueblo mapuche, que 

vaya en defensa de esa patria invadida? 

¿Y qué del caso en que esa etnia o un gru-

po social, cualquiera sea su origen, partici-

pa en la defensa de un Estado, pero no pre-

cisamente para defender a la patria actual, 

sino para sentar las bases de una nueva 

patria, luego de una eventual victoria? 

¿Y qué, del caso de un grupo social, que, al 

margen del Estado, defiende lo que consi-

dera la soberanía, luchando contra la ena-

jenación de las riquezas básicas por parte 

de un Estado dominado por grandes inte-

reses transnacionales?

Podemos hacernos también otro tipo de 

preguntas, como por ejemplo: la Unión 

Europea, con su integración socio-econó-

mica, ¿pone en peligro a la patria france-

sa?, ¿se pone en peligro la continuación 

de la vida propia que venía sucediendo 

hasta ahora, al transformarla en una vida 

compartida con otra multitud de naciones 

que, tarde o temprano, quizás también se 

extinguirán en el proceso? El caso del Es-

tado español es también muy instructivo, 

¿podemos considerar en ese caso que el 

Estado reside en la nación? O más bien el 

Estado reside allí en un conjunto de intere-

ses geoestratégicos de un conglomerado 

de poder que impide la independencia de 

Cataluña.

¿Qué hay que entender por nacionalidad 

en este caso? ¿Los pueblos originarios son 

considerados parte de nuestra nación? Si 

así fuera se estaría infringiendo el significa-

do de nación, si esta la entendemos como 

un grupo social con una historia, una cul-

tura y un desarrollo socio-económico co-

mún. ¿Habrá que considerar una multina-
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cionalidad en nuestro caso? ¿Y qué hay de 

las nacionalidades que son transversales a 

más de un Estado, como son las etnias ori-

ginarias de América? 

En nuestro país se caracteriza a los mapu-

ches como etnia, no como nación, pues el 

concepto de nación está ligado, no sin in-

tención, al de Estado (Estado-nación), sin 

ser necesario. Esta ligazón obedece al inte-

rés del bloque dominante de homogenizar 

el país, de modo de construir un imaginario 

propicio para fijar los fundamentos más ge-

nerales del Estado alrededor de un grupo de 

principios inspiradores únicos y funcionales 

a los grandes intereses. De esta manera pue-

den afirmar que la soberanía reside en la na-

ción, y se pueden fijar objetivos nacionales 

homogéneos a esos intereses dominantes.

Vemos entonces que tener como principio 

inspirador la permanencia de la nación, ya 

es un problema.

A partir del siglo XX y más aún en nuestra 

actual época de globalización, se ha acen-

tuado la idea según la cual la conceptuali-

zación de la defensa tiene que ver, más que 

con un tema militar, con un tema político 

general. Involucra al conjunto del Estado y 

su población. Hoy (como ayer), el conflicto 

se dirime no solo en el campo militar, sino 

además en el campo diplomático, en la 

política interior y en el terreno económico, 

por citar los cuatro campos de acción que 

se consideran en la configuración estraté-

gica de los estados en la actualidad. 

Los grandes objetivos nacionales hoy día, 

tienen que ver con grandes acuerdos re-

gionales y con las características propias 

de inserción internacional de cada Estado. 

De este modo, dejar en las manos de las 

fuerzas armadas, o en manos del “Minis-

terio encargado de la Defensa Nacional” 

la defensa nacional, como plantea nuestra 

actual Constitución, es un planteamiento 

extremadamente reductor.

El capitalismo en su época de conforma-

ción creó Estados y también creó y trans-

formó naciones en este proceso, también 

se defendió de la injerencia de otros Es-

tados. Esa misma estatalidad y la nacio-

nalidad que muchas veces la acompaña, 

no dudó en modificarse, como ocurre en 

esta era global. Hoy día la dinámica socio-

económica lo empuja a llegar a acuerdos 

regionales que conformen poderosos blo-

ques de poder, como por ejemplo la Unión 

Europea, donde la soberanía va teniendo 

otros tonos y dentro de los cuales la defen-

sa es un tema regional y no sólo nacional.

En nuestra América, los grandes conglo-

merados de poder de la potencia del Nor-

te, han intentado por todos los medios 

impedir acuerdos regionales de integra-

ción (cuando no está su participación ob-

viamente), pero probablemente una inte-

gración independiente sea el camino de 

emancipación para nuestros Estados sub-

desarrollados. ¿Cómo se da cabida a estos 

grandes cambios que están ad portas, en 

un cuerpo constitucional?

Estatus de las Fuerzas Ar-
madas y la Constitución
En mi opinión, el tema de la defensa y de 

las fuerzas armadas, desde su concepto, no 
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son sustanciales a los principios inspirado-

res, son medios para lograr fines, y como 

tales son de un rango menor que aquellos. 

Es interesante hacer aquí una breve disqui-

sición acerca de los medios y los fines en 

relación a los organismos del Estado. 

En principio, el Parlamento también es un 

medio, no obstante, ostenta el rango de 

primer nivel entre sus organismos. Este rol 

privilegiado entre los medios, se lo otorga el 

hecho de ser producto de la elección popu-

lar y esto le confiere no sólo el estatus de ser 

un medio de representación, sino también 

el de fin, pues es uno de los productos más 

significativos de la lucha de poderes que se 

dirimen al interior del Estado. Claramente, 

las Fuerzas Armadas, en tanto medio, no os-

tentan este estatus. Es por ello que en cuan-

to a su política y orgánica, no basta declarar 

que deben estar supeditadas al poder civil, 

ya vimos que, en el caso de la dictadura es-

tablecida en Chile a partir de 1973, ese ré-

gimen y las Fuerzas Armadas, también estu-

vieron supeditados a un poder civil. 

En realidad, para ser más exactos aún, ha-

bría que decir que estuvieron supeditadas 

al pequeño grupo dominante, con gran 

base económica y de la cual se puede decir 

que es totalmente irrelevante cuán civiles 

o militares pudieran haber sido, pues su 

definición en el entramado social no se de-

termina por la profesión de sus integran-

tes, sino por el conjunto de intereses que 

defienden, por la relación de propiedad 

que estos tienen con grandes medios de 

producción, con los instrumentos financie-

ros, con el tipo de inserción en la trama in-

ternacional, en definitiva, por su capacidad 

económica y poder que ostentaban.

Las Fuerzas Armadas, en cambio, deben 

estar integradas a la sociedad y deben es-

tar supeditadas a los organismos demo-

cráticos del poder, poder Ejecutivo, poder 

Legislativo, poder Judicial y organismos 

como la Contraloría General de la Repúbli-

ca, no deben estar sometidas a nada, sino 

que simplemente deben ser funcionales a 

las expresiones democráticas. Ese es el úni-

co lugar desde el cual pueden hacer efec-

tivo el despliegue extraordinario de sus 

potencialidades, de aporte al desarrollo del 

país, de aporte a las relaciones internacio-

nales y que las dignifique verdaderamente.

En cuanto a su lugar en el ordenamiento ju-

rídico, no deben estar al mismo nivel de las 

definiciones de los tres poderes existentes, 

Ejecutivo, Legislativo y Judicial, pues ellas 

no son un poder del Estado y pueden per-

fectamente ser parte de una ley orgánica, 

de leyes comunes y reglamentos. De otra 

manera, de medios que son, al estar en el 

rango de los fines, se equiparan a ellos y lu-

cen como tales. Hay que recordar que este 

tema no se incluyó ni en la Constitución de 

1833 ni en la de 1925 y sólo se explica su 

inclusión en la Constitución de 1980 por 

ser funcional a la política militarista de la 

dictadura de los grandes conglomerados 

de poder, y se prolongó en la Constitución 

modificada del 2005, por la pertinacia de 

esas concepciones en las cúpulas guberna-

mentales y parlamentarias. 

Aunque si somos estrictos, debemos decir 

que, no obstante que aparecen sus funcio-

nes en la Constitución de 1980, las Fuer-
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zas Armadas tampoco cumplieron estas 

funciones en propiedad, pues terminaron 

cumpliendo un rol degradante, como me-

ras defensoras de los intereses de una mi-

noría y supeditadas al poder económico. 

En cambio, las Fuerzas Armadas debieran 

quedar reflejadas en el cuerpo jurídico, 

como integrantes plenas de la sociedad y 

participando en el desarrollo de sus pro-

yectos determinados democráticamente. 

En las nuevas leyes en que se incorpore el 

tema de la defensa, debe dejar de utilizarse 

de manera definitiva conceptos como se-

guridad nacional ligada a las funciones de 

las Fuerzas Armadas, pues este concepto 

está cargado de odiosos objetivos e inten-

ciones que prevalecen hasta hoy. Las Fuer-

zas Armadas, es uno entre otros entes, que 

tienen el rol de proteger al Estado de una 

agresión exterior, no tienen como función 

preservar la nación, ni la seguridad de la 

nación, ni menos hacerse cargo de la segu-

ridad interna. 

Muchas veces se liga además su función 

de defensa del territorio a la defensa de la 

soberanía. Esto es bastante equívoco. La 

soberanía es la existencia de una autoridad 

suprema, donde reside el poder político de 

una comunidad, sobre su territorio y sus 

habitantes. En otras palabras, es también 

la independencia de cualquier Estado para 

crear sus leyes y controlar sus recursos sin 

la coerción de otros Estados. Se debiera 

agregar que la soberanía reside en el pue-

blo, vale decir, en el poder que este debe 

tener para generar de modo democrático 

los organismos de poder y configurar así la 

autoridad suprema. Sin embargo, es claro 

que no siempre la soberanía se ejerce de 

esa manera.

En cualquier caso, no cabe duda que el do-

minio sobre un territorio es la base para es-

tablecer la soberanía, de allí que la defensa 

del territorio que hagan las FF.AA. sea una 

condición de existencia del Estado sobe-

rano. Pero la soberanía no termina allí, allí 

solo comienza.

Si la soberanía reside en el pueblo, este 

debe tener las capacidades para elegir y 

determinar su forma de gobierno de ma-

nera democrática y ampliamente partici-

pativa, sin letra chica ni cortapisas de toda 

índole que se han inventado justamente 

para coartar la soberanía popular. Entre 

muchas otras se cuentan en nuestra his-

toria, el sistema electoral censitario (vale 

decir un sistema que negaba el derecho a 

voto por motivo del nivel socioeconómico 

del votante, por motivos de tener un bajo 

nivel de instrucción o por la pertenencia a 

un grupo social no deseado), la negación 

del derecho a voto y a ser elegida a las mu-

jeres, el sistema binominal, los senadores 

designados a dedo, negar derecho a voto 

a los jóvenes o a minorías, negar derecho a 

voto de chilenos en el extranjero, sistemas 

electorales que no respetan la proporcio-

nalidad, etc., etc.

Debemos preguntarnos, por ejemplo, ¿qué 

tipo de legitimidad debe tener un sistema 

de gobierno para afirmar que allí la sobe-

ranía reside en el pueblo? Es evidente que 

una dictadura goza del privilegio de tener 

un Estado y un territorio, y que muchas 
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veces gobierna sin contrapeso ese Estado, 

incluso algunas veces sin injerencia extran-

jera, sin embargo, estaremos muy lejos de 

poder afirmar que sea el soberano el que 

gobierna. La soberanía, una vez que el Es-

tado tiene un territorio sobre el cual ejerce 

su dominio, es esencialmente un concepto 

atingente a la realidad interna de un Esta-

do, y su defensa reside fundamentalmente 

en el cuerpo social en su conjunto. No pue-

den ser las FF.AA. quienes deban defender 

la soberanía, vale decir, defender el dere-

cho que tienen los pueblos para generar 

sus organismos de poder, pues entre otras 

cosas, este soberano es el que tiene que 

ejercer su poder sobre las propias FF.AA. 

Otro hecho que ha movido a equívoco, es 

el de oponerse a algunos tratados de li-

bre comercio, tal como el TPP11 (Acuerdo 

Transpacífico de Cooperación Económica), 

con el argumento de que se estaría cedien-

do soberanía. Efectivamente en este caso 

se estaría cediendo soberanía, pero ese no 

es el problema, el problema es que se está 

cediendo soberanía a favor de los intereses 

de grandes conglomerados económicos y 

políticos de carácter transnacional. No es el 

caso que ocurre al ceder legítimamente so-

beranía en otros acuerdos internacionales 

que ha firmado Chile, como por ejemplo, 

la Declaración Universal de los Derechos 

Humanos de las Naciones Unidas y varios 

otros acuerdos de DD.HH. a nivel regional. 

Tampoco es censurable que se ceda sobe-

ranía en tratados comerciales que respeten 

a las partes y en que cuyo resultado fuere 

un beneficio para todas ellas. Es lícito ceder 

soberanía, pues es lo que exige una buena 

convivencia internacional, siempre que esa 

cesión no signifique afectar los derechos 

fundamentales del soberano y se haga con 

su aprobación legítima.

Una nueva Constitución 
democrática
Al plantear que la soberanía reside esen-

cialmente en la nación, se establece que 

el resguardo de la soberanía reside en un 

ente abstracto, en una idea, en un “ser na-

cional” inmaculado. Es el escenario ideal 

para sentar el inmovilismo social, por el 

congelamiento de la historia. ¿Qué más 

querrían los conservadores de todo tipo? 

Es un hecho que los países están cambian-

do, se unen y se separan, los acuerdos re-

gionales van a ser el único medio posible 

para sobrevivir en el mundo global, los es-

tados aislados serán arrasados de la faz de 

la Tierra. La única manera de preservar los 

rasgos de la nacionalidad, será uniéndose 

a otros conglomerados humanos. Todos 

los estados actuales van a desaparecer, por 

la fuerza o sin ella, pero las nacionalidades 

van a seguir subsistiendo en su devenir y 

desarrollo, fundiéndose con otras o cam-

biando en su interpenetración mutua.

Una Constitución sana, que de cuenta de la 

necesidad de profundizar la democracia en 

esta era global, debe en primer lugar refle-

jar los fundamentos, no los medios, debe 

ser amplia y enriquecedora, no reductora, 

debe contemplar los intereses de las mayo-

rías y no constituirse en el dique de conten-

ción a los derechos más elementales. Pero 

sabemos que todo eso será posible sólo si 
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ese cuerpo legal se construye en conjunto 

con la irrupción al proceso social y político 

de esas mayorías que siguen excluidas. 

Nuestra actual Constitución contempla un 

quórum altísimo de 2/3 en el Parlamento 

para aprobar cambios en temas fundamen-

tales en esta. La razón de este quórum es-

tribaría según sus defensores, en que eso 

aseguraría la estabilidad institucional, al im-

pedir hacer cambios relevantes en períodos 

cortos. Pues bien, actualmente tenemos la 

regla de los 2/3 y nuestro país no goza de 

ninguna estabilidad institucional. La razón 

de ello es que ese alto quórum, solo ha ser-

vido para impedir cambios necesarios que 

debieron haberse realizado hace mucho 

tiempo y solo ha servido para acumular 

presión social a lo largo del tiempo, y que 

ha precipitado finalmente el estallido social 

más grande que recuerda la historia de este 

país. ¿Significa lo anterior que, al haber teni-

do un quórum menor, se habría podido rea-

lizar cambios a la normativa sin conflictos?, 

no, no significa eso. Cualquier cambio fun-

damental entraña grandes conflictos socia-

les, independientemente de las facilidades 

que un cuerpo legal permita. El fondo de la 

cuestión es que esos 2/3 (tal como muchos 

otros aspectos de esa Constitución) se es-

tablecieron por la fuerza, fue impuesto en 

medio de un gran conflicto. Los 2/3 es un 

resultado del conflicto el cual queda expre-

sado en un algoritmo en esa normativa. Si 

esos 2/3 comienzan a tambalear, es porque 

una gran fuerza social ha irrumpido en la 

política nacional y lo ha cuestionado.

Lo que asegura una permanencia larga de 

una normativa institucional, no son los 2/3 

impuestos por la fuerza, sino que es el esta-

blecimiento de una política que favorezca 

los intereses de las grandes mayorías, que 

exista la verdad y la justicia en el ejercicio 

de la ley, que exista un régimen con la am-

plia participación democrática de los dis-

tintos sectores de la sociedad. No está de-

más decir que el lograr esa situación, pasa 

nuevamente por la victoria de un sector de 

la sociedad por sobre otro que se niega a 

perder su poder y sus privilegios. 

Principales bases para ser consignadas en 

los diversos cuerpos legales, en relación a 

las FF.AA. de Chile.

El principal problema de que adolecen 

tanto nuestras FF.AA. como la institucio-

nalidad que laS sostiene, es la falta de una 

real conducción por parte de los poderes 

democráticos del Estado. Como se puede 

desprender de lo que se ha planteado an-

teriormente, este es un problema político 

de fondo, no un problema administrativo. 

Los responsables de esta situación no son 

los militares, sino que fundamentalmente 

los poderes políticos que están a cargo de 

la conducción del Estado en su conjunto, 

que no han sabido, o no han podido, o 

simplemente que han propiciado una tal 

situación, tres razones que bien podemos 

identificar con distintos sectores políticos 

del espectro chileno.

Al ser este el problema central, las bases 

deben dirigirse principalmente (por me-

dio de los distintos aspectos que com-

prenden el tema de la defensa), a resolver 

esta situación.
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Lo que sigue, es un conjunto de propues-

tas que pueden servir de material para 

confeccionar la normativa que rija la con-

ducción de las FF.AA. en Chile. Se basa fun-

damentalmente en las ideas expuestas en 

el Programa de Gobierno de la Nueva Ma-

yoría, en el ámbito de la Defensa, que este 

conglomerado político presentó para las 

elecciones presidenciales del año 2017.

Objetivo de la política de 
defensa
La Defensa Nacional tiene por objetivo 

conservar la independencia e integridad 

territorial del país a través de una política 

disuasiva defensiva a la cual contribuyen el 

conjunto de las instituciones estatales, cas-

trenses y civiles.

Grandes lineamientos o 
ideas fuerza
- Crear los mecanismos que permitan una 

potente conducción y control de la acti-

vidad de la Defensa, por parte de la ins-

titucionalidad democrática (Gobierno, 

Congreso, Contraloría, Poder Judicial).

- Potenciar la dirección de la Defensa, en 

particular por parte del Presidente/a de 

la República, Ministerio de Defensa Na-

cional y con el asesoramiento de un nue-

vo Consejo de Defensa Nacional.

- Proyectar la estatura política estratégica 

del país para contribuir a un entorno ve-

cinal y regional de paz.

- Transitar hacia un modelo de fuerza mi-

litar conjunta bajo el mando del Estado 

Mayor Conjunto.

- Fortalecer los mecanismos existentes de 

participación de la sociedad civil en el 

ámbito de la Defensa

- Potenciar una política de inclusión en las 

FF. AA (equidad de género, diversidad 

sexual, étnica, gratuidad en los procesos 

de selección en escuelas de formación)

- Reforma a la justicia militar reduciendo 

la competencia de sus tribunales y ase-

gurar un debido proceso.

- Reformar el sistema de pensiones y alar-

gamiento de carrera.

Marco Internacional
Chile ha alcanzado una estatura político-

estratégica de nivel medio, lo cual conlleva 

responsabilidades globales y regionales. 

Su contribución a la mantención y promo-

ción de la paz a nivel internacional y al de-

sarrollo de una zona de paz a nivel regional 

son parte de las principales tareas de la de-

fensa, coadyuvando así a la construcción 

de un entorno vecinal pacífico.

La inserción y proyección internacional del 

país en un mundo cambiante depende del 

fortalecimiento de los regímenes, acuer-

dos y organizaciones multilaterales de 

cooperación y gobernabilidad democrá-

tica regional e internacional, en particular 

aquellos de resolución pacífica de contro-

versias y conflictos. 

Una efectiva disuasión requiere potenciar 

la estatura política-estratégica del país, 

tanto mediante la contribución por par-

te de las FF.AA. por medio del monopolio 

del empleo legítimo de la fuerza, la mo-

dernización de su organización y de sus 
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capacidades, ajustándolas a las reales ne-

cesidades de los objetivos fijados, así como 

estableciendo y profundizando las alianzas 

políticas, diplomáticas, económicas y mili-

tares, lo cual exige desarrollar una fuerza 

militar capaz de ser un actor importante en 

este proceso.

Es fundamental que la organización de la 

defensa y el gasto en capacidades estraté-

gicas, se desprenda del análisis y objetivos 

que se fijen en la arena internacional, análi-

sis que debe ser discutido y aprobado por 

el congreso nacional. Por el contrario, ac-

tualmente, las capacidades estratégicas de 

Chile equivalen casi a las capacidades estra-

tégicas sumadas de nuestros tres vecinos, 

lo cual resulta de considerar el escenario de 

conflicto menos probable, no el más proba-

ble, como lo hace la mayoría de los países.

Gobernabilidad democrá-
tica de la Defensa
Por otra parte, el desarrollo de una estatura 

político-estrategia implica apoyos impor-

tantes en un modelo de desarrollo inclusi-

vo del país, en la legitimidad de sus institu-

ciones, así como el fortalecimiento de sus 

organismos y prácticas democráticas.

Es preciso fortalecer la gobernabilidad de-

mocrática de la defensa, de modo que una 

nueva normativa legal considere las medi-

das que permitan una eficaz conducción 

civil de las FF.AA. y su subordinación al po-

der generado democráticamente, vale de-

cir, por parte del Congreso, del Poder Eje-

cutivo, del Poder Judicial y de la Contraloría 

General de la República.

Es fundamental también reducir la com-

petencia de los tribunales militares y el al-

cance del fuero militar en tiempos de paz, 

estableciendo garantías mínimas al debido 

proceso. Impedir que las víctimas civiles 

sean sujetas a la jurisdicción castrense. 

Evitar que los militares ofendidos por un 

delito de carácter común sean sometidos 

a un procedimiento que no respete las 

garantías fundamentales que protegen a 

todo ciudadano. Se debe cambiar la actual 

composición de las Cortes Marciales, las 

que en su mayoría deberían estar integra-

das por ministros civiles. Eliminar las penas 

prohibidas por la legislación nacional e in-

ternacional, como, por ejemplo, la pena de 

muerte.

Fortalecer el rol de la Auditoría Ministerial, 

respecto a la función preventiva, gestión 

de riesgos y control, centralizando las de-

pendencias de Auditoría y Control Interno 

existentes en un solo órgano de fiscaliza-

ción con recursos y prerrogativas suficien-

tes para desempeñar su labor, elevando su 

dependencia directamente al Sr. Ministro 

de Defensa Nacional.

Liderazgo de la Defensa 
por parte de la institucio-
nalidad democrática
Las nuevas realidades y desafíos domésti-

cos y globales requieren que el liderazgo 

de la política de defensa se exprese en un 

mando político con capacidad y volun-

tad para llevar a cabo estas tareas. Piedra 

angular de este proceso es el mando del 

Presidente/a de la República sobre las 
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FF.AA. en tiempos de paz y de guerra, for-

talecido con la asesoría de un nuevo ente 

asesor propio, el Consejo de Defensa Na-

cional (CDN), que reemplace el actual y dis-

funcional Consejo de Seguridad Nacional 

(COSENA), y la potenciación de las capaci-

dades del Ministerio de Defensa Nacional 

(MDN). 

Si bien el MDN ha sido objeto de refor-

mas importantes, es necesario un refor-

zamiento de sus funciones y liderazgo 

que le permitan dirigir una nueva etapa 

de modernización militar que promueva 

los entes conjuntos, emprenda la reforma 

de las estructuras de personal y carrera, y 

la ampliación de la carrera funcionaria ci-

vil. Asimismo, las irregularidades y abusos 

denunciados en el área previsional y des-

falcos en el área de adquisiciones y la falta 

de transparencia en gastos, hacen urgente 

una mayor racionalización y control presu-

puestario efectivo desde las reparticiones 

centrales del ministerio y por parte de la 

Contraloría General de la República. 

Actualmente, las FF.AA. observan una auto-

nomía corporativa relativa frente al poder 

Ejecutivo, al Legislativo, al Poder Judicial 

y la sociedad en su conjunto. El país tiene 

como una de sus principales tareas redefi-

nir las relaciones de las instituciones de la 

defensa con el conjunto del Estado y la so-

ciedad, en los ámbitos constitucionales (las 

FF.AA. incluidas inadecuadamente como 

poder del Estado), respecto a los estados 

de excepción (actualizarlos y racionalizar-

los), a la conducción por parte de la insti-

tucionalidad democrática (mando y ma-

yor control presupuestario), y en relación 

al Congreso (más atribuciones de control 

financiero, administrativo y político). Es-

tas redefiniciones deberán realizarse en el 

marco de un sistema nacional de defensa 

que active una efectiva cooperación inter-

ministerial, en especial con el Ministerio de 

Relaciones Exteriores.

En esta dirección, particularmente impor-

tante es que el Congreso de la República 

cuente con mayores atribuciones en ma-

teria de control financiero, administrativo 

y político relativo al ámbito de la Defensa 

que refuercen su función fiscalizadora. 

Como espacio de representación de la di-

versidad política de la ciudadanía deberá 

cumplir un rol central en la rearticulación 

de las relaciones entre las FF.AA., el Estado 

y la sociedad, reforzando lo que se haga en 

el ámbito ministerial. 

Deberá racionalizarse la adquisición de ar-

mamentos de modo centralizado, creando 

una división especializada en el MDN que 

analice las necesidades de aprovisiona-

miento de acuerdo a la planificación por 

capacidades y establezca los contratos res-

pectivos y tenga un control total sobre el 

proceso. Así mismo crear los mecanismos 

de control por parte de la Contraloría Ge-

neral de la República 

Preocupación especial deberá tener este 

programa en la modernización del siste-

ma de pensiones de las FF.AA. También en 

cuanto a la extensión de la carrera y su re-

inserción posterior al retiro.
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Especificidad de los objeti-
vos y labores de las FF. AA.
Es preciso distinguir entre desafíos y ame-

nazas no convencionales que requieren 

respuesta militar de aquellas que no lo 

ameritan. Aquellas de naturaleza econó-

mica, social, política o medioambiental, de 

origen intra estatal o no, que posean im-

plicancias internacionales como el crimen 

organizado, el narcotráfico, el terrorismo, o 

problemas como el cambio climático y de-

sastres naturales, no son fenómenos que 

demanden respuesta militar per se. Estos 

deben ser enfrentados por las instituciones 

policiales y civiles respectivas.

El uso de las FF.AA. en cada uno de estos 

ámbitos, sólo puede ser excepcional en 

caso que se requiera alguna colaboración 

específica, es necesario no desvirtuar su 

desarrollo profesional. El uso permanente 

de la fuerza militar en tareas no castrenses 

desprofesionaliza a las instituciones milita-

res y debilita a las civiles destinadas a esas 

labores. Es preciso que el Estado se moder-

nice y fortalezca en aquellas áreas en que, 

por su debilidad, deben recibir permanen-

te apoyo castrense.

Participación de la ciuda-
danía en la política de De-
fensa.
La Defensa no es una labor que ataña sólo 

a las FF.AA. y a los organismos del Estado 

en general. Se fortalecerá la gobernabili-

dad democrática de la Defensa en la me-

dida que las decisiones sobre las grandes 

políticas que se tomen en esa materia por 

parte de los organismos del Estado, sean 

conocidas y se abran los canales institucio-

nales existentes de participación de la so-

ciedad civil en esta materia. Es importante 

dar más medios y atribuciones que lo que 

contempla la actual Ley 20.500 que regula 

la participación civil en los distintos aspec-

tos de la conducción del Estado.

Tránsito hacia un modelo 
de fuerza militar conjunta
Uno de los principales cometidos del Mi-

nisterio de Defensa Nacional, en el marco 

del desarrollo de una planificación por ca-

pacidades, debe ser continuar el tránsito 

hacia un modelo de fuerza militar conjunta, 

potenciando el mando del Jefe del Estado 

Mayor Conjunto (EMCO) en lo operacional, 

aumentando su jerarquía, de modo que se 

constituya en el mando operativo superior 

tanto en tiempos de paz como de guerra.

Una política de inclusión 
en las FF. AA.
Potenciar un enfoque de igualdad, gratui-

dad en los procesos de selección, equidad 

de género, diversidad sexual y étnica en los 

procesos de selección y admisión en las es-

cuelas de formación de oficiales y suboficia-

les, como también reforzar los contenidos 

en derechos humanos en la etapa de for-

mación del nuevo contingente por parte de 

las instituciones de Derechos Humanos. A 

su vez, profundizar estas temáticas para los 

funcionarios civiles y militares de las FF. AA. 

en todos los niveles de la jerarquía militar.
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1. Introducción
Las líneas que siguen parten de la base de que nuestro país necesita un nuevo modelo de 

desarrollo, terminando con el que hoy impera, a saber, el neoliberalismo que es un siste-

ma complejo de dominación que abarca todas las actividades humanas. 

La característica del neoliberalismo ha sido la hegemonía que ejerce el capital financiero 

sobre otras formas de desarrollo del capitalismo. Algunos lo han asimilado a términos 

como “globalización de la economía capitalista” o simplemente “globalización de la eco-

nomía.”  Esta hegemonía no se remite sólo a los aspectos económicos. A nadie escapa que, 

una vez establecida una forma de dominio en la sociedad, su mantención depende de 

establecer formas institucionales de hegemonía ideológica, en otros términos, de inculcar 

supuestos valores inmanentes y naturales que favorezcan su reproducción. Y esto nos lle-

va a preguntarnos ¿de cuál libertad individual nos hablan hoy los liberales, que aseguran 

respetarla a todo evento, si sus ataduras invisibles, basadas en la alteración de valores 

humanos, la suprimen de hecho? 

Lasciencias
enunnuevomodelo

dedesarrollo

Rolando Rebolledo Berroeta,

Doctor en Ciencias y Académico
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 Asimismo, esta compleja forma de domi-

nación ha requerido terminar con el con-

cepto de Estado Nacional, garante de los 

derechos fundamentales del ser humano 

organizado en sociedad. Se ha buscado 

reemplazarlo por un Estado subsidiario, 

transformando la mayor parte de sus fun-

ciones en “nichos de mercado”, abiertos 

a la iniciativa privada transnacional. El 

ideólogo de las transnacionales, Kenichi 

Ohmae dedica su obra [5] a analizar la ne-

cesidad de terminar con el Estado-nación 

para la expansión capitalista en la época 

de la globalización. Su análisis se basa en 

la evolución de lo que él llama las cuatro 

íes: industria, inversión, individuos e infor-

mación. Ohmae plantea la noción de pro-

toestados basados en regiones definidas 

más bien por la dinámica del capitalismo 

financiero (inversión), controlando al mis-

mo tiempo la información, favoreciendo la 

visión individualista que permite ampliar 

el concepto de mercado a todas las nece-

sidades humanas, ampliando el concepto 

de industria a actividades de servicio. En 

casi medio siglo de implementación de 

estas políticas neoliberales, ha habido una 

radical transformación de los valores hu-

manos: la descarnada competencia entre 

los individuos puesta al centro de toda ac-

tividad, anulando todo comportamiento 

solidario, pisoteando la ética, valorando el 

éxito por la acumulación de bienes, gene-

rando desigualdades sociales nunca vis-

tas antes, pero también muchas de ellas 

no percibidas por poblaciones alienadas 

por la acción de los medios de (des)infor-

mación.

 ¿Y la ciencia en todo esto? ¿Como se le con-

cibe en esta ideología dominante? Desta-

quemos algunos aspectos importantes de 

analizar.

La revolución científico-técnica ha trans-

formado las ciencias en fuerza productiva 

directa. Lo que se descubre hoy pasa a ser 

usado en la producción en un plazo mucho 

más breve que hace diez o veinte años. Por 

una parte, el desarrollo de la ciencia en el 

actual modelo capitalista de sociedad, (fe-

nómeno ya descrito por Marx) a través del 

aumento de la productividad que generan 

los descubrimientos y su transferencia tec-

nológica, aumenta la tasa de explotación. 

Sobran los ejemplos ya desde la época de 

la revolución industrial, hasta los contem-

poráneos con el explosivo aumento de la 

robótica que busca disminuir el gasto en sa-

larios. Antaño, la transferencia tecnológica 

se hacía en los lugares donde el capitalismo 

industrial estaba fuertemente desarrollado, 

y esto iba unido a fuertes desarrollos cien-

tíficos, poderosas escuelas del pensamiento 

que buscaban atraer a talentosos científi-

cos de países eufemísticamente llamados 

“en vías de desarrollo” para participar en el 

crecimiento del país de acogida, lo que se 

dio en llamar fuga de cerebros. La excep-

ción, hasta la década del 90, fue la del cam-

po socialista, que desarrolló otra visión del 

trabajo científico-tecnológico, la búsqueda 

de nuevo conocimiento universal que per-

mitiera también aumentar la producción, 

pero centrada en satisfacer las necesidades 

del ser humano, disminuyendo el trabajo 

duro, para entregar mejor calidad de vida a 

los trabajadores.
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Hoy en día, la hegemonía del capitalismo 

financiero ha cambiado profundamente 

las antiguas relaciones de las ciencias con 

el trabajo productivo. El capital financie-

ro no necesita atraer científicos del tercer 

mundo a vivir en los centros de élite del 

capitalismo desarrollado. Basta que entre-

gue recursos bien controlados a centros 

que se organicen en el tercer mundo, para 

luego recoger sus frutos. Son múltiples 

las formas que hoy se utilizan a tal efecto: 

concursos de proyectos a través de funda-

ciones internacionales (los “grants”); esta-

bleciendo sucursales de grandes centros 

europeos o norteamericanos en el tercer 

mundo; entregando premios; invirtiendo 

en grandes consorcios editoriales que sean 

usados para orientar la producción cientí-

fica y medir su calidad; abriendo plazas de 

inversión (Silicon Valley, por ejemplo) para 

la generación de empresas de investiga-

ción transnacionales nacidas de proyec-

tos de jóvenes investigadores talentosos; 

generando lugares de encuentro ligados 

en algunos casos directamente a bancos 

(ejemplo Santander y sus ``working cafés’’), 

para facilitar el contacto entre investigado-

res “emprendedores”. Y quizás el máximo 

logro de esta hegemonía neoliberal en la 

concepción del trabajo de investigación es 

su asociación con la innovación. 

Las comunicaciones se han visto en parti-

cular beneficiadas de manera espectacular, 

incorporando nuevas tecnologías com-

putacionales, uso de satélites especiales, 

nuevos materiales como la fibra óptica que 

desplazó el uso del cobre en los cables. 

La internet surge como reina ejemplar de 

estas nuevas tecnologías. Nacida con fi-

nes militares, en la época de la guerra fría, 

mantenida y mejorada en los círculos aca-

démicos, la internet invade hogares, comu-

nica personas, educa y vende. Pero además 

edifica virtualidades. Nos acostumbra a 

manejar espacios virtuales, seres virtuales, 

organizaciones virtuales, hasta Estados 

virtuales. Es uno de los productos ideoló-

gicos más visibles de la implementación en 

la vida cotidiana de los descubrimientos 

científicos recientes. 

¿Qué significa esta virtualidad? ¿Puede ella 

terminar con la explotación y la lucha de 

clases? ¿Será cierto que la humanidad en-

tera haya hecho un “giro lingüístico” (Rorty) 

que le permita reemplazar su actividad real 

por un acto virtual? 

Para algunos pensadores actuales, (Haber-

mas, Flores, Maturana), el mundo se rige 

por acciones comunicativas. Por eso, para 

ellos, la democracia puede ser entendida 

en su sentido lingüístico estricto como 

“auto-nomía” y “auto-legislación”. Para im-

pulsarla, según ellos, bastaría promover 

el diálogo que desemboque en consen-

sos. Es decir, el Derecho no sería más que 

la inscripción institucional del consenso. 

Nos hallamos entonces frente al juego de 

una racionalidad comunicativa (acuerdo 

entre las partes) y de una racionalidad ins-

trumental (necesidades impuestas por el 

sistema). Dicho, en otros términos, al re-

ducir las relaciones sociales a actos comu-

nicativos, se cae en la identificación de la 

democracia con el Estado de Derecho. Esto 

implica que la política se identifique con la 

resolución jurídica de los conflictos. Y con-
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temporáneamente hay quienes van mu-

cho más allá, proponiendo la democracia 

líquida o delegativa caracterizada por ge-

nerar un parlamento virtual, que permita a 

cada ciudadano ocupar su escaño y votar, 

realizar propuestas o delegar su voto en los 

representantes que elija.

Estamos entonces inmersos en un mundo 

donde el libre mercado puede funcionar 

sin ataduras, sin regulación alguna. Todo 

puede ser transado en el mercado, o, en 

otros términos, para cada actividad hu-

mana (incluida la política) se encuentra un 

mercado. En particular, hay mercados la-

borales, donde se vende y se compra fuer-

za de trabajo, “cazadores de cabezas” que 

ayudan a seleccionar las mejores piezas. Se 

nos dice que necesitamos unir nuestros es-

fuerzos para construir un Chile mejor, que 

necesitamos desarrollar la cooperación. La 

sociedad requeriría entonces de una coo-

peración objetiva, pero no se nos dice que 

ella tiene también una división subjetiva 

impuesta por quienes detentan el poder. 

La flexibilización laboral (o pérdida de los 

derechos de los trabajadores) se impone 

porque los trabajadores tienen temor a 

perder su trabajo, pero también porque los 

patrones ya no tienen miedo a la moviliza-

ción de los primeros. El sueño de quienes 

impulsan las acciones comunicativas es un 

mundo de plena cooperación entre traba-

jadores para producir y de nula solidaridad 

de clase.

Podríamos continuar desglosando, deta-

llando aún más el cuadro construido por el 

neoliberalismo para la actividad científica. 

Pero me parece importante, antes de abor-

dar los aspectos más específicos, reflexio-

nar sobre cómo esta actividad ha incidido 

en cambios sociales profundos.

2. Cambios en la estructura 
de clases
Las clases sociales no podrían ser entendi-

das como objetos inmóviles. Se trata tam-

bién de procesos, de categorías abiertas, 

en constante evolución. Son como ríos 

cuyos cauces tratamos de descubrir anali-

zando sus afluentes y desembocaduras. Lo 

que entendemos como burguesía y como 

clase obrera asalariada, en el lenguaje de 

los clásicos del marxismo, es en realidad 

una relación entre dos clases opuestas en 

que una funciona preferentemente explo-

tando a la otra. Cada una de ellas no puede 

ser entendida sin esta relación. Además, la 

llamada relación de explotación se conecta 

con la noción de interés de clase que histó-

ricamente se ha ligado a otro concepto, el 

de la conciencia de clase, que en conjunto 

ayudan a guiar el movimiento de ella en la 

lucha por el poder político de la sociedad. 

La expansión transnacional del capital, 

ligado al fenómeno conocido como mun-

dialización, ha cambiado profundamente 

la estructura de las clases a nivel mundial. 

No es posible analizar la actual estructura 

de clases quedándonos con las caracteri-

zaciones hechas en la época de Marx y En-

gels. Retengamos algunos aspectos cuya 

evolución debe ser más cuidadosamente 

analizada.

Al caracterizar la clase obrera, Marx des-
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cribe la fuerza de trabajo en los siguientes 

términos:

“Bajo este nombre es necesario entender 

el conjunto de las facultades físicas e inte-

lectuales que existen en el cuerpo de un 

hombre, en su personalidad viva, y que él 

debe poner en movimiento para producir 

cosas útiles”.

¿Cómo entendemos el término “cosas úti-

les”? Un economista sugeriría de inme-

diato utilizar el concepto de “valor de uso” 

de un bien. Pero, deseo invitarles a una 

reflexión más primaria, a saber, sobre la 

relación con la Física que tiene la produc-

ción de bienes. En la época en que Marx 

escribió estas líneas, la Física, al igual que 

todas las otras ciencias, estaba mucho me-

nos desarrollada que lo que hoy está. Si 

queremos precisar el término usado en la 

cita, debiéramos en primer lugar volver a la 

capacidad transformadora del hombre. El 

trabajo es la transformación organizada de 

la Naturaleza por parte del hombre, para lo 

cual la humanidad ha desarrollado útiles 

y máquinas o ha usado la fuerza física de 

animales. ¿Cómo medir la evolución de la 

fuerza de trabajo? Los conceptos objetivos 

que nos pueden ayudar a comprender la 

frase de Marx y al mismo tiempo responder 

a la pregunta anterior son los de energía e 

información. En efecto, al trabajar la espe-

cie humana transforma una forma de ener-

gía en otra y genera información. Es decir, 

la llamada fuerza de trabajo es el conjunto 

de las facultades físicas e intelectuales que 

existen en el cuerpo del ser humano para 

transformar energía y generar información. 

Desde un punto de vista más estricto aún, 

dichas facultades son también formas de 

energía de las más variadas. Asimismo, la 

evolución de la llamada fuerza de trabajo 

en el curso de la historia es información 

que puede ser medida por el incremento 

en la transformación de energía alcan-

zado por el individuo, que es en realidad 

una adquisición del conjunto de nuestra 

civilización. Para verlo mejor, considérese 

la fabricación de automóviles. Hace un si-

glo, fabricar los primeros automóviles era 

una aventura que necesitaba el concurso 

de muchos obreros y artesanos. Hoy, se 

fabrican cientos de automóviles por día 

en plantas industriales manejadas por una 

sola persona a cargo de talleres robotiza-

dos. Este obrero u obrera de hoy usa mu-

cho menos su propia fuerza muscular y 

mucho más su capacidad intelectual, esta 

última le ayuda a transformar la energía 

que se encuentra en forma de electricidad 

e información en los circuitos impresos de 

los computadores en energía mecánica ca-

paz de parir los automóviles de su planta. 

¿Por qué decimos que él o ella es un obrero 

u obrera?¿No sería más bien un ingeniero 

o un técnico? Por otra parte, Marx hablaba 

de “cosas útiles”, ¿cómo interpretamos ese 

calificativo?

Respondámonos a la segunda pregunta 

primero. Marx da a entender en esa expre-

sión que el progreso de la humanidad es 

un concepto dialéctico. Es decir, desde el 

mismo instante en que postulamos el pro-

greso de la humanidad, el retroceso existe 

como antítesis. No es que la humanidad 

evolucione de manera objetiva en el senti-



ALTERNATIVAaño15Nº30  •  página  91

do del progreso, sin la intervención de los 

propios seres humanos. Por esa razón, el 

concepto de “útil” al cual se refiere Marx in-

volucra un juicio de valor desde el partido 

tomado frente a la evolución: se trata de lo 

útil para el progreso de la humanidad.

Para esbozar una respuesta a la primera 

pregunta, la interpretamos desde el punto 

de vista de la relación entre clases. El traba-

jador o trabajadora del ejemplo, controla 

una energía mayor y participa también en 

la organización de la explotación de otros 

como en la suya propia. Ciertamente él es 

explotado por el consorcio internacional 

que lo contrata y esto queda en evidencia 

por la imposibilidad que él tiene de deci-

dir sobre su trabajo con absoluta prescin-

dencia de sus superiores. Veamos que dice 

Marx al respecto:

“Para que el poseedor del dinero encuen-

tre en el mercado la fuerza de trabajo como 

mercadería, es necesario que diversas con-

diciones se cumplan previamente. . El in-

tercambio de mercaderías por sí mismo no 

implica otras relaciones de dependencia 

que aquellas que fluyen de su naturaleza. 

En este contexto, la fuerza de trabajo no 

puede presentarse como mercadería que 

si es ofrecida por su propio poseedor. Éste 

debe por consiguiente poder disponer 

de ella, es decir ser libre propietario de su 

potencia de trabajo, de su propia persona. 

El poseedor de dinero y él se encuentran 

sobre el mercado y entran en relación uno 

con el otro como intercambiadores al mis-

mo título. No difieren más que en esto: uno 

compra y el otro vende, y, por esto mismo, 

son personas jurídicamente iguales.

Para que esta relación continúe, es necesa-

rio que el propietario de la fuerza de tra-

bajo no la venda más que por un tiempo 

determinado, porque si la vende en blo-

que, de una vez para siempre, se vende a sí 

mismo, y de libre que era, se hace esclavo, 

de mercader, mercadería.”

El trabajador o la trabajadora de nuestro 

ejemplo está vendiendo su fuerza de tra-

bajo a un patrón o un conjunto de patro-

nes que se ven progresivamente beneficia-

dos de una acumulación de capital jamás 

vivida antes. Desde ese punto de vista, no 

ha cambiado la relación de clase que opo-

ne sus intereses a aquellos que se benefi-

cian del proceso de acumulación capitalis-

ta transnacional.

No ha cambiado entonces la contradicción 

principal entre capital y trabajo observada 

por Marx hace más de un siglo. El modo de 

producción dominante sigue siendo el ca-

pitalista, en la más moderna de sus versio-

nes. Vivimos en una época en que la con-

centración del poder económico en pocas 

manos a nivel internacional, amplifica la re-

lación de explotación a escalas inéditas en 

la historia de la humanidad. Nunca tantos 

se habían visto explotados por tan pocos. 

Y esto se logra a través del tejido de una 

virtualidad que fetichiza las relaciones so-

ciales, ocultando la contradicción principal, 

dificultando el acceso a la conciencia de 

clase de la gran mayoría de los trabajado-

res. El capital financiero controla al produc-

tivo a través de diferentes instrumentos 

de deuda y de co-explotación, aliena con-

ciencias promoviendo el emprendimiento. 

¿Cuántos jóvenes profesionales que han 
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creído en el fetiche del “emprendimiento” 

sienten que son “sus propios patrones” sin 

percibir la explotación de la cual son vícti-

mas, comenzando por la acumulación de 

diferentes tipos de deudas, por los hábitos 

de consumo y los diferentes instrumentos 

(crédito educacional con aval del Estado-

CAE, tarjetas de crédito, préstamos) con los 

cuales se les ata al modelo?

3. Los Científicos de Chile
Entre los resultados de la “Encuesta nacio-

nal de percepción social de la ciencia y la 

tecnología en Chile 2016”, un 84,9% de la 

población cree que el desarrollo científico 

y tecnológico traerá muchos beneficios 

en el futuro, pero curiosamente, al mismo 

tiempo, un 70,8% piensa que ese desarro-

llo traerá bastantes riesgos. Los científicos 

aparecen bien valorados: un 79% de la po-

blación cree que esa profesión es prestigio-

sa, se le ubica en tercer lugar después de 

los médicos y de los ingenieros, de un total 

de 12 profesiones. A esto se agrega que el 

80% de los encuestados opina que la voca-

ción por la investigación científica se carac-

teriza por la búsqueda de la verdad, enten-

der el entorno y solucionar problemas de 

la gente, en lugar de la búsqueda de poder, 

de prestigio, de aumentar ingresos y tener 

poder.

El desconocimiento de la práctica científi-

ca concreta en nuestro país queda en evi-

dencia en dicha encuesta a través del bajo 

porcentaje (17%) de personas que logra 

señalar una institución que se dedique a 

ciencia y tecnología (principalmente uni-

versidades).

Durante el gobierno de la Unidad Popular, 

se realizó el primer y único congreso de 

científicos que reunió a la totalidad de in-

vestigadores activos en ese momento en 

el país. El propósito del Presidente Allende 

era iniciar el trabajo de elaboración de una 

política de Estado sobre el desarrollo cien-

tífico de Chile. El golpe de Estado frustró el 

intento, muchos científicos debieron emi-

grar. Muchos fueron perseguidos y perdie-

ron sus puestos en las universidades. Por 

otra parte, muchos jóvenes habían sido 

becados durante el gobierno popular y 

pudieron completar sus formaciones doc-

torales en el extranjero. Así, al iniciarse la 

década de los 80, comenzó una importante 

campaña del retorno, que permitió fortale-

cer la actividad científica en el país, a pesar 

de la dictadura. Las sociedades científicas 

iniciaron un paciente trabajo de reivindi-

cación de la actividad científica, luchando 

contra las visiones cortoplacistas del equi-

po económico de la dictadura. Los lazos de 

cooperación científica generados fuera del 

país y la enorme solidaridad internacional 

existente en ese momento, permitieron 

obtener fondos de PNUD para el desarrollo 

de las Matemáticas en Chile, por ejemplo, 

se creó el capítulo chileno de ICSU (Inter-

national Council of Scientific Unions), se 

generaron comités científicos para la eva-

luación de postulaciones a becas de CONI-

CYT (que en ese entonces estaba presidido 

por el general Manuel Pinochet) terminan-

do con la asignación arbitraria de dichos 

beneficios por la autoridad militar. En pa-

ralelo, se defendió a estudiantes de cien-

cias encarcelados luego de las primeras 



ALTERNATIVAaño15Nº30  •  página  93

manifestaciones antidictatoriales masivas 

de la época, llegando incluso a dictarles 

clases en horarios de visita de la cárcel. Un 

capítulo menos conocido de esa sostenida 

lucha fue la firma de un convenio entre el 

Instituto de Ciencias Alejandro Lipschutz y 

el Instituto Steklov de la Academia de Cien-

cias de la URSS para estudios doctorales al 

más alto nivel en Física y Matemática. Y la 

creación de FONDECYT (Fondo de Desarro-

llo de la Ciencia y Tecnología) por parte del 

Estado chileno representa el logro más alto 

obtenido por la presión de la comunidad 

científica nacional en esa época.

Está pendiente la tarea de escribir y anali-

zar ese período de la historia de la ciencia 

en Chile. Hoy muchos jóvenes ignoran la 

lucha que ha permitido llegar a la actual 

institucionalidad de la ciencia en nuestro 

país. La precaria estructura existente al sa-

lir de la dictadura en la década de los no-

venta, fue rápidamente atravesada por los 

mecanismos de control impuestos global-

mente por el neoliberalismo. Se impuso un 

modelo de selección y descarnada compe-

tencia sin ninguna política de Estado para 

el desarrollo científico del país, generando 

divisiones en la comunidad científica, pro-

piciando el individualismo por oposición a 

la solidaridad que la unía en la época de la 

dictadura. Esto tuvo como consecuencia el 

debilitamiento de las sociedades científi-

cas y otras instituciones académicas hasta 

entonces representativas de los investiga-

dores. Los diferentes gobiernos han favo-

recido la generación de polos de desarrollo 

que intervienen a nivel internacional, sin 

mayor incidencia en las políticas naciona-

les. Es común que muchos científicos se 

quejen de que sus estudios no sean con-

siderados por los gobiernos que los con-

vocan a formar “comisiones de expertos” 

sobre diversas materias pero sólo con fines 

comunicacionales, para luego decidir me-

didas políticas con prescindencia absoluta 

de las recomendaciones científicas.

Las preguntas que el ciudadano común 

y corriente puede hacerse entonces son: 

¿para qué desarrollamos ciencia en Chile? 

¿para que el país se luzca en los noticieros 

internacionales? ¿para que los gobernan-

tes presuman que nuestro país está a las 

puertas del desarrollo? ¿para que algunos 

científicos emprendan y armen su peque-

ña PYME, abriendo oficina en Silicon Va-

lley? ¿para que esas PYMES establezcan 

convenios con Google, Amazon, Huawei, 

Apple, Microsoft, o con las transnacionales 

químico-farmacéuticas? ¿para mejorar la 

calidad de vida de los chilenos? ¿o acaso es 

para aumentar el conocimiento de nuestra 

especie sobre los fenómenos planetarios 

que nos afectan?

Un gran cantidad de científicos jóvenes es-

tán desempleados en la actualidad. Según 

un estudio de 2017 de la  Asociación Nacio-

nal de Investigadores en Postgrado (ANIP), 

que muestra los resultados de su “2da.  En-

cuesta de Inserción de Investigadores”, se 

plantea que el desempleo de personas con 

grado de doctor en Chile alcanzaría casi a 

un 13%. Una puesta al día de esa encuesta 

en 2018 señala las siguientes cifras: Chile 

cuenta con un total de 14.237 doctores, de 

los cuáles el 79% se encuentra ejerciendo, 

un 16% no cuenta con empleo y un 5% no 
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práctica actividad alguna o por lo menos 

relacionada a su campo de conocimiento. 

La investigación se llevó a cabo entre el 

19 de enero y 16 marzo de 2018, y en re-

lación con el año 2017 la tasa de personas 

sin trabajo que cuentan con este grado 

aumentó en 4%. Muchos de ellos sobre-

viven mediante proyectos, ya sea propios 

(postdoctorales) o bien, formando parte 

de proyectos de envergadura liderados por 

investigadores de prestigio. Son parte de 

un ejército de trabajadores precarios, una 

constante en las relaciones laborales con-

temporáneas. Son quienes mejor pueden 

entender en este contexto las nuevas for-

mas de explotación que hoy acompañan 

la profunda transformación de las clases 

generada por el neoliberalismo. 

Un análisis más acucioso de las reivindica-

ciones de la comunidad científica nacional 

muestra que la reivindicación principal es 

la de disponer de una política de Estado en 

materia de Ciencia y Tecnología. En suce-

sivos estudios realizados por la Academia 

de Ciencias y las Sociedades Científicas, ha 

quedado en evidencia que nuestro país 

adolece de la falta de una política de Esta-

do en materia de investigación científica y 

tecnológica, que sea independiente de los 

gobiernos de turno. Diferentes gobiernos 

han creado instrumentos para incentivar la 

investigación, motivados por la existencia 

de una productiva comunidad científica 

nacional. Entre esos, el más antiguo y más 

ampliamente utilizado ha sido FONDECYT. 

Otros han tenido vidas más efímeras, en no 

pocos casos producto de visiones más bien 

individuales que inspiradas en estrategias 

de desarrollo de largo alcance, fraguadas 

en amplia consulta a la comunidad acadé-

mica.

Pero no se puede decir que no exista una 

política de desarrollo de las ciencias apli-

cada en el país. Existe una, quizás inconfe-

sada, que a semejanza de lo que se realiza 

con nuestros recursos naturales, extrae 

también ciencia y conocimiento de nues-

tro país para beneficio de quienes sí saben 

cómo usarlo para generar ganancias eco-

nómicas. El sistema neoliberal aplicado a 

la ciencia buscó en primer lugar generar 

el concepto de “producto de la actividad 

científica”, para poder luego asignarle un 

valor de uso. El producto suele ser asimila-

ble a un artículo (todos ya usan el término 

inglés “paper”) publicado en revistas de 

“alto impacto”. ¿Cómo se determina el alto 

impacto? ¿Es acaso la comunidad científica 

internacional de manera autónoma quien 

lo determina? Hoy, los avances en las co-

municaciones permiten a la humanidad 

utilizar diferentes soportes para almacenar 

la información. Y cada día descubrimos 

nuevos procedimientos, miniaturizacio-

nes, interconexiones. Estos soportes son 

los que han acelerado la incorporación de 

la ciencia de manera más directa a la pro-

ducción. Y de este modo, su actividad se ha 

hecho susceptible de ser medida según di-

ferentes patrones de calidad, dependiendo 

de la forma en que socialmente la produc-

ción y la economía sean orientadas. Se ha 

producido inevitablemente una reducción 

de la evaluación de la actividad científica a 

la sola información transmitida. Han naci-

do nuevas disciplinas como la Bibliometría, 



página  96

propuesta en 1969 por Alan Pritchard [7], 

la Scientometrics o la Epistometrics. Y he-

mos visto nacer empresas que controlan 

este proceso como Thompson Reuters y 

sus diferentes plataformas informáticas e 

índices de productividad. La comunidad 

científica internacional no ha escapado a 

la intervención de estos mecanismos que 

imponen una visión unidimensional de la 

calidad de la investigación. Los criterios 

escogidos para evaluar tienen siempre 

una connotación política, entiéndase de 

política científica. Corresponden, de una 

o de otra manera, a una visión global del 

desarrollo de la ciencia y de cómo quere-

mos que ella se desarrolle en nuestro país. 

Cuando escogemos una cierta clasificación 

de revistas basada en los criterios de otros, 

estamos adhiriendo implícitamente a esa 

visión del desarrollo científico. Hay quienes 

argumentan que hay “criterios objetivos” 

entregados por los índices usados en algu-

nos medios para decidir la importancia de 

las publicaciones (clasificación ISI o índice 

de citas de Hirsch u otros similares), pero 

dichos criterios han sido ideados por una 

política en cuya elaboración nuestra co-

munidad nacional no ha tenido ninguna 

participación.

4. Transformar el fetiche de 
la innovación
La innovación se ha puesto de moda, im-

pulsada fundamentalmente por objeti-

vos económicos. Una rápida búsqueda en 

internet presenta a Clayton Christensen, 

Henry Chesbrough, John Kao, James An-

drew y Harold Sirkin como los grandes 

expertos en la materia. Según ellos, la in-

novación es la producción de nuevo cono-

cimiento que genera valor, ideas nuevas o 

invenciones que aumentan las ganancias 

de un sistema económico, visión profun-

damente reductora. Sin embargo, hurgan-

do en su génesis, la innovación tiene una 

acepción más vasta que conviene rescatar 

filosóficamente. De nuestros días, el uso 

cada vez más frecuente del término “inno-

vación” parece indicar que vivimos una era 

privilegiada, en que la creatividad está más 

que nunca mostrada como motor del pro-

greso social. El historiador de la innovación 

Benoît Godin se pregunta en su texto [3] 

sobre el sentido dado a la creatividad por 

los promotores de la innovación. Entre los 

autores que Godin analiza, incluye a Do-

minique Foray, uno de los autores respon-

sables de la promoción del concepto de 

“sociedad del conocimiento” a principios 

de este siglo. Para Foray, la creatividad es 

“fruto del azar y de la necesidad”, un enig-

ma total. Otro autor citado por Godin, Joel 

Mokyr, define la “creatividad tecnológica” 

como la “aplicación de las nuevas ideas a 

la producción” en la industria. Vaguedad, 

razonamiento circular, pues lo que Mokyr 

llama creatividad otros lo entienden como 

innovación.

Es muy justa la crítica de Godin a los auto-

res que él analiza (Schumpeter, Foray, Mo-

kyr, Alter) y que lo llevan a concluir que los 

promotores de la innovación acostumbran 

postular la creatividad, pero no la estudian 

en toda su riqueza, lo que lo lleva a afirmar 

que innovación y creatividad no es más 

que un eslogan.
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Falta sin duda establecer el contexto en el 

cual se analizan la creatividad y la innova-

ción. Hay promotores de la innovación que 

han buscado desarrollar una filosofía de la 

misma, apoyándose en una lectura de Hei-

degger -a mi modo de ver simplista- sobre 

la naturaleza humana. Nos referimos a los 

trabajos de Carol J. Steiner [9]. Ella plan-

tea un método filosófico fenomenológico, 

que parte del supuesto esencial de que lo 

familiar y obvio es lo que más puede ense-

ñarnos sobre lo inexplicable y misterioso. 

es así que nos introduce en una suerte de 

desconfianza en la ciencia. Cita un estudio 

de Myers y Marquis del año 1969, en el cual 

se reporta que la información usada por los 

innovadores es más bien de tipo personal 

empírico y no tanto del conocimiento pro-

veniente de investigaciones. Es decir, esos 

estudios sugerirían que la innovación no 

sería un producto de la “actividad científica 

tradicional”. Steiner deriva una caracteriza-

ción de la naturaleza humana de la innova-

ción resumida en tres conceptos:

(I1) Practicidad y orientación comercial. La 

autora señala que los innovadores deben 

apreciar la complejidad del mundo al cual 

sus productos deben adaptarse para ser 

exitosos comercialmente. Es decir el senti-

do práctico se identifica con la adaptación 

y la orientación dada por el mercado.

(I2) La autenticidad como creatividad. Se 

refiere a que la innovación otorga gran va-

lor a la búsqueda de soluciones no conven-

cionales. Y esto -según Steiner- se puede 

ver en su tolerancia a aceptar el ensayo y 

error, en la remoción de las estructuras bu-

rocráticas.

(I3) La cooperación en equipos de trabajo. 

La cooperación en innovación emerge -a 

juicio de Steiner- en la prevalencia del tra-

bajo organizado en grupos sin jerarquías 

rígidas, que promueve la inte- gración, la 

comunicación y la confianza.

Como se puede apreciar, en esta propues-

ta, no se analiza la creatividad, pero al 

menos se expresa de manera explícita y 

sin eufemismos, la orientación de la in-

novación por el mercado. Asimismo, la 

investigación científica queda asociada 

a imágenes de inadecuación al supuesto 

desarrollo de la “creatividad” contemporá-

nea, asociada al modelo económico neoli-

beral hegemónico.

La globalización ha acentuado los aspectos 

interdisciplinarios de la creatividad huma-

na y muchas de las llamadas innovaciones 

han involucrado diversas disciplinas en 

su realización. Pero, si queremos darle un 

sentido más amplio, de manera que cubra 

el descubrimiento científico, es a través de 

la creatividad humana en general que eso 

debe venir. Es decir, la creatividad conside-

rada fuera del marco estrecho de la visión 

economicista. En este contexto, la innova-

ción es ruptura del equilibrio en que los 

conceptos de una época se encuentran, 

es la incorporación de nuevos elementos 

a la actividad humana, una materialización 

de la teoría en el caso de la producción 

de nuevos bienes, o bien la generación 

de nuevos conceptos en la filosofía, en las 

ciencias, en las artes, alterando la vida de 

una comunidad determinada que sufre 

una evolución irreversible. Es decir, la in-

novación debe corresponder a una ruptura 
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epistemológica de la creatividad (ruptura 

epistemológica en el sentido de Bachelard 

[1], [2]).

De este modo, se puede innovar, por ejem-

plo, articulando nuevas formas de organi-

zación social comunitaria, o bien, nuevas 

formas de uso de los recursos naturales sin 

dañar el medio ambiente, aspectos que la 

visión economicista de la innovación no 

acostumbra considerar.

Así también, la educación ofrece un vasto 

campo a la innovación, concebida como 

un prototipo de sistema abierto. Es crisol 

de formación de la especie en interacción 

mutua con la naturaleza. Si ella se da el ob-

jetivo de derribar obstáculos epistemoló-

gicos, la educación puede generar profun-

dos procesos de innovación, basándose en 

procedimientos de enseñanza interdiscipli-

narios, motivados por la búsqueda de res-

puestas a problemas trascendentes para la 

vida de una comunidad humana determi-

nada, o de la especie en su conjunto. Es así 

que se puede rescatar un sentido creativo 

más vasto para la innovación y abre la posi-

bilidad de conectarla con los procesos edu-

cativos más allá de la visión economicista 

reductora (cf. Guzmán y Pinto [4]).

La globalización, hasta ahora hegemoniza-

da por el modelo neoliberal, es un terreno 

en el cual la creatividad puede desplegarse 

rompiendo las barreras impuestas por ese 

paradigma. Así vemos surgir iniciativas de 

democratización de la cultura que son im-

portantes innovaciones que han cambiado 

nuestra forma de trabajar y de aprehender 

el conocimiento, me refiero a Wikipedia, las 

bibliotecas y hemerotecas en línea. asimis-

mo, se populariza otra innovación que toca 

un punto muy sensible del modelo econó-

mico: el uso de la moneda virtual “bitcoin”.

Sin duda, la innovación es un concepto en 

disputa. Para algunos, es un fetiche econó-

mico que permite reproducir la ideología 

dominante, de donde se desprende que 

para ellos más vale dejar la creatividad in-

definida. Esa concepción reductora busca 

además imponer a los científicos un pa-

trón de calidad basado en índices supues-

tamente objetivos, como una forma de 

construir en este medio un reflejo de las 

relaciones de producción y de poder que 

se dan en el mundo globalizado. Es hora de 

reivindicar la creatividad, de reflexionar se-

riamente sobre el sentido de la calidad de 

la producción científica en general y de la 

nuestra en particular. es decir, necesitamos 

innovar en la medición de la calidad de 

la investigación científica, o de cualquier 

nueva producción cultural en el más am-

plio de los sentidos (cf. [8]).

5. Bases de un nuevo mo-
delo de desarrollo
Las bases de un nuevo modelo de desarro-

llo para el país han sido ampliamente dis-

cutidas por varios economistas, entre ellos 

los del equipo del Instituto de Ciencias Ale-

jandro Lipschutz, en la obra colectiva [7]. 

En particular, en el artículo “Constitución, 

Estado y Modelo de Desarrollo”, Fernando 

Carmona, Javiera Petersen y Yuri Vásquez 

señalan:

 “La igualdad de derechos provee el marco 

normativo y sirve de base a pactos sociales 

que se reflejan en más oportunidades para 
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quienes menos tienen. Un pacto fiscal que 

contemple una estructura y una carga tri-

butaria con mayor efecto distributivo, capaz 

de fortalecer el rol del Estado y la política 

pública de modo de garantizar umbrales de 

bienestar, es parte de una política de igual-

dad en la que se incluye una institucionali-

dad laboral que proteja a los trabajadores. 

Un orden democrático en que la orientación 

hacia el desarrollo plasme la voluntad de la 

mayoría y haga posible la concurrencia de 

todos los actores sociales, también respon-

de al valor de la igualdad. Un conjunto de 

políticas económicas que se apliquen con 

visión de largo plazo en el ámbito producti-

vo, laboral, territorial y social, que procuren 

no solo la igualdad de oportunidades, sino 

reducir las brechas en materia de logros 

efectivos, o sea igualdad de resultados.

En este sentido, adherimos plenamente a 

la idea de que la igualdad social y un di-

namismo económico que transformen la 

estructura productiva no están en contra-

dicción, y que el gran desafío es encontrar 

las sinergias entre ambos elementos. La 

propuesta que aquí se formula va en esta 

dirección y nos lleva al siguiente punto: 

cuando hablamos de igualdad lo hacemos 

sabiendo que debemos crecer para igua-

lar e igualar para crecer. Por lo mismo, en 

ningún caso proponemos sacrificar el valor 

del dinamismo económico y productivo en 

la promesa de la igualdad. En el horizonte 

de largo plazo igualdad, crecimiento eco-

nómico y sostenibilidad ambiental deben 

ir de la mano, apoyarse mutuamente y re-

forzarse en una dialéctica virtuosa.”

Los autores suscriben de este modo una 

declaración de principios que plantea tres 

ideas claves: 

El cambio estructural debe ser profundizar 

la igualdad para acelerar el desarrollo.

La igualdad debe estar al centro de la nue-

va Constitución.

Los derechos sociales (y en particular los 

derechos económicos, sociales y cultu-

rales) dotan de contenido igualitario a la 

Constitución y al orden público económico 

que de ella se desprende.

Estos tres principios básicos son funda-

mentales para que el cambio estructural 

en la economía termine con la hegemonía 

del capitalismo financiero, regulando su 

actividad. Asimismo, los autores antes ci-

tados caracterizan del modo siguiente el 

Estado social de derecho capaz de realizar 

el cambio estructural:

“En la nueva estructura institucional, el Es-

tado debe constituirse como el principal 

agente promotor y coordinador de la acti-

vidad económica, y para esto, es necesario 

superar su alcance meramente subsidiario, 

y avanzar en la dotación de herramientas 

que le permitan tener una intervención 

real y efectiva en los mercados que se de-

terminen como claves para el desarrollo de 

la economía.

La Constitución del Estado Social debe 

superar al neoliberalismo y su propuesta 

de Estado mínimo, puesto que un Estado 

que se caracteriza por la generalización de 

las medidas de intervención económica y 

social, y la universalización de los destina-

tarios - es decir, más que un simple Estado 

intervencionista - implica la participación 
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de la sociedad en el Estado por medio de la 

democracia. Las principales características 

del Estado social de derecho se pueden re-

sumir en los siguientes principios. Primero, 

no considera al Estado y la sociedad como 

entes separados, por lo tanto tiene entre 

sus tareas corregir las disfunciones econó-

micas. También impulsa el progreso técni-

co mediante el aumento de la capacidad 

de intervención del Estado y también las 

necesidades de la población; en el centro 

del Estado se encuentran los principios de 

igualdad y libertad supeditada, haciéndo-

los efectivos por medio de darles base y 

contenido material. Se entiende además 

a éste como un Estado que busca la redis-

tribución de la riqueza mediante derechos 

sociales, un sistema tributario progresivo y 

prestaciones sociales. Dentro de este Esta-

do están representados los grupos sociales 

por medio del dialogo social efectivo, se 

amplían al máximo el constitucionalismo 

mediante los postulados del Estado de de-

recho, y de todas estas características ema-

na una nueva legitimidad.”

Es este tipo de Estado el que puede hacer-

se cargo de una política de largo plazo para 

el desarrollo científico de Chile, que no esté 

alienada por principios afines al neolibera-

lismo que ha imperado hasta ahora.

6. Construyendo una polí-
tica de Estado para el desa-
rrollo de las ciencias
En el actual proceso de crítica al mode-

lo neoliberal y el desarrollo del proceso 

constituyente que debiera permitirnos 

construir un nuevo tipo de Estado, la co-

munidad científica está a la espera de que 

se promueva una amplia discusión nacio-

nal respecto del futuro de la generación 

de conocimiento en el país. El año 2019 

se generó el Ministerio de Ciencia, Cono-

cimiento, Tecnología e Innovación. Fruto 

de larga lucha de la comunidad científica 

que esperaba y espera que esa secretaría 

de Estado permita dar a la ciencia un lu-

gar de importancia a nivel de las políticas 

públicas. La ley que le dio nacimiento ter-

minó de gestarse durante el segundo go-

bierno de Michelle Bachelet y sólo el año 

pasado se implementó por el gobierno de 

Sebastián Piñera. Asistimos hoy a las pri-

meras medidas impulsadas por el ministro 

Andrés Couve, quien en el pasado partici-

pó en diferentes comisiones asesoras en-

cargadas del diseño de este instrumento 

de gobierno. El Ministerio era necesario y 

ciertamente las primeras medidas de co-

menzar a coordinar las diferentes agencias 

y fondos concursables en un solo lugar 

mejoran la gestión de los mismos. Pero, 

tiene una limitación intrínseca pues es una 

secretaría de un gobierno cuya agenda po-

lítica no considera más que la producción 

científica de corto plazo, inmersa en un dis-

curso ideológico de innovación, afín con 

la orientación global neoliberal. Además, 

como reporta el periodista Marco Fajardo 

en la edición del 20 de noviembre 2019 del 

periódico digital El Mostrador, para el año 

2020, los recursos identificados en ciencia, 

tecnológica e innovación (CTI) del pro-

yecto de Ley de Presupuestos ascienden 

a $721.687 millones, menos de US$ 1.000 
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millones, según el texto “Recursos Presu-

puestarios para Investigación Científica, 

Tecnológica e Innovación (CTI) Año 2020”. 

Comparado con el año 2019, el proyecto 

de Ley de Presupuestos 2020 contiene un 

crecimiento real anual de 3,8%. En los dos 

años previos, 2018 y 2019, este informe 

arrojó crecimientos reales anuales negati-

vos por: -2,2% y -3,4%, respectivamente. Es 

decir, el presupuesto aprobado es inferior 

al del año 2017. Y cita al senador Girardi 

quien afirma “Chile sigue siendo un país 

sin visión ni ambición, que no entiende los 

cambios que se están produciendo a nivel 

mundial. El desafío del desarrollo futuro va 

a pasar por la ciencia, por los datos, por la 

inteligencia artificial, por la innovación, y 

Chile no está preparado ni se está prepa-

rando. Con un 0,38% del PIB, Chile no tiene 

ninguna posibilidad de ser parte del siglo 

XXI, a pesar de las inmensas posibilidades 

que tiene en materia solar, de litio, como 

laboratorio natural de volcanismo.”

Pero, no sólo en los discursos oficiales, sino 

también en declaraciones de académicos, 

se juega mucho con imágenes y términos 

que no permiten la toma de conciencia 

sobre la raíz profunda de la inexistencia de 

una auténtica política de Estado en materia 

de ciencia y tecnología. Es natural, pues el 

problema está en el tipo de Estado que se 

necesita para desarrollar esa política. El di-

seño de un Nuevo Modelo de Desarrollo de 

la Ciencia y Tecnología para Chile requiere 

resolver con la ciudadanía consciente y la 

comunidad científica organizada los si-

guientes problemas fundamentales:

a) Participar del proceso constituyente 

que genere un Estado Social de Derecho, 

en los términos descritos en la sección 

precedente.

b) Generar en la nueva estructura estatal 

un mecanismo de participación de la co-

munidad científica y del movimiento social 

consciente y organizado en el diseño de la 

política de largo plazo de desarrollo de las 

ciencias (sobre un horizonte de diez años, 

por ejemplo).

c) Distinguir en la planificación los distin-

tos tipos de investigación para establecer 

reglas presupuestarias diferentes.

d) Generar un Sistema Nacional de Investi-

gación Científica y Tecnológica que articu-

le el funcionamiento de los diferentes tipos 

de instituciones en que se desarrolle la 

investigación con los servicios que se pre-

ocupen de los derechos básicos de la ciu-

dadanía (educación y salud por ejemplo), 

como también con el sector productivo. 

El proceso a) ya lo hemos analizado en la 

sección precedente. Respecto a la estruc-

tura aludida en b), el Estado subsidiario ac-

tual cuenta con los llamados tres poderes: 

Ejecutivo, Judicial y Legislativo, que han 

caído en un descrédito mayoritario ante 

la ciudadanía. Lo que las manifestaciones 

recientes reivindican con fuerza es una de-

mocracia representativa y participativa. El 

nuevo Estado debiera plantear en conse-

cuencia la generación de un Consejo Nacio-

nal de Ciencia y Tecnología cuyos miembros 

sean elegidos a 2/3 entre científicos activos 

y con un tercio de representantes del mo-
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vimiento social consciente y organizado. 

Este Consejo tendría como misión elabo-

rar la estrategia de desarrollo de la ciencia 

en Chile por un período determinado, por 

ejemplo diez años. Luego, el gobierno de 

turno tendría que ceñirse a esas orientacio-

nes en la implementación de su política en 

la materia, cuya ejecución estaría a cargo 

del Ministerio de Ciencia y Tecnología.

Para distinguir los distintos tipos de in-

vestigación en c), tomemos la referencia 

del Manual de Frascati. De acuerdo a la 

definición contenida en dicho Manual, la 

investigación básica consiste en trabajos 

experimentales o teóricos que se empren-

den principalmente para obtener nuevos 

conocimientos acerca de los fundamentos 

de los fenómenos y hechos observables, 

sin pensar en darles ninguna aplicación o 

utilización determinada. La investigación 

aplicada consiste también en trabajos ori-

ginales realizados para adquirir nuevos 

conocimientos; sin embargo, está dirigida 

fundamentalmente hacia un objetivo prác-

tico específico. El desarrollo experimental 

consiste en trabajos sistemáticos que apro-

vechan los conocimientos existentes obte-

nidos de la investigación y/o la experiencia 

práctica, y está dirigido a la producción 

de nuevos materiales, productos o dispo-

sitivos; a la puesta en marcha de nuevos 

procesos, sistemas y servicios, o a la mejora 

sustancial de los ya existentes. El Manual de 

Oslo de la OCDE define innovación como 

“productos de implementación tecnoló-

gica nueva y mejoramientos tecnológicos 

significativos en productos y procesos. Una 

innovación tecnológica se entiende como 

implementada si ha sido introducida en el 

mercado o utilizada dentro de un proceso 

productivo. Las innovaciones tecnológicas 

envuelven una serie de actividades cientí-

ficas, tecnológicas, organizacionales, finan-

cieras y comerciales.”

Según lo anterior, las investigaciones apli-

cadas, las tecnológicas y la innovación tec-

nológica, pueden ser orientadas y cifradas 

presupuestariamente a corto plazo. Son 

aspectos en que se pueden fijar sus obje-

tivos y estimar con cierta precisión el cos-

to en que se habrá de incurrir, el personal 

que habrá que formar y en qué temas (por 

ejemplo robótica). Son todos aspectos que 

permiten fijar un presupuesto de desarro-

llo a corto plazo. Por el contrario, la inves-

tigación básica no puede ser analizada de 

acuerdo a los mismos criterios. Es un tipo 

de investigación de largo plazo, de tipo 

estratégico, pues un descubrimiento en la 

dinámica de fenómenos fundamentales 

puede producir una nueva revolución cien-

tífico técnica. Es lo que hemos visto ocurrir 

en muchos momentos de la historia de la 

humanidad. Aquí es donde uno de los prin-

cipios básicos para el cambio estructural 

de nuestro modelo de desarrollo, a saber 

el de igualdad o equilibrio debe ser utiliza-

do: una vez fijado el presupuesto para las 

investigaciones a corto plazo, se debe dar 

un volumen presupuestario equivalente a 

la investigación básica. 

La generación del Sistema Nacional de 

Investigación Científica y Tecnológica (SNI-

CYT) aludido en d) refiere, por una parte, a 

la coordinación entre universidades, cen-
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tros de investigación estatales o privados 

(entre ellos los de las Fuerzas Armadas), 

institutos tecnológicos y otras instancias 

que alberguen investigadores científicos 

en Chile. Por otra parte, refiere también a 

la coordinación con la industria nacional, 

que el nuevo modelo de desarrollo debiera 

potenciar. Pero además, debe hacerse car-

go de reivindicaciones muy sentidas por la 

comunidad científica, por ejemplo, avanzar 

hacia una Carrera Nacional Académica y 

Funcionaria, comenzando por implementar 

la Carrera del Investigador. De ese modo, 

combinando el último aspecto con los ne-

cesarios cambios a nivel de las instituciones 

de Educación Superior, se podrá aumentar 

el presupuesto de las instituciones estatales 

para mejorar los sueldos según los niveles 

que fije la Carrera Académica y Funciona-

ria Nacional, suprimiendo los incentivos 

y sobresueldos asociados a proyectos en 

los actuales concursos nacionales de pro-

yectos. Es sabido que esa medida aplicada 

desde los albores de FONDECYT ha genera-

do profundas divisiones en la academia. El 

SNICYT, así configurado puede ser un apoyo 

fundamental para la capacitación de los tra-

bajadores y para que se vaya construyendo 

progresivamente la capacidad de enfrentar 

de manera creadora los cambios que ya se 

están implementando en los procesos pro-

ductivos (robótica, inteligencia articial). 

Un aspecto importante del funcionamien-

to del SNICYT en relación con la Carrera 

del Investigador o la Carrera Académica y 

Funcionaria Nacional es la de establecer 

criterios de evaluación de la calidad de la 

investigación más completos que la reduc-

tora aplicación de los índices bibliométri-

cos a los que ya hemos hecho referencia. 

Lo propio de los seres humanos es que co-

nocemos la Naturaleza en la medida que la 

transformamos, en una relación dialéctica 

que nos cambia a su vez, una danza infini-

ta entre sujeto y objeto del conocimiento. 

No puede haber conocimiento de cual-

quier objeto sin mutua transformación: el 

niño pequeño puesto frente a un compu-

tador no esperará a leer un manual para 

conocerlo; simplemente lo tocará, pulsará 

el teclado, hasta puede romper la panta-

lla, pero haciendo eso aprenderá (incluso 

más rápido que sus padres). Sus padres, 

molestos por el destrozo intercambiarán 

la información del hecho y medirán las 

consecuencias económicas de la aventu-

ra. Incluso, puede que lleguen hasta crear 

un índice de destrozos y que luego con-

versando con otros padres, en alguna re-

unión de apoderados, usen citas al índice 

para comparar con otros niños. Es decir, 

la información aparece como un recuento 

de las transformaciones en la Naturaleza. 

El conocimiento humano depende de las 

transformaciones que el sujeto realiza en 

el resto de la Naturaleza e incluye también 

su propia transformación. De este modo, 

el niño que quizás dañó el computador de 

sus padres, puede haber llegado a generar 

un concepto de esta máquina y a com-

prender que es una más de las prótesis que 

la especie humana ha creado para relacio-

narse con el resto de la Naturaleza. A poco 

andar, sus padres lo descubrirán pulsando 

obsesivamente los botones del aparato, en 

medio de un juego de guerra. El índice de 
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productividad revelará -según ellos- “hijo 

adicto al juego .” Pero, ¿estarán midiendo 

el conocimiento alcanzado por el vásta-

go? ¿Considerarán ellos a profundidad lo 

que está pasando al interior de su cabeza, 

donde sus redes neuronales han fabricado 

un mundo virtual en guerra en el cual an-

gustiosamente ellos están interviniendo y 

demostrando habilidades que no pueden 

quizás informar?

Ocurre entonces que en la investigación 

científica, cuyo objetivo es generar cono-

cimiento para la especie humana, se infor-

man creaciones o descubrimientos como 

parte de ese proceso. Pero el conocimiento 

en sí es un fenómeno mucho más comple-

jo que no debiera reducirse a la mera infor-

mación.

¿Será suficiente utilizar los índices biblio-

métricos (ISI, Scopus y otros)? Hemos se-

ñalado la diferencia entre información y 

conocimiento. Conviene quizás examinar 

más de cerca lo que hacemos los científi-

cos, para responder a esa pregunta.

Enumeremos algunas de las actividades 

desarrolladas por científicos y que real-

mente han permitido incidir en el avance 

del conocimiento, observando la historia 

de nuestra práctica.

La generación de problemas científicos 

relevantes, que atraigan la colaboración in-

ternacional. En efecto, la trayectoria típica 

de un investigador comienza con su tesis 

de Doctorado, generalmente inspirada de 

un problema planteado por su profesor 

guía. Luego, durante algunos años, sigue 

resolviendo problemas que se plantean 

en el medio en el cual se formó. Más tarde, 

cuando ya adquiere más independencia, 

y gracias al enorme flujo de información 

de nuestra era, puede comenzar a interac-

tuar y trabajar con otras personas y otros 

temas. Pero la verdadera madurez de una 

línea de investigación se alcanza cuando 

el trabajo propio genera problemas de 

interés amplio en la comunidad científica 

internacional. Es decir, no basta escribir ar-

tículos resolviendo problemas de otros. La 

generación de problemas abiertos es tam-

bién uno de los productos importantes de 

la actividad científica.

La generación y animación de grupos de 

investigación. Por muy talentoso que sea 

un investigador, su trabajo no tendrá toda 

la trascendencia que él espera si no inci-

de en la formación de una masa crítica de 

científicos en su tema propio. Y para formar 

esa masa crítica, no basta que enseñe los 

fundamentos de las teorías ya desarrolla-

das, se precisa también orientar investi-

gaciones nuevas. Ese aspecto está íntima-

mente relacionado con la generación de 

problemas aludida en el punto anterior 

y es también un producto de la actividad 

científica.

La dirección de tesis doctorales. Es sabido 

que la dirección de las tesis doctorales no 

es un trabajo pasivo para el tutor. De una o 

de otra manera, las tesis son el resultado de 

búsquedas conjuntas con el estudiante, de 

orientaciones, del planteamiento de pro-

blemas abiertos, de corrección de errores, 

de asistencia en la redacción. Este trabajo 

de dirección es otro producto de la investi-

gación científica.



ALTERNATIVAaño15Nº30  •  página  105



página  106

Las invitaciones como conferencista des-

tacado a congresos internacionales. Sa-

bemos que es muy distinto asistir a un 

congreso presentando un trabajo como 

cualquier participante que ser invitado a 

dictar una conferencia plenaria o subple-

naria. Este es un importante índice de la 

productividad en investigación, pues a los 

congresos científicos no se invita a confe-

rencistas no productivos.

La participación como evaluador de tesis 

de Doctorado. Es evidente que no cual-

quier investigador puede participar en 

comisiones de tesis sin tener una participa-

ción activa en investigación. En no pocos 

casos, los revisores de tesis terminan asis-

tiendo en la producción de nuevos resulta-

dos a jóvenes doctorantes.

La coordinación científica de proyectos de 

investigación relevantes. Con el auge de 

grandes proyectos de investigación desti-

nados a financiar grupos de científicos, se 

ha debido instaurar sistemas de evaluación 

por pares internacionales de la más alta 

competencia, recibiendo para ello el apoyo 

de la NSF, del CNRS, CNR y otras agencias. 

En consecuencia, otro índice de productivi-

dad científica válido es la coordinación de 

dichos proyectos. No cualquiera puede ser 

admitido como Investigador Principal en 

ellos, pues su contribución científica pasa 

efectivamente por la evaluación de pares.

Participación en comités editores. La parti-

cipación en comités editores es en general 

un reconocimiento a la madurez científica 

alcanzada por un investigador. El desarrollo 

de evaluaciones de artículos en esos casos 

-una alta responsabilidad- obliga al editor 

a leer en forma crítica el trabajo de otros y 

en no pocos casos, a sugerir mejoras que 

constituyen en sí un trabajo de investiga-

ción que pasa en el silencio y el anonimato.

Publicaciones. Esta es una componente 

muy importante de nuestra actividad, pero 

conviene analizar cuidadosamente dife-

rentes aspectos de ella.

Contenidos y relevancia. Es el aspecto prin-

cipal de toda publicación y que permite 

juzgar mejor de su calidad. No siempre 

está asociado a la aparición en revistas de-

terminadas y en los sistemas actualmente 

establecidos, no se refleja fielmente en la 

calificación mecánica en la cual se ha de-

rivado.

Forma de la publicación. Este aspecto sí se 

relaciona con las revistas en que se publi-

ca, pero conviene destacar las siguientes 

formas:

Publicaciones solicitadas. Refiere a traba-

jos que son solicitados a algunos autores 

como reconocimiento a su autoridad en 

una determinada materia. Generalmente 

se trata de síntesis de resultados recientes 

de investigación y son evaluados por pares.

Publicaciones presentadas. Son las comu-

nes presentaciones de artículos para publi-

cación en una revista con comité editor y 

evaluación por pares. \item Publicaciones 

autogestionadas. Corresponde a la publi-

cación de actas de congresos donde las 

que conviene tomar en cuenta son aque-

llas que han tenido evaluación por pares.

Es claro que el actual sistema de evaluación 
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de la productividad científica está lejos de 

poder considerar todos los aspectos aquí 

enumerados. Los criterios escogidos para 

evaluar tienen siempre una connotación 

política, entiéndase de política científica. 

Corresponden, de una o de otra manera, a 

una visión global del desarrollo de la cien-

cia y de cómo queremos que ella se desa-

rrolle en nuestro país. Cuando escogemos 

una cierta clasificación de revistas basada 

en los criterios de otros, estamos adhirien-

do implícitamente a esa visión del desarro-

llo científico. Hay quienes argumentan que 

hay “criterios objetivos” entregados por los 

índices usados en algunos medios para de-

cidir de la importancia de las publicaciones 

(clasificación ISI o índice de citas de Hirsch 

u otros similares). 

Por ende, en el SNICYT habrá que cuidar 

que las comisiones evaluadoras que en su 

seno se generen, ejecuten su trabajo ci-

ñéndose al marco general establecido por 

el nuevo modelo de desarrollo de la ciencia 

y tecnología en el país, teniendo en cuen-

ta además todos los aspectos de nuestra 

labor evocados aquí arriba. Terminar con 

la visión unidimensional de la productivi-

dad científica representada por los índices 

bibliométricos, es desmontar un aspecto 

fundamental del modelo neoliberal de de-

sarrollo del conocimiento.  
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C
hile figura como el paradigma educativo de la derecha particularmente en Améri-

ca Latina, donde se le muestra como el estudiante aventajado del barrio. Sin em-

bargo, no todo lo que brilla es oro y, como veremos en el presente trabajo, no es la 

única forma de privatización que se ensaya en nuestro Continente.

La experiencia privatizadora chilena muestra una forma sistémica de mercantilización de 

la Educación. Sus concepciones fundacionales consideraron el rol subsidiario del Estado 

en Educación, la libertad de enseñanza y la liberalización de apertura de establecimientos 

educacionales a la iniciativa privada con financiamiento estatal.

La llamada descentralización desconcentró atribuciones administrativas y no pedagógi-

cas en los municipios, y promovió el principio de libre elección de los establecimientos 

por parte de los padres, estimulando crecientemente la privatización de la matrícula. Ello 

derivó en la selección de alumnos por los mismos establecimientos, una concepción de 

aseguramiento de la calidad centrada en la rendición de cuentas en desmedro de apoyos 

educativo-pedagógicos y la acentuación de la estandarización y evaluaciones.

Estas concepciones trocan la libertad de enseñanza en libertad de mercado; la selección 

de establecimiento por los padres en selección de padres y estudiantes por los propieta-

rios de los establecimientos y la evaluación como antecedente para la mejora en presión 

ElCapital 
traslaEducación

PúblicaenAméricaLatina

Guillermo Scherping V, 

Profesor de Estado y Director de Docencia de ICAL
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de mercado. Esta concepción de “Indus-

tria Educacional”1 ignora a niños y jóvenes 

como sujetos de derecho que el Estado 

debe asegurar, para ella son solo sujetos 

económicos.

Lo anterior, luego de 39 años evidencia 

graves consecuencias sociales y políticas 

en la sociedad chilena:

Integración social: Se ha acentuado el im-

pacto de las diferencias de cuna de los 

estudiantes, lo cual, sumado a la desigual-

dad económica y cultural que persiste y 

se acentúa, ha dado como resultado un 

modelo educativo reproductor de las des-

igualdades e intencionadamente segmen-

tado, vale decir, clasista (OCDE 2004)2.

Igualdad de Oportunidades: las lógicas 

de competición entre establecimientos, la 

selección de estudiantes, el lucro con re-

cursos públicos por parte de privados y la 

igualdad de trato entre educación privada 

y pública, financiada con recursos públi-

cos, como pilares del modelo y elementos 

movilizadores de una mejor educación han 

fracasado. 

No sólo no hay mejoría en los resultados en 

su conjunto sino que el sistema reproduce 

y magnifica la desigualdad económico-so-

cial existente en el país, deteriorando dra-

máticamente a la educación de propiedad 

pública, única capaz de promover oportu-

nidades de educación sin discriminación 

y de integración social democrática. Bajo 

1 Expresión  usada frecuentemente por el Presidente de 
la República de Chile, Sebastián Piñera, para quién la 
educación es “un bien de consumo”. 
2 Informe de Evaluación de la Educación Chilena. 
OCDE, 2004

estas condiciones, claramente se limita la 

posibilidad de educación integral y el de-

sarrollo pleno de las potencialidades de 

niños, niñas y jóvenes chilenos. 

Buena Educación3: 40 años del modelo de 

mercado en educación no han dado como 

resultado una mejor calidad de la educa-

ción ni elevado los niveles de educabili-

dad4 de la población. En los últimos cuatro 

años, más del 90% de los establecimientos 

que se han creado son privados subvencio-

nados. Actualmente dicho sector posee el 

54,7%5 de la matrícula escolar; sin embar-

go, es consenso nacional mayoritario que 

Chile posee graves problemas de calidad 

educativa. El propio Simce,6 indicador de 

mercado del modelo, demuestra que no 

obstante la postergación de la educación 

de propiedad del Estado, esta obtiene me-

jores aprendizajes de los y las estudiantes 

(Mayol, Araya, Azócar, 2011)7. Como en la 

inmensa mayoría del mundo, la mejor posi-

bilidad de aseguramiento del derecho a la 

educación e incremento de una educación 

para la vida y de calidad educativa integral, 

está en el fortalecimiento de la Educación 

3 El termino Calidad, tan en boga no posee ninguna 
tradición pedagógica y se le vincula más a procesos 
productivos. N. del A.
4 Paper presentado  en Conference on Building 
Latin America‘s Future: Public/Private Partnerships 
for  Education. World Bank, Juan Carlos Tedesco. 
Washington, 4-6 de junio de 1998.
5 Consejo de Rectores. Proceso 2018/2019. La matrícula 
Privada Subvencionada es 54,7% y Particular Pagada es 
9,2
6 Sistema de Medición de la Calidad Educativa, 
sin embargo el Sistema se reduce a una prueba 
Estandarizada del mismo nombre. N. del A.
7 Alberto Mayol Miranda, Javiera Araya Moreno y 
Carla Azócar Rosenkran.  Desigualdad y Educación: la 
pertinencia de políticas educacionales que promuevan 
un sistema público. Revista Docencia Nº 44 Septiembre 
2011
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Pública como referente sistémico de cali-

dad, y en el caso chileno es la recuperación 

planificada, financiada y sistemática de la 

Educación Pública, vinculada a un Plan de 

Desarrollo Nacional.

Lo que está en el centro de la crisis y cues-

tionamiento del sistema educativo chileno, 

es la relación en primer lugar con el rol sub-

sidiario8 del Estado, impuesto transversal-

mente en la Constitución Política del año 

1980,9 y que en educación ha promovido 

sistemáticamente el avance de la privatiza-

ción y endeudamiento de las familias con-

formando lo que denominan la “industria 

educacional” y/o “Modelo Educacional de 

Mercado”.

La OCDE, referente de recomendaciones 

neoliberales, en su evaluación de la educa-

ción chilena del año 2004 señaló que Chile 

le otorgó y otorga, “un peso inapropiado 

al mercado en la Educación”. Ahora bien, 

para que el mercado funcione requiere, 

de una parte, de competencia educativa 

(selección de colegios), estímulos econó-

micos (financiamiento vía subvención o 

voucher), sellos de calidad (evaluaciones 

estandarizadas), diversidad de condicio-

nes de enseñanza (Estatuto de la Profesión 

Docente en lo público, Código Laboral en 

lo privado subvencionado) y de otra, que 

avance la privatización y se reduzca la edu-

8”Pasado y Presente de la Educación Pública. Miradas 
desde Chile y Francia.” Claudia Gutiérrez, Alan Martin, 
Carlos Ruiz Schneider y Patrice Vermeren (editores). 
Editorial Catalonia, Santiago, 2011, 189 pp. “Principio 
de subsidiariedad y mercado educacional” Autor: 
Sebastián Núñez M 
9 Impuesta en pleno terrorismo de Estado y en lo 
sustantivo vigente hasta hoy N. del A.

cación pública a la matrícula que no sea de 

interés de los privados. 

A partir del año 201410 y precedidos de 

levantamientos nacionales estudiantiles, 

docentes, y de trabajadores, se inició una 

Reforma Educacional que restableció por 

Ley la gratuidad de la Educación financiada 

por el Estado (Pública y Privada), prohibió 

la selección de estudiantes y el lucro con 

financiamiento público en educación. De 

otra parte, dictó una Ley de Nueva Educa-

ción Pública (NEP) que desmunicipaliza la 

educación pública y crea en el Ministerio 

de Educación una Dirección Nacional de 

Educación Pública y Servicios Locales de 

Educación, los que orgánicamente consti-

tuirán el Sub sistema Nacional de Educa-

ción Pública. 

En el ámbito Docente, se promulgó la Ley 

de Desarrollo Profesional Docente, que 

contiene nuevas directrices y condiciones 

para la Formación Inicial Docente, Orienta-

ciones para la Formación Continua Gratui-

ta y una Carrera Profesional Docente, que 

entre algunos aspectos significó un 29% 

promedio de reajuste general del salario 

docente, aumentar de 25% a 30% y 40 % 

las horas no lectivas para trabajo profesio-

nal y progresar profesional y salarialmente 

en la carrera desde el trabajo profesional 

de aula. 

Dado lo complejo y difícil que resulta des-

andar la municipalización y desmantelar el 

mercado, las leyes mencionadas, incluida 

la gratuidad, tienen aplicación en gradua-

lidad. Por ejemplo, al 2025 estará en régi-

10 Gobierno de Nueva Mayoría, Michelle Bachelet.
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men la Nueva Educación Pública11. Esto, 

con excepción de la Ley de Desarrollo Pro-

fesional en régimen desde Julio de 2017.

El levantamiento popular que tiene lugar 

desde octubre del año recién pasado ha 

provocado, después de 40 años de lucha, 

un salto en la conciencia nacional, ponien-

do de relieve que la madre de las luchas 

político-sociales es el cambio de la Consti-

tución impuesta por la dictadura. En edu-

cación importa consagrar explícitamente, 

en una nueva Constitución, entre otros 

principios, la responsabilidad del Estado de 

asegurar el Derecho a la Buena Educación 

del conjunto de la población a lo largo de 

la vida, así como también su responsabili-

dad preferente por la Educación Pública Es-

tatal (Dirección Nacional de Educación Pú-

blica y Servicios Locales). Al mismo tiempo 

se debe equilibrar la responsabilidad edu-

cativa de los padres, con el Derecho a la 

Educación de niños, niñas y jóvenes como 

sujetos de derecho, asunto que la actual 

Constitución ignora. 

Subsidiaridad y educación en América La-

tina.

La fiebre de mercado en educación en 

América Latina recoge e intenta implemen-

tar diversos aspectos de la privatización 

educativa chilena, tales como el estableci-
11 Al cierre del presente trabajo, el actual gobierno de 
derecha ha flexibilizado la prohibición de seleccionar 
estudiantes y abre una ventana al lucro inmobiliario 
de los propietarios de escuelas y liceos privados 
subvencionados en la promulgada Ley Miscelánea que 
concedió titularidad de horas docentes al profesorado 
Así mismo intenta introducir el voucher a privados en 
los niveles medios de la Educación Inicial, único sector 
no tocado   por la privatización de la enseñanza. El 
propósito; privatizar y capturar  la matricula desde la 
más tierna infancia. N del A.

miento del voucher como forma de finan-

ciamiento y la igualdad de trato por parte 

del Estado al sector público y al privado. 

La liberalización de normas legales para la 

expansión del sector privado, la evaluación 

estandarizada como sello de mercado para 

la competencia entre escuelas y liceos, en-

tre otras, tienen una expresión relevante 

en diversas iniciativas transnacionales y 

de empresarios locales, los que se pueden 

transformar en verdaderos gobiernos edu-

cativos en las sombras en el Continente. 

Para muestra un botón. La Red Latinoa-

mericana de Organizaciones de la Socie-

dad Civil para la Educación (REDUCA), se 

autodefine como una organización de la 

sociedad civil, compuesta por fundaciones 

y/o ONGs con presencia en 14 países, y es-

tablece como objetivo: “garantizar a todos 

los niños, niñas y jóvenes de la región el de-

recho a una educación inclusiva, equitativa 

y de calidad.”

Señala entender “la Educación como un he-

cho político fundamental para la democra-

cia y el desarrollo de sus países miembros, 

pues comparte la certeza de que el acceso 

de los y las ciudadanos/as a una educación 

de calidad es la mejor alternativa para en-

frentar los obstáculos de la pobreza, la des-

igualdad y la discriminación, entre otros ( ) 

El trabajo de las organizaciones en sus res-

pectivos países tiende a verse fortalecido 

gracias al respaldo de la red”.

Se puso en marcha con el apoyo del Ban-

co Interamericano de Desarrollo (BID), en 

Brasilia, Brasil, el 16 de septiembre de 2011, 

cuando los países participantes firmaron la 
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Declaración de Brasilia, que estableció la 

red y sus objetivos. En 2014 recibió un gran 

financiamiento de la Unión Europea. Am-

bas Agencias Internacionales continúan 

financiándola hasta hoy.

A lo anterior se agrega como característica 

especial que Reduca representa un verda-

dero Mapa de la Extrema Riqueza Latinoa-

mericana, que busca influir en educación 

coordinadamente. Sus fundaciones, en su 

gran mayoría, están constituidas por gran-

des empresas nacionales y transnaciona-

les. Estas fundaciones permiten a las em-

presas conseguir importantes beneficios 

tributarios, recibir financiamiento de Agen-

cias Internacionales (Unión Europea, Banco 

Mundial, BID) y Fundaciones Internaciona-

les (Fundación Ford, Rockefeller, Avina, Me-

linda y Bill Gates) y además eluden lo poco 

que pagan de impuestos a través de dona-

ciones a sus Fundaciones.12 

Mención especial requiere la presencia de 

USAID (Agencia Norteamericana para el 

Desarrollo de la Democracia) dependiente 

del Departamento de Estado de EE.UU. y 

“responsable de financiar la intervención 

no militar en América Latina”13, que entre-

ga financiamiento a cerca de la mitad de 

las14 fundaciones, especialmente de Cen-

troamérica. 

Los grandes Empresarios Nacionales y 

Transnacionales se niegan a pagar impues-

tos a la riqueza en sus países; sin embargo, 

desarrollan la estrategia de asociarse con 
12 Sitio reduca-al.net
13  USAID, Agencia de los EEUU para el Desarrollo 
Internacional. Define su  ayuda como no militar. Fue 
dirigida por John Bolton, quien luego paso a ser Asesor 
de Seguridad de Donald Trump.

el Estado en una alianza público-privada, 

entregando donaciones y financiamientos 

a sus fundaciones, impulsando políticas e 

iniciativas educativas y eligiendo aquellas 

organizaciones que consideran funciona-

les a sus ideas. 

Una característica común en REDUCA es 

que no se menciona la Educación Pública 

ni el rol del Estado en su promoción como 

referente de calidad. Sin mencionarlo, de la 

lectura de sus visiones y misiones, y el ori-

gen político y académico de sus mentores, 

se concluye que poseen una fuerte visión 

subsidiaria del Estado, en la línea de lo que 

plateara la Escuela de Chicago y se imple-

mentara con Milton Friedman14 en Chile.

El acento está en cómo el capital privado 

juega un rol determinante en la orienta-

ción y acción de políticas educativas. En 

algunos casos la influencia de estas organi-

zaciones llega a constituirse en una agen-

da política paralela a la de los gobiernos, 

definiendo orientaciones de política na-

cional. De acuerdo a las siete trayectorias 

que identificó el estudio de la Internacional 

para la Educación, IE, “La Privatización Edu-

cativa en América Latina, Cartografía de 

Políticas Tendencias y trayectorias”15, este 

conglomerado empresarial se inscribe en 

las “Alianzas Público Privadas Históricas”.

Dentro de ellas se agrega una importante 

nueva variante, como es la emergencia del 

capital económico, nacional e internacio-

14 Premio Nobel de Economía. Asesor económico 
privilegiado de la Dictadura cívico militar de A. 
Pinochet. N.del A.
15 Verger, Moscheti, Fontdevilla, La Privatización 
Educativa en América Latina, Cartografía de Políticas 
Tendencias y Trayectorias2017
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nal, organizado para intervenir orgánica-

mente en los destinos de la educación en 

América Latina. 

Dicha orientación lleva en promedio diez 

años de acción, siendo referente de los or-

ganismos multilaterales y agencias interna-

cionales, de los respectivos parlamentos y 

gobiernos y muy especialmente de los me-

dios de comunicación de masas, con cam-

pañas de fuerte impacto, que han incluido 

el uso del cine, como es el caso de México 

y su película “De Panzazo”, documental que 

con violencia aguda culpabiliza a los do-

centes de los males de la Educación. 

De Chile participa de esta Red la iniciativa 

“Educación 2020”, quien tiene como algu-

nos  partners al BID, Unión Europea, Funda-

ción Ford y Fondo Chile. A diferencia de las 

otras trece Fundaciones de REDUCA, el ori-

gen de Educación 2020 fue un movimiento 

ciudadano y no la asociación de grandes 

empresarios.

Resulta sorprendente el alcance de la in-

fluencia y el poder económico y político que 

poseen las Fundaciones de REDUCA, inclu-

yendo en su seno  a ex Presidentes, ex Minis-

tros, parlamentarios, políticos y académicos, 

en general con un denominador común: su 

orientación liberal de derecha, la búsqueda 

de soluciones privadas a problemas públi-

cos y el completo desprecio y desconoci-

miento de las organizaciones sociales y sin-

dicales, de estudiantes y maestros.

Buscan incidir sobre la definición de la po-

lítica pública educativa, la institucionalidad 

y sus actores, transformándose en interlo-

cutores privilegiados de gobiernos, parla-

mentos, bancos y agencias internacionales 

para disputar y desplazar la influencia de 

sindicatos, estudiantes, familias, organi-

zaciones sociales y políticas así como del 

mundo académico, entre otros. 

Se trata entonces de privatizar la política 

pública educativa estatal. Para estas au-

todenominadas “Organizaciones de la So-

ciedad Civil” incluso puede no interesarles 

privatizar la propiedad de los estableci-

mientos educacionales, siempre y cuando 

puedan determinar la política pública que 

se desarrolla en las aulas. REDUCA, es un 

ejemplo evidente de ello.

No se debe descartar que Reduca sea una 

respuesta al avance de las propuestas edu-

cativas de organizaciones sociales, sindica-

les de docentes, de trabajadores de la Edu-

cación y Educación Superior Pública. Sin 

ir más lejos, en la década del 2000, luego 

de sostenidas luchas político sociales, Ar-

gentina, Brasil y Uruguay, fortalecieron su 

Educación Pública a través de nuevas leyes 

nacionales de Educación, incluido el incre-

mento sustantivo del PIB en Educación.16 

De allí la importancia vital que posee el de-

sarrollo del Movimiento Pedagógico Lati-

noamericano nacido en 2011 e impulsado 

por sindicatos nacionales y colegios pro-

fesionales, agrupados en la Internacional 

de la Educación para América Latina, IEAL, 

que se ha venido consolidando en el Conti-

nente y que este año conmemorará los 100 

años del Natalicio de Paulo Freire.

16 Leyes nacionales. N. del A.
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Una Constitución no surge del vacío. Se genera en el “Poder Constituyente”, figura jurídica 

que refleja la real cosmovisión y el concreto proyecto de desarrollo de las fuerzas políticas 

dominantes que están detrás. Es la fuente que le proporciona a la más alta autoridad del 

Estado aquel conjunto de principios y formas políticas, económicas, sociales y culturales 

que, jurídicamente redactados en el documento de ese nombre, se convierten en la me-

dida de todas las otras reglas jurídicas en cada país.1

Carácter Histórico
Las constituciones de la democracia burguesa surgidas de la Revolución Francesa y de 

la Revolución Norteamericana ordenaron al Estado y a la sociedad en torno a los intere-

ses del capitalismo emergente.  El agobio laboral y la desigual distribución de la riqueza 

producida en el capitalismo genera inestabilidad social que se acumula y eclosiona con 

diversos grados de conflicto.

El seguimiento de estos hechos descubre aquellos cambios políticos que se reflejan en las 

constituciones o sus equivalentes, cuyos hitos más destacados son: 

“La ley de fábricas” que reguló la jornada laboral de hombres, mujeres y niños en Inglaterra 

desde los inicios del S .XIX,  concesiones obligada del Estado inglés, ante la inestabilidad 

ELDERECHOALASALUD

YSUSPREMISASEN

LANUEVACONSTITUCIÓN

Juan Carlos Concha, 

Dr. med. 
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social provocada por la explotación extre-

ma y las ominosas condiciones de vida, 

trabajo y vivienda de los obreros. Con esta 

intervención estatal se incorpora el primer 

derecho social, concerniente al trabajo. 

La inclusión de la Seguridad Social como 

parte del Estado de Derecho en la Alema-

nia dirigida por el Mariscal Otto Bismark, 

alrededor de 1870, como recurso para mo-

rigerar la agitación social.

La instalación del proyecto de desarrollo 

propuesto por  Keynes y de su portador, el 

Estado Benefactor. Es la solución a la Gran 

Depresión de 1929-31  Además, neutralizó 

el conflicto social incubado en la crisis y sir-

vió de barrera de contención a la irradiación 

de las ideas progresistas del socialismo. 

La Declaración de los Derechos Humanos 

de NN.UU. en la postguerra fue una reac-

ción ante las brutalidades del fascismo. Las 

constituciones burguesas de Europa Oc-

cidental recogieron tal consenso e incor-

poraron “los derechos humanos”, comple-

mentarios de los derechos civiles. El grado 

de incorporación de estos derechos es el 

reflejo de la lucha de clases y sus variantes 

en cada país y del peso de las organizacio-

nes sociales y políticas. 

Los Derechos Humanos
La concepción de los derechos huma-

nos varía históricamente. Ya no son vistos 

como “derechos naturales” se reconoce su 

desarrollo histórico como indicadores del 

avance del progreso y de la civilización. 

Son expresiones institucionales de la con-

vivencia humana, resultado final de luchas, 

demandas y protestas organizados por las 

masas explotadas. Cuando los movimien-

tos sociales alcanzan cierto éxito político, 

sus demandas terminan por ser incorpora-

dos al Estado de Derecho. 

El desarrollo democrático 
en Chile 
La democratización de la salud en Chile, ca-

mina paralela al proceso  iniciado en 1924. 

Se acelera con la instalación del Frente Po-

pular, se designa a Salvador Allende como 

Ministro de Salud y elabora su propuesta 

de un Servicio Nacional de Salud en 1939. 

Después de dormir 10 años en el Parla-

mento, el proyecto resurge como medida 

de neutralización de la inestabilidad social 

provocada por la persecución al Partido 

Comunista.  Con la creciente unidad del 

pueblo, el proceso de democratización de 

la salud culmina en el gobierno de la Uni-

dad Popular.

Las condiciones iniciales de este proceso, 

se instalaron con la creación de la Caja del 

Seguro Obrero Obligatorio en 1924, que 

replicó la experiencia alemana como res-

puesta a los conflicto sociales; en Chile, fue 

producido por la movilización obrera por 

mejores condiciones de vida y la violenta 

represión ejercida por el Estado de econo-

mía de libre mercado instalado en 1891. 

Esta institución incorporó, súbitamente a 

la mitad de la población chilena: obreros, 

campesinos y sus familias a servicios médi-

cos preventivos y curativos, de los que antes 

carecía, sin desembolsos previos por tarifa 

médica. Desplazó al acceso según capaci-

dad de pago impuesta por el mercado y lo 
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sustituyó por el derecho de los trabajadores 

a la salud, sin mediar un pago contractual e 

introdujo la medicina institucional.

Paralelamente, fue aprobada la Constitu-

ción de 1925, “La Constitución asegura a 

todos los habitantes de la República: ART. 

14, Nº 10. “Es deber del Estado velar por la 

salud pública y el bienestar higiénico del 

país. Deberá destinarse cada año una can-

tidad de dinero suficiente para mantener 

un servicio nacional de salud.”

En 1952 se crea el Servicio Nacional de Sa-

lud, que fija en la misma ley su Doctrina:

Una cobertura universal de las acciones 

de curativas y de rehabilitación al 70% de 

la población, constituida por asegurados y 

no asegurados de bajos ingresos.

Una cobertura del 100 % de la población 

de las acciones de fomento de la salud y 

prevención de las enfermedades.

¿Qué fue el Servicio Nacional de Salud?

No era una institución socialista.  Era un 

producto del Estado de Bienestar en el es-

cenario del subdesarrollo con un notable 

éxito en el largo plazo, que se obtuvo con 

la planificación y la organización, la colabo-

ración de las universidades, la democrati-

zación de la economía, los mejores niveles 

de educación, la eficacia médico - social de 

los equipos de salud y con el mayor grado 

de conciencia de salud alcanzada por los 

ciudadanos.

¿Cómo evaluar el Estado de Bienestar y 

concretamente su política de salud?

En una conversación con el histórico diri-

gente comunista Manuel Cantero, que tuvo 

lugar en el fragor de la campaña presiden-

cial de Gladys Marín, sobre el Seguro Obre-

ro y el Servicio Nacional de Salud, señaló:  

“No era lo que habíamos querido; pero li-

beró a los trabajadores de las peores lacras 

de la miseria y de la enfermedad,  creó con-

diciones favorables para el desempeño de 

los dirigentes obreros.”  En esta lucha, no 

siempre se alcanza la plenitud de las aspi-

raciones. Pero, como señalara Cantero, libe-

ran a los trabajadores del desamparo, de la 

represión, de la explotación y de los efectos 

degradantes a los que conduce la explota-

ción de los más marginados y vulnerables.

Una conclusión de la resultante de la demo-

cratización y del intento de demolición de-

mocrática de la dictadura y del neoliberalis-

mo en la salud de hoy, pueden resumirse en 

“progreso en salud con desigualdad social”. 

Hace 100 años, la mitad de los chilenos que 

nacía, moría antes de los 30 años. Hoy, la 

mitad de los chilenos sobrevive hasta los 

ochenta años. Vivir más es una ventaja del 

progreso humano. Sin embargo, los pobres 

se mueren 10 años antes que los ricos; si 

sobreviven, padecen más enfermedades 

y viven más días enfermos que sanos, en 

comparación con los más pudientes.

La herencia de la democratización, de 

Allende y de la Unidad Popular es el pro-

greso en salud. La herencia de la reacción, 

de la dictadura y del neoliberalismo, es la 

desigualdad en la salud, las listas de espe-

ra, los abusos de las isapres y de las clínicas 

privadas. 

La Unidad Popular es una versión inédita de 

los cambios revolucionarios para alcanzar 
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la conducción del Estado y de la sociedad 

por la vía pacífica, a partir de un Estado Be-

nefactor en el escenario del subdesarrollo.  

El impacto de la experiencia chilena en el 

ámbito inglés, francés e italiano no fue solo 

por la bestialidad de la reacción pinoche-

tista, que evocaba sus sufrimientos bajo la 

tiranía fascista. Era la posibilidad de “apro-

piarse del programa de la Unidad Popular 

para producir un cambio hacia el socialis-

mo, sin el costo humano de la lucha revolu-

cionaria armada”. Así lo expresaron muchos 

socialistas y comunistas franceses e italia-

nos, así como laboristas ingleses.  La derro-

ta de la experiencia chilena no canceló las 

iniciativas a partir de la propia democracia 

burguesa, para construir una mayoría sufi-

ciente para poner en marcha una Constitu-

ción, un Estado y una sociedad democráti-

ca y antineoliberal. 

La Democracia como obje-
tivo y camino
La lucha de las masas por sus derechos dio 

un impulso democratizador que arrinco-

nó al capitalismo y se convirtió en lucha 

revolucionaria. Hizo evidente que desde 

la democracia es posible avanzar hacia los 

objetivos históricos del socialismo, bajo la 

condición de organizar un movimiento so-

cial y político que conduzca a la sociedad y 

al Estado en tal dirección.

La democracia es objetivo y camino, como 

lo señalara el ministro comunista de salud 

de Francia bajo el primer gobierno de Mit-

terrand. Una vía estratégica de aproxima-

ción a nuestros objetivos históricos, según 

Arizmendi.

Premisas ideológicas del 
Neoliberalismo
El neoliberalismo comienza a operar con 

las propuestas del Banco Mundial para la 

salida de la crisis de 1979-81, mediante la 

contención del gasto público, la jibariza-

ción del Estado y la extensión del mercado 

a las necesidades sociales.  Busca retrotraer 

su situación a la que disfrutaba antes de la 

crisis de 1929-31 y se propone el desmon-

taje de los derechos sociales.

La caída del socialismo puso en duda la vi-

gencia del Estado Benefactor. Sus sostene-

dores perdieron, súbitamente, su principal 

instrumento político. No les quedó otro 

camino que convertirse en los competido-

res de la derecha para administrar el mo-

delo neoliberal. Este giro, conocido como 

la “renovación”, convirtió a muchos de los 

antiguos conductores del Estado benefac-

tor en partidarios del sistema neoliberal.  El 

optimismo capitalista se elevó hasta pre-

decir que la historia había terminado; pero 

su autor se corrigió con rapidez de su ba-

landronada.  

Las preocupaciones actua-
les del Banco Mundial
El Banco Mundial está preocupado porque 

su modelo de “prosperidad compartida 

con reducción de la pobreza extrema” se 

desarrolla con agudización de la desigual-

dad al interior de los países.  Como es el 

caso de Chile. Aumenta la prosperidad de 

unos pocos, disminuye algo la extrema 

pobreza, pero aumenta la desigualdad. Lo 

que provoca la protesta social masiva más 
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grande después de la caída de la dictadura.

El llamado “crecimiento compartido” es 

una paráfrasis elegante de la “teoría del 

chorreo”, que más bien es “goteo”.  Los dos 

ejes del modelo neoliberal no garantizan la 

automática reducción de la desigualdad, 

sino que la agudizan.  No es una mala apli-

cación del modelo; la desigualdad es inhe-

rente a su esencia ideológica y práctica.

La operación neoliberal, también se ha con-

centrado en separar los derechos sociales 

de los derechos civiles. No obstante, los 

derechos humanos son indivisibles y se po-

tencian entre sí.  Más recientemente, el neo-

liberalismo inició una operación para des-

perfilar el valor de los derechos humanos, 

con la doctrina de los “flexi derechos”, de 

los cuales el de la flexibilidad laboral fue el 

inicial. Se basa en la negación de su calidad 

de “derechos”; denuncian que son “regalías” 

otorgadas en forma ilegítima por el Estado 

benefactor, que al desarrollar tales “políticas 

compasivas” colocan obstáculos a los más 

exitosos en la competencia mercantil.

Convergencia del neolibe-
ralismo y del integrismo 
catolico bajo la dictadura
En el pensamiento neoliberal sintetizado 

por Friedrich Hayek, la desigualdad social 

es un rasgo inevitable de la sociedad hu-

mana; la aplicación de “políticas compasi-

vas” sólo obstaculiza el buen desempeño 

de los que triunfan en el mercado.  La des-

igualdad es un componente esencial de 

la política neoliberal que hace ilusorio el 

“crecimiento compartido”.  Como señalara 

un dirigente de los gremios empresariales 

chilenos, la torta no se reparte.

Para este modelo, el Bien Común no exis-

te, sino el Bien Individual. La sociedad es 

vista como una colección de individuos sin 

intereses comunes, como elementos aisla-

dos de “conjuntos” que se mueven caótica-

mente. El desarrollo humano no surge de 

la intención de la conciencia sino del “caos”. 

El progreso social es casual.  Este concepto 

es una metáfora de la “mano invisible del 

mercado” que sustituye a la “inescrutable 

sabiduría divina”. El sociólogo Max Weber 

lo explica en su tesis acerca del “Ethos pro-

testante y el “espíritu” del capitalismo”.

Uno de esos “conjuntos” es la extrema po-

breza.  No es un fenómeno social, sino un 

resultado no deseado del caos.  La pobreza 

extrema es el primitivo “Viernes”, sirviente 

del nuevo Robinson Crusoe, el “emprende-

dor neoliberal”; la pobreza extrema es un 

“error del azar” de la convivencia humana; 

pero justifica la “prosperidad compartida”.

El rol del Estado es darle algún equilibrio y 

gobernabilidad al caos y que se haga cargo 

de aquellos “resultados no deseables” del 

movimiento azaroso de la economía, de 

aquellos de los que nadie se va a respon-

sabilizar.

La desigualdad genera el 
agotamiento del proyecto 
neoliberal.
La eclosión de la desobediencia civil en 

América Latina es la repuesta de las ma-

sas por el fracaso de la política neoliberal 

para resolver sus problemas. Es una protes-
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ta por la incompetencia de sus gobiernos 

para conducir a la sociedad y al Estado. En 

la conciencia de las masas se ha instalado 

la convicción que es necesario cambiar de 

modelo. Esta renovada conciencia culmina 

un largo proceso de maduración después 

de decenios de anestesia política.  Descu-

bre que su propia movilización es la herra-

mienta social para producir un cambio del 

Estado y de la sociedad, si la protesta se or-

ganiza como movimiento social y político. 

Las elecciones argentinas, la resistencia 

popular al golpe de Estado en Bolivia, la 

movilización de los pueblos en Ecuador, 

la creciente desobediencia civil en Chile y 

las protestas en Colombia, ponen en evi-

dencia el agotamiento político del modelo 

neoliberal.

Enceguecido por la soberbia, el capitán del 

Titanic confió que era un trasatlántico insu-

mergible.  Despreció a la montaña de hielo 

sin considerar la enorme masa sumergida, 

que provocó una avería irreparable por de-

bajo de la línea de flotación.

Es tiempo para diseñar un nuevo Chile por 

un camino ampliamente democrático, do-

blegar la soberbia reaccionaria y recuperar 

el coraje político de Salvador Allende. La 

democracia saltó por las ventanas de las 

oficinas de Congreso y se derrama por las 

calles.  Es la hora de abrir camino a la de-

mocracia para sustituir el neoliberalismo 

que naufraga.

La desigualdad inherente al modelo “pros-

peridad compartida y reducción de la po-

breza extrema” es la que crea la contradic-

ción del neoliberalismo con la democracia. 

El neoliberalismo impide a millones de 

seres humanos el acceso universal a los 

medios que el progreso de la medicina 

ha puesto a disposición de la Humanidad, 

para resolver los problemas de salud cuan-

do se los necesita.  La contradicción entre 

accesibilidad y disponibilidad se ha agu-

dizado bajo la hegemonía neoliberal, por 

la imposición del acceso a la salud según 

capacidad de pago, en presencia de una 

desigualdad creciente.  

La constitución de 1980 refleja la conver-

gencia entre neoliberalismo y el integrismo 

católico, que busca imponer sus criterios 

valóricos a la sociedad a través del Estado. 

Sus denominadores comunes son la prima-

cía ilimitada del mercado, único principio 

válido de la propiedad y del orden econó-

mico en la Constitución, así como la apli-

caciòn de la subsidariedad, componente 

esencial de la Docrina Social de la Iglesia, 

a nivel estatal. 

Su repudio a la democracia se expresa en 

la reglamentación de los quorum de 2/3 de 

los votos para reformar la Constitución. Se 

le otorga más peso a las minorías que a las 

mayorías. De acuerdo al cálculo de sus pro-

motores, después del plebiscito de 1990, 

los herederos de la dictadura obtienen 

el 40% de las voluntades electorales. La 

norma de 2/3 de los votos como quorum 

procura que ninguna de las normas fun-

damentales de la Constitución fraudulenta 

impuesta por Pinochet en 1980 pueda ser 

modificada.

Los derechos y deberes fundamentales de 

los ciudadanos están regidos por el merca-
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do, según capacidad de pago.  El derecho 

de propiedad privada no sólo se extiende a 

la propiedad individual, sino también a las 

riquezas básicas como el agua, las riquezas 

naturales del suelo, ríos, lagos y océanos, 

con exclusión expresa de la propiedad es-

tatal. Los derechos sociales no son conside-

rados; se conciben como bienes y servicios 

individuales accesibles en el mercado. En 

lo referente a la salud, dista de reconocer 

el derecho. Es la libertad individual de ac-

ceder al proveedor de prestaciones médi-

cas.  Es la consagración de la libre elección.  

En este enfoque, la exclusión del derecho 

cumple con la premisa neoliberal expresa-

da por Hayek: “las políticas compasivas (so-

lidarias y colectivas) son un obstáculo para 

que los agentes más exitosos ganen en la 

competencia mercantil”.  Lo que favorece la 

política de privilegios al sector privado de 

seguros y provisión de prestaciones mé-

dicas, relega a segunda prioridad el finan-

ciamiento del sector público, con la consi-

guiente precariedad del derecho a la salud 

de la mayoría de la población. Su objetivo 

final es el desmontaje del sistema de salud 

público.

La subsidiariedad del Estado tiene su fuen-

te original en la doctrina social de la igle-

sia, introducida por León XIII en la segunda 

mitad del S. XIX.  Su encíclica Rerum Nova-

rum (Cosas nuevas) convirtió la acción pas-

toral de un obispado alemán en doctrina 

universal. Si bien hay una reacción huma-

nista cristiana en contra de la explotación 

capitalista de los trabajadores, muestra la 

preocupación de la Iglesia por la pérdida 

de influencia en los migrantes del campo 

a la ciudad, donde eran mejor acogidos 

por el sindicato que por la parroquia. Esta 

doctrina compara la sociedad a un cuerpo 

vivo, equivalente al conjunto de los fieles, 

como una réplica del “cuerpo de Cristo”.  De 

allí deviene su calificación: el Estado corpo-

rativo.  Es herencia del integrismo medioe-

val, instalado por San Agustín en el S. IV.   Al 

considerar próximo el Juicio Final, llama a 

la Humanidad a una urgente conversión de 

la “Ciudad Humana” en la “Ciudad de Dios”. 

La analogía tiene consecuencias políticas. 

Los miembros de un cuerpo no disputan 

entre sí; se auxilian mutuamente. Los ubi-

cados en la más alta jerarquía son instados 

moralmente a preocuparse de los cuerpos 

intermedios de la sociedad. Al final, aque-

llos que constituyen el último eslabón, que 

no reciben ayuda de nadie, deben ser aco-

gidos por el Estado, quien debe subsidiar 

sus necesidades. Este rol asignado al Estado 

origina la idea de la “pobreza extrema”. Las 

obligaciones corporativas son aliviadas éti-

camente por la subsidiariedad del Estado.

 Subsidio era el dinero con que Roma com-

pensaba a los campesinos reclutados para 

alguna campaña militar, mientras perma-

necieran en el campamento romano, la 

sede. La compensación “subsedis” (en la 

sede) origina los términos subsidio y sub-

sidiariedad .   Solo cuatro regímenes han 

adoptado la tesis del Estado corporativo 

y de la subsidiariedad: Mussolini en Italia; 

Franco en España; Oliveira Salazar en Por-

tugal y Pinochet en Chile.  La visión cor-

porativista coincide con el neoliberalismo 

en la exclusión de la lucha de clases de las 

conciencias; así como con la exclusión de 
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comunistas y de los progresistas del esce-

nario social y político.

El desafío que plantea una nueva Constitu-

ción para Chile debe considerar de partida 

la sustitución de la subsidiariedad estatal 

por la solidaridad. Así mismo, la sustitución 

de la salud según capacidad de pago por el 

Derecho a la Salud.  Debe incluir tanto las 

premisas democráticas constitucionales 

que lo respaldan, así como los contenidos 

que explicitan el derecho a la Salud y los 

derechos que lo complementan.   

Las premisas democráticas 
para la nueva Constitución
El primer paso es ubicarse en el escenario 

de la salud de la vida cotidiana. Desde allí, 

es visible que derecho a la salud no será 

obra de técnicos y expertos encerrados en 

la soledad de los gabinetes del Parlamento, 

sino de los ciudadanos en la fresca atmós-

fera de la salud de la comunidad.

 La salud es una preocupación política y se-

cundariamente técnica.

Si nosotros consideramos conductas y co-

nocimientos comunes, aún entre gente que 

ignora los últimos progresos de la ciencia, 

podemos establecer que las reflexiones so-

bre el nacimiento, las relaciones de género, 

justicia y autonomía, enfermedad y aten-

ción de salud, la interdependencia de las es-

pecies y la muerte, tienen una larga historia 

tan larga como la de la humanidad. Estas re-

flexiones guían hoy día, deliberada o inde-

liberadamente, las decisiones de todos los 

individuos, grupos sociales y comunidades.

Cuando se unen la ciencia de los espe-

cialistas con la experiencia del pueblo, se 

adelanta la revolución”. La alianza entre los 

trabajadores y los intelectuales de la salud 

es una herramienta formidable para para 

reducir la enfermedad, evitar la muerte y 

derrotar a la miseria”. 

La salud es un fenómeno 
exclusivamente humano
La salud se manifiesta en la postergación 

de la muerte más allá de los límites que im-

pone el sistema ecológico del entorno. La 

mitad de nuestros antepasados moría an-

tes de los 15 años. En 1920, la mitad de los 

chilenos fallecía antes de los 30 años.  Hoy, 

la mitad de los chilenos sobrevive hasta 

los 80 años.  La salud es un componente 

esencial de la evolución del ser humano, 

anterior al mercado y a la incorporación del 

derecho a la salud al Estado de derecho.  La 

salud no es la ausencia de enfermedad, 

sino el pleno bienestar físico, mental y so-

cial. El mejor bienestar está vinculado a las 

condiciones de vida y de trabajo, a la edu-

cación, a la vivienda, al régimen laboral, a 

un ambiente apto para la vida. No se obtie-

ne automáticamente sino a través de una 

activa disposición de prevenir y curar la en-

fermedad cuando se necesita y de rehabili-

tar sus secuelas. Pero hoy, esto no basta. Se 

requiere que la salud sea promovida y que 

los ciudadanos organizados participen en 

la fijación de objetivos, en la ejecución de 

las actividades, en su evaluación y control.

La salud es un derecho hu-
mano
“Gozar del mejor estado de salud es uno 

de los derechos fundamentales de cada 

ser humano, sin distinción de raza, religión, 
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pensamiento político o de su posición so-

cial o económica”2.  

El mejor estado de salud
Es el resultado, tanto del progreso cientí-

fico y técnico de la medicina, como de un 

ambiente apto para la vida, de la mayor 

amplitud de la cobertura de sus activida-

des y de la calidad social del sistema de 

salud.

La política de salud
La política de salud es parte esencial de la 

política general de una clase que se pro-

pone dirigir el Estado y la sociedad.3 El 

reconocimiento del derecho a la salud no 

sólo debe ser un precepto constitucional. 

Debe estar precedido por la declaración 

de las bases de un proyecto nacional de 

desarrollo democrático, por la sustitución 

de subsidiariedad por la solidaridad y de la 

sustitución del acceso según capacidad de 

pago, por el derecho a “gozar de un estado 

de salud digno”.

El ámbito de la política de 
salud
La política de salud comprende todas las di-

mensiones del Estado y de la sociedad que 

están relacionadas con la protección de la 

salud de la sociedad; con la prevención y 

curación de las enfermedades cuando se 

necesita, así como con la rehabilitación de 

sus secuelas y con la participación organi-

zada de los ciudadanos en la planificación, 

ejecución y evaluación de sus tareas, cuyo 

propósito es garantizar el pleno desempe-

ño social de los ciudadanos.

El sistema de salud
Es el instrumento de la política de salud. 

La normalización jurídica de sus tareas, 

funciones y organización no son necesa-

riamente de nivel constitucional, pero del 

mismo modo que en la Constitución de 

1925, puede ser necesaria la garantía de un 

sistema de salud público explícito que ase-

gure la salud de la población y que para su 

funcionamiento se adjudique anualmente 

un presupuesto que cubra los gastos nece-

sarios para mantener la salud y la calidad 

de vida de la población.

El derecho a la salud es 
parte del derecho a la vida
El más alto estado de bienestar físico, 

mental y social del S. XXI debe garantizar 

el óptimo desempeño social de los indivi-

duos y de la comunidad: que el niño des-

pliegue las potencialidades genéticas con 

el cuidado y el aprendizaje. Que los jóve-

nes accedan de la educación, según sus 

aspiraciones, competencias y necesidades 

del país. Que el trabajador y la trabajadora 

dispongan de las condiciones necesarias 

para contribuir a la prosperidad de sus fa-

milias y del país, con la debida protección 

a la salud en el trabajo.  Al anciano, asis-

tirlo en su soledad, en sus limitaciones y 

asegurarle el mayor número de días libres 

de enfermedad. 

La calidad de vida
El mayor estado de bienestar se alcanza 

con la calidad de vida, al satisfacer decen-

temente sus necesidades básicas y las ne-
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cesidades de la dignidad humana, con 

el estímulo al despliegue de su perso-

nalidad, con el reconocimiento de sus 

méritos en la colaboración al desarrollo 

humano y social. Con la satisfacción de 

las necesidades de solidaridad que sur-

gen entre los que comparten objetivos, 

lenguaje, aspiraciones e identidad en la 

construcción de la cultura, la obra hu-

mana común.  Con la satisfacción de las 

necesidades de participación política, en 

las decisiones, la ejecución de las tareas, 

en su control y evaluación.

El Reconocomiento del 
Derecho a la Salud 

Debe explicitar los siguientes componentes:

La declaración del Derecho a la Salud  

como obligación del Estado

El deber del Estado de proteger la salud de 

la población a través de un sistema estatal 

de salud, capacitado para la promoción, la 

prevención, la atención médica, la rehabili-

tación y la participación vinculante. 

La garantía financiera estatal para sostener 

el acceso universal a todos los niveles  del 

sistema público de salud y un equipamien-

to adecuado disponible con el progreso 

médico; con recursos humanos suficientes  

y condiciones adecuadas de atención.  

Prioridad a la atención primaria de salud.  

La declaración que el patrimonio estatal de 

salud no es privatizable ni concesionable.

El derecho al acceso igualitario a los medi-

camentos. 

La promoción de la investigación far-

macéutica, tecnológica y biológica que 

facilite la autonomía nacional de estos 

productos, mediante la recuperación de 

la capacidad administrativa, científica y 

productiva del ISP.

La formación de recursos humanos orien-

tada a las necesidades de las personas  

La actividad privada puede ser reconocida 

como asegurador y proveedor comple-

mentario, de acceso voluntario. Deberá ser 

regulada y acreditada por el Estado

La revisión de la judicialización del acto 

médico, la penalización del abuso diagnós-

tico y terapéutico asociado al lucro.

Los Derechos correlacio-
nados al Derecho a la Sa-
lud en la Constitución.
El más fundamental es la Intersectoriali-

dad, que reconoce a la autoridad estatal 

de la salud como responsable de la con-

ducción de la política, con la colaboración 

de todos los sectores del Estado y la so-

ciedad que tengan que ver con la preven-

ción, la promoción de la salud, la curación 

y la rehabilitación de las secuelas y la par-

ticipación. 

El reconocimiento de la competencia  del 

estado a crear un sistema de salud estatal 

con acceso universal a toda la población, 

con financiamiento solidario y sin distin-

ciòn de ingreso, etnia, clase social o cual-

quier discrimininación

Los derechos correlacionados complemen-
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tarios que garantizan la intersectorialidad, 

las condiciones de vida y trabajo que afec-

tan la vida, la salud y el bienestar:  a la Edu-

cación, al Trabajo, a la Seguridad Social, a la 

Vivienda, a la Rehabilitación de los discapa-

citados, a la Recreación y al Descanso; a un 

Ambiente apto para la vida.

B I B L I O G R A F Í A

LA CONSTITUCIÓN ES SIEMPRE EL FRUTO Y EXPRESIÓN DE 

LA LUCHA DE CLASE EN CADA SOCIEDAD DE CUAL-

QUIER ORDEN SOCIAL Y POLÍTICO QUE HA SE HA 

DESARROLLADO EN UN SENTIDO DEL PROGRESO”.

KLEINES POLITISCHES WÖRTERBUCH,  3.  ÜBERARBEITETE 

AUFLAGE.  DIETZ VERLAG BERLIN 1978. DDR)

2 IBIDEM

3 AK. FÜR AERTLICHESFORTBILDUNG. BERLIN 1978.DIE 

GESUNHEITSPOLITIK VON IMPERIALISMUS. AK. FÜR 

AERTLICHESFORTBILDUNG. BERLIN 1978.
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Hablar sobre cultura sin entender la transversalidad de este concepto en todas las accio-

nes humanas, es sin duda presentar el debate segmentado, sobre la base de discusiones 

parceladas que muy poco contribuyen a dibujar un mapa en donde todos los imaginarios 

sociales estén incorporados como miradas que van urdiendo este tejido social y que nos 

permite construir identidad a través de las diversas acciones que confluyen bajo estos 

mundos simbólicos.

Pensar la cultura desde lo particular a lo general significa dar espacios para la construc-

ción de diálogos en donde la disputa de las ideas debe abrir canales de discusión que 

apuesten por un diseño individual y colectivo donde no se fragmenten las discusiones, 

sino más bien se encuentren y reencuentren en escenarios diversos donde confluyan tó-

picos que hablen entre sí.

La diversidad de temas, que son un brazo constitutivo de la cultura, enriquece su com-

prensión global, de ahí que no se puede hablar de cultura sin dejar de hablar de derechos 

humanos, educación, política, género, entre otros. La cultura es la expresión máxima de 

todos estos temas y subtemas que van armando redes inherentes al ser humano.

Nuestras actuales políticas culturales están diseñadas post dictadura, bajo una Constitu-

ción que no recoge el sentir popular y sobre la base de normas y marcos que representan 

el neoliberalismo, lo que dificulta claramente la expresión de los pueblos a través de sus 

propios códigos valóricos, sus imaginarios y su herencia cultural.

LACONSTRUCCIÓN
SOCIALATRAVÉSDE 

LACULTURA

Isabel Gómez Muñoz

Profesora y Escritora
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Si nos referimos a su concepción etimoló-

gica diremos que cultura, cuyo significado 

es cultus, (cultivo del espíritu humano), nos 

daremos cuenta que éste ha tenido una 

evolución a través de la historia, desde el 

iluminismo en adelante, donde se hablaba 

de cultura como un concepto civilizatorio y 

relacionado al progreso, hasta la definición 

instalada por la UNESCO en donde se seña-

la que la cultura le permite al ser humano 

reflexionar en torno a sí mismo con el obje-

to de discernir valores en busca de nuevos 

significados. Sin duda hay miles de defini-

ciones que nos hablan de lo complejo que 

es suscribirla y acotarla a uno solo, porque 

es una acción humana, inherente a nuestro 

ser social, simbólico y a nuestras propias 

construcciones de sociedad.

Nuestro país se estructura sobre la base de 

una democracia representativa protegida, 

esto nos lleva a sostener que la cultura 

que ha prevalecido hasta nuestros días es 

la cultura del dominador, sobre todas las 

otras manifestaciones, como por ejemplo 

la cultura popular, artística y diversas ex-

presiones que coexisten en nuestro terri-

torio.

Cultura y Sociedad
Durante el curso de la historia, especial-

mente la historia oficial, hemos visto cómo 

la cultura de los pueblos ha quedado invisi-

bilizada, o se transmite de ésta solo aquello 

que se desea expresar, esto nos ha llevado 

a sostener que la cultura posee su propia 

memoria, sus propios canales de expresión 

y por ende su propia identidad. Si nos re-

montamos a su origen y nos preguntamos 

qué es la cultura nos encontramos con 

miles de definiciones que tratan de dar 

cuenta de un fenómeno que está dado en 

la territorialidad, en los cuerpos, en los sím-

bolos y en los significados de la existencia. 

La cultura es la expresión que nos permite 

comunicarnos, sentirnos, soñarnos, obser-

varnos más allá de nuestras propias expre-

siones para llegar a construir un ser que se 

descubra a sí mismo y al otro como otro 

diferente, diverso y único a la vez. Son esos 

espacios que van armando un entramado 

de subjetividades desde donde podemos 

vislumbrar la vida, los sentires, las emocio-

nes y los sueños. Por ello es tan necesaria 

para construir sociedad y civilizaciones dis-

puestas a vivenciarse más allá de sí mismas, 

en donde todos y todas seamos capaces de 

crecer en la conciencia del ser bajo pensa-

mientos, emociones y sensaciones propias 

de los sujetos que constantemente están 

descubriendo su ser objetivo y también su 

ser subjetivo.

Nuestro sistema de valores nos lleva a 

enunciar nuestra cultura mediante accio-

nes que nos permitan expresar nuestro ser 

íntimo desde una realidad interpretada a 

través de ese sistema de valores. Por ello 

la cultura se podría decir que es la expre-

sión máxima de nuestra humanidad como 

un todo dispuesto a rearticularse a través 

de símbolos que poseen su propia historia, 

su modus operandi, sus particularidades 

para difundir una realidad que muchas 

veces está encubierta, distante de nuestro 

entorno emotivo, silenciada entre redes 

que dificultan nuestra comprensión de los 

hechos. Esto nos lleva a aproximarnos al 
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sentido que debiéramos articular bajo es-

tas concepciones; sentido que nos permi-

tiría vivenciar nuevos matices, más allá de 

una verdad que se impone como única, sin 

considerar nuestras propias percepciones 

ante la interpretación de otras realidades.

Sin duda la cultura es una herramienta que 

nos permite crear conciencia de sí, como 

también ver el gran rostro de la humani-

dad, adentrarnos en su cuerpo como un 

lenguaje mediante el cual vamos leyendo 

nuestra historia, apropiarnos de nuestro 

entorno para poder interpretar la realidad 

desde otras aristas. Marx decía que: “para 

cultivarse espiritualmente con mayor li-

bertad, un pueblo necesita estar exento 

de la esclavitud de sus propias necesida-

des corporales, no ser ya siervo del cuerpo. 

Se necesita, pues, que ante todo le quede 

tiempo para poder crear y gozar espiritual-

mente.”

La cultura con toda su red de significados 

y significantes produce ese goce de los es-

pacios dispuestos en nuestra cotidianidad 

sin que a veces seamos capaces de perci-

birlos, por el agobio de un sistema que nos 

tiene acorralados en un cuerpo que no es 

el nuestro, que escapa a nuestra realidad 

y que nos deja amordazados en un anoni-

mato de nosotros mismos, sumidos en cor-

pus que no sienten, no dialogan entre sí y 

no ven ni leen sus propias historias.

Cultura y las contradiccio-
nes del sistema neoliberal
Para el sistema neoliberal la cultura tiene 

una lógica de mercado, en donde ésta es 

definida por la ideología del dominador, 

que se presenta mediante una práctica y 

una visión de mundo, en donde las rela-

ciones de los seres humanos poseen una 

característica y un sello de clase que se 

expresa de acuerdo a esa concepción, por 

ello los usos y tradiciones, costumbres, ob-

jetos, símbolos, en definitiva el relato histó-

rico, poseen ese sello de clase, dado por la 

oligarquía financiera y el imperialismo, sea 

el español en su época, inglés y actualmen-

te norteamericano.

Los esfuerzos de los pueblos por transfor-

mar esto han tenido un fuerte oponente, 

que  ha ahogado  cualquier estallido por la 

fuerza, efectuado por la institucionalidad  

represiva de las Fuerzas Armadas y policía; 

esto ha generado una cultura del perdedor, 

del oprimido, consolidada bajo un sistema 

educativo cuyos paradigmas de formación  

son congruentes  con la ideología  del do-

minador. 

Hay muchos autores que sostienen que 

solo la cultura puede salvar la humani-

dad, ésta deja de ser una frase decorativa 

cuando nos damos cuenta que la cultura, 

especialmente mediante sus expresiones 

artísticas puede transformar la sociedad, 

porque nos da la posibilidad de descubrir-

nos como sujetos sociales, componentes 

de colectivos que dialogan entre sí y no 

para sí con el propósito de construir y des-

construirse constantemente. Todo esto con 

el objeto de configurarse mediante accio-

nes que validen su estar en un cuerpo co-

lectivo que trascienda su comunidad. 

Solo de esta forma podremos construir 
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identidad, identidad que pasa por la vali-

dez de los unos con los otros, desde con-

tinentes que se buscan y dialogan a través 

de lenguajes comunes, libertades y orien-

taciones que van construyendo sujetos 

con historias que se encuentran a través de 

disensos y consensos políticos que nos per-

miten discernir sobre los intereses propios 

y colectivos que irán diseñando un marco 

coherente de proyectos en común. Por 

ende la cultura pasa a conformar un ejerci-

cio político, de diálogo y de interrelaciones 

que nos facilitan vislumbrar caminos don-

de el ser humano sea el protagonista de su 

historia y las historias de los otros. 

La cultura está dada en cada acción de 

vida, en refundar la vida en sociedad, por 

ello el capitalismo tiene una animadver-

sión hacia ella porque la cultura que ha 

instalado desdice estos planteamientos, 

propiciando más bien el individualismo, la 

falta de solidaridad y de fraternidad entre 

los sujetos, lo que impide que la cultura se 

exprese desde la propia interioridad de los 

seres humanos.

Los pueblos que han optado por un siste-

ma político democrático, donde los suje-

tos sociales contribuyen y se expresan a 

través de acciones políticas, sobre la base 

de proyectos que le hagan sentido a la ciu-

dadanía, son pueblos donde la cultura está 

inserta en dichas acciones, es así como la 

política vista como un ejercicio democráti-

co siempre ha sido la fuente donde se ex-

presa la cultura desde todas sus formas de 

identidad.

La creación humana trasciende la realidad, 

aun naciendo de ésta, el arte se nutre de 

los elementos que están incorporados en 

nuestro hacer y en nuestra forma de rela-

cionarnos con la realidad, no escapa de ella 

ni se alimenta de figuras que no conforman 

este paisaje humano donde la emoción de 

crear se traslada hacia nuevas esferas que 

hacen que el ser humano  se reinvente a 

partir de una construcción de sí mismo y 

de su real integración a las comunidades.

El capitalismo niega el arte en su acepción 

más prístina, no lo concibe como un com-

ponente de la vida humana.

Los actuales sistemas capitalistas han ins-

talado el concepto de “industria cultural” 

bajo la lógica de mercado, en donde se 

ofrecen bienes culturales como si se tran-

saran mercancías. Otro aspecto funcional 

al sistema es la fuerza abrumadora de la 

imagen, la cual quiebra la palabra escrita, 

generando en el espectador un engaño ya 

que se le otorga más sentido a lo que se ve 

que a lo leído. Esto facilita enormemente 

que se sostenga una opinión pública he-

terodirigida, que es la apuesta de muchos 

medios de comunicación.

Hoy en día estamos enfrentados a un cam-

bio de época, que amerita otro análisis más 

profundo, sin embargo es fundamental 

entender que ese cambio civilizatorio no 

lo vamos a entender y aprehender si no 

incorporamos a las categorías de análisis 

el factor social de la cultura. Esto se puede 

ejemplificar mediante el análisis del libro 

Prometeo, el héroe mitológico que nos 

orienta a entender este proceso porque 

guía a su pueblo hacia el sentir más pro-
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fundo del saber. En este mito se centra el 

símbolo de la humanidad, al ser Prometeo 

su benefactor, dotando a los hombres de 

las herramientas que lo ayuden a despren-

derse de la dependencia divina. De esta 

forma nuevamente nos enfrentamos al 

conocimiento del ser, puesto al servicio del 

entendimiento de la vida humana. 

La cultura no puede ser vista como algo 

decorativo, separada de la acción humana, 

más bien es la acción humana, un elemen-

to social que nos lleva a generar innume-

rables preguntas, cuestionamientos, du-

das, certezas, en donde todos los factores 

contribuyan a acercarnos a la verdad como 

una práctica humana, asumirnos como su-

jetos éticos porque son mundos que se en-

cuentran entre sí, dialogan constantemen-

te. No son acciones separadas que disocien 

nuestro sentir.

La profunda contradicción que se da en el 

sistema neoliberal es que ha dejado fuera 

de su cultura al sujeto social, no aboga por 

construir saberes, más bien los anula porque 

todo su análisis de sociedad está pensado 

sobre la base del individualismo, el ser par-

celado de su historia social, anquilosado en 

un poder económico que propicia la explo-

tación, el consumismo y la fragmentación.

Educación y Cultura como 
ejes transversales de 
aprendizajes 

Hoy por hoy existe un cuestionamiento a 

las instituciones, a las diversas expresio-

nes del poder como un organismo de re-

presión. Las instituciones académicas han 

perdido su rol transformador de la socie-

dad, porque han descuidado la formación 

integral de los estudiantes, en donde cla-

ramente la cultura es un componente im-

portante para darle un sentido más abar-

cador a la acción de educar.  Sin duda es 

necesario repensar el rol de la escuela en 

la formación de sus educandos. Existen pa-

radigmas que ayudan y de alguna manera 

orientan a abrir este debate.

Si nos abocamos a la pedagogía crítica, por 

ejemplo, nos daremos cuenta que ésta re-

coge una serie de elementos que plantean, 

desde la teoría y la práctica, una propuesta 

distinta de educación, vista ésta como una 

construcción social que abre espacios so-

ciopolíticos y culturales donde los sujetos 

sociales van edificando sus propios apren-

dizajes a través de canales de participa-

ción, reflexión, diálogos que le permitan a 

los educandos adoptar una postura crítica 

ante los nuevos aprendizajes, con el obje-

to de transformar los espacios de partici-

pación. La invitación en este sentido es a 

involucrarse en el proceso educativo y no 

ser entes pasivos y por ende sin opinión so-

bre la realidad y los enunciados de dichos 

aprendizajes. Cabe señalar que los autores 

que adhieren y han profundizado sobre la 

pedagogía crítica como Paulo Freire, Hen-

ry Giroux, entre otros, se han inspirado en 

gran parte en la filosofía de Karl Marx.

Dentro de las principales características de 

la pedagogía crítica, podemos señalar las 

siguientes:

Incentiva el cuestionamiento de lo que se 

estudia.
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Se propone transformar el sistema tradi-

cional de enseñanza.

Su intención es ser una práctica ética y po-

lítica.

Se plantea interrogantes sobre las prácti-

cas sociales en las que participa.

Los métodos de enseñanza se formulan 

desde una postura analítica que transfor-

me los valores y prácticas pedagógicas.

Contempla los cambios sociales desde los 

cuestionamientos de los procesos políticos 

y sociales.

Si trasladamos estos conceptos a la cultu-

ra nos damos cuenta cómo las prácticas 

educativas y culturales se unen y abra-

zan en función de ser mundos paralelos, 

porque tienen como objetivo principal 

transformar la sociedad desde una mirada 

humanista, democrática y participativa, 

en donde claramente el rol de ambas es 

fundamental encausarlas sobre la base de 

proyectos en común. Esto nos lleva a re-

flexionar sobre la importancia de las mallas 

curriculares y la inserción de las culturales, 

las artes y el patrimonio como una hoja de 

ruta fundamental, que provoquen encuen-

tros de diálogo entre sí y no segregaciones 

que niegan el papel socializante de ambas 

instancias de aprendizaje.

La educación crítica sin duda es un con-

cepto amplio, que se construye sobre la 

base de la conciencia social. Es importan-

te contemplar que bajo este enunciado 

ninguna práctica pedagógica que tenga 

relación con construcciones sociales que-

da exenta de ser contemplada, porque se 

trata de ampliar el registro de acciones pe-

dagógicas, a través de prácticas artísticas, 

conversatorios, programas sociales y otros 

que nos lleven a construcciones donde los 

sujetos sociales dialoguen, reflexionen y se 

encuentren entre sí.

Sin duda si hablamos de un proyecto cultu-

ral para nuestra sociedad no podemos se-

parar éste de un proyecto educativo, solo 

de esa forma podremos construir un sujeto 

nuevo, con capacidades transformadoras 

inherentes a su ser, porque éstas fueron 

aprehendidas en el seno de su formación 

integral, que lo llevará a tener conciencia 

de los procesos históricos que le han lleva-

do a construir el escenario actual. En este 

escenario se da una situación de diálogo 

constante, bajo cánones de horizontalidad 

que lo deja en igualdad de condiciones 

ante quienes construyen dichos saberes.

La Institucionalidad cultu-
ral
Sin duda Chile ha cambiado, la geopolítica 

da cuenta de esto. En este nuevo escena-

rio una de las discusiones pendientes que 

tenemos como sociedad es pensar un pro-

yecto cultural que nos defina como pue-

blo. Las tensiones que se dan cada vez que 

se instala este tema es producto de que el 

sistema neoliberal a través de su cultura 

del -no dejar ser- nos instala en un paradig-

ma que es ajeno a nuestras sensibilidades, 

emociones y sueños que históricamente 

han quedado rezagados y que ha propi-

ciado que seamos sujetos que no nos reco-

nocemos como un pueblo que ha sufrido 

tremendas inequidades e injusticias que se 
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han replicado a través de su historia y que 

no nos han permitido hacer un debate ideo-

lógico de cómo construirnos socialmente 

para superar estos flagelos instalados en 

nuestra sociedad, más bien todos los sis-

temas se han confabulado para reproducir 

este sistema hasta dejarnos en la indefen-

sión y en un anonimato extremo que impi-

de generar espacios de socialización.

Por otra parte cabe señalar que en nuestro 

país no ha existido una institucionalidad de-

mocrática que dé garantías al pueblo para 

preservar, crear y difundir su cultura me-

diante canales de participación que hablen 

de una cultura descentralizada, diversa y so-

bre todo integrada a la educación como un 

derecho que debiera ser política de estado.

A modo de Síntesis
Sin duda hablar de cultura es complejo, es-

pecialmente porque a través de sus propias 

expresiones surgen otras que van arman-

do un entramado cuyas imágenes suelen 

llegar a nosotros y nosotras arropadas en 

nuevas concepciones. Las construcciones 

y desconstrucciones de sus diversas acep-

ciones van elucubrando saberes que nos 

trasladan hacia nuevos campos semánti-

cos, nuevos mundos que transitan entre la 

memoria y el olvido.

Se debe considerar que el desarrollo so-

cial, cultural y económico chileno se ha 

planteado de acuerdo a los intereses de 

los dominadores, ya sea españoles, oligar-

quía latifundista y financiera. El gran desa-

fío de los intelectuales, artistas profesores 

y organizaciones sociales es mantener en 

la memoria colectiva el discurso, los sím-

bolos y el relato histórico de lo que se está 

viviendo. Sin duda este despertar puede 

generar  una  cultura que abra espacios 

de resistencia, expresada en el arte, en la 

educación  y la formación consciente de 

la opinión pública. Esos espacios requie-

ren de  un diálogo y un debate de  como  

se puede consolidar en  el ser social  todo 

lo que surja de esta crisis del poder  de la 

clase dominante a través de un programa 

cultural  originado desde las propias co-

munidades.

No debemos olvidar que todo proyecto, 

ya sea cultural, educativo y económico, 

tiene que tener un correlato con la narra-

ción de la memoria histórica. En esa na-

rración yacen nuestros sueños, nuestros 

ideales de vida, nuestro amanecer, tal 

como lo dijo bellamente nuestro poeta 

Pablo Neruda: “Sin embargo/ Aquí están 

las raíces de mi sueño/ esta es la dura luz 

que amamos .”
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Una de las características del estallido social del 18 de octubre pasado (18O), es la abiga-

rrada agenda de temas que abarca casi (o) todo el espectro de dimensiones del desarrollo. 

Ciertamente, los denominados derechos económicos, sociales y culturales (DESC) están 

contenidos en las demandas, a propósito de los déficits de un Estado que dejó su tutela 

en el mercado los últimos 40 años. Es patente el deterioro social que ha provocado el 

neoliberalismo, y Chile (sus instituciones y su medio ambiente) han sido su laboratorio.

La irrupción de la sociedad, como pueblo, el 18O, se da producto de la acumulación de 

desigualdades sociales, económicas y políticas estructurales en el tiempo, generación tras 

generación, expresada en una respuesta nula o insuficiente, mantenida y profundizada 

por décadas por parte de la elite política y las instituciones de la República. En los más 

diversos ámbitos, la institucionalidad y las políticas públicas desplegadas, entregan un re-

lato histórico y un discurso (actual) insuficiente para enfrentar las demandas sociales; en el 

sistema de promoción y protección de derechos que fomenta la dependencia en la foca-

lización y los bonos, no propiciando suficientemente la generación de autonomías en los 

ingresos; en el Sistema Previsional y Laboral con bajas pensiones y salarios exiguos; en un 

sistema de Salud Pública excluyente y de mala calidad, que ofrece tiempo y muerte antes 

que una atención oportuna; en un sistema de Educación Pública desfinanciado, segrega-

dor, y que tampoco entrega herramientas reales de movilidad social. Sin embargo, desde 

Elagua,puntodepartidahacia
otrodesarrolloposible 

Apuntesparaunareflexióndelos 
problemasydesafíosambientales 

enChile2020

Pablo Chacón Cancino

Ingeniero Geomensor
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la rabia y la fractura con la institucionalidad 

pasamos rápidamente a un momento de 

reflexividad societal, con todas las tensio-

nes y contradicciones inacabadas, que un 

“Big Bang” de este tipo representa. Estamos 

ante un momento originario en sentido ci-

vilizatorio. 

Las “demandas socioambientales” han 

estado presentes en las movilizaciones 

sociales desde hace varios años, debido 

principalmente a conflictos provocados 

por la contaminación que generan los pro-

yectos extractivos o industriales1, y por el 

acceso a loss recursos naturales, como el 

agua (Hidroaysen, 2011), y ahora también 

en relación a cuestionamientos y críticas a 

la gestión privada del recurso hídrico por 

casos de contaminación (caso Osorno, 

2019). También por el desarrollo de acti-

vidades como los monocultivos de paltos 

en la zona central, los cuales requieren 

grandes cantidades de agua para su riego 

(Petorca). Otro tipo de proyectos que ge-

neran conflictividad socioambiental es el 

que se da en torno a las plantaciones de 

eucaliptos y pinos en las regiones de Bio-

Bio y Araucanía, los cuales entre otras “bon-

dades”, aportan significativamente para el 

deterioro de la biodiversidad, acidifican el 

suelo y consumen también enormes canti-

dades de agua, sin considerar la afectación 

y la disputa territorial que significa con el 

1 Como es el caso del emblemático conflicto de Quin-
teros Ventanas, el cual involucra empresas privadas y 
públicas, también los casos  del denominado “Cluster” 
del Salmón, el cual generó una catastrófica mortandad 
de peces en la Región de Los Lagos (Chiloé) por sobre-
producción en la primera década del siglo XXI y el caso 
de Freirina con el conflicto comunidad/agrosuper por el 
criadero de cerdos.

pueblo mapuche, que también cuestiona 

el tipo de desarrollo que los monocultivos 

significan. Todo este mosaico de conflictos 

socioambientales configuran en su conjun-

to una característica estructural del tipo de 

desarrollo que nuestro país posee: el ex-

tractivismo. Es en este tipo de modelo de 

desarrollo productivo en el que se configu-

ran las denominadas “zonas de sacrificio”, 

las cuales se transforman en verdaderos 

lugares donde las condiciones mínimas 

de sanidad para la vida de las personas y 

para la sustentabilidad de los ecosistemas 

presentes en ella se hacen difíciles o casi 

imposibles.

Desafíos ambientales para 
Chile
Uno de los motores conceptuales del neo-

liberalismo chileno, ha sido la teoría de las 

ventajas comparativas a la hora de estruc-

turar el modelo productivo basado en la 

explotación intensiva de recursos natura-

les. En el caso chileno, esto ha propiciado 

la concentración económica en los secto-

res de la gran minera del cobre (privada), 

la agroindustria en clave de monocultivo 

(pesquera, forestal, frutícola, vinícola, sal-

monicultura) por un lado; y un diseño de 

régimen de protección de propiedad pri-

vada por sobre el bien común social, en el 

plano de la arquitectura jurídica e institu-

cional de los recursos naturales.

El extractivismo está en el corazón del mo-

delo neoliberal desplegado en Chile. Sin 

embargo el extractivismo es una caracte-

rística del modelo del capitalismo global, 

en términos de que se asigna el rol de ex-
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tractivistas a países en vías de desarrollo o 

subdesarrollados en regiones del Sur Glo-

bal, como América latina y África, y se pro-

pician políticas que no permiten que estos 

países diversifiquen su desarrollo (Lander, 

2011).

En ese contexto y en general la crisis, en el 

amplio sentido del término, abarca los pro-

cesos sistémicos de las sociedades capi-

talistas en el contexto de la globalización. 

Previo a la década de 1970, el capitalismo 

global resolvía la crisis económica y estatal 

con políticas keynesianas que generaban 

más empleo. Posteriormente el neolibe-

ralismo tiene una respuesta distinta y que 

agrava la crisis. Impulsa “paquetazos” como 

el denominado “Consenso de Washington” 

en la década de 1980, y a partir de allí, po-

líticas de flexibilización y precarización, lo 

cual afecta grandes sectores de población 

en los países (Jessop, 2017).

La crisis ambiental es un componente 

esencial del capitalismo global y se ha exa-

cerbado las últimas tres décadas con las 

políticas neoliberales2. Por un lado, un mo-

delo de desarrollo global basado en com-

2  Vivimos en el “Estilo de Desarrollo Dominante”, don-
de la sigla BAU; Business as usual, significa “predomi-
nancia de los negocios”, y representa su característica 
central, la cual privilegia el crecimiento económico 
como la variable principal del desarrollo, y que consi-
dera los escenarios de crisis ambiental como posibilida-
des de oportunidad económica. Sin embargo visiones 
más criticas sostienen que este estilo de desarrollo se ha 
agotado habidas cuentas la concentración de la riqueza 
y la inestabilidad del sistema económico y su falta de 
dinamismo, además de las desigualdades y tensiones 
sociales entre los países y dentro de ellos, y el riesgo de 
una crisis ambiental de grandes proporciones  los cuales 
son factores cada vez más visibles y presentes en el de-
bate público (CEPAL, 2016).

bustibles fósiles3 que no termina de des-

montarse, lo que agrava la crisis climática, 

y por otro grandes regiones como América 

Latina, dedicadas a expoliar sus recursos 

naturales en pos de un comercio y consu-

mo mundial que no es racional.

Así, el contexto global actual nos señala 

desafíos ambientales complejos y urgen-

tes. Sin más, al hablar de cambio climático 

englobamos un conjunto de procesos de 

degradación ambiental derivados de la ac-

ción de las sociedades humanas que han 

aprehendido un modo de desarrollo, que 

en general ha sido históricamente irreflexi-

vo en cuanto a los impactos ambientales 

que genera, siendo estos no considerados 

a la hora de desarrollar actividades produc-

tivas y evaluar inversiones (Leff, 1986).

La ciencia, durante los últimos 30 años ha 

acumulado un saber amplio que señala 

el origen, la dimensión y el alcance de los 

impactos de las actividades económico-

productivas humanas en el ambiente. Se 

ha llegado a un consenso científico que 

señala que el cambio climático es de ori-

gen antropogénico y se ha conceptuali-

zado el denominado Cambio Ambiental 

Global4 como un paradigma que permita 

3 Que primero transitó desde el carbón en 1800 hasta la 
utilización del petróleo en el transporte terrestre, marí-
timo y aéreo durante el siglo XX y lo que va del XXI.
4 Para una definición en profundidad  ver Griselda 
Günther; Ricardo Gutiérrez (2017). La política del am-
biente en América Latina: una aproximación desde el 
cambio ambiental global, UAM Xochimilco / CLAC-
SO, el Reporte Mundial de las Ciencias Sociales de 
UNESCO (2013). El cambio ambiental global, repre-
senta un conjunto de dinámicas y relaciones societales 
con la naturaleza que se desarrollan en un contexto per-
manente de crisis ambiental y cambio climático. Es un 
fenómeno social y político y no solo ambiental, el cual, 
ha sido construido con la prevalencia epistemológica de 
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comprender holísticamente el conjunto de 

transformaciones socioambientales que 

impactan el ambiente y los ecosistemas, 

como lo son, el cambio de uso de suelo (de 

la pequeña agricultura a los monocultivos 

p.e.), la deforestación, la acumulación de 

plástico en el océano, y en general la de-

gradación ambiental producto de activida-

des productivas. 

El desafío del cambio climático no solo 

involucra pensar la variable de la degra-

dación ambiental como costo económico. 

También significa comenzar a sincerar una 

conversación que en el ámbito de las po-

líticas públicas es difícil debido a que la 

racionalidad de los agentes y actores que 

intervienen en esas decisiones no siempre 

propenden al bien común, a una ética de 

la responsabilidad o a la conservación am-

biental. El desarrollo sostenible o la susten-

tabilidad conlleva pensar en el concepto 

de responsabilidad, toda vez que se trata 

de evaluar las influencias que tienen las co-

munidades y las personas, y que perciben 

sobre sí mismas en relación a problemas 

que surgieron antes de que ellos nacieran 

y cuyas soluciones y beneficios se proyec-

tan a sujetos que aún no han nacido (Wel-

zer, 2011). Una pregunta clave es; qué ética 

nos permite cimentar valores de compor-

tamiento societales, que propicie el surgi-

miento de una cultura de la responsabili-

dad ambiental en clave de sustentabilidad. 

Esto es, como plantea J. Riechmann, pensar 

la ecología como si realmente fuera el lími-

las ciencias naturales y de la ciencia económica (Lam-
pis et al, 2016) y donde en los últimos años las ciencias 
sociales han comenzado a intervenir más abiertamente 
(ISSC, 2013; Postigo et. al., 2013).

te (2005), donde las lógicas reflexivas com-

plejas que implican modos de producción 

y consumo más ecológicos son fundamen-

tales e insustituibles.

La ética de la responsabilidad puede surgir 

cuando existe conciencia extendida en la 

sociedad de los impactos de acciones con-

cretas. El debate de expertos en las ciencias 

naturales e incluso en las ciencias sociales 

no es el único estanco donde se juega la 

sustentabilidad. Es necesario poner aten-

ción a comunidades de conocimientos 

diversos, como el que surge de sabidurías 

ancestrales que contienen dentro de sí 

lógicas reflexivas que implican modos de 

producción y consumo más ecológicos 

(Chacón y Postigo, 2013). 

 Por el contrario, la racionalidad “occiden-

tal” o economicista, que de alguna mane-

ra se asocia al corto plazo, tiene que ver 

con resolver problemas que se presentan 

a la ciudadanía y que demandan la priori-

zación de los actores sociales y políticos. 

Sin embargo, los problemas ambientales 

hoy (como el cambio climático y la sequía), 

están comenzando a ser evaluados por la 

ciudadanía como más importantes, aun-

que sean problemas que se relacionan con 

el largo plazo. Esto, porque los efectos es-

tán siendo percibidos como peligrosos en 

el corto plazo. Paradójicamente, efectos 

catastróficos comienzan a manifestarse rá-

pidamente con impactos indeseados para 

las distintas economías en el presente5.

5 Sin embargo, el cambio climático desde su declara-
ción como problema global, ha presentado a lo largo del 
tiempo un mosaico de compromisos no alcanzados y 
respuestas insuficientes en el tiempo, como puede cons-
tatarse en las distintas Conferencias de las Partes de Na-



página  144

En tal contexto, los movimientos socioam-

bientales han surgido como respuesta de 

resistencia y luego de propuestas, tanto 

en Chile como en otros países. Estos movi-

mientos tienen trayectorias con importan-

tes desafíos para consolidar su impacto en 

la sociedad. Pese a ello, el peso específico 

que tienen los temas relacionados con el 

medio ambiente, como el manejo de los 

recursos naturales y en particular el agua, 

están en el centro mismo de la disputa 

económica y política, sobre todo porque a 

partir del estallido social se configura la po-

sibilidad de reformular el pacto societal en 

torno al tipo de desarrollo que queremos 

llevar como país. Se avizora que el grado de 

discusión política en los próximos meses y 

años sobre los recursos naturales, su pro-

piedad y gestión, serán centrales en las de-

ciones Unidas desde el “Acuerdo de Kioto”. El cambio 
climático es un problema complejo porque necesita una 
nueva gobernanza global que obligue la adopción de 
medidas por parte de los Estados, pero también a ni-
vel de los estados requiere un abordaje complejo pues 
requiere tomar acuerdos y rápidos cursos de acción na-
cionales y entre países. La política concebida solo como 
administración no sirve para enfrentar los problemas del 
cambio climático pues este desconfigura y reconfigura 
territorio y población, de una manera rápida y brutal. Se 
requiere que el mundo de la política entienda y asuma 
las urgencias que el cambio climático impone en clave 
de transformación. 
El modo de producción y consumo capitalista, basado 
en el desarrollo industrial y en el uso de combustibles 
fósiles (carbón y petróleo) de los últimos 200 años, han 
dejado a la humanidad al filo de un desequilibrio am-
biental de carácter estructural y sistémico dada la acu-
mulación de gases de efecto invernadero. Esto está pro-
vocando aceleradamente un calentamiento global que 
amenaza con el derretimiento de las cubiertas de hielo 
en las latitudes de los polos, y de glaciares y masas ni-
vales, el aumento de eventos anómalos como tornados, 
huracanes y de cambios de temperaturas y con aumen-
tos catastróficos del nivel del mar. Estamos en el antro-
poceno, una edad del planeta en la cual, las sociedades 
humanas han logrado alterar los equilibrios ambientales 
(Crutzen, 2002).

finiciones políticas de los actores sociales6 

y en el debate constitucional.

El agua
El recurso natural más preciado que nos 

ofrece el medio ambiente es el agua. Es 

la base de la vida. Tan preciada es el agua, 

que ha sido considerada desde hace varios 

años como una nueva industria mundial, 

siendo tomada en cuenta en las estrate-

gias globalizadoras, segmentadas en las 

siguientes dimensiones; (1) Recursos hí-

dricos, como mercancía, (2) lógica de ges-

tión mediante privatización, (3) regulación 

global mediante instituciones financieras 

internacionales (García, 2008, p. 57). 

La presión por privatizar el agua es global, 

y en ese contexto, Chile ha sido pionero 

en haber consolidado un régimen privado 

de la gestión de los recursos hídricos (La-

rraín, 2006). Lamentablemente, no solo en 

esa dimensión del desarrollo, sino que en 

otras tan importantes como la seguridad 

social, el transporte urbano y aéreo, las 

telecomunicaciones, la salud, y la educa-

ción. Los defensores de la gestión privada 

del agua son las grandes corporaciones 

transnacionales y nacionales quienes cri-

tican la gestión pública como ineficiente, 

despilfarradora y la cual mantiene precios 

artificialmente bajos, lo que redunda en un 

uso desmedido del recurso. Esto se debería 

al hecho de que el agua se considere como 

un bien común y de interés público. Por el 
6 Importante en este análisis es la noción de la impor-
tancia de los actores y los procesos democráticos, plu-
ralistas y participativos; el logro de la sustentabilidad 
ambiental depende de un proceso continuo de incorpo-
ración de la dimensión ambiental en las decisiones que 
finalmente sean adoptadas (CEPAL, 1993). 
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contrario, estableciendo precios de merca-

do, argumentan que se restringe su uso en 

la medida que el agua es más cara (Garcia, 

2008: p.58).

El cambio climático tendrá impactos se-

veros en la provisión de recursos hídricos, 

tanto en la disponibilidad del agua dulce 

en términos de escasez, como en los fe-

nómenos de lluvias y sequías. Las reser-

vas de agua dulce en forma de glaciares y 

nieves eternas ya están sufriendo severos 

retrocesos (Postigo et al.,2013). Una de las 

reservas de agua dulce más grandes del 

mundo se encuentran en nuestro país; sin 

embargo, los procesos de avance de la de-

sertificación o el agravamiento de los ciclos 

de sequía, en el escenario nacional actual, 

nos plantea una posible catástrofe agríco-

la y de provisión de agua para consumo 

humano, con consecuencias económicas 

devastadoras no solo para un gran núme-

ro de habitantes rurales de la zona centro 

norte (pequeña agricultura desde la región 

de Coquimbo hasta el Maule), que de no 

mediar el despliegue de políticas públi-

cas potentes deberá forzadamente iniciar 

procesos de migración con la consecuente 

marginación social7 de esa población; tam-

bién repercutirá la economía y provisión de 

productos hortofrutícolas de las grandes 
7 La marginación es considerada un proceso por el cual 
las personas y los grupos pierden su habilidad para con-
trolar decisiones que los pueden afectar. Cuando esto 
ocurre, pierden también la capacidad de manejar aspec-
tos claves de sus vidas, como escoger dónde, cómo y de 
qué vivir. Castree, N.: “Differential Geographies: Place, 
Indigenous Rights and ‘Local’ Re- sources”. Political 

Geography 23 (2): 133-167, 2004. En Postigo, Julio C 
y Montoya, Mariana (2009). CONFLICTOS EN LA 
AMAZONÍA: UN ANÁLISIS DESDE LA ECOLO-
GÍA POLÍTICA. Revista Debate Agrario Nº44. Perú. 
PP. 144-157

ciudades y centros más poblados. Tomado 

en cuenta ese contexto, la dimensión de 

los recursos hídricos pasa a ser absoluta-

mente relevante para la discusión pública 

nacional, sobre todo en el marco del cam-

bio constitucional en curso. 

La gestión privada del agua es consistente 

con el modelo de desarrollo que Chile tie-

ne. En efecto, los monocultivos forestales, 

la gran agricultura de paltos o de frutales 

para exportación precisan seguridad en 

la provisión del recurso y eso se posibilita 

con el régimen de derechos de agua. Muy 

por el contrario, la pequeña agricultura fa-

miliar, no tiene preeminencia sobre el uso, 

al no ser poseedores de derechos de agua 

en las cuencas que, por lo demás, ya se en-

cuentran agotadas. Una dimensión impor-

tante a considerar es la del cambio cultural 

en la gestión del agua, la que tiene mucha 

relación con el rol de la mujer rural como 

administradora de los recursos naturales. 

Se trata de entender que debe haber un 

modelo que considere la gestión racional 

del recurso, lo que se encuentra justamen-

te en las experiencias de mujeres campesi-

nas y también indígenas.

También es importante, entonces, pensar 

en asegurar soluciones tecnológicas como 

las plantas desaladoras para el consumo 

humano y la pequeña agricultura, asegu-

rando la eficiencia agrícola en cultivos con 

baja intensidad de uso de agua. El desafío 

de la desalinización conlleva el considerar 

los costos asociados a la energía necesaria 

para los procesos8 y las aguas residuales 

8 Debe ser energía limpia, que no produzca CO2.
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que estos generan9. Disminuir rápidamen-

te la deforestación y la tala de bosques, ya 

que los bosques funcionan como embalses 

naturales que conservan el agua y la libe-

ran lentamente.

Reflexiones finales
El modelo neoliberal tiene una fractura 

profunda en Chile, la que se ha profundi-

zado en los últimos años con el telón de 

fondo de la crisis climática y ambiental, so-

bre todo en la dicotomía entre la gestión 

privada de los recursos naturales y el ma-

nejo sustentable para beneficio de amplios 

sectores de la población. Llegar al punto 

del debate constitucional con respecto al 

agua como derecho humano preeminente 

por sobre el derecho de propiedad, es una 

necesidad basal para cambiar la trayecto-

ria desde una sociedad mercantilizada a 

otra racional y ecológica. Para satisfacer 

mínimamente el contenido del derecho 

al agua, la propiedad privada debe estar 

supeditada a la función social del recurso. 

Parafraseando a Garcia (2008); “Se deben 

9 La tasa de conversión de agua salada a potable es de 
un 33% aproximadamente. 

alinear la utilidad individual y privada del 

recurso. Debe existir una “doctrina de apro-

piación por prelación”. Se debe reconocer 

el valor social y ecológico del recurso. Su 

utilización debe ser equitativa y sostenible. 

El agua como tema central de la discusión 

política y ambiental viene dándose desde 

hace ya un buen tiempo, configurándose 

en torno a la propiedad privada sobre el 

derecho de aprovechamiento, los caudales 

ecológicos y las prioridades de usos como 

el consumo humano o en términos de de-

recho humano. La centralidad del debate 

sobre los temas medioambientales, y en 

particular los del agua, tanto en la nueva 

Constitución como en la agenda de la polí-

tica pública, es crucial para el país. En esas 

discusiones estructurales descansan, tanto 

la supervivencia de comunidades y territo-

rios y el uso de los recursos naturales en un 

contexto permanente de cambio climático 

y sequía, como la posibilidad de reconfi-

gurar el modelo de desarrollo a seguir por 

Chile.
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Chile, o más bien el territorio delimitado para des-

cribir  parte de América Latina, fue poblado por un  

sinnúmero de pueblos de distintas costumbres, len-

guas, estructuras sociales, territorios. Todos ellos vivían 

desde hace miles de años (más  de 10 mil años a.c.) en 

estas extensas zonas; algunos en asentamientos, otros 

trashumantes, algunos con relaciones sociales y eco-

nómicas limitadas entre ellos, con valores y creencias 

diversas, con una capacidad de vivir en armonía con el 

medio que los rodeaba. Principalmente libres. 

Vivian de la caza, el pastoreo, y la recolección. Cono-

cían y conocen mejor el tiempo, los ciclos de la vida 

y su relación con la tierra, y habitaban la zona andina, 

costera,  el centro, el sur y extremo sur de Chile. Sus 

sistemas sociales no se basaban en la acumulación de 

capital ni en la explotación. A veces podían luchar en-

tre sí por distintas desavenencias pero, antes que todo, 

eran y siguen siendo dialogantes, pues reconocían y 

reconocen la sabiduría de los ancianos y el rol de cada 

mujer y hombre en sus sociedades, el hombre Joven 

y la lamujer, los ancianos, los niños; todos valen por 

igual. Todos los pueblos indígenas tienen sus propias 

historias. 

La llegada de los españoles, el periodo de Conquis-

ta, de ocupación, generó una imposición estructural, 

penetración cultural y religiosa  que se expresó en la 

apropiación de territorios, lo cual generó  resistencia 

de distintas formas. La conquista delimitó territorios 

que terminaron consolidándose durante el nacimien-

to de la República, periodo en el cual comienza una 

nueva expansión principalmente hacia el sur y extre-

mo sur, terminando por llevar a los pueblos a territo-
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rios denominados reservas o reducciones 

luego de la “Pacificación de la Araucanía”.

Civilización o barbarie
Hace aproximadamente un año, se realizó 

la consulta indígena sobre Educación que 

pretendía  instalar cierta interculturalidad 

en escuelas básicas de Chile. Pero tal pro-

puesta carecía de una crítica o un cuestio-

namiento  esencial  para poder aplicar lo 

posiblemente emanado de esta consulta, 

el paradigma de la educación en Chile. 

En la década de 1840, producto del exilio, 

llega a Chile Faustino Sarmiento destaca-

do intelectual ensayista y político argen-

tino autor de diversas obras literarias que 

en general constituyeron la base para una 

propuesta de lo que deberían ser los es-

tados nacientes en América Latina. Si se 

debiese configurar una pregunta esencial 

en el pensamiento de Sarmiento, esta de-

bería ser “Civilización o Barbarie”, donde la 

primera palabra es lo urbano, la ciudad, el 

progreso, lo vinculado a lo europeo. Y la se-

gunda, barbarie, lo campesino, lo rural, lo 

indígena.

Desde el Estado, permanece una interro-

gante: ¿Qué quieren y pretenden los pue-

blos originarios? La pregunta supone un 

cuestionamiento no resuelto, cuando no 

un desconocimiento absoluto, de la cultu-

ra, tradiciones, ritualidad, lengua, educa-

ción, historia de estos. El proceso que se ha 

desarrollado para establecer  mejores rela-

ciones y terminar con un conflicto que se 

ha consolidado como permanente, es la de 

suponer siempre la inclusión o más bien la 

asimilación de estos a la República, princi-

palmente luego de la invasión más allá de 

la frontera  (Biobío-Toltén) o mal llamada 

Pacificación de la Araucanía entre 1881 y 

1931, y donde el Estado chileno  convierte 

territorios indígena en reservas o reduc-

ciones, cuestión que también ocurrió con 

la concesión de Rapa Nui  (Isla de Pascua) 

hacinando a sus legítimos habitantes en la 

zona de Hanga Roa, así como lo sucedido 

de manera parecida en el extremo sur con 

características de genocidio contra el pue-

blo Selknam y también con la “ des-aymari-

zación” del Norte.

La chilenización, fue entonces el concepto 

acuñado para describir de manera cultural 

e identitaria a este naciente país, dejando 

fuera de todo a los indígenas del conti-

nente y a los Rapa Nui , transformándolos 

mediante medidas legislativas culturales, 

económicas y militares, en ciudadanos chi-

lenos pero de una clase inferior dentro del 

Estado, echando por la borda lo logrado 

incluso con la corona española en el terri-

torio mapuche. El conocido Parlamento de 

Quilín o  tratado de Quilín para los españo-

les. 

La política de chilenización del Estado a 

partir de los años antes mencionados (1881 

y 1931), da cuenta de que el conflicto, en 

parte superado por el acuerdo de Quilín 

entre la corona española y los mapuche, ya 

no se consideraba como tal.  La invasión de 

los territorios indígenas suponía una polí-

tica de Estado basada en un modelo eco-

nómico que venía creciendo desde la revo-

lución industrial, el capitalismo. El Estado 
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y los empresarios requerían de territorios 

principalmente agrícolas para explotarlos, 

implementando así una política agraria ba-

sada en la ocupación de tierras fértiles para 

su producción, entregando tierras ances-

trales de los indígenas a  colonos, princi-

palmente europeos, a los que se les daban  

recursos suficientes para explotarlos, prin-

cipal foco del conflicto actual.

“Indigenismo”
Peñi o Lamgen (Zeya) hermano o herma-

na, en estas dos palabras está graficado el 

mundo de los mapuches. Ello presupone 

que todos somos de una misma raíz, de 

un mismo origen, vinculado siempre como 

parte de ella, no dueño de ella. Supone 

también un tipo de relación sanguínea 

cultural, de cosmovisión y economía. Los 

Kuñifal o huérfanos, eran adoptados por 

las familias mapuche, así como el caso de 

los pueblos nortinos, que responden a un 

mismo padre y una misma madre. De ahí 

nacen los conceptos inti (sol) pachamama 

(madre tierra). En el caso de los rapa nui, su 

origen polinésico es esencial en su historia 

y linaje.

El concepto indígena es entonces una 

suma de acciones relacionadas siempre 

con la tierra, con el agua, con el cielo, los 

astros, la naturaleza. Es un universo inte-

rrelacionado difícil de entender para la 

cultura occidental, pues se tienen códigos 

distintos, economías no basadas en la acu-

mulación del capital sino en el buen vivir 

de todas y todos, donde la tierra es el mo-

tor principal de existencia en conjunción 

con la espiritualidad. Otro ejemplo, es que 

en los Kawaskar, en su lengua, no tiene 

traducción la palabra policía, tampoco la 

palabra dios, dando cuenta de la inexis-

tencia de estos dos conceptos.  La lengua 

ha sido el elemento transmisor de las cul-

turas y los conocimientos de los pueblos 

originarios, es el elemento de resistencia 

de ellos. El indigenismo se sujeta esencial-

mente en lo empírico, en una evidencia (a 

la vista), y  además dialéctico en sus rela-

ciones sociales.

“Pueblo Nación”demandas 
de los pueblos originarios
Nación, entendida como conjunto de per-

sonas que comparten un mismo territorio, 

cultura lengua y relaciones sociales, con 

vínculos históricos, en su definición con-

temporánea. Es una de las principales de-

mandas que han enarbolado, ya que es lo 

que políticamente corresponde como ac-

tuar dentro de los Estados. Las experiencias 

incipientes en ciertos territorios han dado 

cuenta de ello y de lo efectivo que podría 

llegar a ser si fuera aplicado. La zona que 

circunda el lago Lleu lleu como ejemplo, 

da cuenta de que los mapuche respetan su 

medio ambiente, se nutren de lo que les da 

parte de la tierra y este lago no está conta-

minado ya que quienes lo resguardan son 

los propios mapuche. Casos como este se 

pueden ver a lo largo del territorio nacio-

nal. En el caso de los Rapa Nui y mediante 

una consulta (2017) basada en el convenio 

169 de la OIT, la creación de un área mari-

na costera protegida de múltiples usos fue 

parte de una demanda de este pueblo por 

administrar sustentablemente su territo-
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rio marino, que ha sido depredado por la 

pesca industrial y cuya continuidad ame-

nazaba inclusive su sobrevivencia cultural 

desde la perspectiva del arte de pesca en-

tre otros. Pero también un ejemplo tan im-

portante como los anteriores es la consulta 

de 2014-2015, cuya temática fue la crea-

ción del Ministerio de las Culturas, las Ar-

tes y el Patrimonio, relevando la existencia 

real de nueve pueblos así como también el 

reconocimiento de la comunidad afro des-

cendiente de Arica y Parinacota, poniendo 

en evidencia su riqueza cultural y dando 

cuenta de la diversidad de este país, en 

cuya esencia se encuentra el mestizaje. Las 

movilizaciones dan cuenta de ello, pues las 

demandas de los pueblos originarios han 

sido acogidas por la mayoría de la pobla-

ción chilena.

¿Quiénes son entonces los verdaderos 

barbaros? La pregunta surge espontánea-

mente al momento de analizar el cómo 

conviven, cómo se desarrollan cultural y 

económicamente, cómo protegen el me-

dio ambiente, cómo mantienen su lengua 

y cosmovisión, o cómo buscan el rescate 

de ello los pueblos originarios. 

El conflicto no lo tienen los pueblos ori-

ginarios. El conflicto lo tiene el Estado 

chileno sometiendo a estos a la barbarie 

del capitalismo haciendo negocios con el 

agua, la tierra y sus recursos naturales, sus 

semillas.

Reconocer un Estado plurinacional es en-

tonces sólo un primer paso por cambiar el 

paradigma antes mencionado (civilización 

o barbarie). Nos falta mucho por conocer, 

nos falta mucho por entender que, un ma-

puche o un aimara no son campesinos, 

son pueblos con una concepción de vida 

distinta, más allá de la ley indígena, más 

allá del Informe de la Comisión de Verdad 

Histórica y Nuevo Trato con los Pueblos In-

dígenas. Debemos reconocer la diversidad 

de este país, conocerlo y saber su historia, y 

la sabiduría de sus pueblos. No incluirlos ni 

asimilarlos forzosamente como cualquier 

grupo humano. Debemos asumir lo distin-

to que son, así sea con los Kawesqar, así sea 

con los Aimara, Collas, Rapa Nui, Yaganes, 

Licanantay, Quechuas, Mapuche, Diaguitas 

y afrodescendientes.

La responsabilidad del Estado es comen-

zar con una descolonización cultural y 

económica, entender que éste es un país 

conformado mayoritariamente de mesti-

zos e indígenas, lo cual debería reflejar una 

nueva Constitución que exprese el recono-

cimiento real y participativo de los pueblos 

originarios.

B I B L I O G R A F Í A

CIVILIZACIÓN  O BARBARIE (DDOMINGO FAUSTINO SAR-
MIENTO)

INFORME  DE LA COMISIÓN VERDAD HISTÓRICA Y NUEVO 
TRATO CON LOS PUEBLOS ORIGINARIOS.

CONSULTA RAPA NUI CREACIÓN UN ÁREA MARINA COSTERA 
PROTEGIDA DE MÚLTIPLE.

CONSULTA INDÍGENA PARA LA CREACIÓN DEL MINISTERIO 
DE LAS CULTURAS LAS ARTES Y EL PATRIMONIO.
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Contexto. Estado y Pueblos Indígenas
La relación entre el Estado de Chile y los pueblos indígenas ha estado marcada por las 

dificultades, la suscripción de acuerdos incumplidos por el Estado, algunos hitos clave en 

los escasos avances alcanzados, las desconfianzas, la discriminación y la represión. 

Sin embargo, las organizaciones indígenas hace décadas que manifiestan con claridad sus 

demandas y hacen uso de cada espacio disponible para plantear sus exigencias y deman-

das, fundamentalmente en el ámbito internacional. Es por ello que las recomendaciones 

de organismos de derechos humanos multilaterales, regionales y nacionales sirven de re-

ferencia sintetizada para visualizar las deudas que tiene Chile frente a los pueblos indíge-

nas y los desafíos que debe enfrentar para cumplir los compromisos.

Son amplísimos los temas pendientes, y abarcan demandas de derechos individuales y 

colectivos. Las principales cuestiones dicen relación con el reconocimiento constitucional, 

reconocimiento de derechos económicos, sociales y culturales, derechos territoriales, es-

pacios institucionales indígenas, y participación política para la incidencia en la toma de 

decisiones del ámbito nacional, regional y local. 

En general, las demandas de los pueblos indígenas para el reconocimiento y puesta en 

vigencia de estos derechos encuentran fundamento en las necesidades y la constatación 

de desigualdades propias del modelo de desarrollo vigente en Chile actualmente, pero 

 “DesafíosydeudasdeChile 
conlosPueblosOriginarios”

Karla Díaz Martínez, 

Abogada
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también se sustentan en el conjunto de 

tratados, acuerdos y declaraciones inter-

nacionales, suscritas por Chile, que no en-

cuentran aterrizaje en el ámbito nacional. 

Es a eso a lo que se hace referencia cuando 

se habla de deudas pendientes, porque 

son compromisos asumidos por el Estado 

Chileno que no se llegan a materializar, y 

cuando lo han hecho se hace de forma li-

mitada, restringida e incompleta. 

Recomendaciones de los organismos mul-

tilaterales:

Los órganos de tratados y otros organis-

mos internacionales de Naciones Unidas 

realizan consultas y recomendaciones a los 

países regularmente en materia de dere-

chos humanos, en distintos ámbitos. 

En el caso de Chile, los pueblos indígenas 

figuran en los informes como uno de los 

grupos que ameritan protección especial. 

Esto se fundamenta en razones cuantitati-

vas, como que el porcentaje de población 

indígena en Chile es significativo, siendo 

que el 12,8% de la población se auto re-

conoce como perteneciente a un pueblo 

originario, pero también por otras razones. 

El Estado de Chile sostiene un tipo de rela-

ción con los pueblos indígenas y en espe-

cial con el pueblo mapuche caracterizada 

por la hostilidad, las desconfianzas, la re-

presión especial y focalizada, en un contex-

to de discriminación predominante.  

En ese marco, las organizaciones indíge-

nas, frente a las agresiones y la falta de 

respuesta de Estado regularmente acuden 

a estos espacios a exponer sus diferentes 

situaciones en busca de que desde esos 

espacios internacionales se haga presión 

a Chile para el cumplimiento de sus com-

promisos y deberes internacionales en la 

materia. Esta dinámica no deja de estar 

presente en otros países de América Lati-

na. Sin embargo, Chile destaca deshonro-

samente. De ahí que existen un conjunto 

de recomendaciones en materia indígena, 

con diversos énfasis que hacen visibles los 

desafíos y que resultan en una referencia 

para enunciar algunos de los principales 

temas pendientes. A continuación, se hace 

una revisión no exhaustiva de algunas de 

las más recientes recomendaciones que 

dan cuenta de lo anterior.

Reconocimiento constitu-
cional
Dar prioridad al proceso de reconocimien-

to constitucional de los derechos de los 

pueblos indígenas, como un primer paso 

hacia la resolución concertada de sus re-

clamos (CERD, 2013: 12.a)

Acelerar el proceso de reforma constitucio-

nal y que incluya el reconocimiento de los 

pueblos indígenas (Comité Derechos Hu-

manos CCPR, 2014: 10.a)

Agilizar la aprobación de las leyes tendien-

tes al reconocimiento constitucional de los 

pueblos indígenas (EPU, 2014: 163).

Adoptar nuevas medidas para dar reco-

nocimiento constitucional a los pueblos 

indígenas y velar por la protección de sus 

derechos humanos (EPU, 2014: 164).

Cumplir con el compromiso […] de garan-

tizar el reconocimiento de los derechos de 

los pueblos indígenas en la nueva Consti-
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tución (Comité de Derechos económico, 

sociales y culturales CESCR, 2015: 8.a).

Reconocer a los pueblos indígenas y sus 

derechos en la nueva Constitución (Comité 

Derechos del Niño CRC, 2015: 80.a).

Suministrar informaciones sobre los avan-

ces en el proceso de reconocimiento cons-

titucional de los pueblos indígenas y sus 

derechos, dando seguimiento a los acuer-

dos consagrados en el Acta Resultados del 

Diálogo Nacional del Proceso de Consulta 

para el Reconocimiento Constitucional de 

los Derechos de los Pueblos Indígenas de 

21 de octubre de 2017. La Comisión pide 

también al Gobierno que envíe informa-

ción sobre la manera en que se ha dado 

atención a las preocupaciones expresadas 

por los pueblos indígenas en los casos en 

que se ha determinado que no procede la 

realización de procesos de consulta previa 

(CEACR OIT, 2019).

Tierras, territorios y recur-
sos naturales
Acelerar el proceso de restitución de tie-

rras ancestrales y proporcionar los recursos 

eficaces y suficientes para proteger los de-

rechos de los pueblos indígenas sobre sus 

tierras y recursos ancestrales, de acuerdo 

con la Convención, demás normas interna-

cionales relevantes, y con los tratados fir-

mados entre el Estado parte y los pueblos 

indígenas (CERD, 2013: 13.a).

Participación y consulta in-
dígena
Intensificar los esfuerzos para aumentar la 

participación de la mujer en la vida pública 

en los planos nacional y municipal, lo que 

incluye la organización de campañas de 

sensibilización dirigidas también a las muje-

res indígenas, el ofrecimiento de incentivos 

a los partidos políticos para que designen 

un número igual de mujeres y hombres en 

las candidaturas y la financiación adecuada 

de las campañas de las mujeres que sean 

candidatas (CEDAW, 2012: 25.b).

Cumplir su obligación de garantizar la con-

sulta de los pueblos indígenas, como una 

medida de participación efectiva en lo que 

respecta a toda disposición legislativa o 

administrativa susceptible de afectar direc-

tamente sus derechos a la tierra y a los re-

cursos que poseen o que tradicionalmente 

han utilizado, consagrado en estándares 

internacionales (CERD, 2013: 12.b).

Tomar medidas legislativas y administrati-

vas necesarias para garantizar la obtención 

del consentimiento previo, libre e informa-

do de los pueblos indígenas en lo que res-

pecta a la toma de decisiones susceptibles 

de afectar directamente el ejercicio de sus 

derechos económicos, sociales y culturales 

(Comité de Derechos económico, sociales y 

culturales CESCR, 2015: 8.b).

Tomar las medidas necesarias para que se 

lleven a cabo consultas con los pueblos in-

dígenas durante el proceso de reforma a la 

ley núm. 19300 que establece el SEIA, así 

como respecto a las posibles modificacio-

nes que se realicen a su reglamento, en los 

aspectos que afecten directamente a sus 

derechos. La Comisión pide al Gobierno 

que vele por que toda propuesta de legis-

lación relativa a la evaluación de impactos 

ambientales: i) dé cumplimiento a los artí-
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culos 6 y 15 del Convenio en lo que respec-

ta a la consulta con los pueblos indígenas 

sobre proyectos de prospección o explota-

ción de recursos existentes en tierras tradi-

cionalmente ocupadas por dichos pueblos; 

ii) asegure la cooperación de los pueblos in-

teresados en la evaluación de la incidencia 

social, espiritual y cultural y sobre el medio 

ambiente que las actividades de desarrollo 

puedan tener sobre dichos pueblos, en base 

al artículo 7 del Convenio, y iii) atienda las si-

tuaciones previstas en los párrafos 2, 3, 4 y 5 

del artículo 16 del Convenio en relación con 

proyectos que impliquen el traslado de los 

pueblos interesados de sus tierras tradicio-

nalmente ocupadas. En este sentido, la Co-

misión recuerda que el Convenio establece 

que el traslado y la reubicación de los pue-

blos indígenas de sus tierras constituyen 

una medida excepcional que sólo puede 

llevarse a cabo con su consentimiento dado 

libremente y con pleno conocimiento de 

causa (CEACR OIT, 2019,).

La Comisión espera que, en ocasión de la 

reforma del SEIA, el Gobierno vele por que 

se asegure la eficacia de los mecanismos 

de consulta, así como la participación y 

la cooperación con los pueblos indígenas 

que se establecen en los artículos 6, 7, 15 y 

16 del Convenio (convenio 169 de la OIT). 

La Comisión pide al Gobierno que suminis-

tre informaciones sobre las consultas reali-

zadas acerca de toda propuesta de modifi-

cación legislativa relativa a la consulta de 

los pueblos indígenas en el marco de los 

proyectos que ingresan al SEIA (OIT, 2017).

La Comisión reitera su pedido al Gobierno 

para que tome las medidas necesarias (in-

clusive legislativas) para que los pueblos 

indígenas sean consultados antes de que 

se emprendan actividades de exploración 

o explotación mineras en las tierras que 

tradicionalmente ocupan (OIT, 2017).

Institucionalidad
Realizar todos los esfuerzos posibles, con-

sultando a las comunidades indígenas, 

para la creación del Consejo de Pueblos In-

dígenas (Comité Derechos Humanos CCPR, 

2014: 10.b).

El INDH recomienda al Poder Ejecutivo y 

el Poder Legislativo convocar a un diálo-

go amplio y concertado con los pueblos 

interesados, que se plantee entre otros de-

safíos, cambios en el diseño institucional 

que garanticen el reconocimiento pleno a 

los derechos de los pueblos indígenas, y a 

la condición multicultural del Estado y la 

sociedad chilena (INDH, 2014, 2015, 2016).

Derechos económicos, so-
ciales y culturales (DESC)
Continuar e intensificar la labor destinada 

a mejorar la situación de los pueblos indí-

genas haciendo esfuerzos especiales para 

luchar contra la pobreza que los aqueja, 

mejorar su acceso a la educación superior 

y otorgarles un reconocimiento constitu-

cional (EPU, 2014: 165).

Asignar recursos suficientes al sector de sa-

lud y continúe sus esfuerzos para asegurar 

la accesibilidad, disponibilidad, asequibili-

dad y calidad de la atención de salud, pres-

tando especial atención a las necesidades 

de los grupos marginados y desfavoreci-

dos, especialmente de aquellos con bajos 
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ingresos económicos, así como de los pue-

blos indígenas (CESCR, 2015: 28).

Respetar el derecho a la identidad de los 

niños indígenas de acuerdo con su cultura 

(CRC, 2015, 35.a).

Dar prioridad a medidas para reducir la 

desigualdad entre las zonas rurales y urba-

nas, en particular las zonas con una amplia 

población indígena; que reduzca de ma-

nera efectiva las diferencias entre los nive-

les de vida de los ricos y los pobres; y que 

acelere la adopción de medidas para que 

todos los niños de las zonas rurales tengan 

acceso al saneamiento (CRC, 2015, 66).

Intensificar los esfuerzos por conseguir el 

acceso de todos los niños indígenas a ser-

vicios de salud y educación y a servicios 

sociales básicos, sin discriminación alguna 

(CRC, 2015, 80.c).

Adoptar un plan integral de lucha contra 

la pobreza y la pobreza extrema que es-

tablezca metas específicas y mecanismos 

eficaces de coordinación entre los diversos 

sectores y ministerios, dirigido a disminuir 

significativamente la brecha de desigual-

dad, teniendo en cuenta las necesidades 

de los sectores sociales más desfavoreci-

dos y marginados, tanto en las zonas rura-

les como urbanas y particularmente de los 

pueblos indígenas (CESCR, 2015: 24.a).

Igualdad y no discrimina-
ción
Adoptar nuevas medidas para velar por la 

promoción y protección de los derechos 

de los pueblos indígenas (EPU, 2014: 161).

Tomar las medidas necesarias para prote-

ger efectivamente a los pueblos indígenas 

contra la discriminación racial. Desarrollar, 

de la mano de los pueblos indígenas, polí-

ticas que busquen aumentar los niveles de 

educación y plena participación en la vida 

pública de los pueblos indígenas, y en es-

pecial de las mujeres (CERD, 2013: 16).

Velar por la ampliación de los programas 

interculturales (EPU, 2014: 149).

Trabajar en la efectiva aplicación del Con-

venio Nº 169 de la OIT, para evitar actos de 

desconocimiento y menosprecio de los de-

rechos humanos de los pueblos indígenas, 

en particular del pueblo mapuche (EPU, 

2014: 171)

Incorporar un enfoque intercultural a las 

políticas y normas relativas a los niños (Co-

mité sobre derechos del niño CRC, 2015, 

80.b).

Violencia y acceso a la jus-
ticia
Tomar todas las medidas necesarias para 

que se lleven a cabo investigaciones pron-

tas y efectivas sobre abusos cometidos 

contra integrantes de pueblos indígenas, y 

se enjuicien y sancionen a los funcionarios 

de la policía que cometan este tipo de ac-

tos (CAT, 2009: 23.a).

Investigar las denuncias de delitos y actos 

de violencia cometidos por la policía y Ca-

rabineros contra las comunidades indíge-

nas (EPU, 2014: 81).

Velar porque todas las formas de violen-

cia a que den lugar acciones u omisiones 

de agentes estatales de todos los niveles, 

incluida la policía, o resultantes de tales 
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acciones u omisiones, sean sistemática 

y debidamente investigadas, se procese 

efectivamente a los culpables, se impon-

gan a éstos condenas y medidas discipli-

narias adecuadas y se proporcione a las 

víctimas, especialmente a las mujeres in-

dígenas, reparaciones o indemnizaciones 

(CEDAW, 2012: 21.e).

Investigar las alegaciones de violencia co-

metida por funcionarios estatales contra 

comunidades de pueblos indígenas, par-

ticularmente los pueblos mapuche y rapa 

nui (CERD, 2013: 14.d).

Actuar de inmediato para acabar con la 

violencia policial de todo tipo contra los 

niños indígenas y sus familias, también en 

el contexto de las actividades de desarrollo 

(CRC, 2015: 80.d).

Investigar y enjuiciar con prontitud todos 

los casos de actos de violencia contra niños 

indígenas cometidos por agentes de poli-

cía (CRC, 2015: 80.f ).

Reformar la Ley Antiterrorista y adoptar 

una definición clara y precisa de los delitos 

de terrorismo para asegurar que las activi-

dades que realizan los agentes del orden 

en el marco de la lucha contra el terrorismo 

no estén dirigidas a determinadas perso-

nas por su origen étnico o cualquier moti-

vo social o cultural. […] El Comité insta al 

Estado parte a abstenerse de aplicar la Ley 

Antiterrorista en contra de los Mapuches 

(CCPR, 2014: 7).

Abstenerse de aplicar la legislación antite-

rrorista a personas de la comunidad mapu-

che en el contexto de conflictos intercultu-

rales, entre ellos los litigios relativos a las 

tierras, y avivar el diálogo político sobre las 

cuestiones indígenas (EPU, 2014: 168).

Asegurar que la Ley Antiterrorista no sea 

aplicada a miembros de la comunidad ma-

puche por actos de demanda social y revi-

se la Ley Antiterrorista para que se definan 

de manera precisa los delitos de terrorismo 

que ésta incluye (CERD, 2013: 14.a y 14.b).

Monitorear los efectos discriminatorios 

que la aplicación de la Ley Antiterrorista y 

prácticas relacionadas podrían tener sobre 

los pueblos indígenas (CERD, 2013: 14.e).

Adoptar medidas, aplicando los procedi-

mientos adecuados, para que la Ley Antite-

rrorista no menoscabe los derechos de los 

pueblos indígenas, e incluir esos derechos 

en la estructura jurídica y administrativa 

del país (EPU, 2014: 167).

Revisar y enmendar su legislación para 

garantizar que los actos de terrorismo es-

tén definidos de manera precisa y estricta 

con una clara delimitación de los bienes 

jurídicos que se busca proteger, y que las 

personas privadas de libertad acusadas 

de actos terroristas tengan acceso a las 

salvaguardias básicas contra la tortura, 

entre ellas el derecho a comparecer sin 

demora ante un juez. Asimismo, el Estado 

parte debe abstenerse de aplicar la legis-

lación antiterrorista a personas acusadas 

únicamente de atentados contra la pro-

piedad cometidos en el marco de protes-

tas en reivindicación de los derechos de 

los pueblos indígenas, en línea con las 

recomendaciones formuladas por otros 

mecanismos internacionales de derechos 

humanos (CAT, 2018: 19).
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Mujeres y niñas indígenas
Acelerar la creación del ministerio para la 

población indígena e incrementar el diá-

logo con las mujeres indígenas para ase-

gurar su plena participación en el proceso 

(CEDAW, 2018: 47).

Adoptar medidas para reconocer oficial-

mente la tenencia y propiedad de la tierra 

de las mujeres indígenas, eliminar las nor-

mas y costumbres discriminatorias que li-

mitan su acceso a la propiedad de la tierra 

y velar por su participación significativa en 

los procesos de adopción de decisiones so-

bre el uso de tierras indígenas tradicionales 

(CEDAW, 2018: 47).

Establecer un mecanismo de consulta obli-

gatorio para obtener el consentimiento 

libre, previo e informado de mujeres indí-

genas con respecto al uso de sus tierras y 

recursos naturales (CEDAW, 2018: 47).

En el caso del ámbito del Sistema Intera-

mericano, solo como ejemplo, se puede 

mencionar el caso de Gabriela Blas, mujer 

indígena perteneciente al pueblo aymara y 

su hija, en el cual se logró un Acuerdo de 

Solución Amistosa con las respectivas re-

paraciones, y en el que destaca en materia 

de garantías de no repetición, que:

“El Estado se compromete a […] Desarro-

llar un programa de capacitación y de co-

bertura nacional para miembros del Poder 

Judicial, Ministerio Público, Defensoría 

Penal Pública, Corporación de Asistencia 

Judicial, Carabineros de Chile, Policía de 

Investigaciones, Gendarmería de Chile y 

el Servicio Nacional de Menores, sobre De-

rechos Humanos de las Mujeres Indígenas 

y Acceso a la Justicia. Dicho Programa se 

orientará al cumplimiento de las obligacio-

nes internacionales en materia de igualdad 

y no discriminación, derechos humanos de 

las mujeres indígenas, acceso a la justicia y 

protección especial de la infancia indíge-

na, y a la aplicación de los estándares ju-

rídicos definidos en la materia por la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos y la 

Comisión Interamericana de Derechos Hu-

manos sistematizados”1.

En el ámbito nacional, el Instituto Nacional 

de Derechos Humanos (INDH), en su Infor-

me Anual de 2018, incorporó un capítulo 

titulado “Violencia hacia mujeres rurales e 

indígenas: Invisibles y marginadas”. El in-

forme concluye las siguientes cuestiones: 

La falta de desagregación de datos estadís-

ticos de violencia hacia las mujeres impide 

conocer las realidades e impide el diseño 

de políticas pertinentes y focalizadas. 

El Estado aborda el problema de violencia 

hacia las mujeres desde una lógica enfoca-

da en mujeres urbanas, y no rurales e indí-

genas. Se debe dar una aproximación que 

reconozca el pluralismo cultural.

En cuanto a acceso a la justicia, se ve cruza-

da por la lejanía, el aislamiento geográfico, 

factores culturales y la violencia policial. El 

acceso a la justicia debe implicar dos ele-

mentos: acceso a la justicia del Estado y el 

reconocimiento de las normas de justicia 

indígena. 

1 Informe no. 138/18, Petición 687-11, Solución Amis-
tosa, Gabriela Blas Blas y c.b.b1.-Chile., del 21 de no-
viembre de 2018.
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Es preocupante la situación que experi-

mentan las mujeres mapuche en La Arau-

canía. Los relatos recogidos no se condicen 

con una cultura de respeto de los derechos 

humanos. Comité CEDAW-ONU en 2018 

señaló su preocupación por el uso excesivo 

de la fuerza y la falta de datos. 

El Estado de Chile se encuentra en deuda 

con las mujeres rurales e indígenas en ma-

teria de prevención y tratamiento de la vio-

lencia hacia la mujer.

Finalmente, el informe realiza un conjun-

to de recomendaciones en la materia, que 

van en sintonía con las que se vienen rea-

lizando desde los órganos de derechos hu-

manos destacadas arriba: 

Recomienda al Estado implementar desa-

gregación de datos, así como realizar análi-

sis desagregados por etnia, raza y mujeres 

urbanas y rurales. 

Recomienda al Estado incorporar perspec-

tiva de género, además de ruralidad u ori-

gen social.

Recomienda implementar políticas y pro-

gramas con pertinencia cultural, que con-

sidere especificidades de los pueblos origi-

narios y condición de ruralidad. 

Recomienda al Poder Legislativo modificar 

los artículos 13 y 14 de la Ley N°16.441 de 

Isla de Pascua (que atenúan las penas de 

delitos de carácter sexual cometidos en 

territorio de Isla de Pascua. Esto, absurda-

mente se mantiene vigente aún en 2019).

Recomienda al Estado impulsar programas 

de formación sobre cultura indígena, espe-

cialmente a policías y Ministerio Público.  

Recomienda al Ministerio del Interior ela-

borar un protocolo específico sobre allana-

mientos a comunidades mapuche.

Recomienda al Ministerio de Justicia y De-

rechos Humanos asegurar acceso a la justi-

cia de mujeres rurales e indígenas rurales. 

Consulta Indígena
La consulta indígena, previa, libre e infor-

mada, es uno de los derechos reconocidos 

a los pueblos indígenas más relevantes 

porque garantiza que puedan tener inci-

dencia en las medidas que se tomen y que 

puedan afectarles. El derecho de consulta 

está reconocido en el Convenio 169 de la 

Organización Internacional del Trabajo 

(OIT) en el artículo 6, y el derecho a partici-

pación en el artículo 7. 

En Chile, el Convenio 169 OIT se encuentra 

en vigencia desde 2009, los instrumentos 

que reglamentan el derecho a la consulta 

son posteriores. 

El primero de ellos es el Decreto N°40 del 

Ministerio de Medio Ambiente de 2013, 

que aprueba el reglamento del sistema de 

evaluación de impacto ambiental. Para de-

terminar la procedencia de la consulta in-

dígena el Servicio de Evaluación Ambiental 

de conformidad supone la concurrencia de 

dos requisitos: 1. que se prevea una medi-

da administrativa, Resolución de Califica-

ción Ambiental (RCA), acto administrativo 

terminal que pone término al proceso de 

evaluación ambiental y que califica am-

bientalmente el proyecto; y, 2. Que dicha 

medida sea susceptible de afectar directa-

mente a los pueblos indígenas. 
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El reglamento incorpora un procedimiento 

de consulta, con sus respectivas etapas y 

plazos. Sin embargo, este mecanismo no 

resulta suficientemente efectivo para la 

protección de las comunidades y territo-

rios indígenas y es cuestionado en cuanto 

los procesos de exploración en los cuales 

muchas veces se omite el proceso de con-

sulta. En el marco del proceso de reforma 

del Sistema de Evaluación de Impacto Am-

biental (SEIA) en 2019 y la tramitación del 

proyecto de ley que lo reforma, la OIT so-

licitó al Gobierno llevar a cabo un proceso 

de consulta indígena al respecto. 

El otro instrumento es el Decreto N°66 del 

Ministerio de Desarrollo Social de 2014, 

que aprueba el reglamento que regula el 

procedimiento de consulta indígena del 

Convenio 169 OIT. Este cuestionado regla-

mento fue aprobado después de un proce-

so de consulta indígena para su creación 

desarrollado entre 2012 y 2014, y que fue 

deslegitimado por las organizaciones in-

dígenas que participaron. El reglamento 

finalmente se aprobó a pesar de aquello. 

Desde entonces se aplica, y ha servido para 

realizar importantes procesos de consulta 

a nivel local, por pueblo, y a nivel nacional, 

incluido el Proceso de Consulta Constitu-

yente Indígena (2017), así como el proceso 

de consulta para la nueva institucionalidad 

indígena: Ministerio de Pueblos Indígenas 

y Consejo Nacional y Consejos de Pueblos 

Indígenas. 

Sin embargo, es un instrumento que care-

ce de legitimidad, por la forma en que se 

aprobó y este es su principal problema, 

además de que presenta una estructura de 

plazos y etapas rígidas que no se ajustan a 

las culturas indígenas. 

La consulta indígena debe ser recogida en 

Chile por un único instrumento, incluyen-

do los procesos relativos de impacto am-

biental, debe cumplir con los estándares 

internacionales, y lo más relevante es que 

debe ser resultado de un proceso de con-

sulta indígena legitimado por las comuni-

dades y organizaciones indígenas. 

Pueblos Indígenas frente a la crisis social 

en Chile 2019

La rebelión popular y manifestaciones so-

ciales de gran magnitud que detonaron en 

Santiago de Chile a partir del 18 de octubre 

de 2019, se han prolongado en el tiempo y 

se extendieron en múltiples ciudades y lo-

calidades del país, fundamentalmente en 

las ciudades capitales. Aunque en zonas ru-

rales también ha habido manifestaciones, 

cortes de carreteras, quema de estaciones 

de peajes, su desarrollo ha sido más bien en 

el ámbito urbano. En este contexto, es que 

después se sumarían organizaciones indí-

genas en apoyo y solidaridad con la causa 

del pueblo chileno, y que se realizarían un 

conjunto de manifestaciones organizadas 

por pueblos originarios en distintos pun-

tos del país y con diferentes características. 

Entre las más resaltantes están las protes-

tas en plazas con símbolos de la colonia 

y colonizadores que fueron destruidos o 

descabezados como muestra de reivindi-

cación decolonial. 

Es así que se han emitido varios informes 
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de derechos humanos, por parte de orga-

nismos nacionales e internacionales donde 

se precisan y recogen denuncias y consta-

tación de hechos que constituyen violacio-

nes a los derechos humanos. 

En el caso del INDH, en años anteriores 

ha venido manifestando su preocupación 

sobre los problemas de desigualdad, que 

es la causa del estallido social. En su In-

forme Anual 2012, el Instituto ya marcaba 

su inquietud no solo por el grado de des-

igualdad de ciertos grupos sociales, sino 

también al constatar la gran inequidad de 

desarrollo entre las regiones. Sobre los gru-

pos sociales en especial situación de vulne-

ración, el Informe Anual 2018 del INDH se 

refiere a la extrema pobreza (INDH 2019).

En abril de 2019, el INDH levantó un infor-

me de observación en la Comuna de Alto 

Biobio2, que da cuenta de la situación de 

los pueblos indígenas en Chile. Según el 

CENSO 2017, la comuna cuenta con 5.923 

habitantes, y de la población actual un 

50,23% se encuentra en situación de po-

breza por ingresos, siendo la comuna con 

más alto porcentaje de pobreza en el país. 

Adicionalmente, si se considera la pobreza 

multidimensional, esta situación aumenta 

a un 64,3%.

Además, esa comuna, con población ma-

yoritariamente pehuenche, cuenta con 

indicadores preocupantes en materia de 

escolaridad por debajo del promedio na-

cional, ingreso a educación superior de 

2h t tp s : / / b ib l io t ecad ig i t a l . i ndh . c l / b i t s t r eam/
handle /123456789/1194/mis ion-a l to -b iob io .
pdf?sequence=1&isAllowed=y

9% siendo que el promedio nacional es de 

31%, dificultades de acceso a la salud, tasa 

de mortalidad infantil 5 veces superior a la 

tasa a nivel nacional, alta tasa de suicidios, 

y entre otras cuestiones la comuna no lo-

gra retener la migración de sus habitantes.

Según el informe, “los indicadores de la 

comuna en relación a los derechos socia-

les, económicos y culturales están muy por 

debajo del promedio nacional y tienen un 

menor desempeño que el de la Región”, y 

por tanto existe “una evidente brecha con 

el resto de la población del país, lo que vul-

nera el derecho a la igualdad en el ejercicio 

de derechos humanos, en este caso en el 

ejercicio y goce de sus derechos econó-

micos sociales y culturales”. Esta situación 

sirve para graficar no sólo las desigualda-

des presentes en Chile, sino la brecha que 

existe entre la población indígena y la no 

indígena. 

Otra situación de utilidad para evidenciar la 

difícil relación entre el Estado de Chile y los 

pueblos originarios es la consulta indígena 

que se intentó desarrollar en 2019 con mi-

ras a modificar la ley indígena (Ley 19.253) 

para reducir derechos consagrados desde 

1993. De acuerdo con el informe 2019 del 

INDH (INDH, 2019) “el prologando conflicto 

intercultural entre el pueblo mapuche y el 

Estado de Chile, tuvo una reciente expre-

sión en la suspendida consulta indígena”.

Además, de forma complementaria se ha-

bía pronunciado [el INDH] en reiteradas 

oportunidades para que las autoridades 

y Carabineros en particular se ajustaran 

“plenamente al respeto y protección de los 
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DDHH (…), durante las manifestaciones 

masivas y en el ingreso a comunidades ma-

puche”.43 (INDH, 2019).

Finalmente, el informe, entre sus recomen-

daciones, incluye la necesidad del fortaleci-

miento de la institucionalidad de derechos 

humanos de grupos prioritarios como son 

los pueblos indígenas:  

“Recomendaciones relativas al fortaleci-

miento de la valoración de los derechos 

humanos y la democracia […] 11. Se reco-

mienda al Poder Ejecutivo y al Legislativo 

fortalecer, en la forma más adecuada, la ac-

tual institucionalidad que promueve y pro-

tege los derechos humanos, en especial 

de grupos prioritarios como niños, niñas y 

adolescentes, mujeres, tercera edad, perso-

nas con discapacidad y pueblos indígenas 

(INDH, 2019: 11, E)”. 

En este complejo contexto post octubre 

2019, la Oficina del Alto Comisionado para 

los Derechos Humanos de Naciones Uni-

das (OACNUDH) envió una misión a Chile 

para verificar las violaciones a los derechos 

humanos denunciadas en el contexto de 

estado de emergencia. Como resultado 

de esa misión, el 13 de diciembre de 2019, 

emitió un informe de la situación de dere-

chos humanos en el contexto, que revela 

un importante número de violaciones de 

derechos humanos de distinto tipo, y que 

describe la situación con elementos como 

los siguientes:  

“Se han producido un elevado número de 

violaciones graves a los derechos huma-

nos […], ciertas violaciones a los derechos 

humanos, en particular el uso indebido de 

armas menos letales y los malos tratos, son 

reiteradas en el tiempo, en el espacio y con 

respecto a quienes son los supuestos per-

petradores y las víctimas, […] Carabineros 

utilizó fuerza no letal cuando las manifes-

taciones fueron pacíficas, con el objetivo 

aparente de dispersar la manifestación 

o evitar que los participantes llegaran al 

punto de reunión; […] [y] hay razones fun-

dadas para sostener que ha habido un uso 

desproporcionado y a veces innecesario de 

armas menos letales (ACNUDH, 2019)”.

El referido informe incorpora el análisis 

de la situación y su impacto en personas 

y grupos específicos, donde destacan los 

pueblos indígenas:

“Otros grupos […] Las autoridades indíge-

nas y representantes del pueblo mapuche 

indicaron a la ACNUDH que los casos de pér-

dida de vidas, uso excesivo de la fuerza y los 

malos tratos, en el contexto de las protestas, 

han estado presente en su búsqueda del 

respeto de sus derechos. El Ministerio Pú-

blico ha indicado que del total de personas 

que han presentado denuncias de violacio-

nes de derechos humanos, 13 de ellas han 

sido identificadas como indígenas (todas 

ellas mapuche) (ACNUDH, 2019: 119)”.

Finalmente, entre las recomendaciones, 

aborda una cuestión sustantiva, que dice 

relación con los planteamientos que con-

textualizan el informe: la desigualdad so-

cioeconómica y obstáculos en el disfrute 

de los derechos económicos y sociales, 

cuestión que constituye causa fundamen-

tal de la crisis social de 2019, de ahí que se 

incorpore como recomendación:
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“Asegurar que el proceso de elaboración 

de una nueva Constitución sea inclusivo, 

participativo y transparente, incluso ga-

rantizando la paridad de género (50% mu-

jeres, 50% hombres) durante el proceso y 

la participación de los pueblos indígenas 

y todos los demás sectores de la sociedad. 

Los derechos humanos deben estar en el 

centro de este debate nacional” (ACNUDH, 

2019: 19). 

Esta fue una de las recomendaciones que 

el ejecutivo nacional desconoció, a través 

del ministro de Relaciones Exteriores, sos-

teniendo que algunas de las recomenda-

ciones de la ACNUDH “están fuera del ám-

bito de la comisión”3, menospreciando de 

esta forma los elemento que representan 

la causa del conflicto y la crisis actual.

Consideraciones finales 
El año 2019 será recordado como aquel 

donde se hicieron evidentes las limitacio-

nes del neoliberalismo imperante en Chile 

y que venía siendo disimulado por largos 

años y disfrazado de modelo para el resto 

de América Latina. Tal paradigma terminó. 

Si bien las desigualdades son múltiples y 

transversales, y las demandas sociales son 

numerosas, la situación de los pueblos in-

dígenas destaca por más desigual, pero 

también porque han sido las organizacio-

nes, dirigentes y comunidades indígenas 

quienes hace largos años denuncian el 

3 El Mostrador, 2019, Nueva Constitución, la otra re-
comendación del informe ONU que descolocó al Go-
bierno. 14 de diciembre. Disponible en: https://www.
elmostrador.cl/noticias/pais/2019/12/14/nueva-cons-
titucion-la-otra-recomendacion-del-informe-onu-que-
descoloco-al-gobierno/

neoliberalismo y demandan reivindicacio-

nes mediante distintos repertorios de ac-

ción. 

Desafíos como el reconocimiento de de-

rechos, la igualdad y no discriminación, 

la construcción de una institucionalidad 

indígena, la restitución y reconocimiento 

de tierras, territorios y recursos naturales, 

el acceso a la justicia, la participación po-

lítica en espacios deliberativos con esca-

ños y cupos reservados, y lo que resulta la 

principal deuda y base de todas las otras: el 

reconocimiento de que los pueblos origi-

narios existen, a través del reconocimiento 

constitucional.   

La crisis social de 2019 puso sobre todo de 

manifiesto la cuestión de la participación 

política, cuando la principal demanda so-

cial es una Asamblea Constituyente y se 

pone en cuestión la posibilidad de que re-

presentantes indígenas puedan participar 

en el proceso de elaboración de una nueva 

constitución. 

Asimismo, frente a la demanda de una 

nueva constitución el reconocimiento de 

los pueblos indígenas destaca como tema 

de discusión y debate a nivel nacional, 

posicionándose ambas cuestiones en la 

agenda pública y mediática, así como en 

el debate ciudadano: 1. participación po-

lítica indígena a través de representantes 

indígenas en elaboración de nueva consti-

tución; y 2. reconocimiento constitucional 

para pueblos indígenas y el carácter pluri-

nacional del Estado. 

Las movilizaciones de los pueblos origi-

narios han sido fundamentales para que 
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el tema esté en el debate actual y sigue 

siendo indispensable para lograr objetivos 

en este contexto. Sin embargo, la voluntad 

política de la clase política para avanzar 

con estas cuestiones es necesaria, y hasta 

ahora no parece ser suficiente frente a los 

grandes desafíos.

El relevamiento de estos temas da cuenta 

de que existe solidaridad entre la causa del 

pueblo chileno y las demandas del pueblo 

mapuche y los pueblos originarios, cues-

tión que no era ni visible ni masiva hace 

poco tiempo atrás, y que da cuenta de la 

capacidad del movimiento indígena de 

posicionar su situación hasta lograr una 

adhesión indispensable para lograr las rei-

vindicaciones pendientes. 
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“La burguesía inglesa, además de explotar la miseria irlandesa para empeorar la situación de 

la clase obrera de Inglaterra mediante la inmigración forzosa de irlandeses pobres, dividió al 

proletariado en dos campos enemigos [ ] en todos los grandes centros industriales de Ingla-

terra existe un profundo antagonismo entre el proletario inglés y el irlandés. El obrero medio 

inglés odia al irlandés, al que considera como un rival que hace que bajen los salarios y el nivel 

de bienestar [ ] la burguesía fomenta y conserva artificialmente este antagonismo entre los 

proletarios dentro de Inglaterra misma. Sabe que en esta escisión del proletariado reside el 

auténtico secreto del mantenimiento de su pode”1. 

Esas palabras las escribía Karl Marx en 1870 en relación a la dependencia colonial de Ingla-

terra sobre Irlanda y la migración que ésta conllevaba. Casi un siglo y medio después, las 

migraciones y las consecuencias de éstas en el país de acogida, siguen generando arduos 

debates sobre qué hacer frente a estos procesos. En momentos constituyentes como el 

actual, debemos repensar cómo hacer frente a un debate que en la mayoría de los países 

ha sido capitalizado por los sectores conservadores que encuentran en la población mi-

grante un chivo expiatorio desde donde instalar su agenda reaccionaria en base al miedo 

y la inseguridad.

En cualquier caso, podemos afirmar que si comparamos a Chile con otros países, la apa-

1 K. Marx; F. Engels, Obras Escogidas, tomo II. Editorial Progreso, Moscú.

Migraciónyprocesos
Constituyentes

Héctor Pujols Molero, 

Licenciado en Ciencias Políticas y de la Administración
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rición de grupos de extrema derecha que 

encuentran en los discursos xenófobos y 

racistas un eco de sus planteamientos ha 

sido menor. Muestra de ello fue la marcha 

antimigrante realizada en Santiago, don-

de la baja convocatoria - acudieron más 

carabineros que manifestantes y la con-

centración antifascista triplicó en número- 

desactivó la posibilidad de la aparición de 

una corriente populista excluyente como 

opción política. Si bien podríamos consi-

derar este hecho como una buena noticia, 

en la práctica la situación es más peligrosa 

ya que muchos de esos discursos se han 

hecho desde la propia institucionalidad. El 

propio Presidente Piñera exclamando en 

Antofagasta que iban a cerrar las fronteras 

con machete, o la no suscripción del Pacto 

Mundial para las Migraciones de las Nacio-

nes Unidas, son una muestra que desde la 

institucionalidad chilena se ha construido 

en los últimos años un enemigo al cual 

abatir, implementando una visión deter-

minada sobre los extranjeros residentes en 

Chile. 

Es por ello que, de cara a situar a la pobla-

ción migrante en el proceso constituyente, 

es relevante analizar en términos históricos 

un fenómeno como es la migración, fenó-

meno que va intrínsecamente ligado a la 

historia del país pero que tiene diferentes 

interpretaciones según la perspectiva po-

lítica del momento.  Para ello es necesario 

partir por comprender que la concepción 

del extranjero y la migración no siempre 

ha sido la misma y que, como otros con-

ceptos, estas definiciones han ido variando 

según los procesos que han marcado la 

historia del país; del deseado al enemigo, 

del refugiado al delincuente.

Migración, modelos de de-
sarrollo y construcción de 
la identidad nacional chi-
lena
Las primeras leyes generadas para la lle-

gada de extranjeros se establecen en el 

proceso constituyente de la nación chile-

na como parte de la Guerra del Pacífico y 

el inicio de la ocupación de la Araucanía. 

Durante el gobierno de Manuel Bulnes se 

creará la Ley de Colonización de 1845, que 

establecía a través de incentivos fiscales y 

apoyo económico para las familias que es-

tuvieran dispuestas a aceptar terrenos al 

sur del Biobío. En ese sentido, la migración 

se convierte en un elemento de guerra 

para la anexión de los territorios mapuche. 

Esta ley, creada en el periodo de la conso-

lidación de la República, generó durante 

décadas la atracción de miles de colonos, 

principalmente alemanes, que se asenta-

ron a orillas del lago Llanquihue y en los lla-

nos de Osorno, así como en las ciudades de 

Valdivia y Puerto Montt, despojando de sus 

territorios a los pueblos originarios. Como 

establecía la ley, “todos los colonos, por el 

hecho de avecindarse en las colonias, son 

chilenos”2 obviando deliberadamente que 

en esos territorios ya existía población. 

En el caso del norte, con las provincias 

anexionadas tras la Guerra del Pacífico, el 

proceso de “chilenización” de Tacna, Arica 

y Tarapacá estará marcado por la Ley de 
2 Ley sobre Colonias de naturales i extranjeros de 

1845.
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Colonización de 1909, en cuyo objetivo la 

migración jugó un papel fundamental por 

cuanto la voluntad máxima era “fomentar 

la creación de intereses permanentes chi-

lenos en esa región”3. En estos dos casos 

podemos observar cómo la migración di-

rigida funcionaba como un instrumento de 

consolidación de los intereses del Estado, 

haciendo de palanca para la conquista y 

colonización de nuevos territorios que pu-

dieran servir para la ampliación del capital 

chileno. Para ello se incentivaba desde el 

Estado una dicotomía nacional excluyente, 

entre el chileno y el mapuche en el caso del 

sur, y entre el chileno y el boliviano o pe-

ruano en el caso del norte.

Pero lejos de esta dicotomía nacional ge-

nerada por el Estado, aparecía también 

otra dicotomía donde las diferentes nacio-

nalidades se entrelazaban para construir 

organizaciones y movimientos plurinacio-

nales, otra identidad nacional de carácter 

popular. Muestra de ello son al menos tres 

sucesos ocurridos durante el periodo final 

de la migración como un elemento de co-

lonización y segregación; la matanza de 

Santa María de Iquique, el asalto e incendio 

de la sede de la Federación Obrera de Ma-

gallanes, y la masacre de Ranquil. Esas tres 

masacres tienen el elemento de unidad de 

las diferentes nacionalidades y donde se 

entrecruza el factor migratorio. En el caso 

de Santa María de Iquique, la arenga de 

los obreros bolivianos y peruanos frente a 

la petición de los representantes diplomá-

3 Circular Nº I, del Ministerio de Relaciones Exteriores 
de Chile, fechada en Santiago el 15 de diciembre de 
1914.

ticos de sus países para que abandonaran 

el lugar es un claro llamado a la unidad de 

los trabajadores por encima de su lugar de 

nacimiento; “con los chilenos vinimos, con 

los chilenos morimos”. Ya en 1920 y en este 

caso en Punta Arenas, la Federación Obrera 

de Magallanes sería asaltada e incendiada. 

Esta organización se vio fuertemente in-

fluenciada por la migración en la región y 

cuyo pretexto de “injerencia extranjera” fue 

utilizado para cometer esa masacre. En el 

caso de Ranquil, el levantamiento de cam-

pesinos chilenos y mapuche frente a las 

condiciones de semi esclavitud supera de 

nuevo la dicotomía por nacionalidad.

Con el triunfo del Frente Popular, la mirada 

respecto a la migración y los procesos de 

acumulación de capital variarán significa-

tivamente, dejando atrás los procesos de 

migración-colonización hacia un modelo 

donde la migración permitiera el desarro-

llo nacional. El ejemplo de ello es la llegada 

del Winnipeg, refugiados republicanos es-

pañoles con los que el gobierno del Frente 

Popular trataba de incorporar ingenieros y 

profesionales al nuevo modelo económico. 

El 3 de septiembre de 1939 desembarca-

ba en Valparaíso el Winnipeg cargado con 

aproximadamente 2.200 refugiados que 

huían de España tras el triunfo del fascis-

mo y la previsible guerra europea, cuyo 

inicio ocurrió cuando el legendario barco 

ya arribaba a las costas chilenas. En pleno 

gobierno del Frente Popular, el Presidente 

Pedro Aguirre Cerda encargó a Pablo Ne-

ruda la misión de traer a Chile a “hombres 

de trabajo”, relegando a los políticos por el 

miedo a la presión ejercida por parte del 
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Partido Conservador y de medios de co-

municación como El Mercurio. Sin embar-

go, la hazaña se completó y para la historia 

quedan nombres que tanto aportaron a la 

sociedad chilena; Víctor y Raúl Pey, Roser 

Bru, José Balmes, Leopoldo Castedo, Mau-

ricio Amster, José Ricardo Morales y tantas 

otras personas que encontraron en Chile 

un nuevo hogar. Como decía la libreta de 

introducción al país que les entregaron a 

los tripulantes, “Chile os acoge”. Esta visión 

de país de acogida respecto a la migra-

ción perdurará al menos hasta el golpe de 

Estado de 1973, y si bien la derecha y sus 

frentes afines como El Mercurio seguirán 

insistiendo en la visión de la dicotomía na-

cional y la migración como un elemento de 

segregación durante todos esos años, sus 

planteamientos no serán hegemónicos.

Siguiendo con la política de acogida, en  

1972  el  gobierno  de  Salvador  Allende  

ratifica  la  Convención  sobre  el  Estatuto   

de   los Refugiados de 1951 y el Protoco-

lo sobre el Estatuto de los Refugiados de 

1967 que completaba al anterior. Chile se 

convierte así de nuevo en un país de aco-

gida, esta vez para numerosos refugiados 

de países de la región que para entonces 

contaban con dictaduras militares. Espe-

cialmente para refugiados bolivianos, ar-

gentinos y brasileños. Este elemento será 

fundamental para la justificación y difusión 

del conocido como “Plan Z”, que remarcaba 

la existencia de agentes extranjeros en el 

Gobierno Popular. Una muestra de ello es 

que el libro blanco para el cambio de go-

bierno - sustento teórico del golpe cívico 

militar - recogerá en un capítulo completo 

la actuación de los extranjeros en la polí-

tica chilena. Esa concepción del extranjero 

como un enemigo tendrá su desarrollo en 

la promulgación en 1975 del Decreto Ley 

de Extranjería, reglamento que regula has-

ta el día de hoy las migraciones en Chile, 

y donde se establece que será causal de 

expulsión “propagar o fomentar de pala-

bra o por escrito o cualquier otro medio, 

doctrinas que tiendan a destruir o alterar 

por la violencia, el orden social del país o 

su sistema de gobierno” un elemento que 

permitió expulsar en 2017 a tres estudian-

tes peruanos con el motivo de portar libros 

sobre marxismo. De nuevo, esta vez bajo 

el prisma de la seguridad nacional, se es-

tablece la dicotomía por nacionalidad. Sin 

embargo, frente a la dictadura, las diferen-

tes nacionalidades resistieron; de ahí la 

importancia de reivindicar a las sesenta y 

tres personas extranjeras que fueron ejecu-

tadas o desaparecidas, y que a pesar de no 

haber nacido en Chile se hicieron parte del 

movimiento democrático en el país, como 

Joan Alsina, Carmelo Soria o Jane Vanini.

Ya en la década de los noventa y con el 

aumento de la inversión directa de las em-

presas chilenas en mercados como el pe-

ruano, el colombiano y en menor medida 

el ecuatoriano, se generan procesos de 

atracción en el plano económico hacia la 

población de esos países  como marco de 

nuevos procesos de acumulación. Por otra 

parte, la intervención de Chile en la Misión 

de las Naciones Unidas en Haití, y por ende 

también en República Dominicana, y la 

incorporación de Chile como país garante 

de las negociaciones de paz en Colombia, 
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reforzarán los vínculos con esos países, y si 

bien no son los únicos factores para la mi-

gración, influirán para la atracción de esas 

nacionalidades.

Más allá de valorar el aporte de la migración 

actual hacia la sociedad chilena o analizar 

su impacto, es importante comprender 

que a grandes rasgos el debate sobre mi-

gración ha servido para crear y mantener 

la dicotomía nacional entre la población 

chilena y migrante en base a elementos 

comunes en la historia del país. Si bien ya 

no hablamos del subversivo, aunque en los 

últimos meses ha aparecido de nuevo la hi-

pótesis de extranjeros como autores de la 

quema de las estaciones de Metro, sí se ha 

señalado al extranjero como el que viene a 

dañar los intereses del país, ya sea quitán-

donos el trabajo, colapsando el sistema pú-

blico de Salud o aumentando la delincuen-

cia. Ninguno de estos datos se corrobora 

con la realidad; sin embargo, y como decía 

antes, el elemento común de la historia y el 

papel de los medios de comunicación en 

la difusión de la dicotomía nacional de ex-

clusión han servido durante el gobierno de 

Sebastián Piñera para encontrar un chivo 

expiatorio útil en términos comunicacio-

nales; la creación de la identidad nacional 

en torno a la exclusión del migrante. Pero 

además de la creación de esta dicotomía, 

hablar de migración es hablar también de 

modelo de desarrollo. En el actual proceso 

migratorio en Chile, se ha primado por so-

bre todo la irregularidad migratoria, crean-

do trabas burocráticas y restricciones que, 

lejos de frenar la migración, han generado 

una masa de trabajadores sin derechos, 

apostando por un modelo de desarrollo 

excluyente donde la ganancia de capital 

se extrae de la precariedad del trabajo y no 

del aumento de la producción. 

El debate sobre la nueva Constitución nos 

permite repensar en términos históricos las 

migraciones en Chile y los mecanismos de 

exclusión generados, y en ese punto existe 

un concepto clave que marcará la apuesta 

de las organizaciones migrantes en el pro-

ceso; la ciudadanía.

Migraciones y Nueva Cons-
titución
El Estado-Nación, y el concepto de ciuda-

danía perteneciente a éste, se han basado 

desde su creación en la exclusión política 

y económica de amplios sectores de la po-

blación. En diferentes momentos históri-

cos trabajadores, mujeres, identidades na-

cionales minorizadas, pueblos colonizados 

y otros sectores excluidos, han luchado por 

el acceso a derechos económicos, sociales 

y culturales. Diferentes luchas por la demo-

cratización del Estado y en consecuencia la 

ampliación de la ciudadanía, entendiendo 

la disputa por el acceso a derechos como 

un elemento clave para construir socie-

dades democráticas. En la actualidad, los 

procesos migratorios que se viven a lo lar-

go de todos los continentes tensionan la 

idea de ciudadanía, especialmente por ser 

necesario obtener la nacionalidad del país 

de acogida como requisito para el acceso a 

derechos plenos. Es en esta tensión donde 

la población migrante se convierte en un 

nuevo sujeto enfrentado a la exclusión, 

convirtiendo la lucha de la población mi-
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grante no solo en una lucha por el acceso 

a derechos de un determinado sector de la 

población que habita un territorio, sino por 

su transformación en un actor clave para la 

democratización del Estado y las socieda-

des en las que vivimos. En ese sentido, las 

migraciones como procesos innatos a la 

condición humana nos ponen hoy frente 

a un espejo, mostrándonos las deficiencias 

de nuestras sociedades, agudizando las 

exclusiones que siempre han existido al in-

terior del Estado-Nación y del régimen de 

ciudadanía, y nos obligan a repensar nue-

vas formas de convivencia.

En el caso de Chile, la Constitución actual 

aprobada durante la dictadura cívico mi-

litar establece en su artículo 13 que “son 

ciudadanos los chilenos que hayan cumpli-

do dieciocho años”, limitando en su propia 

definición de ciudadanía la posibilidad de 

acceso pleno a derechos a aquellas per-

sonas que, a pesar de habitar y contribuir 

de igual manera al desarrollo del país, no 

tengan la nacionalidad. Este elemento, 

establecer como requisito necesario la na-

cionalidad para acceder a la ciudadanía, 

desencadena toda una serie de limitantes 

para la población migrante, su inclusión en 

el país y el propio desarrollo de Chile. Sin 

embargo, la Constitución tiene otro ele-

mento que permite el ejercicio de la ciu-

dadanía a la población migrante sin tener 

ese reconocimiento. El artículo 14 estable-

ce que podrán ejercer el derecho a sufra-

gio los extranjeros residentes que cuenten 

con más de cinco años de avecindamiento. 

Este elemento es un poder político que si 

bien no se ha ejercido con toda su fuerza, 

ya que la abstención electoral de la pobla-

ción migrante es muy elevada, sí es una 

amenaza muy presente en los candidatos 

de distritos y comunas donde el porcentaje 

de extranjeros es significativo. Dichas can-

didaturas han preferido hacer propuestas 

promigrantes a la caza del voto de la po-

blación migrante que tender hacia discur-

sos xenófobos.

En esa contradicción entre migración y ciu-

dadanía dentro del proceso constituyente 

debemos situar también el “Acuerdo por la 

paz social” firmado el 15 de noviembre de 

2019. Si como decía anteriormente el único 

resquicio para el ejercicio de la ciudadanía 

y la prevención de discursos xenófobos era 

el voto, el famoso acuerdo nos hizo retro-

ceder. Tanto para el plebiscito como para la 

elección de los delegados que redacten la 

nueva Constitución, la población migran-

te queda excluida del proceso ya que solo 

los nacionales podrán participar, negando 

a la población migrante un derecho reco-

nocido por la actual legislación. Salvo que 

a última hora ocurra un cambio legislativo 

inesperado y se incorpore a la población 

migrante, el proceso constituyente iniciará 

excluyendo al 7% de la población que ha-

bita Chile, y esta puede ser una derrota his-

tórica. No solo porque significa retroceder 

incluso sobre la base de la actual Constitu-

ción, sino que al retirar ese poder político a 

la población migrante los discursos xenó-

fobos pueden aparecer con mayor fuerza 

en la institucionalidad. 

En relación a ello, existen diferentes cate-

gorizaciones de cómo avanzar en una ciu-

dadanía más inclusiva entendiendo que 



página  174

la actual excluye a amplios sectores de la 

población chilena. Para ello la propuesta 

de plurinacionalidad incorpora el recono-

cimiento de la existencia de otras identi-

dades nacionales más allá de la chilena, en 

este caso la de los pueblos originarios. Sin 

embargo, cuando hablamos de plurina-

cionalidad lo hacemos sobre el marco ju-

rídico de la ciudadanía chilena. Incorporar 

a la población migrante requiere en cier-

ta medida desnacionalizar la ciudadanía 

y vincularlo a la concepción de habitar el 

territorio. Es decir, que el ser ciudadano de-

rive de la residencia en Chile y no de la na-

cionalidad, y es aquí donde los diferentes 

procesos constituyentes de Latinoamérica 

nos reflejan algunos debates ya resueltos. 

Tanto en el caso de Venezuela como Bolivia 

y Ecuador, las diferentes Constituciones no 

solo reconocen el carácter de plurinacio-

nalidad, sino que también incorporan el 

carácter multiétnico e intercultural de sus 

pueblos, valores que deben ser respetados 

por el propio Estado en todos los procesos. 

En la temática migratoria, la Constitución 

Política del Ecuador es sin duda la que más 

ahonda en dicha materia, estableciendo al-

gunos artículos relevantes para encontrar 

propuestas de cara al proceso constituyen-

te chileno.

En primer lugar, la Constitución del Ecua-

dor establece la no discriminación por 

condición migratoria, es decir la no discri-

minación por estar en situación irregular. 

Además de ello, establece dos elementos 

fundamentales para el debate migratorio 

y la condición de ciudadanía. En primer 

lugar, el reconocimiento de la migración 

como un derecho y el rechazo a la catego-

ría de ilegal a cualquier persona inde-

pendientemente de su condición. En se-

gundo punto, la prioridad del Estado por 

establecer una ciudadanía latinoame-

ricana y caribeña, avanzando a la libre 

circulación de las personas de la región. 

Fijar estos dos elementos en una Cons-

titución no solo significaría un cambio 

de paradigma en la forma de entender 

la migración en Chile sino que además 

significaría también un cambio en el mo-

delo de desarrollo apuntando hacia la in-

tegración latinoamericana a través de las 

diferentes comunidades migrantes que 

han llegado en las últimas décadas. Sin 

duda, un debate que marcaría el redac-

tado de la Nueva Constitución. 

Ciudadanía y derechos 
para todas las personas 
que habitan Chile
Como se mostraba al inicio de este artículo, 

la migración ha significado en muchos ca-

sos una forma de generar división, enfren-

tando por identidades. También una herra-

mienta clave para el modelo de desarrollo 

de Chile, ya sea a través de las diferentes 

colonizaciones, atrayendo a profesionales 

que pudieran fomentar el modelo desarro-

llista o actualmente generando un ejército 

de reserva que permita precarizar el tra-

bajo. Sin embargo los procesos avanzan 

y la solidaridad se hace presente en toda 

la historia de este país, desde el Winnipeg 

hasta la acogida de refugiados políticos en 

los años 70, y es aquí donde debemos si-

tuarnos.
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El proceso constituyente parte mal por 

muchos elementos, uno de ellos por la ex-

clusión de un porcentaje de población. Es 

cierto que no es un porcentaje tan elevado 

y que hay otros elementos como la pari-

dad, la representación efectiva de los pue-

blos originarios o la incorporación de inde-

pendientes que generan mayor consenso 

y sentido en el país. Sin embargo el negar 

el derecho a sufragio a los extranjeros re-

sidentes en el país, algo reconocido por la 

actual Constitución, significa en la práctica 

que la redacción de una Nueva Constitu-

ción no tiene que ser per se un avance en 

derechos y que perfectamente podemos 

retroceder. Por decirlo de otra forma, nada 

está ganado ni garantizado. 

En el ámbito de las migraciones, la desna-

cionalización de la ciudadanía, el reconoci-

miento del derecho a migrar y la perspecti-

va de la ciudadanía latinoamericana como 

proceso de integración regional nos per-

mite abordar de otra manera un fenómeno 

que ha significado un largo debate sobre 

la identidad nacional chilena. Será tarea de 

todas las personas que habitamos el país 

construir una nueva identidad y un pro-

ceso constituyente que vea la  migración 

como un aporte al país y que entienda la 

acogida como un proyecto de futuro.
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